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Tema  1.–La  organización  municipal.  órganos  necesarios  y
complementarios. El alcalde. Tenientes de alcalde y concejales
delegados. El Pleno. La Junta de Gobierno Local.

Bibliografia: 

• Ley  7/1985,  de  2  de  abril,  Reguladora  de  las  Bases  del  Régimen  Local.

• Real  Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre,  por  el  que se aprueba el  Reglamento de
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.

1.  Los  Municipios  son  entidades  básicas  de  la  organización  territorial  del  Estado  y  cauces
inmediatos de participación ciudadana en los asuntos públicos, que institucionalizan y gestionan
con autonomía los intereses propios de las correspondientes colectividades.

2. La Provincia y, en su caso, la Isla gozan, asimismo, de idéntica autonomía para la gestión de los
intereses respectivos.

Artículo 2.

1. Para la efectividad de la autonomía garantizada constitucionalmente a las entidades locales, la
legislación del Estado y la de las Comunidades Autónomas, reguladora de los distintos sectores de
acción  pública,  según  la  distribución  constitucional  de  competencias,  deberá  asegurar  a  los
Municipios,  las  Provincias  y  las  Islas  su  derecho  a  intervenir  en  cuantos  asuntos  afecten
directamente al círculo de sus intereses, atribuyéndoles las competencias que proceda en atención a
las características de la actividad pública de que se trate y a la capacidad de gestión de la Entidad
Local, de conformidad con los principios de descentralización, proximidad, eficacia y eficiencia, y
con estricta sujeción a la normativa de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.

2. Las Leyes básicas del Estado previstas constitucionalmente deberán determinar las competencias
que ellas mismas atribuyan o que,  en todo caso,  deban corresponder a los entes locales en las
materias que regulen.

Artículo 3.

1. Son Entidades Locales territoriales:

a) El Municipio.

b) La Provincia.
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c) La Isla en los archipiélagos balear y canario.

2. Gozan, asimismo, de la condición de Entidades Locales:

a) Las Comarcas u otras entidades que agrupen varios Municipios, instituidas por las Comunidades
Autónomas de conformidad con esta Ley y los correspondientes Estatutos de Autonomía.

b) Las Áreas Metropolitanas.

c) Las Mancomunidades de Municipios.

Artículo 4.

1. En su calidad de Administraciones públicas de carácter territorial, y dentro de la esfera de sus
competencias, corresponden en todo caso a los municipios, las provincias y las islas:

a) Las potestades reglamentaria y de autoorganización.

b) Las potestades tributaria y financiera.

c) La potestad de programación o planificación.

d) Las potestades expropiatoria y de investigación, deslinde y recuperación de oficio de sus bienes.

e) La presunción de legitimidad y la ejecutividad de sus actos.

f) Las potestades de ejecución forzosa y sancionadora.

g) La potestad de revisión de oficio de sus actos y acuerdos.

h) Las prelaciones y preferencias y demás prerrogativas reconocidas a la Hacienda Pública para los
créditos de la misma, sin perjuicio de las que correspondan a las Haciendas del Estado y de las
comunidades autónomas ; así como la inembargabilidad de sus bienes y derechos en los términos
previstos en las leyes.

2. Lo dispuesto en el número precedente podrá ser de aplicación a las entidades territoriales de
ámbito inferior al municipal y, asimismo, a las comarcas, áreas metropolitanas y demás entidades
locales, debiendo las leyes de las comunidades autónomas concretar cuáles de aquellas potestades
serán de aplicación, excepto en el supuesto de las mancomunidades, que se rigen por lo dispuesto en
el apartado siguiente.

3.  Corresponden a las mancomunidades de municipios,  para la  prestación de los servicios o la
ejecución de las obras de su competencia, las potestades señaladas en el apartado 1 de este artículo
que determinen sus  Estatutos.  En defecto de  previsión estatutaria,  les  corresponderán todas  las
potestades enumeradas en dicho apartado, siempre que sean precisas para el cumplimiento de su
finalidad, y de acuerdo con la legislación aplicable a cada una de dichas potestades, en ambos casos.

Artículo 5.

Para el cumplimiento de sus fines y en el ámbito de sus respectivas competencias, las Entidades
locales, de acuerdo con la Constitución y las leyes, tendrán plena capacidad jurídica para adquirir,
poseer, reivindicar, permutar, gravar o enajenar toda clase de bienes, celebrar contratos, establecer y
explotar obras o servicios públicos, obligarse, interponer los recursos establecidos y ejercitar las
acciones previstas en las leyes.
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Artículo 6.

1. Las entidades locales sirven con objetividad los intereses públicos que les están encomendados y
actúan  de  acuerdo  con  los  principios  de  eficacia,  descentralización,  desconcentración  y
coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho.

2. Los Tribunales ejercen el control de legalidad de los acuerdos y actos de las entidades locales.

Artículo 7.

1. Las competencias de las Entidades Locales son propias o atribuidas por delegación.

2. Las competencias propias de los Municipios, las Provincias, las Islas y demás Entidades Locales
territoriales solo podrán ser determinadas por Ley y se ejercen en régimen de autonomía y bajo la
propia  responsabilidad,  atendiendo  siempre  a  la  debida  coordinación  en  su  programación  y
ejecución con las demás Administraciones Públicas.

3. El Estado y las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus respectivas competencias, podrán
delegar en las Entidades Locales el ejercicio de sus competencias.

Las  competencias  delegadas  se  ejercen  en  los  términos  establecidos  en  la  disposición  o  en  el
acuerdo de delegación, según corresponda, con sujeción a las reglas establecidas en el artículo 27, y
preverán técnicas de dirección y control de oportunidad y eficiencia.

4.  Las  Entidades  Locales  solo  podrán  ejercer  competencias  distintas  de  las  propias  y  de  las
atribuidas por delegación cuando no se ponga en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de
la  Hacienda  municipal,  de  acuerdo  con  los  requerimientos  de  la  legislación  de  estabilidad
presupuestaria y sostenibilidad financiera y no se incurra en un supuesto de ejecución simultánea
del mismo servicio público con otra Administración Pública. A estos efectos, serán necesarios y
vinculantes los informes previos de la Administración competente por razón de materia, en el que se
señale  la  inexistencia  de  duplicidades,  y  de  la  Administración  que  tenga  atribuida  la  tutela
financiera sobre la sostenibilidad financiera de las nuevas competencias.

En todo caso, el ejercicio de estas competencias deberá realizarse en los términos previstos en la
legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas.

Artículo 8.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las Provincias y las islas podrán realizar la
gestión ordinaria de servicios propios de la Administración autonómica, de conformidad con los
Estatutos de Autonomía y la legislación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 9.

Las  normas  de  desarrollo  de  esta  Ley  que  afecten  a  los  Municipios,  Provincias,  islas  u  otras
entidades locales territoriales no podrán limitar su ámbito de aplicación a una o varias de dichas
entidades  con  carácter  singular,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  esta  Ley  para  los  regímenes
municipales o provinciales especiales.

Artículo 10.

1.  La  Administración  Local  y  las  demás  Administraciones  públicas  ajustarán  sus  relaciones
recíprocas a los deberes de información mutua, colaboración coordinación y respeto a los ámbitos
competenciales respectivos.
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2. Procederá la coordinación de las competencias de las Entidades Locales entre sí y, especialmente,
con las de las restantes Administraciones públicas, cuando las actividades o los servicios locales
trasciendan  el  interés  propio  de  las  correspondientes  Entidades,  incidan  o  condicionen
relevantemente los de dichas Administraciones o sean concurrentes o complementarios de los de
éstas.

3. En especial, la coordinación de las Entidades Locales tendrá por objeto asegurar el cumplimiento
de la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.

4. Las funciones de coordinación serán compatibles con la autonomía de las Entidades Locales.

TÍTULO II

El municipio

Artículo 11.

1.  El  Municipio  es  la  entidad  local  básica  de  la  organización  territorial  del  Estado.  Tiene
personalidad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.

2. Son elementos del Municipio el territorio, la población y la organización.

CAPÍTULO I

Territorio y población

Artículo 12.

1. El término municipal es el territorio en que el ayuntamiento ejerce sus competencias.

2. Cada municipio pertenecerá a una sola provincia.

Artículo 13.

1.  La  creación o  supresión  de  municipios,  así  como la  alteración  de  términos  municipales,  se
regularán  por  la  legislación  de  las  Comunidades  Autónomas  sobre  régimen  local,  sin  que  la
alteración de términos municipales pueda suponer,  en ningún caso,  modificación de los límites
provinciales.  Requerirán  en  todo  caso  audiencia  de  los  municipios  interesados  y  dictamen  del
Consejo  de  Estado  o  del  órgano  consultivo  superior  de  los  Consejos  de  Gobierno  de  las
Comunidades Autónomas, si existiere, así como informe de la Administración que ejerza la tutela
financiera.  Simultáneamente  a  la  petición  de  este  dictamen  se  dará  conocimiento  a  la
Administración General del Estado.

2. La creación de nuevos municipios solo podrá realizarse sobre la base de núcleos de población
territorialmente  diferenciados,  de  al  menos  4.000  habitantes  y  siempre  que  los  municipios
resultantes sean financieramente sostenibles, cuenten con recursos suficientes para el cumplimiento
de las  competencias municipales y no suponga disminución en la  calidad de los  servicios  que
venían siendo prestados.

3.  Sin  perjuicio  de  las  competencias  de  las  Comunidades  Autónomas,  el  Estado,  atendiendo a
criterios geográficos, sociales,  económicos y culturales, podrá establecer medidas que tiendan a
fomentar la  fusión de municipios con el  fin de mejorar la capacidad de gestión de los asuntos
públicos locales.
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4. Los municipios, con independencia de su población, colindantes dentro de la misma provincia
podrán acordar su fusión mediante un convenio de fusión, sin perjuicio del procedimiento previsto
en la normativa autonómica. El nuevo municipio resultante de la fusión no podrá segregarse hasta
transcurridos diez años desde la adopción del convenio de fusión.

Al municipio resultante de esta fusión le será de aplicación lo siguiente:

a) El coeficiente de ponderación que resulte de aplicación de acuerdo con el artículo 124.1 del texto
refundido  de  la  Ley  Reguladora  de  las  Haciendas  Locales,  aprobado  mediante  Real  Decreto
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo se incrementará en 0,10.

b) El esfuerzo fiscal y el inverso de la capacidad tributaria que le corresponda en ningún caso podrá
ser inferior al más elevado de los valores previos que tuvieran cada municipio por separado antes de
la  fusión  de  acuerdo  con  el  artículo  124.1  del  texto  refundido  de  la  Ley  Reguladora  de  las
Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

c) Su financiación mínima será la suma de las financiaciones mínimas que tuviera cada municipio
por separado antes de la fusión de acuerdo con el artículo 124.2 del texto refundido de la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de
marzo.

d) De la aplicación de las reglas contenidas en las letras anteriores no podrá derivarse, para cada
ejercicio, un importe total superior al que resulte de lo dispuesto en el artículo 123 del citado texto
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

e)  Se  sumarán  los  importes  de  las  compensaciones  que,  por  separado,  corresponden  a  los
municipios  que  se  fusionen  y  que  se  derivan  de  la  reforma  del  Impuesto  sobre  Actividades
Económicas de la disposición adicional décima de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de Reforma
de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, actualizadas en los
mismos términos que los ingresos tributarios del Estado en cada ejercicio respecto a 2004, así como
la compensación adicional, regulada en la disposición adicional segunda de la Ley 22/2005, de 18
de noviembre, actualizada en los mismos términos que los ingresos tributarios del Estado en cada
ejercicio respecto a 2006.

f) Queda dispensado de prestar nuevos servicios mínimos de los previstos en el artículo 26 que le
corresponda por razón de su aumento poblacional.

g) Durante, al menos, los cinco primeros años desde la adopción del convenio de fusión, tendrá
preferencia  en  la  asignación  de  planes  de  cooperación  local,  subvenciones,  convenios  u  otros
instrumentos basados en la concurrencia. Este plazo podrá prorrogarse por la Ley de Presupuestos
Generales del Estado.

La fusión conllevará:

a) La integración de los territorios, poblaciones y organizaciones de los municipios, incluyendo los
medios personales, materiales y económicos, del municipio fusionado. A estos efectos, el Pleno de
cada  Corporación  aprobará  las  medidas  de  redimensionamiento  para  la  adecuación  de  las
estructuras organizativas, inmobiliarias, de personal y de recursos resultantes de su nueva situación.
De la ejecución de las citadas medidas no podrá derivarse incremento alguno de la masa salarial en
los municipios afectados.
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b) El órgano del gobierno del nuevo municipio resultante estará constituido transitoriamente por la
suma de los concejales de los municipios fusionados en los términos previstos en la Ley Orgánica
5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General.

c) Si se acordara en el Convenio de fusión, cada uno de los municipios fusionados, o alguno de ellos
podrá funcionar como forma de organización desconcentrada de conformidad con lo previsto en el
artículo 24 bis.

d)  El  nuevo  municipio  se  subrogará  en  todos  los  derechos  y  obligaciones  de  los  anteriores
municipios, sin perjuicio de lo previsto en la letra e).

e) Si uno de los municipios fusionados estuviera en situación de déficit se podrán integrar, por
acuerdo de los municipios fusionados, las obligaciones, bienes y derechos patrimoniales que se
consideren liquidables en un fondo, sin personalidad jurídica y con contabilidad separada, adscrito
al nuevo municipio,  que designará un liquidador al  que le corresponderá la liquidación de este
fondo. Esta liquidación deberá llevarse a cabo durante los cinco años siguientes desde la adopción
del  convenio  de  fusión,  sin  perjuicio  de  los  posibles  derechos  que  puedan  corresponder  a  los
acreedores. La aprobación de las normas a las que tendrá que ajustarse la contabilidad del fondo
corresponderá al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, a propuesta de la Intervención
General de la Administración del Estado.

f) El nuevo municipio aprobará un nuevo presupuesto para el ejercicio presupuestario siguiente a la
adopción del convenio de fusión.

5.  Las  Diputaciones  provinciales  o  entidades  equivalentes,  en  colaboración  con  la  Comunidad
Autónoma, coordinarán y supervisarán la integración de los servicios resultantes del proceso de
fusión.

6. El convenio de fusión deberá ser aprobado por mayoría simple de cada uno de los plenos de los
municipios  fusionados.  La adopción de los  acuerdos previstos en el  artículo 47.2,  siempre que
traigan causa de una fusión, será por mayoría simple de los miembros de la corporación.

Artículo 14.

1. Los cambios de denominación de los Municipios solo tendrán carácter oficial cuando, tras haber
sido anotados en un Registro creado por la Administración del Estado para la inscripción de todas
las entidades a que se refiere la presente Ley, se publiquen en el «Boletín Oficial del Estado».

2. La denominación de los Municipios podrá ser, a todos los efectos, en castellano, en cualquier otra
lengua española oficial en la respectiva Comunidad Autónoma, o en ambas.

Artículo 15.

Toda persona que viva en España está obligada a inscribirse en el Padrón del municipio en el que
resida habitualmente.  Quien viva en varios municipios deberá inscribirse únicamente en el  que
habite durante más tiempo al año.

El conjunto de personas inscritas en el Padrón municipal constituye la población del municipio.

Los inscritos en el Padrón municipal son los vecinos del municipio.

La condición de vecino se adquiere en el mismo momento de su inscripción en el Padrón.
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Artículo 16.

1. El Padrón municipal es el registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Sus
datos constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual en el mismo. Las
certificaciones que de dichos datos se expidan tendrán carácter de documento público y fehaciente
para todos los efectos administrativos.

La inscripción en el Padrón Municipal sólo surtirá efecto de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 15 por el tiempo que subsista el hecho que la motivó y, en todo caso, deberá ser objeto de
renovación periódica cada dos años cuando se trate de la inscripción de extranjeros sin autorización
de residencia de larga duración, no pertenecientes a un Estado miembro de la Unión Europea, a
Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o a otros Estados a los que, en
virtud de un convenio internacional se extienda el régimen jurídico previsto para los ciudadanos de
los Estados mencionados anteriormente.

El transcurso del plazo señalado en el párrafo anterior será causa para acordar la caducidad de las
inscripciones que deban ser objeto de renovación periódica, siempre que el interesado no hubiese
procedido a tal renovación. En este caso, la caducidad podrá declararse sin necesidad de audiencia
previa del interesado.

2. La inscripción en el Padrón municipal contendrá como obligatorios sólo los siguientes datos:

a) Nombre y apellidos.

b) Sexo.

c) Domicilio habitual, con especificación de la referencia catastral, en el territorio fiscal común o el
código equivalente en los territorios forales, siempre que el domicilio cuente con referencia catastral
o código equivalente.

d) Nacionalidad.

e) Lugar y fecha de nacimiento.

f) Número de documento nacional de identidad o, tratándose de extranjeros:

1.º Número de identidad de extranjero que conste en el certificado de inscripción en el Registro
Central  de  Extranjeros  expedido  por  las  autoridades  españolas,  o  en  su  defecto,  número  del
documento acreditativo de la identidad o del pasaporte en vigor expedido por las autoridades del
país  de  procedencia,  tratándose  de  ciudadanos  nacionales  de  Estados  miembros  de  la  Unión
Europea, de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o de Estados a
los que, en virtud de un convenio internacional se extienda el régimen jurídico previsto para los
ciudadanos de los Estados mencionados.

2.º  Número  de  identidad  de  extranjero  que  conste  en  documento,  en  vigor,  expedido  por  las
autoridades españolas o, en su defecto, por no ser titulares de estos, el número del pasaporte en
vigor expedido por las autoridades del país de procedencia, tratándose de ciudadanos nacionales de
Estados  no  comprendidos  en  el  párrafo  anterior,  salvo  que,  por  virtud  de  Tratado  o  Acuerdo
Internacional, disfruten de un régimen específico de exención de visado en materia de pequeño
tráfico fronterizo con el municipio en el que se pretenda el empadronamiento, en cuyo caso, se
exigirá el correspondiente visado.

g) Certificado o título escolar o académico que se posea.
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h) Cuantos otros datos puedan ser necesarios para la elaboración del Censo Electoral, siempre que
se garantice el respeto a los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Española.

Asimismo, de conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas, la inscripción en el Padrón municipal podrá recoger la
aportación voluntaria de los datos relativos a la designación de las personas que pueden representar
a cada vecino ante la administración municipal a efectos padronales,  el  número de teléfono de
contacto y la dirección de correo electrónico.

3. Los datos obligatorios del Padrón Municipal se cederán a otras Administraciones públicas que lo
soliciten  sin  consentimiento  previo  del  afectado  solamente  cuando  les  sean  necesarios  para  el
ejercicio de sus respectivas competencias, y exclusivamente para asuntos en los que la residencia o
el  domicilio  sean  datos  relevantes.  También  pueden  servir  para  elaborar  estadísticas  oficiales
sometidas al secreto estadístico, en los términos previstos en la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la
Función  Estadística  Pública  y  en  las  leyes  de  estadística  de  las  Comunidades  Autónomas  con
competencia en la materia. Los datos de aportación voluntaria no serán susceptibles de cesión en
ningún caso.

Artículo 17.

1.  La  formación,  mantenimiento,  revisión  y  custodia  del  Padrón  municipal  corresponde  al
Ayuntamiento, de acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado.

Con este fin, los distintos organismos de la Administración General del Estado, competentes por
razón  de  la  materia,  remitirán  periódicamente  a  cada  Ayuntamiento  información  sobre  las
variaciones de los datos de sus vecinos que con carácter obligatorio deben figurar en el Padrón
municipal, en la forma que se establezca reglamentariamente.

La gestión del Padrón municipal se llevará por los Ayuntamientos con medios informáticos. Las
Diputaciones  Provinciales  o  entidades  equivalentes,  Cabildos  y  Consejos  insulares  asumirán  la
gestión  informatizada  de  los  Padrones  de  los  municipios  que,  por  su  insuficiente  capacidad
económica y de gestión, no puedan mantener los datos de forma automatizada.

2.  Los  Ayuntamientos  realizarán  las  actuaciones  y  operaciones  necesarias  para  mantener
actualizados sus Padrones de modo que los datos contenidos en éstos concuerden con la realidad.

Si un ayuntamiento no llevara a cabo dichas actuaciones, el Instituto Nacional de Estadística, previo
informe del Consejo de Empadronamiento, podrá requerirle previamente concretando la inactividad,
y si fuere rechazado, sin perjuicio de los recursos jurisdiccionales que procedan, podrá acudir a la
ejecución sustitutoria prevista en el artículo 60 de la presente ley.

3. Los Ayuntamientos remitirán al Instituto Nacional de Estadística los datos de sus respectivos
Padrones,  en la  forma que reglamentariamente se  determine por la Administración General  del
Estado,  a  fin  de  que  pueda  llevarse  a  cabo  la  coordinación  entre  los  Padrones  de  todos  los
municipios.

El  Instituto  Nacional  de  Estadística,  en  aras  a  subsanar  posibles  errores  y  evitar  duplicidades,
realizará  las  comprobaciones  oportunas,  y  comunicará  a  los  Ayuntamientos  las  actuaciones  y
operaciones necesarias para que los datos padronales puedan servir de base para la elaboración de
estadísticas de población a nivel nacional, para que las cifras resultantes de las revisiones anuales
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puedan  ser  declaradas  oficiales,  y  para  que  los  Ayuntamientos  puedan  remitir,  debidamente
actualizados, los datos del Censo Electoral.

Corresponderá  a  la  persona  que  ejerza  la  Presidencia  del  Instituto  Nacional  de  Estadística  la
resolución  de  las  discrepancias  que,  en  materia  de  empadronamiento,  surjan  entre  los
Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales o entidades equivalentes, Cabildos y Consejos insulares
o entre estos entes y el Instituto Nacional de Estadística, así como elevar al Gobierno de la Nación
la propuesta de cifras oficiales de población de los municipios españoles, comunicándolo en los
términos que reglamentariamente se determinan al Ayuntamiento interesado.

El  Instituto  Nacional  de  Estadística  podrá  ceder  los  datos  de  su  base  padronal  a  otras
Administraciones Públicas en las mismas condiciones señaladas en el artículo 16.3. Asimismo, el
Instituto  Nacional  de  Estadística  facilitará  a  los  Institutos  estadísticos  de  las  Comunidades
Autónomas,  u  órganos  competentes  en  la  materia,  los  datos  relativos  a  los  padrones  de  los
municipios  de  su  ámbito  territorial  en  las  condiciones  previstas  en  el  artículo  16.3,  y  con  la
periodicidad que se acuerde entre las partes.'

4. Adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda se crea el Consejo de Empadronamiento como
órgano colegiado de colaboración entre la Administración General del Estado y los Entes Locales
en materia padronal, de acuerdo con lo que reglamentariamente se establezca.

El Consejo será presidido por el Presidente del Instituto Nacional de Estadística y estará formado
por representantes de la Administración General del Estado y de los Entes Locales.

El Consejo funcionará en Pleno y en Comisión, existiendo en cada provincia una Sección Provincial
bajo la presidencia del Delegado del Instituto Nacional de Estadística y con representación de los
Entes Locales.

El Consejo de Empadronamiento desempeñará las siguientes funciones:

A) Elevar a la decisión de la persona que ejerza la Presidencia del Instituto Nacional de Estadística
propuesta vinculante de resolución de las discrepancias que surjan en materia de empadronamiento
entre  Ayuntamientos,  Diputaciones  Provinciales  o  entidades  equivalentes,  Cabildos,  Consejos
insulares o entre estos entes y el Instituto Nacional de Estadística.

B)  Informar,  con  carácter  vinculante,  las  propuestas  que  eleve  al  Gobierno  el  Presidente  del
Instituto Nacional de Estadística sobre cifras oficiales de población de los municipios españoles.

C) Proponer la aprobación de las instrucciones técnicas precisas para la gestión de los padrones
municipales.

D) Cualquier otra función que se le atribuya por disposición legal o reglamentaria.

5.  La  Administración  General  del  Estado,  en  colaboración  con  los  Ayuntamientos  y
Administraciones de las Comunidades Autónomas confeccionará un Padrón de españoles residentes
en el extranjero, al que será de aplicación las normas de esta Ley que regulan el Padrón municipal.

Las personas inscritas en este Padrón se considerarán vecinos del municipio español que figura en
los  datos  de  su  inscripción  únicamente  a  efectos  del  ejercicio  del  derecho  de  sufragio,  no
constituyendo, en ningún caso, población del municipio.

Artículo 18.

1. Son derechos y deberes de los vecinos:
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a) Ser elector y elegible de acuerdo con lo dispuesto en la legislación electoral.

b) Participar en la gestión municipal de acuerdo con lo dispuesto en las leyes y, en su caso, cuando
la colaboración con carácter voluntario de los vecinos sea interesada por los órganos de gobierno y
administración municipal.

c)  Utilizar,  de  acuerdo  con  su  naturaleza,  los  servicios  públicos  municipales,  y  acceder  a  los
aprovechamientos comunales, conforme a las normas aplicables.

d)  Contribuir  mediante  las  prestaciones  económicas  y  personales  legalmente  previstas  a  la
realización de las competencias municipales.

e) Ser informado, previa petición razonada, y dirigir solicitudes a la Administración municipal en
relación a  todos los  expedientes  y documentación municipal,  de acuerdo con lo  previsto en el
artículo 105 de la Constitución.

f) Pedir la consulta popular en los términos previstos en la ley.

g) Exigir la prestación y, en su caso, el establecimiento del correspondiente servicio público, en el
supuesto de constituir una competencia municipal propia de carácter obligatorio.

h) Ejercer la iniciativa popular en los términos previstos en el artículo 70 bis.

i) Aquellos otros derechos y deberes establecidos en las leyes.

2. La inscripción de los extranjeros en el padrón municipal no constituirá prueba de su residencia
legal  en  España  ni  les  atribuirá  ningún  derecho  que  no  les  confiera  la  legislación  vigente,
especialmente en materia de derechos y libertades de los extranjeros en España.

CAPÍTULO II

Organización

Artículo 19.

1.  El  Gobierno  y  la  administración  municipal,  salvo  en  aquellos  municipios  que  legalmente
funcionen en régimen de Concejo Abierto, corresponde al ayuntamiento, integrado por el Alcalde y
los Concejales.

2. Los Concejales son elegidos mediante sufragio universal, igual,  libre, directo y secreto,  y el
Alcalde es elegido por los Concejales o por los vecinos; todo ello en los términos que establezca la
legislación electoral general.

3. El régimen de organización de los municipios señalados en el título X de esta ley se ajustará a lo
dispuesto en el mismo. En lo no previsto por dicho título, será de aplicación el régimen común
regulado en los artículos siguientes.
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Artículo 20.

1. La organización municipal responde a las siguientes reglas:

a) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno existen en todos los ayuntamientos.

b)  La Junta  de Gobierno Local  existe  en todos los municipios  con población superior  a  5.000
habitantes y en los de menos, cuando así lo disponga su reglamento orgánico o así lo acuerde el
Pleno de su ayuntamiento.

c) En los municipios de más de 5.000 habitantes, y en los de menos en que así lo disponga su
reglamento orgánico o lo acuerde el Pleno, existirán, si su legislación autonómica no prevé en este
ámbito otra forma organizativa, órganos que tengan por objeto el estudio, informe o consulta de los
asuntos que han de ser sometidos a la decisión del Pleno, así como el seguimiento de la gestión del
Alcalde, la Junta de Gobierno Local y los concejales que ostenten delegaciones, sin perjuicio de las
competencias de control que corresponden al Pleno. Todos los grupos políticos integrantes de la
corporación tendrán derecho a participar en dichos órganos, mediante la presencia de concejales
pertenecientes a los mismos en proporción al número de Concejales que tengan en el Pleno.

d) La Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones existe en los municipios señalados en el
título X, y en aquellos otros en que el Pleno así lo acuerde, por el voto favorable de la mayoría
absoluta del número legal de sus miembros, o así lo disponga su Reglamento orgánico.

e) La Comisión Especial de Cuentas existe en todos los municipios, de acuerdo con la estructura
prevista en el artículo 116.

2.  Las  leyes  de  las  comunidades  autónomas  sobre  el  régimen  local  podrán  establecer  una
organización municipal complementaria a la prevista en el número anterior.

3. Los propios municipios, en los reglamentos orgánicos, podrán establecer y regular otros órganos
complementarios, de conformidad con lo previsto en este artículo y en las leyes de las comunidades
autónomas a las que se refiere el número anterior.

Artículo 21.

1. El Alcalde es el Presidente de la Corporación y ostenta las siguientes atribuciones:

a) Dirigir el gobierno y la administración municipal.

b) Representar al ayuntamiento.

c) Convocar y presidir las sesiones del Pleno, salvo los supuestos previstos en esta ley y en la
legislación  electoral  general,  de  la  Junta  de  Gobierno  Local,  y  de  cualesquiera  otros  órganos
municipales cuando así se establezca en disposición legal o reglamentaria, y decidir los empates con
voto de calidad.

d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras municipales.

e) Dictar bandos.

f) El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el Presupuesto aprobado, disponer gastos
dentro de los límites de su competencia, concertar operaciones de crédito, con exclusión de las
contempladas  en  el  artículo  158.5  de  la  Ley  39/1988,  de  28  de  diciembre,  Reguladora  de  las
Haciendas Locales, siempre que aquéllas estén previstas en el Presupuesto y su importe acumulado
dentro de cada ejercicio económico no supere el 10 por ciento de sus recursos ordinarios, salvo las

11



de tesorería que le corresponderán cuando el importe acumulado de las operaciones vivas en cada
momento no supere el 15 por ciento de los ingresos corrientes liquidados en el ejercicio anterior,
ordenar pagos y rendir cuentas ; todo ello de conformidad con lo dispuesto en la Ley Reguladora de
las Haciendas Locales.

g) Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el Presupuesto y la plantilla aprobados por el
Pleno, aprobar las bases de las pruebas para la selección del personal y para los concursos de
provisión de puestos de trabajo y distribuir las retribuciones complementarias que no sean fijas y
periódicas.

h) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal, y acordar su nombramiento y sanciones,
incluida la separación del servicio de los funcionarios de la Corporación y el despido del personal
laboral, dando cuenta al Pleno, en estos dos últimos casos, en la primera sesión que celebre. Esta
atribución se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 99.1 y 3 de esta ley.

i) Ejercer la jefatura de la Policía Municipal.

j) Las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del planeamiento general no
expresamente atribuidas al Pleno, así como la de los instrumentos de gestión urbanística y de los
proyectos de urbanización.

k) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa del ayuntamiento en las
materias de su competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de
urgencia, en materias de la competencia del Pleno, en este supuesto dando cuenta al mismo en la
primera sesión que celebre para su ratificación.

l) La iniciativa para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materias de la competencia de
la Alcaldía.

m)  Adoptar  personalmente,  y  bajo  su  responsabilidad,  en  caso  de  catástrofe  o  de  infortunios
públicos o grave riesgo de los mismos, las medidas necesarias y adecuadas dando cuenta inmediata
al Pleno.

n)  Sancionar  las  faltas  de  desobediencia  a  su  autoridad  o  por  infracción  de  las  ordenanzas
municipales, salvo en los casos en que tal facultad esté atribuida a otros órganos.

ñ) (Derogada)

o)  La  aprobación  de  los  proyectos  de  obras  y  de  servicios  cuando  sea  competente  para  su
contratación o concesión y estén previstos en el presupuesto.

p) (Derogada)

q) El otorgamiento de las licencias, salvo que las leyes sectoriales lo atribuyan expresamente al
Pleno o a la Junta de Gobierno Local.

r) Ordenar la publicación, ejecución y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento.

s) Las demás que expresamente le atribuyan las leyes y aquellas que la legislación del Estado o de
las comunidades autónomas asignen al municipio y no atribuyan a otros órganos municipales.

2. Corresponde asimismo al Alcalde el nombramiento de los Tenientes de Alcalde.

3. El Alcalde puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, salvo las de convocar y presidir las
sesiones del Pleno y de la Junta de Gobierno Local, decidir los empates con el voto de calidad, la
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concertación de operaciones de crédito, la jefatura superior de todo el personal, la separación del
servicio de los funcionarios y el despido del personal laboral, y las enunciadas en los párrafos a), e),
j), k), l) y m) del apartado 1 de este artículo. No obstante, podrá delegar en la Junta de Gobierno
Local el ejercicio de las atribuciones contempladas en el párrafo j).

Artículo 22.

1. El Pleno, integrado por todos los Concejales, es presidido por el Alcalde.

2. Corresponden, en todo caso, al Pleno municipal en los Ayuntamientos, y a la Asamblea vecinal en
el régimen de Concejo Abierto, las siguientes atribuciones:

a) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno.

b)  Los acuerdos relativos  a  la  participación en  organizaciones  supramunicipales;  alteración  del
término municipal; creación o supresión de municipios y de las entidades a que se refiere el artículo
45; creación de órganos desconcentrados; alteración de la capitalidad del municipio y el cambio de
nombre de éste o de aquellas entidades y la adopción o modificación de su bandera,  enseña o
escudo.

c) La aprobación inicial del planeamiento general y la aprobación que ponga fin a la tramitación
municipal de los planes y demás instrumentos de ordenación previstos en la legislación urbanística,
así como los convenios que tengan por objeto la alteración de cualesquiera de dichos instrumentos.

d) La aprobación del reglamento orgánico y de las ordenanzas.

e) La determinación de los recursos propios de carácter tributario; la aprobación y modificación de
los presupuestos, y la disposición de gastos en materia de su competencia y la aprobación de las
cuentas; todo ello de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

f) La aprobación de las formas de gestión de los servicios y de los expedientes de municipalización.

g) La aceptación de la delegación de competencias hecha por otras Administraciones públicas.

h)  El  planteamiento  de  conflictos  de  competencias  a  otras  entidades  locales  y  demás
Administraciones públicas.

i) La aprobación de la plantilla de personal y de la relación de puestos de trabajo, la fijación de la
cuantía de las retribuciones complementarias fijas y periódicas de los funcionarios y el número y
régimen del personal eventual.

j) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la corporación en materias de
competencia plenaria.

k) La declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento.

l) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público.

m) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada, dentro de cada ejercicio
económico,  exceda  del  10  por  ciento  de  los  recursos  ordinarios  del  Presupuesto  -salvo  las  de
tesorería, que le corresponderán cuando el importe acumulado de las operaciones vivas en cada
momento supere el 15 por ciento de los ingresos corrientes liquidados en el ejercicio anterior- todo
ello de conformidad con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

n) (Derogada)
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ñ) La aprobación de los proyectos de obras y servicios cuando sea competente para su contratación
o concesión, y cuando aún no estén previstos en los presupuestos.

o) (Derogada)

p) Aquellas otras que deban corresponder al Pleno por exigir su aprobación una mayoría especial.

q) Las demás que expresamente le confieran las leyes.

3. Corresponde, igualmente, al Pleno la votación sobre la moción de censura al Alcalde y sobre la
cuestión  de  confianza  planteada  por  el  mismo,  que  serán  públicas  y  se  realizarán  mediante
llamamiento nominal en todo caso, y se rigen por lo dispuesto en la legislación electoral general.

4. El Pleno puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en el Alcalde y en la Junta de Gobierno
Local, salvo las enunciadas en el apartado 2, párrafos a), b), c), d), e), f), g), h), i), l) y p), y en el
apartado 3 de este artículo.

Artículo 23.

1. La Junta de Gobierno Local se integra por el Alcalde y un número de Concejales no superior al
tercio del número legal de los mismos, nombrados y separados libremente por aquél, dando cuenta
al Pleno.

2. Corresponde a la Junta de Gobierno Local:

a) La asistencia al Alcalde en el ejercicio de sus atribuciones.

b) Las atribuciones que el Alcalde u otro órgano municipal le delegue o le atribuyan las leyes.

3. Los Tenientes de Alcalde sustituyen, por el orden de su nombramiento y en los casos de vacante,
ausencia o enfermedad, al Alcalde, siendo libremente designados y removidos por éste de entre los
miembros de la Junta de Gobierno Local y, donde ésta no exista, de entre los Concejales.

4. El Alcalde puede delegar el ejercicio de determinadas atribuciones en los miembros de la Junta
de  Gobierno  Local  y,  donde  ésta  no  exista,  en  los  Tenientes  de  Alcalde,  sin  perjuicio  de  las
delegaciones especiales que, para cometidos específicos, pueda realizar en favor de cualesquiera
Concejales, aunque no pertenecieran a aquélla.

Artículo 24.

1. Para facilitar la participación ciudadana en la gestión de los asuntos locales y mejorar ésta, los
municipios podrán establecer órganos territoriales de gestión desconcentrada, con la organización,
funciones y competencias que cada ayuntamiento les confiera, atendiendo a las características del
asentamiento de la población en el término municipal, sin perjuicio de la unidad de gobierno y
gestión del municipio.

2.  En  los  municipios  señalados  en  el  artículo  121  será  de  aplicación  el  régimen  de  gestión
desconcentrada establecido en el artículo 128.

Artículo 24 bis.

1. Las leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen local regularán los entes de ámbito
territorial  inferior  al  Municipio,  que  carecerán  de  personalidad  jurídica,  como  forma  de
organización desconcentrada del mismo para la administración de núcleos de población separados,
bajo su denominación tradicional de caseríos,  parroquias,  aldeas,  barrios,  anteiglesias,  concejos,
pedanías, lugares anejos y otros análogos, o aquella que establezcan las leyes.

14



2.  La  iniciativa  corresponderá  indistintamente  a  la  población  interesada  o  al  Ayuntamiento
correspondiente. Este último debe ser oído en todo caso.

3. Solo podrán crearse este tipo de entes si resulta una opción más eficiente para la administración
desconcentrada de núcleos de población separados de acuerdo con los principios previstos en la Ley
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

CAPÍTULO III

Competencias

Artículo 25.

1.  El  Municipio,  para  la  gestión  de  sus  intereses  y  en  el  ámbito  de  sus  competencias,  puede
promover actividades y prestar los servicios públicos que contribuyan a satisfacer las necesidades y
aspiraciones de la comunidad vecinal en los términos previstos en este artículo.

2. El Municipio ejercerá en todo caso como competencias propias, en los términos de la legislación
del Estado y de las Comunidades Autónomas, en las siguientes materias:

a) Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística. Protección y gestión del
Patrimonio histórico. Promoción y gestión de la vivienda de protección pública con criterios de
sostenibilidad financiera. Conservación y rehabilitación de la edificación.

b)  Medio  ambiente  urbano:  en  particular,  parques  y  jardines  públicos,  gestión  de  los  residuos
sólidos urbanos y protección contra la contaminación acústica, lumínica y atmosférica en las zonas
urbanas.

c) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas residuales.

d) Infraestructura viaria y otros equipamientos de su titularidad.

e) Evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas
en situación o riesgo de exclusión social.

f) Policía local, protección civil, prevención y extinción de incendios.

g) Tráfico, estacionamiento de vehículos y movilidad. Transporte colectivo urbano.

h) Información y promoción de la actividad turística de interés y ámbito local.

i) Ferias, abastos, mercados, lonjas y comercio ambulante.

j) Protección de la salubridad pública.

k) Cementerios y actividades funerarias.

l) Promoción del deporte e instalaciones deportivas y de ocupación del tiempo libre.

m) Promoción de la cultura y equipamientos culturales.

n) Participar en la vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria y cooperar con las
Administraciones educativas  correspondientes  en la  obtención de los solares  necesarios  para la
construcción  de  nuevos  centros  docentes.  La  conservación,  mantenimiento  y  vigilancia  de  los
edificios  de  titularidad  local  destinados  a  centros  públicos  de  educación infantil,  de  educación
primaria o de educación especial.
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ñ) Promoción en su término municipal de la participación de los ciudadanos en el uso eficiente y
sostenible de las tecnologías de la información y las comunicaciones.

o) Actuaciones en la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres así como contra la violencia
de género.

3. Las competencias municipales en las materias enunciadas en este artículo se determinarán por
Ley  debiendo  evaluar  la  conveniencia  de  la  implantación  de  servicios  locales  conforme  a  los
principios de descentralización, eficiencia, estabilidad y sostenibilidad financiera.

4. La Ley a que se refiere el apartado anterior deberá ir acompañada de una memoria económica
que refleje el impacto sobre los recursos financieros de las Administraciones Públicas afectadas y el
cumplimiento de los principios de estabilidad, sostenibilidad financiera y eficiencia del servicio o la
actividad. La Ley debe prever la dotación de los recursos necesarios para asegurar la suficiencia
financiera de las Entidades Locales sin que ello pueda conllevar, en ningún caso, un mayor gasto de
las Administraciones Públicas.

Los proyectos  de  leyes  estatales  se  acompañarán de  un  informe del  Ministerio  de Hacienda y
Administraciones Públicas en el que se acrediten los criterios antes señalados.

5. La Ley determinará la competencia municipal propia de que se trate, garantizando que no se
produce una atribución simultánea de la misma competencia a otra Administración Pública.

6. Con carácter previo a la atribución de competencias a los municipios, de acuerdo con el principio
de diferenciación, deberá realizarse una ponderación específica de la capacidad de gestión de la
entidad local, dejando constancia de tal ponderación en la motivación del instrumento jurídico que
realice  la  atribución competencial,  ya  sea  en  su  parte  expositiva  o  en  la  memoria  justificativa
correspondiente.

Artículo 26.

1. Los Municipios deberán prestar, en todo caso, los servicios siguientes:

a) En todos los Municipios: alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza viaria,
abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos de población y
pavimentación de las vías públicas.

b) En los Municipios con población superior a 5.000 habitantes, además: parque público, biblioteca
pública y tratamiento de residuos.

c)  En  los  Municipios  con  población  superior  a  20.000  habitantes,  además:  protección  civil,
evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en
situación  o  riesgo  de  exclusión  social,  prevención  y  extinción  de  incendios  e  instalaciones
deportivas de uso público.

d) En los  Municipios con población superior  a  50.000 habitantes,  además:  transporte  colectivo
urbano de viajeros y medio ambiente urbano.

2. En los municipios con población inferior a 20.000 habitantes será la Diputación provincial o
entidad equivalente la que coordinará la prestación de los siguientes servicios:

a) Recogida y tratamiento de residuos.

b) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas residuales.
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c) Limpieza viaria.

d) Acceso a los núcleos de población.

e) Pavimentación de vías urbanas.

f) Alumbrado público.

Para coordinar la citada prestación de servicios la Diputación propondrá, con la conformidad de los
municipios  afectados, al  Ministerio  de  Hacienda  y  Administraciones  Públicas la  forma  de
prestación, consistente en la prestación directa por la Diputación o la implantación de fórmulas de
gestión compartida a través de consorcios, mancomunidades u otras fórmulas. Para reducir los
costes  efectivos  de  los  servicios  el  mencionado  Ministerio  decidirá  sobre  la  propuesta
formulada que deberá contar con el informe preceptivo de la Comunidad Autónoma si es la
Administración que ejerce la tutela financiera.

Téngase en cuenta que se declaran inconstitucionales y nulos los incisos destacados, en la redacción
dada por el art. 1.9 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756., por Sentencia
del TC 111/2016, de 9 de junio. Ref. BOE-A-2016-6839.

Cuando el municipio justifique ante la Diputación que puede prestar estos servicios con un coste
efectivo menor que el derivado de la forma de gestión propuesta por la Diputación provincial o
entidad equivalente, el municipio podrá asumir la prestación y coordinación de estos servicios si la
Diputación lo considera acreditado.

Cuando la Diputación o entidad equivalente asuma la prestación de estos servicios repercutirá a los
municipios  el  coste  efectivo  del  servicio  en  función  de  su  uso.  Si  estos  servicios  estuvieran
financiados por tasas y asume su prestación la Diputación o entidad equivalente, será a ésta a quien
vaya destinada la tasa para la financiación de los servicios.

3.  La  asistencia  de  las  Diputaciones  o  entidades  equivalentes  a  los  Municipios,  prevista  en  el
artículo 36, se dirigirá preferentemente al establecimiento y adecuada prestación de los servicios
mínimos.

Artículo 27.

1. El Estado y las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus respectivas competencias, podrán
delegar en los Municipios el ejercicio de sus competencias.

La  delegación  habrá  de  mejorar  la  eficiencia  de  la  gestión  pública,  contribuir  a  eliminar
duplicidades  administrativas  y  ser  acorde  con  la  legislación  de  estabilidad  presupuestaria  y
sostenibilidad financiera.

La delegación deberá determinar el  alcance,  contenido, condiciones y duración de ésta,  que no
podrá ser inferior a cinco años, así como el control de eficiencia que se reserve la Administración
delegante y los medios personales, materiales y económicos, que ésta asigne sin que pueda suponer
un mayor gasto de las Administraciones Públicas.

La delegación deberá acompañarse de una memoria económica donde se justifiquen los principios a
que  se  refiere  el  párrafo  segundo  de  este  apartado  y  se  valore  el  impacto  en  el  gasto  de  las
Administraciones Públicas afectadas sin que, en ningún caso, pueda conllevar un mayor gasto de las
mismas.
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2. Cuando el Estado o las Comunidades Autónomas deleguen en dos o más municipios de la misma
provincia  una  o  varias  competencias  comunes,  dicha  delegación  deberá  realizarse  siguiendo
criterios homogéneos.

La  Administración  delegante  podrá  solicitar  la  asistencia  de  las  Diputaciones  provinciales  o
entidades equivalentes para la coordinación y seguimiento de las delegaciones previstas en este
apartado.

3. Con el objeto de evitar duplicidades administrativas, mejorar la transparencia de los servicios
públicos y el servicio a la ciudadanía y, en general, contribuir a los procesos de racionalización
administrativa, generando un ahorro neto de recursos, la Administración del Estado y las de las
Comunidades  Autónomas  podrán  delegar,  siguiendo  criterios  homogéneos,  entre  otras,  las
siguientes competencias:

a) Vigilancia y control de la contaminación ambiental.

b) Protección del medio natural.

c) Prestación de los servicios sociales, promoción de la igualdad de oportunidades y la prevención
de la violencia contra la mujer.

d) Conservación o mantenimiento de centros sanitarios asistenciales de titularidad de la Comunidad
Autónoma.

e) Creación, mantenimiento y gestión de las escuelas infantiles de educación de titularidad pública
de primer ciclo de educación infantil.

f) Realización de actividades complementarias en los centros docentes.

g) Gestión de instalaciones culturales de titularidad de la Comunidad Autónoma o del Estado, con
estricta sujeción al  alcance y condiciones que derivan del artículo 149.1.28.ª  de la Constitución
Española.

h) Gestión de las instalaciones deportivas de titularidad de la Comunidad Autónoma o del Estado,
incluyendo las situadas en los centros docentes cuando se usen fuera del horario lectivo.

i) Inspección y sanción de establecimientos y actividades comerciales.

j) Promoción y gestión turística.

k) Comunicación, autorización, inspección y sanción de los espectáculos públicos.

l) Liquidación y recaudación de tributos propios de la Comunidad Autónoma o del Estado.

m)  Inscripción  de  asociaciones,  empresas  o  entidades  en  los  registros  administrativos  de  la
Comunidad Autónoma o de la Administración del Estado.

n) Gestión de oficinas unificadas de información y tramitación administrativa.

o) Cooperación con la Administración educativa a través de los centros asociados de la Universidad
Nacional de Educación a Distancia.

4.  La  Administración  delegante  podrá,  para  dirigir  y  controlar  el  ejercicio  de  los  servicios
delegados,  dictar  instrucciones  técnicas  de  carácter  general  y  recabar,  en  cualquier  momento,
información  sobre  la  gestión  municipal,  así  como  enviar  comisionados  y  formular  los
requerimientos  pertinentes  para  la  subsanación  de  las  deficiencias  observadas.  En  caso  de
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incumplimiento de las directrices, denegación de las informaciones solicitadas, o inobservancia de
los requerimientos formulados, la Administración delegante podrá revocar la delegación o ejecutar
por sí misma la competencia delegada en sustitución del Municipio. Los actos del Municipio podrán
ser recurridos ante los órganos competentes de la Administración delegante.

5. La efectividad de la delegación requerirá su aceptación por el Municipio interesado.

6. La delegación habrá de ir acompañada en todo caso de la correspondiente financiación, para lo
cual  será  necesaria  la  existencia  de  dotación  presupuestaria  adecuada  y  suficiente  en  los
presupuestos de la Administración delegante para cada ejercicio económico, siendo nula sin dicha
dotación.

El  incumplimiento  de  las  obligaciones  financieras  por  parte  de  la  Administración  autonómica
delegante  facultará  a  la  Entidad  Local  delegada  para  compensarlas  automáticamente  con  otras
obligaciones financieras que ésta tenga con aquélla.

7. La disposición o acuerdo de delegación establecerá las causas de revocación o renuncia de la
delegación. Entre las causas de renuncia estará el incumplimiento de las obligaciones financieras
por parte de la Administración delegante o cuando, por circunstancias sobrevenidas, se justifique
suficientemente  la  imposibilidad  de  su  desempeño  por  la  Administración  en  la  que  han  sido
delegadas sin menoscabo del  ejercicio de sus competencias propias.  El  acuerdo de renuncia se
adoptará por el Pleno de la respectiva Entidad Local.

8.  Las  competencias  delegadas  se  ejercen  con  arreglo  a  la  legislación  del  Estado  o  de  las
Comunidades Autónomas.

Artículo 28.

Podrán  establecerse,  en  municipios  determinados  de  menos  de  20.000  habitantes,  sistemas  de
gestión  colaborativa  dirigidos  a  garantizar  los  recursos  suficientes  para  el  cumplimiento  de  las
competencias  municipales  y,  en  particular,  para  una  prestación  de  calidad,  financieramente
sostenible, de los servicios públicos mínimos obligatorios,  mediante medidas de racionalización
organizativa  y  de  funcionamiento;  de  garantía  de  la  prestación  de  dichos  servicios  mediante
fórmulas de gestión comunes o asociativas; de sostenimiento del personal en común con otro u
otros municipios; y, en general, de fomento del desarrollo económico y social de los municipios.

La aplicación efectiva a un municipio de la gestión colaborativa requerirá decisión en tal sentido de
la Comunidad Autónoma respectiva, adoptada conforme a su legislación de régimen local propia, y
en todo caso,  con la  conformidad previa del  municipio afectado y el  informe de  las  entidades
locales afectadas.

……

TÍTULO IV

Otras Entidades locales

Artículo 42.

1. Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con lo dispuesto en sus respectivos Estatutos, podrán
crear  en  su  territorio  comarcas  u  otras  entidades  que  agrupen  varios  Municipios,  cuyas
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características  determinen  intereses  comunes  precisados  de  una  gestión  propia  o  demanden  la
prestación de servicios de dicho ámbito.

2. La iniciativa para la creación de una comarca podrá partir de los propios Municipios interesados.
En cualquier caso, no podrá crearse la comarca si a ello se oponen expresamente las dos quintas
partes de los Municipios que debieran agruparse en ella, siempre que, en este caso, tales Municipios
representen al menos la mitad del censo electoral del territorio correspondiente. Cuando la comarca
deba agrupar a Municipios de más de una Provincia, será necesario el informe favorable de las
Diputaciones Provinciales a cuyo ámbito territorial pertenezcan tales Municipios.

3. Las Leyes de las Comunidades Autónomas determinarán el ámbito territorial de las comarcas, la
composición y el  funcionamiento de sus órganos de gobierno, que serán representativos de los
Ayuntamientos que agrupen, así como las competencias y recursos económicos que, en todo caso,
se les asignen.

4. La creación de las Comarcas no podrá suponer la pérdida por los Municipios de la competencia
para prestar los servicios enumerados en el artículo 26, ni privar a los mismos de toda intervención
en cada una de las materias enumeradas en el apartado 2 del artículo 25.

Artículo 43.

1.  Las  Comunidades  Autónomas,  previa  audiencia  de  la  Administración  del  Estado  y  de  los
Ayuntamientos y Diputaciones afectados, podrán crear, modificar y suprimir, mediante Ley, áreas
metropolitanas, de acuerdo con lo dispuesto en sus respectivos Estatutos.

2.  Las  áreas  metropolitanas  son  entidades  locales  integradas  por  los  Municipios  de  grandes
aglomeraciones  urbanas  entre  cuyos  núcleos  de  población  existan  vinculaciones  económicas  y
sociales que hagan necesaria la planificación conjunta y la coordinación de determinados servicios
y obras.

3.  La  legislación  de  la  Comunidad  Autónoma  determinará  los  órganos  de  gobierno  y
administración,  en los que estarán representados todos los Municipios integrados en el  área; el
régimen económico y de funcionamiento, que garantizará la participación de todos los Municipios
en la toma de decisiones y una justa distribución de las cargas entre ellos; así como los servicios y
obras de prestación o realización metropolitana y el procedimiento para su ejecución.

Artículo 44.

1.  Se reconoce a  los  municipios  el  derecho a asociarse  con otros  en  mancomunidades  para  la
ejecución en común de obras y servicios determinados de su competencia.

2. Las mancomunidades tienen personalidad y capacidad jurídicas para el cumplimiento de sus fines
específicos y se rigen por sus Estatutos propios. Los Estatutos han de regular el ámbito territorial de
la entidad, su objeto y competencia, órganos de gobierno y recursos, plazo de duración y cuantos
otros extremos sean necesarios para su funcionamiento.

En todo caso, los órganos de gobierno serán representativos de los ayuntamientos mancomunados.

3. El procedimiento de aprobación de los estatutos de las mancomunidades se determinará por la
legislación de las comunidades autónomas y se ajustará, en todo caso, a las siguientes reglas:

a) La elaboración corresponderá a los concejales de la totalidad de los municipios promotores de la
mancomunidad, constituidos en asamblea.
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b) La Diputación o Diputaciones provinciales interesadas emitirán informe sobre el proyecto de
estatutos.

c) Los Plenos de todos los ayuntamientos aprueban los estatutos.

4. Se seguirá un procedimiento similar para la modificación o supresión de mancomunidades.

5. Podrán integrarse en la misma mancomunidad municipios pertenecientes a distintas comunidades
autónomas, siempre que lo permitan las normativas de las comunidades autónomas afectadas.

Artículo 45.

(Sin contenido)

TÍTULO V

Disposiciones comunes a las Entidades locales

CAPÍTULO I

Régimen de funcionamiento

Artículo 46.

1. Los órganos colegiados de las entidades locales funcionan en régimen de sesiones ordinarias de
periodicidad preestablecida y extraordinarias, que pueden ser, además, urgentes.

2. En todo caso, el funcionamiento del Pleno de las Corporaciones Locales se ajusta a las siguientes
reglas:

a) El Pleno celebra sesión ordinaria como mínimo cada mes en los Ayuntamientos de municipios de
más de 20.000 habitantes y en las Diputaciones Provinciales; cada dos meses en los Ayuntamientos
de los municipios de una población entre 5.001 habitantes y 20.000 habitantes; y cada tres en los
municipios de hasta 5.000 habitantes. Asimismo, el Pleno celebra sesión extraordinaria cuando así
lo decida el Presidente o lo solicite la cuarta parte, al menos, del número legal de miembros de la
Corporación, sin que ningún concejal pueda solicitar más de tres anualmente. En este último caso,
la  celebración del mismo no podrá demorarse por más de quince días  hábiles desde que fuera
solicitada, no pudiendo incorporarse el asunto al orden del día de un Pleno ordinario o de otro
extraordinario con más asuntos si no lo autorizan expresamente los solicitantes de la convocatoria.

Si  el  Presidente  no  convocase  el  Pleno  extraordinario  solicitado  por  el  número  de  concejales
indicado dentro del plazo señalado, quedará automáticamente convocado para el décimo día hábil
siguiente  al  de  la  finalización  de  dicho plazo,  a  las  doce  horas,  lo  que  será  notificado por  el
Secretario de la Corporación a todos los miembros de la misma al día siguiente de la finalización
del plazo citado anteriormente. En ausencia del Presidente o de quien legalmente haya de sustituirle,
el Pleno quedará válidamente constituido siempre que concurra el quórum requerido en la letra c)
de este precepto, en cuyo caso será presidido por el miembro de la Corporación de mayor edad entre
los presentes.

b) Las sesiones plenarias han de convocarse, al menos, con dos días hábiles de antelación, salvo las
extraordinarias que lo hayan sido con carácter urgente, cuya convocatoria con este carácter deberá
ser ratificada por el Pleno. La documentación íntegra de los asuntos incluidos en el orden del día,
que deba servir  de  base al  debate y,  en su caso,  votación,  deberá figurar  a  disposición de  los
Concejales o Diputados, desde el mismo día de la convocatoria, en la Secretaría de la Corporación.
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c) El Pleno se constituye válidamente con la asistencia de un tercio del mínimo legal de miembros
del mismo, que nunca podrá ser inferior a tres. En los municipios de hasta 100 residentes, que no
funcionen en régimen de Concejo Abierto, el Pleno se constituirá válidamente con la asistencia del
número legal de miembros del mismo, que nunca deberá ser inferior a dos. Estos quórums deberán
mantenerse durante toda la sesión.

En todo caso,  se  requiere  la  asistencia  del  Presidente y del  Secretario de la  Corporación o de
quienes legalmente les sustituyan.

d) La adopción de acuerdos se produce mediante votación ordinaria, salvo que el propio Pleno
acuerde, para un caso concreto, la votación nominal. El voto puede emitirse en sentido afirmativo o
negativo, pudiendo los miembros de las Corporaciones abstenerse de votar.

La ausencia de uno o varios Concejales o Diputados, una vez iniciada la deliberación de un asunto,
equivale, a efectos de la votación correspondiente, a la abstención.

En el caso de votaciones con resultado de empate, se efectuará una nueva votación, y si persistiera
el empate, decidirá el voto de calidad del Presidente.

e) En los plenos ordinarios la parte dedicada al control de los demás órganos de la Corporación
deberá presentar sustantividad propia y diferenciada de la parte resolutiva, debiéndose garantizar de
forma efectiva en su funcionamiento y, en su caso, en su regulación, la participación de todos los
grupos municipales en la formulación de ruegos, preguntas y mociones.

3.  En todo caso,  cuando concurran situaciones excepcionales de fuerza mayor,  de grave riesgo
colectivo, o catástrofes públicas que impidan o dificulten de manera desproporcionada el normal
funcionamiento del régimen presencial de las sesiones de los órganos colegiados de las Entidades
Locales, estos podrán, apreciada la concurrencia de la situación descrita por el Alcalde o Presidente
o quien válidamente les sustituya al efecto de la convocatoria de acuerdo con la normativa vigente,
constituirse, celebrar sesiones y adoptar acuerdos a distancia por medios electrónicos y telemáticos,
siempre que sus miembros participantes se encuentren en territorio español y quede acreditada su
identidad.  Asimismo, se deberá asegurar  la  comunicación entre  ellos  en tiempo real durante la
sesión, disponiéndose los medios necesarios para garantizar el  carácter público o secreto de las
mismas según proceda legalmente en cada caso.

A  los  efectos  anteriores,  se  consideran  medios  electrónicos  válidos  las  audioconferencias,
videoconferencias, u otros sistemas tecnológicos o audiovisuales que garanticen adecuadamente la
seguridad tecnológica, la efectiva participación política de sus miembros, la validez del debate y
votación de los acuerdos que se adopten.

Artículo 47.

1. Los acuerdos de las corporaciones locales se adoptan, como regla general, por mayoría simple de
los  miembros  presentes.  Existe  mayoría  simple  cuando los  votos  afirmativos  son más  que  los
negativos.

2.  Se requiere el  voto favorable de  la  mayoría  absoluta  del  número legal  de  miembros de  las
corporaciones para la adopción de acuerdos en las siguientes materias:

a) Creación y supresión de municipios y alteración de términos municipales.

b) Creación, modificación y supresión de las entidades a que se refiere el artículo 45 de esta ley.
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c) Aprobación de la delimitación del término municipal.

d) Alteración del nombre y de la capitalidad del municipio.

e) Adopción o modificación de su bandera, enseña o escudo.

f) Aprobación y modificación del reglamento orgánico propio de la corporación.

g) Creación, modificación o disolución de mancomunidades u otras organizaciones asociativas, así
como la adhesión a las mismas y la aprobación y modificación de sus estatutos.

h)  Transferencia  de  funciones  o  actividades  a  otras  Administraciones  públicas,  así  como  la
aceptación de las delegaciones o encomiendas de gestión realizadas por otras administraciones,
salvo que por ley se impongan obligatoriamente.

i) Cesión por cualquier título del aprovechamiento de los bienes comunales.

j) Concesión de bienes o servicios por más de cinco años, siempre que su cuantía exceda del 20 por
ciento de los recursos ordinarios del presupuesto.

k) Municipalización o provincialización de actividades en régimen de monopolio y aprobación de la
forma concreta de gestión del servicio correspondiente.

l) Aprobaciones de operaciones financieras o de crédito y concesiones de quitas o esperas, cuando
su importe  supere el  10 por  ciento de los  recursos  ordinarios de  su presupuesto,  así  como las
operaciones  de  crédito  previstas  en  el  artículo  158.5  de  la  Ley  39/1988,  de  28  de  diciembre,
reguladora de las Haciendas Locales.

ll) Los acuerdos que corresponda adoptar a la corporación en la tramitación de los instrumentos de
planeamiento general previstos en la legislación urbanística.

m) Enajenación de bienes, cuando su cuantía exceda del 20 por ciento de los recursos ordinarios de
su presupuesto.

n) Alteración de la calificación jurídica de los bienes demaniales o comunales.

ñ) Cesión gratuita de bienes a otras Administraciones o instituciones públicas.

o) Las restantes determinadas por la ley.

3. Las normas relativas a adopción de acuerdos en los municipios señalados en el artículo 121 de
esta ley, son las contenidas en el apartado 2 del artículo 123.

Artículo 48.

En  los  asuntos  en  que  sea  preceptivo  el  dictamen  del  Consejo  de  Estado,  la  correspondiente
solicitud se cursará por conducto del Presidente de la Comunidad Autónoma.

Cuando  el  dictamen  deba  ser  solicitado  conjuntamente  por  Entidades  pertenecientes  al  ámbito
territorial de distintas Comunidades Autónomas, la solicitud se cursará por conducto del Ministerio
de Administraciones Públicas a petición de la Entidad de mayor población.

Artículo 49.

La aprobación de las Ordenanzas locales se ajustará al siguiente procedimiento:

a) Aprobación inicial por el Pleno.
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b) Información pública y audiencia a los interesados por el plazo mínimo de treinta días para la
presentación de reclamaciones y sugerencias.

c) Resolución de todas las reclamaciones y sugerencias presentadas dentro del plazo y aprobación
definitiva por el Pleno.

En  el  caso  de  que  no  se  hubiera  presentado  ninguna  reclamación  o  sugerencia,  se  entenderá
definitivamente adoptado el acuerdo hasta entonces provisional.

Artículo 50.

1. Los conflictos de atribuciones que surjan entre órganos y entidades dependientes de una misma
Corporación local se resolverán:

a) Por el Pleno, cuando se trate de conflictos que afecten a órganos colegiados, miembros de éstos o
entidades locales de las previstas en el artículo 45.

b) Por el Alcalde o Presidente de la Corporación, en el resto de los supuestos.

2. Los conflictos de competencias planteados entre diferentes entidades locales serán resueltos por
la Administración de la Comunidad Autónoma o por la Administración del Estado, previa audiencia
de las Comunidades Autónomas afectadas, según se trate de entidades pertenecientes a la misma o a
distinta Comunidad, y sin perjuicio de la ulterior posibilidad de impugnar la resolución dictada ante
la Jurisdicción contencioso-administrativa.

3.  Las  cuestiones  que  se  susciten  entre  municipios  pertenecientes  a  distintas  Comunidades
Autónomas sobre deslinde de sus términos municipales se resolverán por la Administración del
Estado, previo informe del Instituto Geográfico Nacional, audiencia de los municipios afectados y
de las respectivas Comunidades Autónomas y dictamen del Consejo de Estado.

Artículo 51.

Los actos de las entidades locales son inmediatamente ejecutivos, salvo en aquellos casos en que
una disposición legal establezca lo contrario o cuando se suspenda su eficacia de acuerdo con la
Ley.

Artículo 52.

1. Contra los actos y acuerdos de las Entidades locales que pongan fin a la vía administrativa, los
interesados podrán ejercer las acciones que procedan ante la jurisdicción competente, pudiendo no
obstante interponer con carácter previo y potestativo recurso de reposición.

2. Ponen fin a la vía administrativa las resoluciones de los siguientes órganos y autoridades:

a)  Las  del  Pleno,  los  Alcaldes  o  Presidentes  y  las  Juntas  de  Gobierno,  salvo  en  los  casos
excepcionales en que una ley sectorial  requiera la aprobación ulterior de la Administración del
Estado o de la comunidad autónoma, o cuando proceda recurso ante éstas en los supuestos del
artículo 27.2.

b) Las de autoridades y órganos inferiores en los casos que resuelvan por delegación del Alcalde,
del Presidente o de otro órgano cuyas resoluciones pongan fin a la vía administrativa.

c) Las de cualquier otra autoridad u órgano cuando así lo establezca una disposición legal.
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Artículo 53.

Sin perjuicio de las previsiones específicas contenidas en los artículos 65, 67 y 110 de esta Ley, las
Corporaciones locales podrán revisar sus actos y acuerdos en los términos y con el alcance que,
para  la  Administración  del  Estado,  se  establece  en  la  legislación  del  Estado  reguladora  del
procedimiento administrativo común.

Artículo 54.

Las entidades locales responderán directamente de los daños y perjuicios causados a los particulares
en sus bienes y derechos como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la
actuación de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la legislación
general sobre responsabilidad administrativa.

CAPÍTULO II

Relaciones interadministrativas

Artículo 55.

Para la efectiva coordinación y eficacia administrativa, la Administración General del Estado, así
como las Administraciones autonómica y local, de acuerdo con el principio de lealtad institucional,
deberán en sus relaciones recíprocas:

a)  Respetar  el  ejercicio  legítimo  por  las  otras  Administraciones  de  sus  competencias  y  las
consecuencias que del mismo se deriven para las propias.

b) Ponderar,  en la actuación de las competencias propias,  la totalidad de los intereses públicos
implicados y, en concreto, aquellos cuya gestión esté encomendada a otras Administraciones.

c) Valorar el impacto que sus actuaciones, en materia presupuestaria y financiera, pudieran provocar
en el resto de Administraciones Públicas.

d) Facilitar a las otras Administraciones la información sobre la propia gestión que sea relevante
para el adecuado desarrollo por éstas de sus cometidos.

e) Prestar, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia activas que las otras Administraciones
pudieran precisar para el eficaz cumplimiento de sus tareas.

Artículo 56.

1.  Las  entidades  locales  tienen el  deber  de remitir  a  las  Administraciones  del  Estado y de  las
Comunidades Autónomas, en los plazos y forma que reglamentariamente se determinen, copia o, en
su caso, extracto comprensivo de los actos y acuerdos de las mismas. Los Presidentes y, de forma
inmediata, los Secretarios de las Corporaciones serán responsables del cumplimiento de este deber.

2.  En  todo  caso,  las  Administraciones  del  Estado  y  de  las  Comunidades  Autónomas  estarán
facultadas,  con  el  fin  de  comprobar  la  efectividad,  en  su  aplicación  y,  respectivamente,  de  la
legislación estatal y la autonómica, para recabar y obtener información concreta sobre la actividad
municipal, pudiendo solicitar incluso la exhibición de expedientes y la emisión de informes.

3. La Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas deberán facilitar el acceso de
los representantes legales de las entidades locales a los instrumentos de planificación, programación
y gestión de obras y servicios que les afecten directamente.
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Artículo 57.

1.  La  cooperación  económica,  técnica  y  administrativa  entre  la  Administración  local  y  las
Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas, tanto en servicios locales como en
asuntos de interés común, se desarrollará con carácter voluntario, bajo las formas y en los términos
previstos en las leyes, pudiendo tener lugar, en todo caso, mediante los consorcios o los convenios
administrativos que suscriban.

De  cada  acuerdo  de  cooperación  formalizado  por  alguna  de  estas  Administraciones  se  dará
comunicación a aquellas otras que, resultando interesadas, no hayan intervenido en el mismo, a los
efectos de mantener una recíproca y constante información.

2.  La suscripción de convenios y constitución de consorcios deberá mejorar la  eficiencia de la
gestión pública, eliminar duplicidades administrativas y cumplir con la legislación de estabilidad
presupuestaria y sostenibilidad financiera.

3.  La  constitución  de  un  consorcio  solo  podrá  tener  lugar  cuando  la  cooperación  no  pueda
formalizarse a través de un convenio y siempre que, en términos de eficiencia económica, aquélla
permita una asignación más eficiente de los recursos económicos. En todo caso, habrá de verificarse
que la constitución del consorcio no pondrá en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la
Hacienda  de  la  Entidad  Local  de  que  se  trate,  así  como  del  propio  consorcio,  que  no  podrá
demandar más recursos de los inicialmente previstos.

Artículo 57 bis. Garantía de pago en el ejercicio de competencias delegadas.

(Anulado)

Artículo 58.

1.  Las  leyes  del  Estado o  de  las  Comunidades  Autónomas  podrán  crear,  para  la  coordinación
administrativa, órganos de colaboración de las Administraciones correspondientes con las entidades
locales.  Estos  órganos,  que  serán  únicamente  deliberantes  o  consultivos,  podrán  tener  ámbito
autonómico o provincial y carácter general o sectorial.

Para asegurar la colaboración entre  la Administración del  Estado y la Administración Local en
materia de inversiones y de prestación de servicios, el Gobierno podrá crear en cada Comunidad
Autónoma una Comisión Territorial de Administración Local. Reglamentariamente, se establecerá
la composición, organización y funcionamiento de la Comisión.

2. Tanto la Administración del Estado como las de las Comunidades Autónomas podrán participar
en los respectivos órganos de colaboración establecidos por cada una de ellas.

En  todo  caso,  las  Administraciones  que  tengan  atribuidas  la  formulación  y  aprobación  de
instrumentos  de  planificación  deberán  otorgar  a  las  restantes  una  participación  que  permita
armonizar los intereses públicos afectados.

La participación de los municipios en la formación de los planes generales de obras públicas que les
afecten se realizará en todo caso de conformidad con lo que disponga la correspondiente legislación
sectorial. Asimismo, en la determinación de usos y en la adopción de resoluciones por parte de otras
Administraciones públicas en materia de concesiones o autorizaciones relativa al dominio público
de  su  competencia,  será  requisito  indispensable  para  su  aprobación  el  informe  previo  de  los
municipios en cuyo territorio se encuentre dicho dominio público, de acuerdo con lo establecido en
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los  artículos  82  y  83  de  la  Ley  30/1992,  de  26  de  noviembre,  de  Régimen  Jurídico  de  las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 59.

1. A fin de asegurar la coherencia de la actuación de las Administraciones Públicas, en los supuestos
previstos en el número 2 del artículo 10 y para el caso de que dicho fin no pueda alcanzarse por los
procedimientos  contemplados  en  los  artículos  anteriores  o  éstos  resultaran  manifiestamente
inadecuados por razón de las características de la tarea pública de que se trate, las leyes del Estado y
las  de las Comunidades Autónomas,  reguladoras de los distintos sectores de la  acción pública,
podrán atribuir al Gobierno de la Nación, o al Consejo de Gobierno, la facultad de coordinar la
actividad de la Administración Local y, en especial, de las Diputaciones Provinciales en el ejercicio
de sus competencias.

La coordinación se realizará mediante la definición concreta y en relación con una materia, servicio
o competencia determinados de los intereses generales o comunitarios, a través de planes sectoriales
para la fijación de los objetivos y la determinación de las prioridades de la acción pública en la
materia correspondiente. En la tramitación de los mismos se observará lo dispuesto en el número 2
del artículo anterior.

Las entidades locales ejercerán sus facultades de programación, planificación u ordenación de los
servicios o actividades de su competencia en el marco de las previsiones de los planes a que se
refiere el párrafo anterior.

2. En todo caso, la Ley deberá precisar, con el suficiente grado de detalle, las condiciones y los
límites  de  la  coordinación,  así  como  las  modalidades  de  control  que  se  reserven  las  Cortes
Generales o las correspondientes Asambleas Legislativas.

Artículo 60.

Cuando una entidad local incumpliera las obligaciones impuestas directamente por la Ley de forma
que tal incumplimiento afectará al ejercicio de competencias de la Administración del Estado o de
la Comunidad Autónoma, y cuya cobertura económica estuviere legalmente o presupuestariamente
garantizada,  una  u  otra,  según  su  respectivo  ámbito  competencial,  deberá  recordarle  su
cumplimiento concediendo al  efecto el  plazo que fuere necesario.  Si,  transcurrido dicho plazo,
nunca  inferior  a  un  mes,  el  incumplimiento  persistiera,  se  procederá  a  adoptar  las  medidas
necesarias para el cumplimiento de la obligación a costa y en sustitución de la entidad local.

Artículo 61.

1. El Consejo de Ministros, a iniciativa propia y con conocimiento del Consejo de Gobierno de la
comunidad autónoma correspondiente o a solicitud de éste y, en todo caso, previo acuerdo favorable
del  Senado,  podrá  proceder,  mediante  real  decreto,  a  la  disolución  de  los  órganos  de  las
corporaciones locales en el supuesto de gestión gravemente dañosa para los intereses generales que
suponga incumplimiento de sus obligaciones constitucionales.

2. Se considerarán, en todo caso, decisiones gravemente dañosas para los intereses generales en los
términos  previstos  en  el  apartado  anterior,  los  acuerdos  o  actuaciones  de  los  órganos  de  las
corporaciones locales que den cobertura o apoyo, expreso o tácito, de forma reiterada y grave, al
terrorismo  o  a  quienes  participen  en  su  ejecución,  lo  enaltezcan  o  justifiquen,  y  los  que
menosprecien o humillen a las víctimas o a sus familiares.
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3. Acordada la disolución, será de aplicación la legislación electoral general, cuando proceda, en
relación a la convocatoria de elecciones parciales y, en todo caso, la normativa reguladora de la
provisional administración ordinaria de la corporación.

Artículo 62.

En  aquellos  casos  en  que  la  naturaleza  de  la  actividad  de  que  se  trate  haga  muy  difícil  o
inconveniente una asignación diferenciada y distinta  de  facultades  decisorias  en la  materia,  las
Leyes reguladoras de la acción pública en relación con la misma asegurarán, en todo caso, a las
entidades locales su participación o integración en actuaciones o procedimientos conjuntamente con
la Administración del Estado y/o con la de la Comunidad Autónoma correspondiente, atribuyéndole
a una de éstas la decisión final.

En ningún caso estas técnicas podrán afectar a la potestad de autoorganización de los servicios que
corresponde a la entidad local.

CAPÍTULO III

Impugnación de actos y acuerdos y ejercicio de acciones

Artículo 63.

1. Junto a los sujetos legitimados en el régimen general del proceso contencioso-administrativo
podrán  impugnar  los  actos  y  acuerdos  de  las  entidades  locales  que  incurran  en  infracción  del
ordenamiento jurídico:

a) La Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas, en los casos y términos
previstos en este Capítulo.

b) Los miembros de las corporaciones que hubieran votado en contra de tales actos y acuerdos.

2. Están igualmente legitimadas en todo caso las entidades locales territoriales para la impugnación
de las disposiciones y actos de la Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas
que lesionen su autonomía, tal como ésta resulta garantizada por la Constitución y esta Ley.

3. Asimismo, las entidades locales territoriales estarán legitimadas para promover, en los términos
del artículo 119 de esta Ley, la impugnación ante el Tribunal Constitucional de leyes del Estado o
de las Comunidades Autónomas cuando se estime que son éstas las que lesionan la autonomía
constitucionalmente garantizada.

Artículo 64.

La Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas pueden solicitar ampliación de
la información a que se refiere el número 1 del artículo 56, que deberá remitirse en el plazo máximo
de veinte días hábiles, excepto en el caso previsto en el artículo 67 de esta Ley, en el que lo será de
cinco días hábiles. En tales casos se suspende el cómputo de los plazos a que se refieren el número
2  del  artículo  65  y  el  1  del  artículo  67,  que  se  reanudarán  a  partir  de  la  recepción  de  la
documentación interesada.

Artículo 65.

1. Cuando la Administración del Estado o de las Comunidades Autónomas considere, en el ámbito
de  las  respectivas  competencias,  que  un  acto  o  acuerdo  de  alguna  Entidad  local  infringe  el
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ordenamiento  jurídico,  podrá  requerirla,  invocando expresamente  el  presente  artículo,  para  que
anule dicho acto en el plazo máximo de un mes.

2.  El  requerimiento  deberá  ser  motivado y  expresar  la  normativa  que  se  estime vulnerada.  Se
formulará en el plazo de quince días hábiles a partir de la recepción de la comunicación del acuerdo.

3. La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comunidad Autónoma, podrá impugnar el
acto o acuerdo ante la jurisdicción contencioso-administrativa dentro del plazo señalado para la
interposición del recurso de tal naturaleza señalado en la Ley Reguladora de dicha Jurisdicción,
contado desde el día siguiente a aquel en que venza el requerimiento dirigido a la Entidad local, o al
de la recepción de la comunicación de la misma rechazando el requerimiento, si se produce dentro
del plazo señalado para ello.

4.  La Administración del Estado o,  en su caso,  la  de la Comunidad Autónoma, podrá también
impugnar  directamente  el  acto  o  acuerdo  ante  la  jurisdicción  contencioso-administrativa,  sin
necesidad  de  formular  requerimiento,  en  el  plazo  señalado  en  la  Ley  Reguladora  de  dicha
Jurisdicción.

Artículo 66.

Los actos o acuerdos de las Entidades locales que menoscaben competencias del Estado o de las
Comunidades Autónomas, interfieran su ejercicio o excedan de la competencia de dichas Entidades,
podrán ser impugnados por cualquiera de los procedimientos previstos en el artículo anterior.

La impugnación deberá precisar la lesión o, en su caso, extralimitación competencial que la motiva
y las normas legales vulneradas en que se funda. En el caso de que, además, contuviera petición
expresa de suspensión del acto o acuerdo impugnado, razonada en la integridad y efectividad del
interés general o comunitario afectado, el Tribunal, si la estima fundada, acordará dicha suspensión
en el primer trámite subsiguiente a la presentación de la impugnación. No obstante, a instancia de la
entidad local y oyendo a la Administración demandante, podrá alzar en cualquier momento, en todo
o en parte, la suspensión decretada, en caso de que de ella hubiera de derivarse perjuicio al interés
local  no  justificado  por  las  exigencias  del  interés  general  o  comunitario  hecho  valer  en  la
impugnación.

Artículo 67.

1. Si una Entidad local adoptara actos o acuerdos que atenten gravemente al interés general de
España,  el  Delegado del  Gobierno,  previo requerimiento  para  su  anulación  al  Presidente  de  la
Corporación efectuado dentro de los diez días siguientes al  de la  recepción de aquéllos,  podrá
suspenderlos y adoptar las medidas pertinentes para la protección de dicho interés.

2. El plazo concedido al Presidente de la Corporación en el requerimiento de anulación no podrá ser
superior a cinco días. El del ejercicio de la facultad de suspensión será de diez días, contados a
partir  del  siguiente  al  de  la  finalización  del  plazo  del  requerimiento  o  al  de  la  respuesta  del
Presidente de la Corporación, si fuese anterior.

3. Acordada la suspensión de un acto o acuerdo, el Delegado del Gobierno deberá impugnarlo en el
plazo de diez días desde la suspensión ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

Artículo 68.

1. Las entidades locales tienen la obligación de ejercer las acciones necesarias para la defensa de
sus bienes y derechos.
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2. Cualquier vecino que se hallare en pleno goce de sus derechos civiles y políticos podrá requerir
su ejercicio a la entidad interesada. Este requerimiento, del que se dará conocimiento a quienes
pudiesen resultar afectados por las correspondientes acciones, suspenderá el plazo para el ejercicio
de las mismas por un término de treinta días hábiles.

3. Si en el plazo de esos treinta días la entidad no acordara el ejercicio de las acciones solicitadas,
los vecinos podrán ejercitar dicha acción en nombre e interés de la entidad local.

4. De prosperar la acción, el actor tendrá derecho a ser reembolsado por la entidad de las costas
procesales y a la indemnización de cuantos daños y perjuicios se le hubieran seguido.

CAPÍTULO IV

Información y participación ciudadanas

Artículo 69.

1.  Las  Corporaciones  locales  facilitarán  la  más  amplia  información  sobre  su  actividad  y  la
participación de todos los ciudadanos en la vida local.

2.  Las formas,  medios y procedimientos de participación que las Corporaciones establezcan en
ejercicio de su potestad de autoorganización no podrán en ningún caso menoscabar las facultades de
decisión que corresponden a los órganos representativos regulados por la Ley.

Artículo 70.

1. Las sesiones del Pleno de las corporaciones locales son públicas. No obstante, podrán ser secretos
el  debate  y  votación  de  aquellos  asuntos  que  puedan  afectar  al  derecho  fundamental  de  los
ciudadanos a que se refiere el artículo 18.1 de la Constitución, cuando así se acuerde por mayoría
absoluta.

No son públicas las sesiones de la Junta de Gobierno Local.

2. Los acuerdos que adopten las corporaciones locales se publican o notifican en la forma prevista
por la Ley. Las ordenanzas, incluidos el articulado de las normas de los planes urbanísticos, así
como los acuerdos correspondientes a éstos cuya aprobación definitiva sea competencia de los entes
locales, se publicarán en el "Boletín Oficial" de la Provincia y no entrarán en vigor hasta que se
haya publicado completamente su texto y haya transcurrido el plazo previsto en el artículo 65.2
salvo los presupuestos y las ordenanzas fiscales que se publican y entran en vigor en los términos
establecidos en la Ley 39/1988, de 28 de diciembre,  reguladora de las Haciendas Locales.  Las
Administraciones  públicas  con  competencias  urbanísticas  deberán  tener,  a  disposición  de  los
ciudadanos que lo soliciten, copias completas del planeamiento vigente en su ámbito territorial.

3.  Todos  los  ciudadanos  tienen  derecho  a  obtener  copias  y  certificaciones  acreditativas  de  los
acuerdos de  las  corporaciones  locales  y  sus  antecedentes,  así  como a  consultar  los  archivos  y
registros en los términos que disponga la legislación de desarrollo del artículo 105, párrafo b), de la
Constitución. La denegación o limitación de este derecho, en todo cuanto afecte a la seguridad y
defensa del Estado, la averiguación de los delitos o la intimidad de las personas, deberá verificarse
mediante resolución motivada.
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Artículo 70 bis.

1. Los ayuntamientos deberán establecer y regular en normas de carácter orgánico procedimientos y
órganos adecuados para la efectiva participación de los vecinos en los asuntos de la vida pública
local, tanto en el ámbito del municipio en su conjunto como en el de los distritos, en el supuesto de
que existan en el municipio dichas divisiones territoriales.

2.  Los vecinos que gocen del derecho de sufragio activo en las elecciones municipales podrán
ejercer  la  iniciativa  popular,  presentando propuestas  de  acuerdos o  actuaciones  o  proyectos  de
reglamentos en materias de la competencia municipal.

Dichas  iniciativas  deberán  ir  suscritas  al  menos  por  el  siguiente  porcentaje  de  vecinos  del
municipio:

a) Hasta 5.000 habitantes, el 20 por ciento.

b) De 5.001 a 20.000 habitantes, el 15 por ciento.

c) A partir de 20.001 habitantes, el 10 por ciento.

Tales iniciativas deberán ser sometidas a debate y votación en el Pleno, sin perjuicio de que sean
resueltas por el órgano competente por razón de la materia. En todo caso, se requerirá el previo
informe de legalidad del secretario del ayuntamiento, así como el informe del interventor cuando la
iniciativa  afecte  a  derechos  y  obligaciones  de  contenido  económico  del  ayuntamiento.  En  los
municipios a que se refiere el artículo 121 de esta ley, el informe de legalidad será emitido por el
secretario general del Pleno y cuando la iniciativa afecte a derechos y obligaciones de contenido
económico, el informe será emitido por el Interventor general municipal.

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de la legislación autonómica en esta materia.

Tales  iniciativas  pueden  llevar  incorporada  una  propuesta  de  consulta  popular  local,  que  será
tramitada en tal caso por el procedimiento y con los requisitos previstos en el artículo 71.

3.  Asimismo,  las  Entidades  Locales  y,  especialmente,  los  municipios,  deberán  impulsar  la
utilización  interactiva  de  las  tecnologías  de  la  información y  la  comunicación  para  facilitar  la
participación y la comunicación con los vecinos,  para la presentación de documentos y para la
realización de trámites administrativos, de encuestas y, en su caso, de consultas ciudadanas.

Las Diputaciones provinciales, Cabildos y Consejos insulares colaborarán con los municipios que,
por su insuficiente capacidad económica y de gestión, no puedan desarrollar en grado suficiente el
deber establecido en este apartado.

4.  Cuando se  trate  de  procedimientos  y  trámites  relativos  a  una  actividad de  servicios  y  a  su
ejercicio incluida en el ámbito de aplicación de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre
acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, los prestadores podrán realizarlos, por medio de
una ventanilla única, por vía electrónica y a distancia, salvo que se trate de la inspección del lugar o
del equipo que se utiliza en la prestación del servicio.

Asimismo,  las Entidades Locales  garantizarán,  dentro del  ámbito de sus  competencias,  que los
prestadores de servicios puedan a través de la ventanilla única obtener la información y formularios
necesarios para el  acceso a  una actividad y su ejercicio,  y  conocer las  resoluciones y resto de
comunicaciones  de  las  autoridades  competentes  en  relación  con sus  solicitudes.  Las  Entidades
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Locales impulsarán la coordinación para la normalización de los formularios necesarios para el
acceso a una actividad y su ejercicio.

Artículo 70 ter.

1. Las Administraciones públicas con competencias de ordenación territorial y urbanística deberán
tener  a  disposición  de  los  ciudadanos  o  ciudadanas  que  lo  soliciten,  copias  completas  de  los
instrumentos  de  ordenación  territorial  y  urbanística  vigentes  en  su  ámbito  territorial,  de  los
documentos de gestión y de los convenios urbanísticos.

2.  Las  Administraciones  públicas  con  competencias  en  la  materia,  publicarán  por  medios
telemáticos el contenido actualizado de los instrumentos de ordenación territorial y urbanística en
vigor, del anuncio de su sometimiento a información pública y de cualesquiera actos de tramitación
que sean relevantes para su aprobación o alteración.

En los municipios menores de 5.000 habitantes, esta publicación podrá realizarse a través de los
entes supramunicipales que tengan atribuida la función de asistencia y cooperación técnica con
ellos, que deberán prestarles dicha cooperación.

3. Cuando una alteración de la ordenación urbanística, que no se efectúe en el marco de un ejercicio
pleno de la potestad de ordenación, incremente la edificabilidad o la densidad o modifique los usos
del suelo, deberá hacerse constar en el expediente la identidad de todos los propietarios o titulares
de otros derechos reales sobre las fincas afectadas durante los cinco años anteriores a su iniciación,
según conste en el registro o instrumento utilizado a efectos de notificaciones a los interesados de
conformidad con la legislación en la materia.

Artículo 70 quater.

1. Las Entidades Locales deberán adoptar las medidas necesarias para facilitar la accesibilidad de
los servicios públicos a los vecinos, promoviendo la utilización de las tecnologías de la información
y la comunicación en la prestación de los mismos. Para ello, elaborarán planes que tengan por
objeto la implementación de mecanismos digitales que faciliten la accesibilidad de los vecinos y de
las empresas a los servicios públicos.

2.  Las  Entidades Locales deberán crear  y  mantener  un portal  de internet  de información a  los
vecinos y de acceso a los servicios públicos digitalizados para los que así se determine, que opere
como plataforma tecnológica de comunicación entre aquellos y la Administración local destinada a
promover la digitalización progresiva de los servicios públicos.

3.  En  este  portal  deberán  publicar  la  información que  las  Administraciones  locales  consideren
adecuada a este efecto y, en su caso, la relación de servicios públicos a los que se pueda acceder por
el portal o los vínculos a la información sobre el acceso a los servicios públicos disponibles en el
territorio, en los términos en los que disponga la normativa autonómica.

4. En el  caso de los municipios de menos de 20.000 habitantes,  los servicios previstos en este
artículo  se  prestarán  con  las  adaptaciones  y  plazos  de  implementación  correspondientes  a  sus
especialidades en los términos que se determinen por la legislación autonómica.

Artículo 71.

De conformidad con la legislación del Estado y de la Comunidad Autónoma, cuando ésta tenga
competencia estatutariamente atribuida para ello, los Alcaldes, previo acuerdo por mayoría absoluta
del Pleno y autorización del Gobierno de la Nación, podrán someter a consulta popular aquellos
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asuntos de la competencia propia municipal y de carácter local que sean de especial relevancia para
los intereses de los vecinos, con excepción de los relativos a la Hacienda local.

Artículo 72.

Las  Corporaciones  locales  favorecen  el  desarrollo  de  las  asociaciones  para  la  defensa  de  los
intereses generales o sectoriales de los vecinos, les facilitan la más amplia información sobre sus
actividades y, dentro de sus posibilidades, el uso de los medios públicos y el acceso a las ayudas
económicas para la realización de sus actividades e impulsan su participación en la gestión de la
Corporación en los términos del número 2 del artículo 69. A tales efectos pueden ser declaradas de
utilidad pública.

CAPÍTULO V

Estatuto de los miembros de las Corporaciones locales

Artículo 73.

1. La determinación del número de miembros de las Corporaciones locales, el procedimiento para
su elección, la  duración de su mandato y los supuestos de inelegibilidad e incompatibilidad se
regularán en la legislación electoral.

2. Los miembros de las Corporaciones locales gozan, una vez que tomen posesión de su cargo, de
los  honores,  prerrogativas  y distinciones  propios del  mismo que se establezcan por  la  Ley del
Estado o de las Comunidades Autónomas y están obligados al cumplimiento estricto de los deberes
y obligaciones inherentes a aquél.

3. A efectos de su actuación corporativa, los miembros de las corporaciones locales se constituirán
en grupos políticos,  en la forma y con los derechos y las obligaciones que se establezcan con
excepción de aquéllos que no se integren en el grupo político que constituya la formación electoral
por la que fueron elegidos o que abandonen su grupo de procedencia, que tendrán la consideración
de miembros no adscritos.

El Pleno de la corporación, con cargo a los Presupuestos anuales de la misma, podrá asignar a los
grupos políticos una dotación económica que deberá contar con un componente fijo, idéntico para
todos los grupos y otro variable, en función del número de miembros de cada uno de ellos, dentro
de los límites que, en su caso, se establezcan con carácter general en las Leyes de Presupuestos
Generales  del  Estado  y  sin  que  puedan  destinarse  al  pago  de  remuneraciones  de  personal  de
cualquier  tipo al  servicio de la  corporación o a  la  adquisición de bienes que puedan constituir
activos fijos de carácter patrimonial.

Los derechos económicos y políticos de los miembros no adscritos no podrán ser superiores a los
que les hubiesen correspondido de permanecer en el grupo de procedencia, y se ejercerán en la
forma que determine el reglamento orgánico de cada corporación.

Esta  previsión  no  será  de  aplicación  en  el  caso  de  candidaturas  presentadas  como  coalición
electoral, cuando alguno de los partidos políticos que la integren decida abandonarla.

Los grupos políticos deberán llevar con una contabilidad específica de la dotación a que se refiere el
párrafo segundo de este apartado 3, que pondrán a disposición del Pleno de la Corporación, siempre
que éste lo pida.
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Cuando  la  mayoría  de  los  concejales  de  un  grupo  político  municipal  abandonen  la  formación
política que presentó la candidatura por la que concurrieron a las elecciones o sean expulsados de la
misma,  serán  los  concejales  que  permanezcan  en  la  citada  formación  política  los  legítimos
integrantes  de  dicho  grupo político  a  todos  los  efectos.  En  cualquier  caso,  el  secretario  de  la
corporación  podrá  dirigirse  al  representante  legal  de  la  formación  política  que  presentó  la
correspondiente  candidatura  a  efectos  de  que  notifique  la  acreditación  de  las  circunstancias
señaladas.

Artículo 74.

1. Los miembros de las Corporaciones locales quedan en situación de servicios especiales en los
siguientes supuestos:

a) Cuando sean funcionarios de la propia Corporación para la que han sido elegidos.

b) Cuando sean funcionarios de carrera de otras Administraciones públicas y desempeñen en la
Corporación para la que han sido elegidos un cargo retribuido y de dedicación exclusiva.

En ambos supuestos, las Corporaciones afectadas abonarán las cotizaciones de las mutualidades
obligatorias  correspondientes  para  aquellos  funcionarios  que  dejen  de  prestar  el  servicio  que
motivaba su pertenencia a ellas, extendiéndose a las cuotas de clases pasivas.

2.  Para el  personal  laboral  rigen idénticas reglas,  de acuerdo con lo  previsto en su legislación
específica.

3.  Los  miembros  de  las  Corporaciones  locales  que  no  tengan  dedicación  exclusiva  en  dicha
condición tendrán garantizada, durante el período de su mandato, la permanencia en el centro o
centros de trabajo públicos o privados en el que estuvieran prestando servicios en el momento de la
elección, sin que puedan ser trasladados u obligados a concursar a otras plazas vacantes en distintos
lugares.

Artículo 75.

1. Los miembros de las Corporaciones locales percibirán retribuciones por el ejercicio de sus cargos
cuando los desempeñen con dedicación exclusiva, en cuyo caso serán dados de alta en el Régimen
general de la Seguridad Social, asumiendo las Corporaciones el pago de las cuotas empresariales
que corresponda, salvo lo dispuesto en el artículo anterior.

En el supuesto de tales retribuciones, su percepción será incompatible con la de otras retribuciones
con  cargo  a  los  presupuestos  de  las  Administraciones  públicas  y  de  los  entes,  organismos  o
empresas de ellas dependientes, así como para el desarrollo de otras actividades, todo ello en los
términos de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de
las Administraciones Públicas.

2. Los miembros de las Corporaciones locales que desempeñen sus cargos con dedicación parcial
por  realizar  funciones  de  presidencia,  vicepresidencia  u  ostentar  delegaciones,  o  desarrollar
responsabilidades que así lo requieran, percibirán retribuciones por el tiempo de dedicación efectiva
a las mismas, en cuyo caso serán igualmente dados de alta en el Régimen General de la Seguridad
Social  en tal  concepto,  asumiendo las Corporaciones las cuotas empresariales que corresponda,
salvo lo dispuesto en el artículo anterior. Dichas retribuciones no podrán superar en ningún caso los
límites que se fijen, en su caso, en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado. En los acuerdos
plenarios de determinación de los cargos que lleven aparejada esta  dedicación parcial  y  de las
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retribuciones de los mismos, se deberá contener el régimen de la dedicación mínima necesaria para
la percepción de dichas retribuciones.

Los miembros de las Corporaciones locales que sean personal de las Administraciones públicas y de
los entes, organismos y empresas de ellas dependientes solamente podrán percibir retribuciones por
su dedicación parcial a sus funciones fuera de su jornada en sus respectivos centros de trabajo, en
los términos señalados en el artículo 5 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, sin perjuicio de lo
dispuesto en el apartado sexto del presente artículo.

3. Sólo los miembros de la Corporación que no tengan dedicación exclusiva ni dedicación parcial
percibirán asistencias por la concurrencia efectiva a las sesiones de los órganos colegiados de la
Corporación de que formen parte, en la cuantía señalada por el pleno de la misma.

4. Los miembros de las Corporaciones locales percibirán indemnizaciones por los gastos efectivos
ocasionados  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  según  las  normas  de  aplicación  general  en  las
Administraciones públicas y las que en desarrollo de las mismas apruebe el pleno corporativo.

5. Las Corporaciones locales consignarán en sus presupuestos las retribuciones, indemnizaciones y
asistencias a que se hace referencia en los cuatro números anteriores, dentro de los límites que con
carácter general se establezcan, en su caso. Deberán publicarse íntegramente en el "Boletín Oficial"
de la Provincia y fijarse en el tablón de anuncios de la Corporación los acuerdos plenarios referentes
a retribuciones de los cargos con dedicación exclusiva y parcial y régimen de dedicación de estos
últimos, indemnizaciones y asistencias, así como los acuerdos del Presidente de la Corporación
determinando los miembros de la misma que realizarán sus funciones en régimen de dedicación
exclusiva o parcial.

6. A efectos de lo dispuesto en el artículo 37.3.d) del Estatuto de los Trabajadores y en el artículo
30.2 de la Ley 30/1984, se entiende por tiempo indispensable para el desempeño del cargo electivo
de una Corporación local, el necesario para la asistencia a las sesiones del pleno de la Corporación o
de las Comisiones y atención a las Delegaciones de que forme parte o que desempeñe el interesado.

7. Los representantes locales, así como los miembros no electos de la Junta de Gobierno Local,
formularán declaración sobre causas de posible incompatibilidad y sobre cualquier actividad que les
proporcione o pueda proporcionar ingresos económicos.

Formularán asimismo declaración de sus bienes patrimoniales y de la participación en sociedades
de todo tipo, con información de las sociedades por ellas participadas y de las autoliquidaciones de
los impuestos sobre la Renta, Patrimonio y, en su caso, Sociedades.

Tales declaraciones, efectuadas en los modelos aprobados por los plenos respectivos, se llevarán a
cabo antes de la toma de posesión, con ocasión del cese y al final del mandato, así como cuando se
modifiquen las circunstancias de hecho.

Las declaraciones anuales de bienes y actividades serán publicadas con carácter anual, y en todo
caso en el momento de la finalización del mandato, en los términos que fije el Estatuto municipal.

Tales declaraciones  se inscribirán en los siguientes Registros de intereses,  que tendrán carácter
público:

a)  La  declaración  sobre  causas  de  posible  incompatibilidad  y  actividades  que  proporcionen  o
puedan proporcionar ingresos económicos, se inscribirá, en el Registro de Actividades constituido
en cada Entidad local.
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b) La declaración sobre bienes y derechos patrimoniales se inscribirá en el  Registro de Bienes
Patrimoniales de cada Entidad local, en los términos que establezca su respectivo estatuto.

Los representantes locales y miembros no electos de la Junta de Gobierno Local respecto a los que,
en virtud de su cargo, resulte amenazada su seguridad personal o la de sus bienes o negocios, la de
sus familiares, socios, empleados o personas con quienes tuvieran relación económica o profesional
podrán  realizar  la  declaración  de  sus  bienes  y  derechos  patrimoniales  ante  el  Secretario  o  la
Secretaria de la Diputación Provincial o, en su caso, ante el órgano competente de la Comunidad
Autónoma correspondiente. Tales declaraciones se inscribirán en el Registro Especial de Bienes
Patrimoniales, creado a estos efectos en aquellas instituciones.

En este supuesto, aportarán al Secretario o Secretaria de su respectiva entidad mera certificación
simple y sucinta, acreditativa de haber cumplimentado sus declaraciones, y que éstas están inscritas
en el Registro Especial de Intereses a que se refiere el párrafo anterior, que sea expedida por el
funcionario encargado del mismo.

8. Durante los dos años siguientes a la finalización de su mandato, a los representantes locales a que
se refiere el apartado primero de este artículo que hayan ostentado responsabilidades ejecutivas en
las  diferentes  áreas  en que se organice el  gobierno local,  les serán de aplicación en el  ámbito
territorial de su competencia las limitaciones al ejercicio de actividades privadas establecidas en el
artículo  15  de  la  Ley  3/2015,  de  30  de  marzo,  reguladora  del  ejercicio  del  alto  cargo  de  la
Administración General del Estado.

A estos efectos, los Ayuntamientos podrán contemplar una compensación económica durante ese
periodo  para  aquéllos  que,  como  consecuencia  del  régimen  de  incompatibilidades,  no  puedan
desempeñar su actividad profesional, ni perciban retribuciones económicas por otras actividades.

Artículo 75 bis. Régimen retributivo de los miembros de las Corporaciones Locales y del personal al servicio de
las Entidades Locales.

1. Los miembros de las Corporaciones Locales serán retribuidos por el ejercicio de su cargo en los
términos establecidos en el artículo anterior. Los Presupuestos Generales del Estado determinarán,
anualmente, el límite máximo total que pueden percibir los miembros de las Corporaciones Locales
por todos los conceptos retributivos y asistencias, excluidos los trienios a los que en su caso tengan
derecho aquellos funcionarios de carrera que se encuentren en situación de servicios especiales,
atendiendo entre otros criterios a la naturaleza de la Corporación local y a su población según la
siguiente tabla:

Habitantes Referencia

Más de 500.000 Secretario de Estado.
300.001  a
500.000

Secretario  de  Estado  -
10%.

150.001  a
300.000

Secretario  de  Estado  -
20%.

75.001  a
150.000

Secretario  de  Estado  -
25%.

50.001 a 75.000
Secretario  de  Estado  -
35%.

20.001 a 50.000
Secretario  de  Estado  -
45%.
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10.001 a 20.000
Secretario  de  Estado  -
50%.

5.001 a 10.000
Secretario  de  Estado  -
55%.

1.000 a 5.000
Secretario  de  Estado  -
60%.

Los  miembros  de  Corporaciones  locales  de  población  inferior  a  1.000  habitantes  no  tendrán
dedicación exclusiva.  Excepcionalmente,  podrán desempeñar sus cargos con dedicación parcial,
percibiendo  sus  retribuciones  dentro  de  los  límites  máximos  señalados  al  efecto  en  la  Ley de
Presupuestos Generales del Estado.

2. Sin perjuicio de la regla general establecida en el apartado anterior, en el caso de las retribuciones
de los  Presidentes  de las  Diputaciones  provinciales  o entidades  equivalentes,  tendrán un límite
máximo por todos los conceptos retributivos y asistencias que será igual a la retribución del tramo
correspondiente al Alcalde o Presidente de la Corporación municipal más poblada de su provincia.

En el caso de los Cabildos y Consejos Insulares, sus Presidentes tendrán un límite máximo por
todos  los  conceptos  retributivos  y  asistencias  referenciado  a  la  retribución  del  tramo
correspondiente al Alcalde o Presidente de la Corporación municipal más poblada de su provincia,
según la siguiente tabla:

Habitantes Referencia
Más  de
150.000

Alcalde  o  Presidente  de  la  Corporación  municipal  más  poblada  de  su
provincia.

25.000  a
150.000

70% del Alcalde o Presidente de la Corporación municipal más poblada de su
provincia.

0 a 25.000
50% del Alcalde o Presidente de la Corporación municipal más poblada de su
provincia.

Los  concejales  que  sean  proclamados  diputados  provinciales  o  equivalentes  deberán  optar  por
mantener el régimen de dedicación exclusiva en una u otra Entidad Local, sin que en ningún caso
puedan acumularse ambos regímenes de dedicación.

3. Solo los miembros de la Corporación que no tengan dedicación exclusiva ni dedicación parcial
percibirán asistencias por la concurrencia efectiva a las sesiones de los órganos colegiados de la
Corporación de que formen parte, en la cuantía señalada por el Pleno de la misma.

4.  En  el  marco  de  lo  establecido  en  la  Ley  Orgánica  2/2012,  de  27  de  abril,  de  Estabilidad
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, y en el artículo 93.2 de esta Ley, las Leyes anuales de
Presupuestos Generales del Estado podrán establecer un límite máximo y mínimo total  que por
todos los conceptos retributivos pueda percibir el personal al servicio de las Entidades Locales y
entidades de ellas dependientes en función del grupo profesional de los funcionarios públicos o
equivalente del personal laboral, así como de otros factores que se puedan determinar en las Leyes
de Presupuestos Generales del Estado de cada año.

Artículo  75  ter.  Limitación  en  el  número  de  los  cargos  públicos  de  las  Entidades  Locales  con  dedicación
exclusiva.

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 75 de esta Ley, la prestación de servicios en los
Ayuntamientos en régimen de dedicación exclusiva por parte de sus miembros deberá ajustarse en
todo caso a los siguientes límites:
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a) En los Ayuntamientos de Municipios con población inferior a 1.000 habitantes, ningún miembro
podrá prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva.

b) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 1.001 y 2.000 habitantes,
solo un miembro podrá prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva.

c) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 2.001 y 3.000 habitantes,
los miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de
dos.

d)  En  los  Ayuntamientos  de  Municipios  con  población  comprendida  entre 3.001  y  10.000
habitantes, los miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no
excederá de tres.

e)  En  los  Ayuntamientos  de  Municipios  con  población  comprendida  entre 10.001  y  15.000
habitantes, los miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no
excederá de cinco.

f) En Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 15.001 y 20.000 habitantes,
los miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de
siete.

g)  En  los  Ayuntamientos  de  Municipios  con  población  comprendida  entre 20.001  y  35.000
habitantes, los miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no
excederá de diez.

h)  En  los  Ayuntamientos  de  Municipios  con  población  comprendida  entre 35.001  y  50.000
habitantes, los miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no
excederá de once.

i)  En  los  Ayuntamientos  de  Municipios  con  población  comprendida  entre 50.001  y  100.000
habitantes, los miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no
excederá de quince.

j)  En  los  Ayuntamientos  de  Municipios  con  población  comprendida  entre 100.001  y  300.000
habitantes, los miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no
excederá de dieciocho.

k)  En  los  Ayuntamientos  de  Municipios  con  población  comprendida  entre 300.001  y  500.000
habitantes, los miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no
excederá de veinte.

l)  En  los  Ayuntamientos  de  Municipios  con  población  comprendida  entre 500.001  y  700.000
habitantes, los miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no
excederá de veintidós.

m) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 700.001 y 1.000.000
habitantes, los miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no
excederá de veinticinco.

n) En los Ayuntamientos de Municipios de Madrid y Barcelona, los miembros que podrán prestar
sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederán,  respectivamente,  de cuarenta y
cinco y de treinta y dos.

38



2. El número máximo de miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación
exclusiva en las Diputaciones provinciales será el  mismo que el del tramo correspondiente a la
Corporación del municipio más poblado de su provincia.

3. En los Cabildos y Consejos Insulares el número máximo de miembros que podrán prestar sus
servicios en régimen de dedicación exclusiva se determinará en función del siguiente criterio: en las
islas con más de 800.000 habitantes se reduce en 2 respecto al número actual de miembros de
cabildo, y en las de menos de 800.000 habitantes el 60% de los cargos electos en cada Cabildo
Insular.

Artículo 76.

Sin  perjuicio  de  las  causas  de  incompatibilidad  establecidas  por  la  Ley,  los  miembros  de  las
Corporaciones  locales  deberán  abstenerse  de  participar  en  la  deliberación,  votación,  decisión y
ejecución de todo asunto cuando concurra alguna de las causas a que se refiere la legislación de
procedimiento administrativo y contratos de las Administraciones Públicas.  La actuación de los
miembros en que concurran tales motivos implicará, cuando haya sido determinante, la invalidez de
los actos en que hayan intervenido.

Artículo 77.

Todos los miembros de las Corporaciones locales tienen derecho a obtener del Alcalde o Presidente
o de la Comisión de Gobierno cuantos antecedentes, datos o informaciones obren en poder de los
servicios de la Corporación y resulten precisos para el desarrollo de su función.

La  solicitud  de  ejercicio  del  derecho  recogido  en  el  párrafo  anterior  habrá  de  ser  resuelta
motivadamente en los cinco días naturales siguientes a aquél en que se hubiese presentado.

Artículo 78.

1. Los miembros de las Corporaciones locales están sujetos a responsabilidad civil y penal por los
actos y omisiones realizados en el ejercicio de su cargo. Las responsabilidades se exigirán ante los
Tribunales de Justicia competentes y se tramitarán por el procedimiento ordinario aplicable.

2. Son responsables de los acuerdos de las Corporaciones locales los miembros de las mismas que
los hubiesen votado favorablemente.

3. Las Corporaciones locales podrán exigir la responsabilidad de sus miembros cuando por dolo o
culpa grave, hayan causado daños y perjuicios a la Corporación o a terceros, si éstos hubiesen sido
indemnizados por aquélla.

4. Los Presidentes de las Corporaciones locales podrán sancionar con multa a los miembros de las
mismas,  por falta  no justificada de asistencia a  las sesiones o incumplimiento reiterado de sus
obligaciones, en los términos que determine la Ley de la Comunidad Autónoma y, supletoriamente,
la del Estado.

Real  Decreto  2568/1986,  de  28  de  noviembre,  por  el  que  se  aprueba  el
Reglamento  de  Organización,  Funcionamiento  y  Régimen  Jurídico  de  las
Entidades Locales.
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REGLAMENTO  DE ORGANIZACIÓN,  FUNCIONAMIENTO  Y RÉGIMEN  JURÍDICO
DE LAS ENTIDADES LOCALES

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Art. 1.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 3.º de la Ley 7/1985, de 2 de abril, la Administración
Local Española está constituida por:

1. Las entidades locales territoriales:

a) El Municipio.

b) La Provincia.

c) La Isla en los archipiélagos balear y canario.

2. Otros entes que gozan, asimismo, de la condición de entidades locales:

a)  Las  entidades  de  ámbito  territorial  inferior  al  municipal,  instituidas  o  reconocidas  por  las
Comunidades Autónomas.

b) Las Comarcas u otras entidades que agrupen varios Municipios, instituidas por las Comunidades
Autónomas conforme a lo establecido en sus correspondientes Estatutos de Autonomía.

c) Las Áreas Metropolitanas.

d) Las Mancomunidades de Municipios.

Art. 2.

1. El gobierno y administración municipal, salvo aquellos Municipios que legalmente funcionen en
régimen  de  Concejo  Abierto,  corresponde  al  Ayuntamiento,  integrado  por  el  Alcalde  y  los
Concejales.

En los Municipios que funcionen en régimen de Concejo Abierto, el gobierno y administración se
ejercerá por una Asamblea integrada por todos los electores existentes en el Municipio y por el
Alcalde elegido directamente por ellos.

2. El gobierno y administración de la Provincia como entidad local corresponde a la Diputación u
otra Corporación de carácter representativo.

3. Los Cabildos y Consejos insulares son los órganos de gobierno y administración de cada Isla.

4. Los órganos de gobierno y administración de las demás entidades locales serán los regulados en
las Leyes de las Comunidades Autónomas que las instituyan o reconozcan y, en el  caso de las
Mancomunidades, los establecidos en sus Estatutos.

Art. 3.

1. Para el cumplimiento de sus fines, los Ayuntamientos, en representación de los Municipios, las
Diputaciones u otras Corporaciones de carácter representativo, en representación de las Provincias,
y los Cabildos y Consejos, en representación de las Islas, tendrán plena capacidad jurídica para
adquirir, poseer, reivindicar, permutar, gravar o enajenar toda clase de bienes y derechos, celebrar
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contratos,  establecer  y  explotar  obras  y  servicios  públicos,  obligarse,  interponer  los  recursos
establecidos y ejercitar las acciones previstas en las leyes.

2.  La  misma capacidad jurídica  tendrán  los  órganos  correspondientes  en  representación  de  las
respectivas entidades de ámbito territorial inferior al municipal.

3. Los Municipios, las Provincias, las Islas y las otras entidades locales territoriales estarán exentos
de tributos del Estado y de las Comunidades Autónomas, en los términos de las Leyes.

Art. 4.

1.  El  Municipio,  la  Provincia  y la  Isla  gozan de autonomía para la  gestión de sus  respectivos
intereses, en los términos de la Ley 7/1985, de 2 de abril, y en su calidad de Administraciones
Públicas de carácter territorial, y dentro de la esfera de sus competencias, les corresponden en todo
caso:

a) Las potestades reglamentaria y de autoorganización.

b) Las potestades tributaria y financiera.

c) La potestad de programación o planificación.

d) Las potestades expropiatoria y de investigación, deslinde y recuperación de oficio de sus bienes.

e) La presunción de legitimidad y la ejecutividad de sus actos.

f) Las potestades de ejecución forzosa y sancionadora.

g) La potestad de revisión de oficio de sus actos y acuerdos.

h)  La  inembargabilidad  de  sus  bienes  y  derechos  en  los  términos  previstos  en  las  leyes,  las
prelaciones  y  preferencias  y  demás  prerrogativas  reconocidas  a  la  Hacienda  Pública  para  los
créditos de la misma, sin perjuicio de las que correspondan a las Haciendas del Estado y de las
Comunidades Autónomas.

2.  Las  Leyes  de  las  Comunidades  Autónomas  que  instituyan  o  reconozcan  a  las  entidades
territoriales de ámbito inferior al municipal y, asimismo, a las Comarcas, Áreas Metropolitanas y
otras Agrupaciones de Municipios distintas de la Provincia, determinarán el ámbito de su autonomía
y concretarán las potestades públicas que les sean de aplicación.

Art. 5.

1. Las entidades locales sirven con objetividad los intereses públicos que les están encomendados y
actúan  de  acuerdo  con  los  principios  de  eficacia,  descentralización,  desconcentración  y
coordinación, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho.

2.  Los Tribunales  ejercen el  control  de  legalidad de  las disposiciones y actos  de  las entidades
locales.
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TÍTULO I

Estatuto de los miembros de las Corporaciones locales

CAPÍTULO I

Adquisición, suspensión y pérdida de la condición de miembro de la Corporación. Derechos y
deberes

Art. 6.

1. La determinación del número de miembros de las Corporaciones locales, el procedimiento para
su elección, la duración de su mandato y los supuestos de inelegibilidad e incompatibilidad son los
regulados en la legislación electoral.

2. Los Presidentes y miembros de las Corporaciones locales gozan, una vez que hayan tomado
posesión de su cargo, de los honores, prerrogativas y distinciones propios del mismo que se hallen
establecidos  en  la  Ley  del  Estado  o  de  las  Comunidades  Autónomas,  y  están  obligados  al
cumplimiento estricto de los deberes y obligaciones inherentes a aquél.

Art. 7.

El  Concejal,  Diputado  o  miembro  de  cualquier  entidad  local  que  resultare  proclamado  electo,
deberá presentar la credencial ante la Secretaría General.

Art. 8.

Quien ostente la condición de miembro de una Corporación quedará, no obstante, suspendido en sus
derechos, prerrogativas y deberes cuando una resolución judicial firme condenatoria lo comporte.

Art. 9.

El Concejal, Diputado o miembro de cualquier entidad local perderá su condición de tal por las
siguientes causas:

1. Por decisión judicial firme, que anule la elección o proclamación.

2. Por fallecimiento o incapacitación, declarada ésta por decisión judicial firme.

3. Por extinción del mandato, al expirar su plazo, sin perjuicio de que continúe en sus funciones
solamente para la administración ordinaria hasta la toma de posesión de sus sucesores.

4. Por renuncia, que deberá hacerse efectiva por escrito ante el Pleno de la Corporación.

5. Por incompatibilidad, en los supuestos y condiciones establecidos en la legislación electoral.

6. Por pérdida de la nacionalidad española.

Art. 10.

1.  Los  Concejales  y  Diputados  deberán  observar  en  todo  momento  las  normas  sobre
incompatibilidad y deberán poner en conocimiento de la Corporación cualquier hecho que pudiera
constituir causa de la misma.

2.  Producida una  causa de incompatibilidad y declarada la  misma por  el  Pleno corporativo,  el
afectado por tal declaración deberá optar, en el plazo de los diez días siguientes a aquél en que
reciba  la  notificación  de  su  incompatibilidad,  entre  la  renuncia  a  la  condición  de  Concejal  o
Diputado o el abandono de la situación que de origen a la referida incompatibilidad.
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3. Transcurrido el plazo señalado en el número anterior sin haberse ejercitado la opción se entenderá
que el afectado ha renunciado a su puesto de Concejal o Diputado, debiendo declararse por el Pleno
corporativo la vacante correspondiente y poner el  hecho en conocimiento de la Administración
electoral a los efectos previstos en los artículos 182 y 208 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de
junio, del Régimen Electoral General.

Art. 11.

Son derechos y deberes de los miembros de las Corporaciones locales los reconocidos en la Ley
7/1985, de 2 de abril, y los regulados en su desarrollo y aplicación por las disposiciones estatales
allí mencionadas, en el Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el
Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, y por las Leyes
de la Comunidad Autónoma correspondiente sobre Régimen Local. En defecto de estas últimas se
aplicarán las normas de los artículos siguientes.

Art. 12.

1. Los miembros de las Corporaciones locales tienen el derecho y el deber de asistir, con voz y voto,
a las sesiones del Pleno y a las de aquellos otros órganos colegiados de que formen parte, salvo
justa causa que se lo impida, que deberán comunicar con la antelación necesaria al Presidente de la
Corporación.

2. Las ausencias de los miembros de las entidades locales fuera del término municipal que excedan
de ocho días deberán ser puestas en conocimiento de los respectivos Presidentes, haciéndolo por
escrito, bien personalmente o a través del portavoz del grupo político, concretándose, en todo caso,
la duración previsible de las mismas.

Art. 13.

1. Los miembros de las Corporaciones Locales tendrán derecho a percibir, con cargo al Presupuesto
de la entidad local, las retribuciones e indemnizaciones que correspondan, en los términos que se
determinan en los párrafos siguientes.

2. De acuerdo con lo establecido en el artículo 75.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, tendrán derecho
a percibir retribuciones y a ser dados de alta en el Régimen General de la Seguridad Social los
miembros  de  las  Corporaciones  Locales  que  desarrollen  sus  responsabilidades  corporativas  en
régimen de dedicación exclusiva.

En el  supuesto de tales retribuciones,  su percepción será incompatible  con la  de cualquier otra
retribución  con  cargo  a  los  presupuestos  de  las  Administraciones  Públicas  y  de  los  Entes,
Organismos y Empresas de ellas dependientes.

3.  El  reconocimiento  de  la  dedicación  exclusiva  a  un  miembro  de  la  Corporación  exigirá  la
dedicación preferente del mismo a las tareas propias de su cargo, sin perjuicio de otras ocupaciones
marginales que, en cualquier caso, no podrán causar detrimento a su dedicación a la Corporación.
En el  caso de que tales ocupaciones sean remuneradas,  se requerirá una declaración formal de
compatibilidad por parte del Pleno de la entidad local.

4. El Pleno corporativo, a propuesta del Presidente, determinará, dentro de la consignación global
contenida  a  tal  fin  en  el  Presupuesto,  la  relación  de  cargos  de  la  Corporación  que  podrán
desempeñarse en régimen de dedicación exclusiva y, por tanto, con derecho a retribución, así como
las cuantías que correspondan a cada uno de ellos en atención a su grado de responsabilidad.
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El nombramiento de un miembro de la Corporación para uno de estos cargos solo supondrá la
aplicación del régimen de dedicación exclusiva si es aceptado expresamente por aquél, en cuyo caso
esta circunstancia será comunicada al Pleno en la siguiente sesión ordinaria.

5. Todos los miembros de la Corporación, incluidos los que desempeñen cargos en régimen de
dedicación exclusiva, tendrán derecho a recibir indemnizaciones por los gastos ocasionados por el
ejercicio del cargo, cuando sean efectivos, y previa justificación documental, según las normas de
aplicación general en las Administraciones Públicas y las que en este sentido aprueba el  Pleno
corporativo.

6. Sólo los miembros de la Corporación que no tengan dedicación exclusiva percibirán asistencias
por la concurrencia efectiva a las sesiones de los órganos colegiados de que formen parte, en la
cuantía  que  señale  el  Pleno  de  la  misma.  No  obstante,  todos  podrán  percibir  esta  clase  de
indemnizaciones cuando se trate de órganos rectores de Organismos dependientes de la Corporación
local que tengan personalidad jurídica independiente, de Consejos de Administración de Empresas
con capital o control municipal o de Tribunales de pruebas para selección de personal.

Art. 14.

1.  Todos  los  miembros  de  las  Corporaciones  Locales  tienen  derecho  a  obtener  del  Alcalde  o
Presidente o de la Comisión de Gobierno cuantos antecedentes, datos o informaciones obren en
poder de los servicios de la Corporación y resulten precisos para el desarrollo de su función.

2. La petición de acceso a las informaciones se entenderá concedida por silencio administrativo en
caso de que el Presidente o la Comisión de Gobierno no dicten resolución o acuerdo denegatorio en
el término de cinco días, a contar desde la fecha de solicitud.

3. En todo caso, la denegación del acceso a la documentación informativa habrá de hacerse a través
de resolución o acuerdo motivado.

Art. 15.

No obstante lo dispuesto en el número 1 del artículo anterior, los servicios administrativos locales
estarán obligados a facilitar la información, sin necesidad de que el miembro de la Corporación
acredite estar autorizado, en los siguientes casos:

a) Cuando se trate del acceso de los miembros de la  Corporación que ostenten delegaciones o
responsabilidades de gestión, a la información propia de las mismas.

b)  Cuando  se  trate  del  acceso  de  cualquier  miembro  de  la  Corporación,  a  la  información  y
documentación correspondiente a los asuntos que hayan de ser tratados por los órganos colegiados
de  que  formen  parte,  así  como a  las  resoluciones  o  acuerdos  adoptados  por  cualquier  órgano
municipal.

c) Cuando se trate del acceso de los miembros de la Corporación a la información o documentación
de la entidad local que sean de libre acceso para los ciudadanos.

Art. 16.

1. La consulta y examen concreto de los expedientes, libros y documentación en general se regirá
por las siguientes normas:

a) La consulta general de cualquier expediente o antecedentes documentales podrá realizarse, bien
en el  archivo general o en la dependencia donde se encuentre,  bien mediante la entrega de los
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mismos o de copia al miembro de la Corporación interesado para que pueda examinarlos en el
despacho o salas reservadas a los miembros de la Corporación. El libramiento de copias se limitará
a los casos citados de acceso libre de los Concejales a la información y a los casos en que ello sea
expresamente autorizado por el Presidente de la Comisión de Gobierno.

b) En ningún caso los expedientes, libros o documentación podrán salir de la Casa Consistorial o
Palacio Provincial, o de las correspondientes dependencias y oficinas locales.

c) La consulta de los libros de actas y los libros de resoluciones del Presidente deberá efectuarse en
el archivo o en la Secretaría General.

d) El examen de expedientes sometidos a sesión podrá hacerse únicamente en el lugar en que se
encuentren de manifiesto a partir de la convocatoria.

2. En el supuesto de entrega previsto en el apartado a) del número anterior, y a efectos del oportuno
control administrativo, el interesado deberá firmar un acuse de recibo y tendrá la obligación de
devolver el expediente o documentación en un término máximo de cuarenta y ocho horas, o antes,
en función de las necesidades del trámite del expediente en cuestión.

3.  Los  miembros  de  la  Corporación  tienen  el  deber  de  guardar  reserva  en  relación  con  las
informaciones que se les faciliten para hacer posible el desarrollo de su función, singularmente de
las que han de servir de antecedente para decisiones que aún se encuentren pendientes de adopción,
así como para evitar la reproducción de la documentación que pueda serles facilitada, en original o
copia, para su estudio.

Art. 17.

Todos los Concejales de la Corporación dispondrán en la Casa Consistorial de un buzón para la
correspondencia oficial interior y la de procedencia externa.

Igualmente, los Diputados provinciales dispondrán en el Palacio Provincial de un buzón para la
correspondencia de procedencia externa.

Art. 18.

Las sanciones que de acuerdo con el artículo 78.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, pueden imponer
los Presidentes de las Corporaciones Locales a los miembros de las mismas por falta no justificada
de  asistencia  a  las  sesiones  o  incumplimiento  reiterado  de  sus  obligaciones,  se  regirán  por  lo
dispuesto en el artículo 73 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se
aprueba el texto refundido de las Disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local.

Art. 19.

Si la causa de la sanción pudiera ser, a juicio de la Corporación, constitutiva de delito, el Presidente
pasará el tanto de culpa al órgano judicial competente, absteniéndose de continuar el procedimiento
sancionador hasta el pronunciamiento del órgano judicial.

Art. 20.

Los miembros de las Corporaciones Locales no podrán invocar o hacer uso de su condición para el
ejercicio de cualquier actividad mercantil, industrial o profesional.
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Art. 21.

Sin  perjuicio  de  las  causas  de  incompatibilidad  establecidas  por  la  Ley,  los  miembros  de  las
Corporaciones Locales deberán abstenerse de participar en la deliberación, votación, decisión y
ejecución de todo asunto cuando concurra alguna de las causas a que se refiere la legislación de
procedimiento administrativo y contratos de las Administraciones Públicas.

Art. 22.

1. Los miembros de las Corporaciones Locales están sujetos a responsabilidad civil y penal por los
actos y omisiones realizados en el ejercicio de su cargo.

2.  De los acuerdos de los órganos colegiados de las Corporaciones Locales serán responsables
aquellos de sus miembros que los hubieren votado favorablemente.

3. La responsabilidad de los miembros de las Corporaciones Locales se exigirá ante los Tribunales
de Justicia competentes y se tramitará por el procedimiento ordinario aplicable.

CAPÍTULO II

Grupos Políticos

Art. 23.

1.  Los  miembros  de  las  Corporaciones  Locales,  a  efectos  de  su  actuación  corporativa,  se
constituirán en grupos.

2. Nadie puede pertenecer simultáneamente a más de un grupo.

Art. 24.

1. Los grupos políticos se constituirán mediante escrito dirigido al Presidente y suscrito por todos
sus integrantes, que se presentará en la Secretaría General de la Corporación dentro de los cinco
días hábiles siguientes a la constitución de la Corporación.

2.  En el  mismo escrito  de  constitución  se  hará  constar  la  designación de  Portavoz del  grupo,
pudiendo designarse también suplentes.

Art. 25.

De la constitución de los grupos políticos y de sus integrantes y portavoces, el  Presidente dará
cuenta al Pleno en la primera sesión que se celebre tras cumplirse el plazo previsto en el número 1
del artículo anterior.

Art. 26.

1.  Los miembros  de  la  Corporación que  adquieran  su  condición  con posterioridad a  la  sesión
constitutiva de la Corporación deberán incorporarse a los grupos, conforme a las reglas acordadas
por la Corporación.

Art. 27.

En la medida de las posibilidades funcionales de la organización administrativa de la entidad local,
los  diversos  grupos políticos  dispondrán en la  sede  de  la  misma de  un despacho o  local  para
reunirse de manera independiente y recibir visitas de ciudadanos, y el Presidente o el miembro de la
Corporación responsable del área de régimen interior pondrá a su disposición una infraestructura
mínima de medios materiales y personales.
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Art. 28.

1. Los grupos políticos podrán hacer uso de locales de la Corporación para celebrar reuniones o
sesiones  de  trabajo  con  asociaciones  para  la  defensa  de  los  intereses  colectivos,  generales  o
sectoriales de la población.

2. El Presidente o el miembro corporativo responsable del área de régimen interior establecerán el
régimen concreto de utilización de los locales por parte de los grupos de la Corporación, teniendo
en  cuenta  la  necesaria  coordinación  funcional  y  de  acuerdo  con  los  niveles  de  representación
política de cada uno de ellos.

3. No se permitirá este tipo de reuniones coincidiendo con sesiones del Pleno o de la Comisión de
Gobierno.

Art. 29.

Corresponde a los grupos políticos designar, mediante escrito de su Portavoz dirigido al Presidente
y en los términos previstos en cada caso en el presente Reglamento, a aquellos de sus componentes
que  hayan  de  representarlos  en  todos  los  órganos  colegiados  integrados  por  miembros  de  la
Corporación pertenecientes a los diversos grupos.

CAPÍTULO III

Registro de intereses

Art. 30.

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 75.5 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, se constituirá en
la Secretaría de la Corporación el Registro de Intereses de los miembros de la misma.

La custodia y dirección del Registro corresponde al Secretario.

2. Todos los miembros de la Corporación tienen el deber de formular, ante el Registro, declaración
de las circunstancias a que se refiere la Ley:

a) Antes de tomar posesión de su cargo.

b) Cuando se produzcan variaciones a lo largo del mandato. En este caso el término para comunicar
las variaciones será de un mes a contar desde el día en que se hayan producido.

Art. 31.

1. La declaración de intereses podrá instrumentarse en cualquier clase de documento que haga fe de
la fecha y la identidad del declarante y de su contenido, en el que, en todo caso, habrán de constar
los siguientes extremos:

a)  Identificación  de  los  bienes  muebles  e  inmuebles  integrantes  del  patrimonio  personal,  con
designación, en su caso, de su inscripción registral, y fecha de adquisición de cada uno.

b) Relación de actividades y ocupaciones profesionales,  mercantiles o industriales,  trabajos por
cuenta ajena y otras fuentes de ingresos privados, con especificación de su ámbito y carácter y de
los empleos o cargos que se ostenten en entidades privadas, así como el nombre o razón social de
las mismas.

c) Otros intereses o actividades privadas que, aun no siendo susceptibles de proporcionar ingresos,
afecten o estén en relación con el ámbito de competencias de la Corporación.
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2. En el supuesto de que la declaración se formule en formato normalizado aprobado por el Pleno
corporativo, será firmada por el interesado y por el Secretario en su calidad de fedatario público
municipal.

Art. 32.

Para el acceso a los datos contenidos en el Registro de Intereses será preciso acreditar la condición
legal de interesado legítimo directo, con arreglo a la legislación autonómica o estatal aplicable.

CAPÍTULO IV

Tratamientos honoríficos

Art. 33.

Los Alcaldes de Madrid y Barcelona tendrán tratamiento de Excelencia; los de las demás capitales
de provincia, tratamiento de Ilustrísima, y los de los municipios restantes, tratamiento de Señoría.
Se respetan, no obstante, los tratamientos que respondan a tradiciones reconocidas por disposiciones
legales.

Art. 34.

1. El Presidente de la Diputación Provincial de Barcelona tendrá el tratamiento de Excelencia y los
de las demás Diputaciones Provinciales el de Ilustrísima.

2. Los Presidentes de los Cabildos y Consejos Insulares ostentarán el mismo tratamiento, deberes y
derechos reconocidos a los Presidentes de Diputación.

3. En todo caso serán respetados los tratamientos que respondan a tradiciones reconocidas por las
disposiciones legales.

TÍTULO II

Organización necesaria de los Entes locales territoriales

CAPÍTULO I

Del Municipio

Art. 35.

1.  El  Ayuntamiento  es  el  órgano de  gobierno y administración  del  Municipio,  con carácter  de
Corporación de Derecho Público.

2. Son órganos necesarios del Ayuntamiento:

a) El Alcalde.

b) Los Tenientes de Alcalde.

c) El Pleno.

d)  La  Comisión  de  Gobierno  en  los  Municipios  con  población  de  derecho  superior  a  5.000
habitantes y, en los de menos, cuando así lo disponga su Reglamento orgánico o así lo acuerde el
Pleno de su Ayuntamiento.
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Sección primera. Constitución, vigencia y finalización del mandato corporativo

Art. 36.

1. El tercer día anterior al señalado por la legislación electoral para la sesión constitutiva de los
Ayuntamientos,  los  Concejales  cesantes,  tanto del  Pleno como,  en su  caso,  de  la  Comisión de
Gobierno, se reunirán en sesión convocada al solo efecto de aprobar el acta de la última sesión
celebrada.

2. Los Secretarios e Interventores tomaran las medidas precisas para que el día de la constitución de
las  nuevas  Corporaciones  Locales  se  efectúe  un  arqueo  y  estén  preparados  y  actualizados  los
justificantes de las existencias en metálico o valores propios de la Corporación, depositados en la
Caja  Municipal  o  entidades  bancarias,  así  como  la  documentación  relativa  al  inventario  del
patrimonio de la Corporación y de sus Organismos autónomos.

Art. 37.

1. Las Corporaciones municipales se constituyen en sesión pública el vigésimo día posterior a la
celebración de las elecciones, salvo que se hubiese presentado recurso contencioso electoral contra
la proclamación de los Concejales electos,  en cuyo supuesto se constituye el  cuadragésimo día
posterior a las elecciones.

2. A tal fin se constituye una Mesa de Edad integrada por los elegidos de mayor y menor edad
presentes en el acto, actuando como Secretario el que lo sea de la Corporación.

3.  La Mesa comprueba las  credenciales  presentadas  o acreditaciones de la  personalidad de los
electos, con base a las certificaciones que al Ayuntamiento hubiera remitido la Junta Electoral de 
Zona.

4.  Realizada  la  operación anterior  la  Mesa  declarará  constituida  la  Corporación si  concurre  la
mayoría absoluta de los Concejales electos. En caso contrario se celebrará sesión dos días después,
quedando constituida la Corporación, cualquiera que fuese el número de Concejales presentes. Si
por cualquier circunstancia no pudiese constituirse la Corporación, procede la Constitución de una
Comisión Gestora en los términos previstos por la legislación electoral general.

Art. 38.

Dentro de los treinta días siguientes al de la sesión constitutiva, el Alcalde convocará la sesión o
sesiones extraordinarias del Pleno de la Corporación que sean precisas, a fin de resolver sobre los
siguientes puntos:

a) Periodicidad de sesiones del Pleno.

b) Creación y composición de las Comisiones informativas permanentes.

c)  Nombramientos  de  representantes  de  la  Corporación en  órganos colegiados,  que  sean  de  la
competencia del Pleno.

d) Conocimiento de las resoluciones del Alcalde en materia de nombramientos de Tenientes de
Alcalde, miembros de la Comisión de Gobierno, si debe existir, y Presidentes de las Comisiones
informativas, así como de las delegaciones que la Alcaldía estime oportuno conferir.
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Art. 39.

1. El mandato de los miembros de los Ayuntamientos es de cuatro años, contados a partir de la fecha
de su elección.

2. Una vez finalizado su mandato, los miembros de las Corporaciones cesantes continuarán sus
funciones solamente para la administración ordinaria hasta la toma de posesión de sus sucesores, y
en  ningún  caso  podrán  adoptar  acuerdos  para  los  que  legalmente  se  requiere  una  mayoría
cualificada.

Sección segunda. Del Alcalde

Art. 40.

1. La elección y destitución del Alcalde se rige por lo dispuesto en la legislación electoral, sin
perjuicio de la aplicación de las normas relativas al régimen de sesiones plenarias del Ayuntamiento.

2. Quien resulte proclamado Alcalde tomará posesión ante el Pleno de la Corporación, de acuerdo
con la forma general establecida para la toma de posesión de los cargos públicos.

3. Si no se hallare presente en la sesión de constitución, será requerido para tomar posesión en el
plazo de cuarenta y ocho horas, igualmente ante el Pleno corporativo, con la advertencia de que,
caso de no hacerlo sin causa justificada, se estará a lo dispuesto en la legislación electoral para los
casos de vacante en la Alcaldía.

4. El Alcalde podrá renunciar a su cargo sin perder por ello su condición de Concejal. La renuncia
deberá hacerse efectiva por escrito ante el Pleno de la Corporación, que deberá adoptar acuerdo de
conocimiento dentro de los diez días siguientes.

En tal caso, la vacante se cubrirá en la forma establecida en la legislación electoral.

5.  Vacante  la  Alcaldía  por  renuncia  de  su  titular,  fallecimiento  o  sentencia  firme,  la  sesión
extraordinaria para la elección de un nuevo Alcalde se celebrará, con los requisitos establecidos en
la legislación electoral, dentro de los diez días siguientes a la aceptación de la renuncia por el Pleno,
al momento del fallecimiento o a la notificación de la sentencia, según los casos.

6. En el supuesto de que prospere una moción de censura contra el Alcalde, este cesará en su cargo
en el momento de la adopción del acuerdo. Quien resulte proclamado como Alcalde deberá tomar
posesión del cargo en la forma establecida en los apartados 2 y 3 de este artículo.

Art. 41.

El Alcalde preside la Corporación y ostenta las siguientes atribuciones:

1. Representar al Ayuntamiento y presidir todos los actos públicos que se celebren en el término
municipal, sin perjuicio de lo dispuesto en el Reglamento de Protocolo.

2. Dirigir el gobierno y administración municipales y, en el marco del Reglamento orgánico, la
organización de los servicios administrativos de la Corporación.

3. Nombrar y cesar a los Teniente de Alcalde y a los miembros de la Comisión de Gobierno, si ésta
existiese.

4. Convocar y presidir las sesiones del Pleno, de la Comisión de Gobierno y de cualesquiera otros
órganos municipales, así como decidir los empates con voto de calidad.

50



5. Hacer cumplir las Ordenanzas y Reglamentos municipales.

6. Dirigir, impulsar e inspeccionar las obras y servicios cuya ejecución o realización hubiese sido
acordada, recabando los asesoramientos técnicos necesarios.

7. Exigir a todos los obligados el exacto y diligente cumplimiento de los servicios o cargas de
carácter público, tales como estadísticas,  padrones, censos,  bagajes,  alojamientos y prestaciones
personales y de transportes.

8.  Dirigir  la  Policía  urbana,  rural,  sanitaria,  de  subsistencia,  de  seguridad  y  circulación  y  de
costumbres, publicando al efecto Bandos, Órdenes o circulares de instrucciones.

9. La concesión de licencias de apertura de establecimientos fabriles, industriales o comerciales y de
cualquiera otra índoles, y de licencias de obras en general, salvo que las ordenanzas o las Leyes
sectoriales la atribuyan expresamente al Pleno o a la Comisión de Gobierno.

10.  Presidir  subastas  y  concursos  para venta,  arrendamientos,  obras,  servicios  y  suministros,  y
adjudicar  definitivamente,  con  arreglo  a  las  leyes,  los  que  sean  de  su  competencia  y
provisionalmente aquellos en que haya de decidir la Corporación.

11. 1. La contratación y concesión de obras, servicios y suministros cuya cuantía no exceda del 5
por 100 de los recursos ordinarios de su presupuesto, ni del 50 por 100 del límite general aplicable a
la  contratación directa,  así  como de todos aquellos  otros  que,  excediendo de  la  citada  cuantía,
tengan una duración no superior a un año o no exijan créditos superiores a los consignados en el
Presupuesto anual.

2. La preparación y adjudicación de tales contratos se sujetará a lo previsto en el procedimiento
legalmente establecido en cada caso.

12. Suscribir escrituras, documentos y pólizas.

13. Dictar Bandos.

14. Desempeñar la jefatura superior de todo el personal de la Corporación y como Jefe directo del
mismo ejercer todas las atribuciones en materia de personal que no sean de la competencia del
Pleno ni de la Administración del Estado y, en particular, las siguientes:

a) Efectuar las convocatorias derivadas de la oferta anual de empleo público, de conformidad con
las  bases  aprobadas  por  el  Pleno  de  la  Corporación,  y  nombrar  funcionarios  de  carrera  de  la
Corporación, a propuesta del Tribunal, a los que superen las correspondientes pruebas.

b)  Resolver  las  convocatorias  y  concursos  para la  provisión de los puestos de  trabajo de libre
designación.

c) Contratar y despedir al personal laboral de la Corporación y asignar al mismo a los distintos
puestos  de  carácter  laboral  previstos  en  las  correspondientes  relaciones  aprobadas  por  la
Corporación, de acuerdo con la legislación laboral.

d)  Nombrar  y cesar  al  personal  interino y eventual  en los términos previstos  en la  legislación
vigente.

e) Ordenar la instrucción de expedientes disciplinarios y apercibir y suspender preventivamente a
toda clase de personal.
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f) Premiar y sancionar a todo el personal de la Corporación, salvo que la sanción consista en la
separación del  servicio o el  despido del  personal  laboral.  Para los  funcionarios  de  habilitación
nacional se estará a lo dispuesto en los artículos 99.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, y 151 del Real
Decreto legislativo 781/1986,  de  18 de  abril,  por  el  que  se aprueba el  Texto  refundido de las
Disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local.

g) La declaración de situaciones administrativas, así como la jubilación de todo el personal.

h)  La  asignación  individualizada  del  complemento  de  productividad  y  de  las  gratificaciones,
conforme a las normas estatales reguladoras de las retribuciones del personal al  servicio de las
Corporaciones Locales.

15. Ejercer la jefatura directa de la Policía Municipal, así como el nombramiento y sanción de los
funcionarios que usen armas.

16.  Formar  los  proyectos  de  Presupuestos  con  la  antelación  necesaria  para  que  puedan  ser
aprobados por el Ayuntamiento dentro del plazo señalado.

17. Disponer gastos dentro de los límites de su competencia y los expresamente previstos en las
bases de ejecución del Presupuesto, ordenar todos los pagos que se efectúen con fondos municipales
y autorizar los documentos que impliquen formalización de ingresos en Depositaría.

18. Desarrollar la gestión económica municipal conforme al Presupuesto aprobado y rendir cuentas
a la Corporación de las operaciones efectuadas en cada ejercicio económico.

19. Organizar los servicios de Recaudación y Tesorería, sin perjuicio de la facultad del Pleno para
aprobar las formas de gestión de estos servicios.

20.  Conservar  en  su  poder  una  de  las  tres  llaves  del  arca  de  caudales  y  asistir  a  los  arqueos
ordinarios y extraordinarios.

21. Aprobar las facturas que correspondan al desarrollo normal del Presupuesto y que hubieran sido
recibidas por los Servicios de Intervención.

22. Ejercitar acciones judiciales y administrativas en caso de urgencia, dando cuenta al Pleno en la
primera sesión que celebre.

23.  Sancionar  las  faltas  de  obediencia  a  su  autoridad  o  por  infracción  de  las  Ordenanzas
Municipales, salvo en los casos en que tal facultad esté atribuida a otros órganos.

24. Adoptar personalmente, y bajo su responsabilidad en caso de catástrofe o infortunio públicos o
grave riesgo de los mismos, las medidas necesarias y adecuadas, dando cuenta inmediata al Pleno.

25. Publicar, ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento.

26. La convocatoria de las consultas populares municipales, en los términos del artículo 71 de la
Ley 7/1985, de 2 de abril.

27. Las demás que le atribuyan expresamente las Leyes y aquéllas que la legislación del Estado o de
las Comunidades Autónomas asignen al municipio y no atribuyan a otros órganos municipales.

Art. 42.

El  Alcalde  dará  cuenta  sucinta  a  la  Corporación,  en  cada  sesión  ordinaria  del  Pleno,  de  las
resoluciones que hubiere adoptado desde la última sesión plenaria ordinaria para que los Concejales
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conozcan el desarrollo de la administración municipal a los efectos del control y fiscalización de los
órganos de gobierno, previstos en el artículo 22,2, a), de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Art. 43.

1. El Alcalde puede delegar sus atribuciones, salvo las mencionadas en los artículos 21.3 y 71 de la
Ley 7/1985, de 2 de abril, en los términos previstos en este artículo y en los siguientes.

2.  El Alcalde puede efectuar delegaciones en favor de la Comisión de Gobierno, como órgano
colegiado. En tal caso, los acuerdos adoptados por ésta en relación con las materias delegadas,
tendrán el mismo valor que las resoluciones que dicte el Alcalde en ejercicio de las atribuciones que
no haya delegado, sin perjuicio de su adopción conforme a las reglas de funcionamiento de la
Comisión.

3.  El  Alcalde  puede  delegar  el  ejercicio  de  determinadas  atribuciones  en  los  miembros  de  la
Comisión de Gobierno, y, donde ésta no exista, en los Tenientes de Alcalde, sin perjuicio de las
delegaciones especiales que, para cometidos específicos, pueda realizar en favor de cualesquiera
Concejales, aunque no pertenecieran a aquella Comisión.

Las delegaciones genéricas se referirán a una o varias áreas o materias determinadas, y podrán
abarcar  tanto  la  facultad  de  dirigir  los  servicios  correspondientes  como  la  de  gestionarlos  en
general, incluida la facultad de resolver mediante actos administrativos que afecten a terceros.

4.  Asimismo,  el  Alcalde  podrá  efectuar  delegaciones  especiales  en  cualquier  Concejal  para  la
dirección y gestión de asuntos determinados incluidos en las citadas áreas. En este caso, el Concejal
que ostente una delegación genérica tendrá la facultad de supervisar la actuación de los Concejales
con delegaciones especiales para cometidos específicos incluidos en su área.

5. Las delegaciones especiales podrán ser de tres tipos:

a) Relativas a un proyecto o asunto determinado. En este caso la eficacia de la delegación, que
podrá contener todas las facultades delegables del Alcalde, incluida la de emitir actos que afecten a
terceros, se limitará al tiempo de gestión o ejecución del proyecto.

b) Relativas a un determinado servicio. En este caso la delegación comprenderá la dirección interna
y la gestión de los servicios correspondientes, pero no podrá incluir la facultad de resolver mediante
actos administrativos que afecten a terceros.

c) Relativas a un distrito o barrio. Podrán incluir todas las facultades delegables del Alcalde en
relación con ciertas materias, pero circunscritas al ámbito territorial de la delegación. En caso de
coexistir este tipo de delegaciones con delegaciones genéricas por áreas, los Decretos de delegación
establecerán  los  mecanismos  de  coordinación  entre  unas  y  otras,  de  tal  manera  que  quede
garantizada la unidad de gobierno y gestión del municipio.

Art. 44.

1. Todas las delegaciones a que se refiere el artículo anterior serán realizadas mediante Decreto del
Alcalde que contendrá el ámbito de los asuntos a que se refiere la delegación, las facultades que se
deleguen, así como las condiciones específicas de ejercicio de las mismas, en la medida en que se
concreten o aparten del régimen general previsto en este Reglamento.
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2. La delegación de atribuciones del Alcalde surtirá efecto desde el día siguiente al de la fecha del
Decreto, salvo que en ella se disponga otra cosa, sin perjuicio de su preceptiva publicación en el
«Boletín Oficial» de la Provincia y en el municipal, si existiere.

3. Las normas de los apartados anteriores serán aplicables a cualquier modificación posterior de las
delegaciones.

4. De todas las delegaciones y de sus modificaciones se dará cuenta al Pleno en la primera sesión
que éste celebre con posterioridad a las mismas.

Art. 45.

Las delegaciones que puede otorgar el Alcalde a tenor de lo dispuesto en el artículo 43.3, párrafo
segundo, deberán adaptarse a las grandes áreas en que el Reglamento orgánico, en el caso de que
hubiera  sido  aprobado  por  la  Corporación,  distribuya  los  servicios  administrativos  del
Ayuntamiento.

 

Sección tercera. De los Tenientes de Alcalde

Art. 46.

1. Los Tenientes de Alcalde serán libremente nombrados y cesados por el  Alcalde de entre los
miembros de la Comisión de Gobierno y, donde ésta no exista, de entre los Concejales.

Los nombramientos y los ceses se harán mediante resolución del Alcalde de la que se dará cuenta al
Pleno en la primera sesión que celebre, notificándose, además, personalmente a los designados, y se
publicarán en el  «Boletín Oficial» de la Provincia,  sin perjuicio de su efectividad desde el  día
siguiente de la firma de la resolución por el Alcalde, si en ella no se dispusiera otra cosa.

2.  En los  municipios  con Comisión de  Gobierno el  número de Tenientes  de Alcalde no podrá
exceder del número de miembros de aquélla. En aquellos otros en que no exista tal Comisión, el
número de Tenientes de Alcalde no podrá exceder del tercio del número legal de miembros de la
Corporación. A los efectos del cómputo no se tendrán en cuenta los decimales que resulten de
dividir por tres el número total de Concejales.

3. La condición de Teniente de Alcalde se pierde, además de por el cese, por renuncia expresa
manifestada por escrito y por pérdida de la condición de miembro de la Comisión de Gobierno.

4.  En los  Ayuntamientos  que  no  tengan Comisión  de  Gobierno podrán  ser  objeto  de  una  sola
resolución del Alcalde, el nombramiento como Teniente de Alcalde y la delegación de atribuciones
a que se refiere el artículo 43 de este Reglamento.

Art. 47.

1. Corresponde a los Tenientes de Alcalde, en cuanto tales, sustituir en la totalidad de sus funciones
y  por  el  orden  de  su  nombramiento,  al  Alcalde,  en  los  casos  de  ausencia,  enfermedad  o
impedimento que imposibilite a éste para el ejercicio de sus atribuciones, así como desempeñar las
funciones del Alcalde en los supuestos de vacante en la Alcaldía hasta que tome posesión el nuevo
Alcalde.
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2. En los casos de ausencia, enfermedad o impedimento, las funciones del Alcalde no podrán ser
asumidas por el Teniente de Alcalde a quien corresponda sin expresa delegación, que reunirá los
requisitos de los números 1 y 2 del artículo 44.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando el Alcalde se ausente del término municipal
por más de veinticuatro horas, sin haber conferido la delegación, o cuando por causa imprevista le
hubiere resultado imposible otorgarla, le sustituirá, en la totalidad de sus funciones, el Teniente de
Alcalde a quien corresponda, dando cuenta al resto de la Corporación.

Igualmente, cuando durante la celebración de una sesión hubiere de abstenerse de intervenir, en
relación con algún punto concreto de la misma, el Presidente, conforme a lo prevenido en el artículo
76 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, le sustituirá automáticamente en la presidencia de la misma el
Teniente de Alcalde a quien corresponda.

Art. 48.

En los supuestos de sustitución del Alcalde, por razones de ausencia o enfermedad, el Teniente de
Alcalde  que  asuma  sus  funciones  no  podrá  revocar  las  delegaciones  que  hubiera  otorgado  el
primero en virtud de lo dispuesto en el artículo 43.

Sección cuarta. Del Pleno

Art. 49.

El Pleno está integrado por todos los Concejales y es presidido por el Alcalde.

Art. 50.

Corresponden al Pleno, una vez constituido conforme a lo dispuesto en la legislación electoral, las
siguientes atribuciones:

1. Elegir y destituir al Alcalde de su cargo conforme a las reglas establecidas en la legislación
electoral.

2. Controlar y fiscalizar los órganos de gobierno municipales.

3. Aprobar el Reglamento Orgánico, las Ordenanzas y demás disposiciones de carácter general que
sean de la competencia municipal.

4.  Los  acuerdos relativos  a  la  participación en  organizaciones  supramunicipales;  alteración  del
término municipal, creación o supresión de municipios y de las entidades a que se refiere el artículo
45 de la Ley 7/1985, de 2 de abril; creación de órganos desconcentrados; alteración de la capitalidad
del municipio y el cambio de nombre de éste o de aquellas entidades, y la adopción o modificación
de su bandera, enseña o escudo.

5. Aprobar la plantilla de personal y la relación de los puestos de trabajo de la Entidad, con arreglo a
las normas estatales previstas en el artículo 90.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, y determinar el
número y características del personal eventual, así como aprobar la oferta anual de empleo público.

6.  La fijación de  la  cuantía  global  de las  retribuciones  complementarias,  dentro de  los  límites
máximos y mínimos y demás prescripciones establecidas en las normas estatales de desarrollo del
artículo 93 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.
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7.  Aprobar  las  bases  de  las  pruebas  para  la  selección de  personal,  con  sujeción  a  las  normas
reglamentarias que dicte el Estado en aplicación de la autorización conferida por el artículo 100.2
de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

8. Aprobar las bases que hayan de regir en los concursos de provisión de puestos de trabajo, con
sujeción a las normas básicas que dicte el Estado, según lo previsto en los artículos 90.2 y 101 de la
Ley 7/1985, de 2 de abril, y resolver motivadamente los concursos a que se refiere el artículo 102.2
de la misma Ley.

9. La autorización o denegación de compatibilidad del personal al servicio de la entidad local para
un segundo puesto o actividad en el sector público, así como la resolución motivada reconociendo
la  compatibilidad  o  declarando  la  incompatibilidad  del  citado  personal  para  el  ejercicio  de
actividades de la entidad local, a que se refieren los artículos 9 y 14 de la Ley 53/1984, de 26 de
diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas.

10. Separar del servicio a los funcionarios de la entidad, ratificar el despido del personal laboral e
imponer sanciones por faltas graves o muy graves a los funcionarios con habilitación de carácter
nacional que no supongan la destitución del cargo ni la separación definitiva del servicio.

11. La determinación de los recursos propios de carácter tributario, la aprobación y modificación de
los Presupuestos, la disposición de gastos en los asuntos de su competencia y la aprobación de las
cuentas.

12.  Acordar  las  operaciones  de  crédito  o  garantía  y  conceder  quitas  y  esperas,  así  como  el
reconocimiento extrajudicial de créditos.

13. La alteración de la calificación jurídica de los bienes del Municipio, previo expediente en el que
se acredite su oportunidad y legalidad.

14. La adquisición de bienes y la transacción sobre los mismos, así como su enajenación o cualquier
otro  acto  de  disposición  incluyendo la  cesión  gratuita  a  otras  Administraciones  o  Instituciones
Públicas y a instituciones privadas de interés público sin ánimo de lucro.

15. La concesión, arrendamiento o cesión de uso de bienes por más de cinco años, siempre que su
cuantía exceda del 10 por 100 de los recursos ordinarios de su Presupuesto.

16. La regulación del aprovechamiento de los bienes comunales y la cesión por cualquier título del
aprovechamiento de estos bienes.

17. El ejercicio de acciones administrativas y judiciales y la defensa en los procedimientos incoados
contra el Ayuntamiento.

18.  El  planteamiento  de  conflictos  de  competencias  a  otras  entidades  locales  y  demás
Administraciones Públicas.

19. La aceptación de la delegación de competencias hecha por otras Administraciones Públicas.

20. La aprobación de los planes y demás instrumentos de ordenación y gestión previstos en la
legislación urbanística.

21. La aprobación de la forma de gestión de los servicios y de los expedientes de municipalización.

22. La contratación de obras, servicios y suministros cuya duración excedan de un año o exija
créditos superiores a los consignados en el Presupuesto anual de la Entidad y la aprobación de
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pliegos de condiciones generales a que deban sujetarse los contratos de la Corporación.

23. La aprobación de los proyectos de obras cuando la contratación de su ejecución sea de su
competencia, conforme a lo dispuesto en el apartado anterior.

24. Conceder medallas, emblemas, condecoraciones u otros distintivos honoríficos y conferir títulos
de hijos predilectos o adoptivos o de miembros honorarios de la Corporación.

25. Aquellas otras que deban corresponder al Pleno por exigir su aprobación una mayoría especial,
conforme  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  47  de  la  Ley  7/1985,  de  2  de  abril,  y  las  demás  que
expresamente le confieran las Leyes.

Art. 51.

1. El Pleno del Ayuntamiento puede delegar cualquiera de sus atribuciones, en todo o en parte, en el
Alcalde y en la Comisión de Gobierno, con excepción de las enumeradas en el artículo 23.2, b),
segundo inciso, de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

2. El acuerdo plenario por el que se produzca la delegación, que se adoptará por mayoría simple,
surtirá  efectos  desde  el  día  siguiente  al  de  su  adopción,  sin  perjuicio  de  su  publicación  en  el
«Boletín Oficial» de la Provincia. Estas reglas también serán de aplicación a las modificaciones
posteriores de dicho acuerdo.

3. El acuerdo de delegación contendrá el ámbito de los asuntos a que la misma se refiera y las
facultades concretas que se delegan, así como las condiciones específicas de ejercicio de las mismas
en la medida en que se concreten o aparten del régimen general previsto en este Reglamento.

4. Las delegaciones del Pleno en materia de gestión financiera podrán asimismo conferirse a través
de las bases de ejecución del Presupuesto.

Sección quinta. De la Comisión de Gobierno

Art. 52.

1. La Comisión de Gobierno está integrada por el Alcalde, que la preside, y Concejales nombrados
libremente por él como miembros de la misma.

2.  El número de Concejales a los que el  Alcalde puede nombrar miembros de la Comisión de
Gobierno, no podrá ser superior al tercio del número legal de miembros de la Corporación. A los
efectos del cómputo no se tendrán en cuenta los decimales que resulten de dividir por tres el número
total de Concejales.

3. El Alcalde puede cesar libremente, en todo momento, a cualesquiera miembros de la Comisión de
Gobierno.

4.  Los  nombramientos  y  ceses  serán  adoptados  con  las  formalidades  prescritas  en  el  número
primero del artículo 46 de este Reglamento.

5. Podrán ser objeto de una sola resolución del Alcalde, el nombramiento como miembro de la
Comisión  de  Gobierno y  la  delegación de  atribuciones  a  que  se  refiere  el  artículo  43  de  este
Reglamento.
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Art. 53.

1.  Es  atribución propia  e  indelegable  de  la  Comisión de  Gobierno la  asistencia  permanente  al
Alcalde en el ejercicio de sus atribuciones. A tal fin, la Comisión de Gobierno será informada de
todas  las  decisiones  del  Alcalde.  Esta  información  tendrá  carácter  previo  a  la  adopción  de  la
decisión siempre que la importancia del asunto así lo requiera.

2. Asimismo, la Comisión de Gobierno ejercerá las atribuciones que le deleguen, en virtud de lo
dispuesto  en  los  artículos  43  y  51,  el  Alcalde  o  el  Pleno,  así  como aquellas  atribuciones  que
expresamente le asignen las leyes.

3. El régimen de las delegaciones del Alcalde y del Pleno, en la Comisión de Gobierno, se regirá
por lo dispuesto en los artículos 43, 44 y 51 de este Reglamento.

Sección séptima. Del Concejo Abierto

Art. 54.

1. En los Municipios que funcionen en régimen de Concejo Abierto, las atribuciones de la asamblea
y del Alcalde se regirán por los usos, costumbres y tradiciones locales y, en su defecto, por la Ley
7/1985, de 2 de abril, por las leyes de las Comunidades Autónomas sobre Régimen Local y por las
normas de las secciones segunda y cuarta de este capítulo.

2. El Alcalde podrá designar Tenientes de Alcalde, hasta un máximo de tres, entre los electores del
Municipio, que se regirán por lo dispuesto en la sección tercera de este capítulo.

…….

TÍTULO III

Funcionamiento de los Órganos necesarios de los Entes locales territoriales

CAPÍTULO I

Funcionamiento del Pleno

Sección primera. De los requisitos de celebración de las sesiones

Art. 77.

Las sesiones del Pleno pueden ser de tres tipos:

a) Ordinarias.

b) Extraordinarias.

c) Extraordinarias de carácter urgente.

Art. 78.

1. Son sesiones ordinarias aquellas cuya periodicidad esta preestablecida. Dicha periodicidad será
fijada por acuerdo del propio Pleno adoptado en sesión extraordinaria, que habrá de convocar el
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Alcalde  o  Presidente  dentro  de  los  treinta  días  siguientes  al  de  la  sesión  constitutiva  de  la
Corporación y no podrá exceder del límite trimestral a que se refiere el artículo 46.2.a) de la Ley
7/1985, de 2 de abril.

2. Son sesiones extraordinarias aquellas que convoque el Alcalde o Presidente con tal carácter, por
iniciativa propia o a solicitud de la cuarta parte, al menos, del número legal de miembros de la
Corporación. Tal solicitud habrá de hacerse por escrito en el que se razone el asunto o asuntos que
la motiven, firmado personalmente por todos los que la suscriben.

La relación de asuntos incluidos en el escrito no enerva la facultad del Alcalde o Presidente para
determinar los puntos del Orden del  día,  si  bien la exclusión de éste de alguno de los asuntos
propuestos deberá ser motivada.

3. La convocatoria de la sesión extraordinaria a instancia de miembros de la Corporación deberá
efectuarse dentro de los cuatro días siguientes a la petición y no podrá demorarse su celebración por
más de dos meses desde que el escrito tuviera entrada en el Registro General.

4. Contra la denegación expresa o presunta de la solicitud a que se refiere el párrafo anterior, podrán
interponerse  por  los  interesados  los  correspondientes  recursos,  sin  perjuicio  de  que  la
Administración  del  Estado  o  de  la  Comunidad  Autónoma  respectiva  pueda  hacer  uso  de  las
facultades a que se refiere el artículo 65 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Art. 79.

Son sesiones extraordinarias urgentes las convocadas por el Alcalde o Presidente cuando la urgencia
del asunto o asuntos a tratar no permite convocar la sesión extraordinaria con la antelación mínima
de dos días hábiles exigida por la Ley 7/1985, de 2 de abril.

En este caso debe incluirse como primer punto del orden del día el pronunciamiento del Pleno sobre
la urgencia. Si ésta no resulta apreciada por el Pleno, se levantará acto seguido la sesión.

Art. 80.

1. Corresponde al Alcalde o Presidente convocar todas las sesiones del Pleno. La convocatoria de
las sesiones extraordinarias habrá de ser motivada.

2. A la convocatoria de las sesiones se acompañará el orden del día comprensivo de los asuntos a
tratar  con el  suficiente  detalle,  y  los  borradores  de  actas  de  sesiones  anteriores  que  deban ser
aprobados en la sesión.

3. La convocatoria, orden del día y borradores de actas deberán ser notificados a los Concejales o
Diputados en su domicilio.

4. Entre la convocatoria y la celebración de la sesión no podrán transcurrir  menos de dos días
hábiles, salvo en el caso de las sesiones extraordinarias urgentes.

Art. 81.

1.  La  convocatoria  para  una  sesión,  ordinaria  o  extraordinaria,  dará  lugar  a  la  apertura  del
correspondiente expediente, en el que deberá constar:

a)  La relación de expedientes conclusos que la  Secretaría  prepare y ponga a  disposición de la
Alcaldía o Presidencia.

b) La fijación del Orden del día por el Alcalde o Presidente.
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c) Las copias de las notificaciones cursadas a los miembros de la Corporación.

d) Copia del anuncio en el tablón de edictos del Ayuntamiento o Diputación y, en su caso, prensa
local.

e) Minuta del acta.

f) Copias de los oficios de remisión de los acuerdos adoptados a las Administraciones del Estado y
Comunidad Autónoma.

g) Publicación de los acuerdos en el tablón de edictos.

2.  Siendo  preceptiva  la  notificación  a  los  miembros  de  las  Corporaciones  locales  de  las
correspondientes órdenes del día, en la Secretaría General deberá quedar debidamente acreditado el
cumplimiento de este requisito.

Art. 82.

1. El orden del día de las sesiones será fijado por el Alcalde o Presidente asistido de la Secretaría.
Asimismo, podrá recabar la asistencia de los miembros de la Comisión de Gobierno y, donde ésta
no exista, de los Tenientes de Alcalde, y consultar si lo estima oportuno a los portavoces de los
grupos existentes en la Corporación.

2. En el orden del día sólo pueden incluirse los asuntos que hayan sido previamente dictaminados,
informados o sometidos a consulta de la Comisión Informativa que corresponda.

3. El Alcalde o Presidente, por razones de urgencia debidamente motivada, podrá incluir en el orden
del día, a iniciativa propia o a propuesta de alguno de los portavoces, asuntos que no hayan sido
previamente informados por la respectiva Comisión Informativa, pero en este supuesto no podrá
adoptarse acuerdo alguno sobre estos asuntos sin que el Pleno ratifique su inclusión en el orden del
día.

4. En el orden del día de las sesiones ordinarias se incluirá siempre el punto de ruegos y preguntas.

Art. 83.

Serán nulos los acuerdos adoptados en sesiones extraordinarias sobre asuntos no comprendidos en
su convocatoria, así como los que se adopten en sesiones ordinarias sobre materias no incluidas en
el respectivo orden del día, salvo especial y previa declaración de urgencia hecha por el Organo
correspondiente, con el voto favorable de la mayoría prevista en el artículo 47.3 de la Ley 7/1985,
de 2 de abril.

Art. 84.

Toda la documentación de los asuntos incluidos en el orden del día que debe servir de base al debate
y, en su caso,  votación deberá estar a disposición de los miembros de la Corporación desde el
mismo día de la convocatoria en la Secretaría de la misma.

Cualquier miembro de la Corporación podrá, en consecuencia, examinarla e incluso obtener copias
de documentos concretos que la integre, pero los originales no podrán salir del lugar en que se
encuentren puestos de manifiesto.

Art. 85.

1.  El  Pleno  celebrará  sus  sesiones  en  la  Casa  Consistorial,  Palacio  Provincial  o  sede  de  la
Corporación de que se trate, salvo en los supuestos de fuerza mayor en los que, a través de la
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convocatoria o de una resolución del Alcalde o Presidente dictada previamente y notificada a todos
los miembros de la Corporación, podrá habilitarse otro edificio o local a tal efecto. En todo caso, se
hará constar en acta esta circunstancia.

2. En lugar preferente del salón de sesiones estará colocada la efigie de S. M. El Rey.

Art. 86.

1. Las convocatorias de las sesiones, los órdenes del día, mociones, votos particulares, propuestas
de acuerdo y dictámenes de las Comisiones informativas se redactarán en lengua castellana o en la
lengua  cooficial  en  la  Comuniclad  Autónoma  a  la  que  pertenezca  la  entidad,  conforme  a  la
legislación aplicable y a los acuerdos adoptados al respecto por la correspondiente Corporación.

Se redactarán, asimismo, en la lengua cooficial en la Comunidad Autónoma a la que pertenezca la
Corporación  cuando  así  lo  exija  la  legislación  de  la  Comunidad  Autónoma  o  lo  acuerde  la
Corporación.

2.  En  los  debates  podrán  utilizarse,  indistintamente,  la  lengua  castellana  o  la  cooficial  de  la
Comunidad Autónoma respectiva.

Art. 87.

Toda sesión, sea ordinaria o extraordinaria, habrá de respetar el principio de unidad de acto y se
procurará que termine en el  mismo día de su comienzo. Si  éste terminare sin que se hubiesen
debatido y resuelto todos los asuntos incluidos en el orden del día, el Presidente podrá levantar la
sesión. En este caso los asuntos no debatidos habrán de incluirse en el orden del día de la siguiente
sesión.

Durante el transcurso de la sesión, el Presidente podrá acordar interrupciones a su prudente arbitrio,
para  permitir  las  deliberaciones  de  los  grupos  por  separado sobre  la  cuestión  debatida,  o  para
descanso en los debates.

Art. 88.

1. Serán públicas las sesiones del Pleno. No obstante, podrá ser secreto el debate y la votación de
aquellos asuntos que puedan afectar al derecho fundamental de los ciudadanos a que se refiere el
artículo 18.1 de la Constitución Española, cuando así se acuerde por mayoría absoluta.

2. Para ampliar la difusión auditiva o visual del desarrollo de las sesiones podrán instalarse sistemas
megafónicos o circuitos cerrados de televisión.

3. El público asistente a las sesiones no podrá intervenir en éstas, ni tampoco podrán permitirse
manifestaciones de agrado o desagrado, pudiendo el Presidente proceder, en casos extremos, a la
expulsión  del  asistente  que  por  cualquier  causa  impida  el  normal  desarrollo  de  la  sesión.  Sin
perjuicio de ello, una vez levantada la sesión, la Corporación puede establecer un turno de consultas
por el público asistente sobre temas concretos de interés municipal.

Art. 89.

Los miembros de la Corporación tomarán asiento en el Salón de Sesiones unidos a su grupo. El
orden de colocación de los grupos se determinará por el Presidente, oídos los portavoces, teniendo
preferencia el grupo formado por los miembros de la lista que hubiera obtenido mayor número de
votos. En cualquier caso, la colocación de los miembros corporativos tenderá a facilitar la emisión y
recuento de los votos.
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Art. 90.

1. Para la válida constitución del Pleno se requiere la asistencia de un tercio del número legal de
miembros de la Corporación, que nunca podrá ser inferior a tres. Este quórum deberá mantenerse
durante toda la sesión. En todo caso se requiere la asistencia del Presidente y del Secretario de la
Corporación o de quienes legalmente les sustituyan.

2. Si en primera convocatoria no existiera el quórum necesario según lo dispuesto en el número
anterior, se entenderá convocada la sesión automáticamente a la misma hora, dos días después. Si
tampoco entonces se alcanzase el quórum necesario, la Presidencia dejará sin efecto la convocatoria
posponiendo el estudio de los asuntos incluidos en el orden del día para la primera sesión que se
celebre con posterioridad, sea ordinaria o extraordinaria.

Sección segunda. De los debates

Art. 91.

1. Las sesiones comenzarán preguntando el Presidente si algún miembro de la Corporación tiene
que formular alguna observación al acta de la sesión anterior que se hubiere distribuido con la
convocatoria. Si no hubiera observaciones se considerará aprobada. Si las hubiera se debatirán y
decidirán las rectificaciones que procedan.

En ningún caso podrá modificarse el fondo de los acuerdos adoptados y sólo cabrá subsanar los
meros errores materiales o de hecho.

Al reseñar, en cada acta, la lectura y aprobación de la anterior se consignarán las observaciones y
rectificaciones practicadas.

2. Todos los asuntos se debatirán y votarán por el orden en que estuviesen relacionados en el orden
del día.

3. No obstante lo dispuesto en el número anterior, el Alcalde o Presidente puede alterar el orden de
los temas, o retirar un asunto cuando su aprobación exigiera una mayoría especial y ésta no pudiera
obtenerse en el momento previsto inicialmente en el orden del día.

4. En las sesiones ordinarias, concluido el examen de los asuntos incluidos en el orden del día y
antes de pasar al turno de ruegos y preguntas, el Presidente preguntará si algún grupo político desea
someter a la consideración del Pleno por razones de urgencia, algún asunto no comprendido en el
Orden del día que acompañaba a la convocatoria y que no tenga cabida en el punto de ruegos y
preguntas.

Si así fuere, el Portavoz del grupo proponente justificará la urgencia de la moción y el Pleno votará,
acto seguido, sobre la procedencia de su debate. Si el resultado de la votación fuera positivo se
seguirá el procedimiento previsto en el artículo 93 y siguientes de este Reglamento.

Lo dispuesto en este apartado no será de aplicación, en ningún caso, a las mociones de censura,
cuya  tramitación,  debate  y  votación  se  regirán  por  lo  establecido  en  el  artículo  108  de  este
Reglamento.

Art. 92.

1. Cualquier Concejal podrá pedir, durante el debate, la retirada de algún expediente incluido en el
orden de día, a efecto de que se incorporen al mismo documentos o informes, y también que el
expediente quede sobre la mesa, aplazándose su discusión para la siguiente sesión. En ambos casos,
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la petición será votada, tras terminar el debate y antes de proceder a la votación sobre el fondo del
asunto. Si la mayoría simple votase a favor de la petición no habrá lugar a votar la propuesta de
acuerdo.

2. En el supuesto de que se trate de asuntos no incluidos en el orden del día que requieran informe
preceptivo de la Secretaría o de la Intervención, si no pudieran emitirlo en el acto, deberán solicitar
del Presidente que se aplace su estudio quedando sobre la mesa hasta la próxima sesión.

Cuando dicha petición no fuera atendida, el Secretario lo hará constar expresamente en el acta.

Art. 93.

La consideración de cada punto incluido en el orden del día comenzará con la lectura, íntegra o en
extracto, por el Secretario, del dictamen formulado por la Comisión Informativa correspondiente o,
si se trata de un asunto urgente, no dictaminado por la misma, de la proposición que se somete al
Pleno. A solicitud de cualquier grupo deberá darse lectura íntegra a aquellas partes del expediente o
del informe o dictamen de la Comisión que se considere conveniente para mejor comprensión.

Si nadie solicitare la palabra tras la lectura, el asunto se someterá directamente a votación.

Art. 94.

1. Si se promueve debate, las intervenciones serán ordenadas por el Alcalde o Presidente conforme
a las siguientes reglas:

a) Sólo podrá hacerse uso de la palabra previa autorización del Alcalde o Presidente.

b)  El  debate  se  iniciará  con una  exposición  y  justificación  de  la  propuesta,  a  cargo de  algún
miembro de la Comisión Informativa que la hubiera dictaminado o, en los demás casos, de alguno
de los miembros de la Corporación que suscriban la proposición o moción, en nombre propio o del
colectivo u órgano municipal proponente de la misma.

c) A continuación, los diversos grupos consumirán un primer turno. El Alcalde o Presidente velará
para que todas las intervenciones tengan una duración igual.

d) Quien se considere aludido por una intervención podrá solicitar del Alcalde o Presidente que se
conceda un turno por alusiones, que será breve y conciso.

e) Si lo solicitara algún grupo, se procederá a un segundo turno. Consumido éste, el  Alcalde o
Presidente puede dar por terminada la discusión que se cerrará con una intervención del ponente en
la que brevemente ratificará o modificará su propuesta.

f) No se admitirán otras interrupciones que las del Presidente para llamar al orden o a la cuestión
debatida.

2. Los miembros de la Corporación podrán en cualquier momento del debate pedir la palabra para
plantear una cuestión de orden, invocando al efecto la norma cuya aplicación reclama. El Presidente
resolverá lo que proceda, sin que por este motivo se entable debate alguno.

3. Los funcionarios responsables de la Secretaría y de la Intervención podrán intervenir cuando
fueren requeridos por el Presidente por razones de asesoramiento técnico o aclaración de conceptos.
Cuando dichos funcionarios entiendan que en el debate se ha planteado alguna cuestión sobre la que
pueda dudarse sobre la legalidad o repercusiones presupuestarias del punto debatido podrán solicitar
al Presidente el uso de la palabra para asesorar a la Corporación.
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Art. 95.

1. El Alcalde o Presidente podrá llamar al orden a cualquier miembro de la Corporación que:

a) Profiera palabras o vierta conceptos ofensivos al decoro de la Corporación o de sus miembros, de
las Instituciones Públicas o de cualquier otra persona o entidad.

b) Produzca interrupciones o, de cualquier otra forma, altere el orden de las sesiones.

c) Pretenda hacer uso de la palabra sin que le haya sido concedida o una vez que le haya sido
retirada.

2.  Tras  tres  llamadas  al  orden  en  la  misma  sesión,  con  advertencia  en  la  segunda  de  las
consecuencias de una tercera llamada, el Presidente podrá ordenarle que abandone el local en que se
esté celebrando la reunión, adoptando las medidas que considere oportunas para hacer efectiva la
expulsión.

Art. 96.

En los supuestos en que, de conformidad con lo establecido en el artículo 76 de la Ley 7/1985,
algún miembro de la  Corporación deba  abstenerse  de  participar  en  la  deliberación y  votación,
deberá abandonar el Salón mientras se discuta y vote el asunto, salvo cuando se trate de debatir su
actuación como corporativo, en que tendrá derecho a permanecer y defenderse.

Art. 97.

A los efectos del desarrollo de las sesiones y para definir el carácter de las intervenciones de los
miembros de la Corporación, se utilizará la siguiente terminología:

1.  Dictamen,  es  la  propuesta  sometida al  Pleno tras el  estudio del  expediente por la  Comisión
Informativa. Contiene una parte expositiva y un acuerdo a adoptar.

2. Proposición, es la propuesta que se somete al Pleno relativa a un asunto incluido en el orden del
día,  que  acompaña  a  la  convocatoria,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  82.3  de  este
Reglamento. Contendrá una parte expositiva o justificación y un acuerdo, asimismo, a adoptar. No
procederá entrar  a  debatir  ni  votar  una proposición sin que  previamente se  haya ratificado,  de
acuerdo con lo dispuesto en el referido artículo 82.3, la inclusión del asunto en el orden del día.

3. Moción, es la propuesta que se somete directamente a conocimiento del Pleno al amparo de lo
prevenido en el artículo 91.4 de este Reglamento. Podrá formularse por escrito u oralmente.

4. Voto particular, es la propuesta de modificación de un dictamen formulada por un miembro que
forma parte de la Comisión Informativa. Deberá acompañar al dictamen desde el día siguiente a su
aprobación por la Comisión.

5.  Enmienda,  es  la  propuesta  de  modificación  de  un  dictamen  o  proposición  presentada  por
cualquier miembro, mediante escrito presentado al Presidente antes de iniciarse la deliberación del
asunto.

6. Ruego, es la formulación de una propuesta de actuación dirigida a algunos de los órganos de
gobierno municipal. Los ruegos formulados en el  seno del Pleno podrán ser debatidos, pero en
ningún caso sometidos a votación.

Pueden plantear ruegos todos los miembros de la Corporación, o los grupos municipales a través de
sus portavoces.
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Los ruegos podrán ser efectuados oralmente o por escrito y serán debatidos generalmente en la
sesión siguiente, sin perjuicio de que lo puedan ser en la misma sesión que se formulen si el Alcalde
o Presidente lo estima conveniente.

7. Pregunta, es cualquier cuestión planteada a los órganos de gobierno en el seno del Pleno. Pueden
plantear preguntas todos los miembros de la Corporación, o los grupos municipales a través de sus
portavoces. Las preguntas planteadas oralmente en el transcurso de una sesión serán generalmente
contestadas por su destinatario en la sesión siguiente, sin perjuicio de que el preguntado quiera darle
respuesta inmediata.

Las preguntas formuladas por escrito serán contestadas por su destinatario en la sesión siguiente, sin
perjuicio de que el preguntado quiera darle respuesta inmediata.

Las  preguntas  formuladas  por  escrito  con  veinticuatro  horas  de  antelación,  serán  contestadas
ordinariamente en la sesión o, por causas debidamente motivadas, en la siguiente.

Sección tercera. De las votaciones

Art. 98.

1. Finalizado el debate de un asunto, se procederá a su votación.

2.  Antes  de  comenzar  la  votación  el  Alcalde  o  Presidente  planteará  clara  y  concisamente  los
términos de la misma y la forma de emitir el voto.

3. Una vez iniciada la votación no puede interrumpirse por ningún motivo.

Durante el  desarrollo de la  votación el  Presidente no concederá el  uso de la palabra y ningún
miembro corporativo podrá entrar en el salón o abandonarlo.

4. Terminada la votación ordinaria, el Alcalde o Presidente declarará lo acordado.

5. Inmediatamente de concluir la votación nominal, el secretario computará los sufragios emitidos y
anunciará en voz alta su resultado, en vista del cual el Alcalde o Presidente proclamará el acuerdo
adoptado.

Art. 99.

1. El Pleno de las Corporaciones Locales adopta sus acuerdos, como regla general, por mayoría
simple de los miembros presentes. Existe mayoría simple cuando los votos afirmativos son más que
los negativos.

2. Se entenderá por mayoría absoluta cuando los votos afirmativos son más de la mitad del número
legal de miembros de la Corporación.

3. Se entenderá que existe la mayoría requerida en el artículo 47.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
cuando los votos afirmativos igualen o superen a los dos tercios del número de hecho de miembros
que integran la Corporación y, en todo caso, mayoría absoluta de su número legal.

Sólo en el supuesto del artículo 29.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, la mayoría de dos tercios se
refiere al número legal de miembros de la Corporación.

4. En el caso de que, de acuerdo con el procedimiento establecido en el párrafo primero del artículo
182 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, no quedasen más
posibles candidatos o suplentes a nombrar,  los quórum de asistencia y votación previstos en la
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legislación vigente se entenderán automáticamente referidos al número de hecho de miembros de la
Corporación subsistente, de conformidad con lo dispuesto en el citado precepto electoral.

5. El voto de los Concejales es personal e indelegable.

Art. 100.

1.  El  voto  puede  emitirse  en  sentido  afirmativo  o  negativo,  pudiendo  los  miembros  de  la
Corporación abstenerse de votar.

A efectos  de  la  votación  correspondiente  se  considerará  que  se  abstienen  los  miembros  de  la
Corporación que se hubieren ausentado del Salón de Sesiones una vez iniciada la deliberación de un
asunto y no estuviesen presentes en el momento de la votación. En el supuesto de que se hubiesen
reintegrado al Salón de Sesiones antes de la votación podrán, desde luego, tomar parte en la misma.

2. En el caso de votaciones con resultado de empate se efectuará una nueva votación, y si persistiera
el empate, decidirá el voto de calidad del Presidente.

Art. 101.

Las votaciones pueden ser ordinarias, nominales y secretas.

Son ordinarias las que se manifiestan por signos convencionales de asentimiento, disentimiento o
abstención.

Son nominales aquellas votaciones que se realizan mediante llamamiento por orden alfabético de
apellidos y siempre en último lugar el Presidente y en la que cada miembro de la Corporación, al ser
llamado, responde en voz alta «sí», «no» o «me abstengo».

Son secretas las que se realizan por papeleta que cada miembro de la Corporación vaya depositando
en una urna o bolsa.

Art. 102.

1. El sistema normal de votación será la votación ordinaria.

2. La votación nominal requerirá la solicitud de un grupo municipal aprobada por el Pleno por una
mayoría simple en votación ordinaria.

3. La votación secreta sólo podrá utilizarse para elección o destitución de personas.

Art. 103.

Proclamado el acuerdo, los grupos que no hubieren intervenido en el debate o que tras éste hubieren
cambiado el sentido de su voto, podrán solicitar del Presidente un turno de explicación de voto.

Sección cuarta. Del control y fiscalización por el Pleno de la actuación de los demás Órganos
de gobierno

Art. 104.

1. El control y fiscalización por el Pleno de la actuación de los demás órganos de gobierno se
ejercerá a través de los siguientes medios:

a) Requerimiento de presencia e información de miembros corporativos que ostenten delegación.

b) Debate sobre la actuación de la Comisión de Gobierno.

c) Moción de censura al Alcalde o Presidente.
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2. El Reglamento Orgánico Municipal podrá establecer otros medios de control y fiscalización de
los órganos de gobierno.

Art. 105.

1.  Todo  miembro  de  la  Corporación  que  por  delegación  del  Alcalde  o  Presidente  ostente  la
responsabilidad de un área de gestión, estará obligado a comparecer ante el Pleno, cuando éste así lo
acuerde, al objeto de responder a las preguntas que se le formulen sobre su actuación.

2.  Acordada  por  el  Pleno  la  comparecencia  mencionada  en  el  apartado  anterior,  el  Alcalde  o
Presidente incluirá el asunto en el orden del día de la próxima sesión ordinaria o extraordinaria a
celebrar por la Corporación, notificando al interesado el acuerdo adoptado y la fecha en que se
celebrará la sesión en que deberá comparecer. Entre esta notificación y la celebración de la sesión
deberán transcurrir, al menos, tres días.

3. En el desarrollo de las comparecencias se seguirá el orden de las intervenciones establecidas en el
artículo 94 de este Reglamento, interviniendo el informante para dar respuesta a las preguntas que le
formulen los diversos grupos políticos de la Corporación. En ningún caso, de esta comparecencia
podrá derivar la adopción de acuerdos sin cumplirse los requisitos establecidos en el artículo 83 de
este Reglamento.

Art. 106.

1. El Pleno, a propuesta del Alcalde o Presidente o mediante solicitud de la cuarta parte, al menos,
del número legal de miembros corporativos, podrá acordar la celebración de sesión extraordinaria
cuyo objeto sea someter a debate la gestión de la Comisión de Gobierno.

2. El desarrollo de la sesión a que hace referencia el apartado anterior se sujetará a lo establecido
con  carácter  general,  interviniendo  en  primer  lugar  el  autor  de  la  propuesta  para  explicar  el
significado de la misma. Contestará un miembro de la Comisión de Gobierno designado por ésta y,
después de sendos turnos de réplica, podrán intervenir los demás grupos políticos de la Corporación
para formular preguntas a la Comisión de Gobierno, que serán contestadas por un miembro de la
misma.

3.  Como  consecuencia  del  debate  podrá  presentarse  una  moción  con  objeto  de  que  el  Pleno
manifieste su posición sobre la gestión de la Comisión de Gobierno. Si el Pleno admite debatir la
moción,  ésta  se  incluirá  en  el  orden  del  día  en  la  siguiente  sesión  plenaria,  ordinaria  o
extraordinaria.

Art. 107.

1. La sesión extraordinaria para deliberar y votar la moción de censura al Alcalde o Presidente, se
convocará expresamente con este único asunto en el orden del día.

2. La moción se formalizará por escrito presentado en el Registro General de la entidad.

3. Entre la presentación de la moción de censura y la celebración de la sesión extraordinaria deberán
transcurrir, al menos, siete días. La denegación de la convocatoria, que deberá ser motivada, solo
podrá basarse en no reunir la moción los requisitos establecidos en la Ley Orgánica 5/1985, de 19
de junio, del Régimen Electoral General.
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4. Dentro de los dos días siguientes a la convocatoria de la sesión extraordinaria, podrán presentarse
en el Registro General de la entidad otras mociones de censura alternativas, que deberán reunir los
requisitos establecidos en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General.

Art. 108.

1. Las mociones de censura al Alcalde o Presidente se ajustarán a lo dispuesto en la legislación
general electoral.

2. El debate y demás aspectos de procedimiento se regularán por los Reglamentos orgánicos de las
entidades locales.

Sección quinta. De las actas

Art. 109.

1. De cada sesión el Secretario extenderá acta en la que habrá de constar:

a) Lugar de la reunión, con expresión del nombre del Municipio y local en que se celebra.

b) Día, mes y año.

c) Hora en que comienza.

d) Nombre y apellidos del Presidente, de los miembros de la Corporación presentes, de los ausentes
que se hubiesen excusado y de los que falten sin excusa.

e)  Carácter  ordinario  o  extraordinario  de  la  sesión,  y  si  se  celebra  en  primera  o  en  segunda
convocatoria.

f)  Asistencia  del  Secretario,  o  de  quien  legalmente  le  sustituya,  y  presencia  del  funcionario
responsable de la Intervención, cuando concurra.

g) Asuntos que examinen, opiniones sintetizadas de los grupos o miembros de la Corporación que
hubiesen intervenido en las deliberaciones e incidencias de éstas.

h) Votaciones que se verifiquen y en el caso de las nominales el sentido en que cada miembro emita
su  voto.  En  las  votaciones  ordinarias  se  hará  constar  el  número  de  votos  afirmativos,  de  los
negativos y de las abstenciones. Se hará constar nominalmente el sentido del voto cuando así lo
pidan los interesados.

i) Parte dispositiva de los acuerdos que se adopten.

j) Hora en que el Presidente levante la sesión.

2. De no celebrarse sesión por falta de asistentes, u otro motivo, el Secretario suplirá el acta con una
diligencia autorizada con su firma, en la que consigne la causa y nombres de los concurrentes y de
los que hubieren excusado su asistencia.

Art. 110.

1.  Será  aplicable  a  la  redacción  de  las  actas  lo  dispuesto  en  el  artículo  86.1,  en  cuanto  a  la
utilización de las lenguas.

2. El acta, una vez aprobada por el Pleno, se transcribirá en el Libro de Actas, autorizándola con las
firmas del Alcalde o Presidente y del Secretario.
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CAPÍTULO II

Funcionamiento de las Asambleas vecinales en el régimen de concejo abierto

Art. 111.

1. El funcionamiento de las Asambleas vecinales se ajustará a los usos, costumbres y tradiciones
locales y, en su defecto, a la Ley 7/1985, de 2 de abril, y a las leyes de las Comunidades Autónomas
sobre Régimen Local. En defecto de estas últimas se aplicará el presente artículo y, en lo posible, lo
establecido en el capítulo primero de este título.

2. Las Asambleas vecinales se reunirán donde lo tengan por costumbre, celebrarán sesión ordinaria
como mínimo una vez al trimestre en día festivo, y serán convocadas a toque de campana, por
pregón, por anuncio o por cualquier otro medio de uso tradicional en el lugar.

3. Para que dichas Asambleas queden válidamente constituidas habrá de asistir una tercera parte de
los vecinos, presentes o representados, que a ello tengan derecho. En ningún caso el número de
presentes podrá ser inferior a tres. Se requiere siempre la presencia del Presidente y del Secretario o
de quienes legalmente les sustituyan. La representación de los vecinos podrá otorgarse para cada
sesión o con carácter permanente pero siempre en favor de vecino perteneciente a la Asamblea
vecinal. La representación deberá acreditarse mediante documento público, documento privado con
firma notarialmente legitimada o poder otorgado ante el  Secretario de la entidad local.  Ningún
vecino podrá asumir la representación de más de un tercio de los miembros de la Asamblea vecinal.

4. Los acuerdos se adoptarán por mayoría de votos.

CAPÍTULO III

Funcionamiento de la Comisión de Gobierno

Art. 112.

1. La Comisión de Gobierno celebrará sesión constitutiva, a convocatoria del Alcalde o Presidente,
dentro de los diez días siguientes a aquél en que éste haya designado los miembros que la integran.

2.  En  defecto  de  previsión  expresa  en  el  Reglamento  orgánico  de  la  entidad,  la  Comisión  de
Gobierno celebrará sesión ordinaria cada quince días como mínimo.

3. Corresponde al Alcalde o Presidente fijar, mediante Decreto, el día y hora en que deba celebrarse
sesión ordinaria.

4.  Las  sesiones  extraordinarias  y  las  urgentes  tendrán  lugar  cuando,  con  tal  carácter,  sean
convocadas por el Alcalde.

5. El Alcalde o Presidente podrá en cualquier momento reunir a la Comisión de Gobierno cuando
estime necesario conocer su parecer o pedir su asistencia con anterioridad a dictar resoluciones en
ejercicio de las atribuciones que le correspondan.

6. Las sesiones se celebrarán en la Casa Consistorial, Palacio Provincial o edificio que sea sede de
la entidad, salvo en los supuestos de fuerza mayor.

Art. 113.

1. Las sesiones de la Comisión de Gobierno se ajustarán a lo establecido en el capítulo primero de
este título, con las modificaciones siguientes:
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a) Entre la convocatoria y la celebración de la sesión no podrán transcurrir menos de veinticuatro
horas,  salvo en el  caso de las sesiones extraordinarias y urgentes en las que,  antes de entrar a
conocer los asuntos incluidos en el orden del día, deberá ser declarada la urgencia por acuerdo
favorable de la mayoría de los miembros.

b) Las sesiones de la Comisión de Gobierno no serán públicas, sin perjuicio de la publicidad y
comunicación a las Administraciones Estatal y Autonómica de los acuerdos adoptados. Además, en
el plazo de diez días deberá enviarse a todos los miembros de la Corporación copia del acta.

c) Para la válida constitución de la Comisión de Gobierno se requiere la asistencia de la mayoría
absoluta de sus componentes. Si no existiera quórum, se constituirá en segunda convocatoria, una
hora después de la señalada para la primera, siendo suficiente la asistencia de la tercera parte de sus
miembros y, en todo caso, un número no inferior a tres.

d) El Alcalde o Presidente dirige y ordena a  su prudente arbitrio los debates en el  seno de la
Comisión.

e) En los casos en que la Comisión de Gobierno ejerza competencias delegadas por el Pleno, será
preceptivo el previo informe de la Comisión Informativa correspondiente.

f) Las actas de las sesiones de la Comisión de Gobierno se transcribirán en libro distinto del de las
sesiones del Pleno.

2.  La  Comisión  de  Gobierno  en  sus  reuniones  deliberantes  no  podrá  adoptar  ningún  acuerdo,
formalizándose  el  resultado de  las  deliberaciones,  en  su  caso,  en  forma de  dictámenes,  en  los
términos del artículo 97.1 de este Reglamento.

3. Tanto en las sesiones como en las reuniones de la Comisión de Gobierno, el Alcalde o Presidente
podrá requerir la presencia de miembros de la Corporación no pertenecientes a la Comisión de
Gobierno, o de personal al servicio de la entidad, al objeto de informar en lo relativo al ámbito de
sus actividades.

4. Cuando la Comisión de Gobierno ejerza competencias delegadas por el Pleno o que le hayan sido
asignadas  por  las  leyes,  adoptará  sus  acuerdos  mediante  votación  formal,  según  las  normas
establecidas en el presente Reglamento.

CAPÍTULO IV

Régimen general de las delegaciones entre los órganos necesarios

Art. 114.

1. La delegación de atribuciones requerirá, para ser eficaz, su aceptación por parte del Delegado. La
delegación se entenderá aceptada tácitamente si en el término de tres días hábiles contados desde la
notificación del acuerdo el miembro u órgano destinatario de la delegación no hace manifestación
expresa ante el órgano delegante de que no acepta la delegación.

2. Las delegaciones del Pleno en el Alcalde o Presidente o en la Comisión de Gobierno y las del
Alcalde o Presidente en esta última, como órgano colegiado, no quedarán revocadas por el mero
hecho de producirse un cambio en la titularidad de la Alcaldía o Presidencia o en la composición
concreta de la Comisión de Gobierno.
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3.  La  revocación  o  modificación  de  las  delegaciones  habrá  de  adoptarse  con  las  mismas
formalidades que las exigidas para su otorgamiento.

Art. 115.

Si no se dispone otra cosa, el órgano delegante conservará las siguientes facultades en relación con
la competencia delegada:

a) La de recibir información detallada de la gestión de la competencia delegada y de los actos o
disposiciones emanados en virtud de la delegación.

b) La de ser informado previamente a la adopción de decisiones de trascendencia.

c)  Los  actos  dictados  por  el  órgano  delegado  en  el  ejercicio  de  las  atribuciones  delegadas  se
entienden dictados por el órgano delegante, correspondiendo, en consecuencia, a éste la resolución
de los  recursos  de  reposición  que  puedan interponerse,  salvo  que  en  el  Decreto  o  acuerdo de
delegación expresamente se confiera la resolución de los recursos de reposición contra los actos
dictados por el órgano delegado.

Art. 116.

El órgano delegante podrá avocar en cualquier momento la competencia delegada con arreglo a la
legislación vigente sobre procedimiento administrativo común.

En el caso de revocar la delegación, el órgano que ostente la competencia originaria, podrá revisar
las resoluciones tomadas por el órgano o autoridad delegada en los mismos casos y condiciones
establecidas para la revisión de oficio de los actos administrativos.

Art. 117.

Ningún órgano podrá delegar en un tercero las atribuciones o potestades recibidas por delegación de
otro órgano.

Art. 118.

La delegación de atribuciones se entenderá que es por término indefinido, salvo que la resolución o
acuerdo de la delegación disponga otra cosa, o la temporalidad de la misma se derive de la propia
naturaleza de la delegación.

TÍTULO IV

De la organización complementaria de los Entes Locales Territoriales

CAPÍTULO I

Organos complementarios: Composición y atribuciones

Art. 119.

Son órganos complementarios de las entidades locales territoriales:

1. En todas ellas,

a) Los Concejales y Diputados delegados.

b) Las Comisiones informativas.

c) La Comisión Especial de Cuentas.
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d) Los Consejos Sectoriales.

e) Los órganos desconcentrados y descentralizados para la gestión de servicios.

2. En los Municipios, además,

a) Los representantes personales del Alcalde en los poblados y barriadas.

b) Las Juntas Municipales de Distrito.

Sección primera. De los Concejales-Delegados y Diputados-Delegados

Art. 120.

1. Los Concejales-Delegados y los Diputados-Delegados son aquellos Concejales y Diputados que
ostentan algunas  de las  delegaciones de atribuciones  del  Alcalde o Presidente,  previstas en los
números 3, 4 y 5 de los artículos 43 y 63, respectivamente, de este Reglamento.

2. Se pierde la condición de Concejal-Delegado o de Diputado-Delegado:

a) Por renuncia expresa, que habrá de ser formalizada por escrito ante la Alcaldía o Presidencia.

b)  Por  revocación  de  la  delegación,  adoptada  por  el  Alcalde  o  Presidente  con  las  mismas
formalidades previstas para otorgarla.

c) Por pérdida de la condición de miembro de la Comisión de Gobierno o en aquellos Municipios
donde ésta no exista, de la de Teniente de Alcalde, en el caso de las delegaciones a que se refieren
los artículos 43.3 y 63.3, respectivamente, de este Reglamento.

Art. 121.

1.  Los  Concejales-Delegados  y  los  Diputados-Delegados  tendrán  las  atribuciones  que  se
especifiquen en el respectivo Decreto de delegación, y las ejercerán de acuerdo con lo que en el se
prevea, en función de los distintos tipos contemplados en los artículos 43 y 63, respectivamente, y
en el marco de las reglas que allí se establecen.

2. Si la resolución o acuerdo de delegación se refiere genéricamente a una materia o sector de
actividad sin especificación de potestades, se entenderá que comprende todas aquellas facultades,
derechos y deberes referidos a la materia delegada que corresponden al órgano que tiene asignadas
originariamente las atribuciones con la sola excepción de las que según la Ley 7/1985, de 2 de abril,
no sean delegables.

3. En lo no previsto en la presente sección serán de aplicación las normas generales establecidas en
el capítulo cuarto del título tercero de este Reglamento.

Sección segunda. De los representantes del Alcalde

Art. 122.

1. En cada uno de los poblados y barriadas separados del casco urbano y que no constituyan entidad
local,  el  Alcalde  podrá  nombrar  un  representante  personal  entre  los  vecinos  residentes  en  los
mismos.

2.  También  podrá  nombrar  el  Alcalde  dichos  representantes  en  aquellas  ciudades  en  que  el
desenvolvimiento de los servicios así lo aconseje. El representante habrá de estar avecindado en el
propio núcleo en el que ejerza sus funciones.
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3. La duración del cargo estará sujeta a la del mandato del Alcalde que lo nombró, quien podrá
removerlo cuando lo juzgue oportuno.

4.  Los  representantes  tendrán  carácter  de  autoridad  en  el  cumplimiento  de  sus  cometidos
municipales, en cuanto representantes del Alcalde que les nombró.

Sección tercera. De las Comisiones Informativas

Art. 123.

1. Las Comisiones Informativas, integradas exclusivamente por miembros de la Corporación, son
órganos sin atribuciones resolutorias que tienen por función el estudio, informe o consulta de los
asuntos que hayan de ser sometidos a la decisión del Pleno y de la Comisión de Gobierno cuando
esta actúe con competencias delegadas por el Pleno, salvo cuando hayan de adoptarse acuerdos
declarados urgentes.

2. Igualmente informarán aquellos asuntos de la competencia propia de la Comisión de Gobierno, y
del  Alcalde  o  Presidente,  que  les  sean  sometidos  a  su  conocimiento  por  expresa  decisión  de
aquéllos.

Art. 124.

1. Las Comisiones informativas pueden ser permanentes y especiales.

2.  Son  Comisiones  informativas  permanentes  las  que  se  constituyen  con  carácter  general,
distribuyendo entre ellas las materias que han de someterse al Pleno. Su número y denominación
iniciales, así como cualquier variación de las mismas durante el mandato corporativo, se decidirá
mediante acuerdo adoptado por el Pleno a propuesta del Alcalde o Presidente, procurando, en lo
posible,  su  correspondencia  con  el  número  y  denominación  de  las  grandes  áreas  en  que  se
estructuren los servicios corporativos.

3.  Son  Comisiones  informativas  especiales  las  que  el  Pleno  acuerde  constituir  para  un  asunto
concreto, en consideración a sus características especiales de cualquier tipo.

Estas Comisiones se extinguen automáticamente una vez que hayan dictaminado o informado sobre
el asunto que constituye su objeto, salvo que el acuerdo plenario que las creo dispusiera otra cosa.

Art. 125.

En el acuerdo de creación de las Comisiones informativas se determinará la composición concreta
de las mismas, teniendo en cuenta las siguientes reglas:

a) El Alcalde o Presidente de la Corporación, es el Presidente nato de todas ellas; sin embargo, la
Presidencia efectiva podrá delegarla en cualquier miembro de la Corporación, a propuesta de la
propia Comisión, tras la correspondiente elección efectuada en su seno.

b) Cada Comisión estará integrada de forma que su composición se acomode a la proporcionalidad
existente entre los distintos grupos políticos representados en la Corporación.

c) La adscripción concreta a cada Comisión de los miembros de la Corporación que deban formar
parte de la misma en representación de cada grupo, se realizará mediante escrito del portavoz del
mismo dirigido al Alcalde o Presidente, y del que se dará cuenta al Pleno. Podrá designarse, de igual
forma, un suplente por cada titular.

73



Art. 126.

1. Los dictámenes de las Comisiones informativas tienen carácter preceptivo y no vinculante.

2. En supuestos de urgencia, el Pleno o la Comisión de Gobierno, podrá adoptar acuerdos sobre
asuntos no dictaminados por la correspondiente Comisión informativa, pero, en estos casos, del
acuerdo adoptado  deberá  darse  cuenta  a  la  Comisión  informativa  en  la  primera  sesión  que  se
celebre. A propuesta de cualquiera de los miembros de la Comisión informativa, el asunto deberá
ser incluido en el orden del día del siguiente Pleno con objeto de que éste delibere sobre la urgencia
acordada, en ejercicio de sus atribuciones de control y fiscalización.

Sección cuarta. De la Comisión Especial de Cuentas

Art. 127.

1. La Comisión Especial de Cuentas es de existencia preceptiva, según dispone el artículo 116 de la
Ley 7/1985, de 2 de abril, y su constitución, composición e integración y funcionamiento se ajusta a
lo establecido para las demás Comisiones Informativas.

2.  Corresponde a  la  Comisión  Especial  de  Cuentas  el  examen,  estudio e  informe de todas  las
cuentas, presupuestarias y extrapresupuestarias, que deba aprobar el Pleno de la Corporación, de
acuerdo con lo establecido en la legislación reguladora de la contabilidad de las entidades locales.

3.  Bien  a  través  del  reglamento  orgánico  o  mediante  acuerdo  adoptado  por  el  Pleno  de  la
Corporación,  la  Comisión  Especial  de  Cuentas  podrá  actuar  como  Comisión  informativa
permanente para los asuntos relativos a economía y hacienda de la entidad.

Sección quinta. De las Juntas Municipales de Distrito

Art. 128.

El Pleno del Ayuntamiento podrá acordar la creación de Juntas Municipales de Distrito, que tendrán
el carácter de órganos territoriales de gestión desconcentrada y cuya finalidad será la mejor gestión
de los asuntos de la competencia municipal y facilitar la participación ciudadana en el respectivo
ámbito territorial.

Art. 129.

1.  La  composición,  organización  y  ámbito  territorial  de  las  Juntas  serán  establecidas  en  el
correspondiente Reglamento regulador aprobado por el Pleno.

2. El Reglamento de las Juntas determinará asimismo las funciones administrativas que, en relación
a las competencias municipales, se deleguen o puedan ser delegadas en las mismas, dejando a salvo
la unidad de gestión del Municipio.

3. El Reglamento de las Juntas Municipales de Distrito se considerará, a todos los efectos, parte
integrante del Reglamento Orgánico.

Sección sexta. De los Consejos Sectoriales

Art. 130.

El Pleno de la Corporación podrá acordar el establecimiento de Consejos Sectoriales, cuya finalidad
será  la  de  canalizar  la  participación  de  los  ciudadanos  y  de  sus  asociaciones  en  los  asuntos
municipales.
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Los  Consejos  Sectoriales  desarrollarán  exclusivamente  funciones  de  informe  y,  en  su  caso,
propuesta,  en  relación  con  las  iniciativas  municipales  relativas  al  sector  de  actividad  al  que
corresponda cada Consejo.

Art. 131.

1.  La  composición,  organización  y  ámbito  de  actuación  de  los  Consejos  Sectoriales  serán
establecidos en el correspondiente acuerdo plenario.

En  todo  caso,  cada  Consejo  estará  presidido  por  un  miembro  de  la  Corporación,  nombrado  y
separado  libremente  por  el  Alcalde  o  Presidente,  que  actuará  como  enlace  entre  aquélla  y  el
Consejo.

2. El ámbito territorial de actuación de los Consejos Sectoriales podrá coincidir con el de las Juntas
de Distrito, en el caso de que existan, en cuyo supuesto su presidencia recaerá en un miembro de la
Junta correspondiente y su actuación de informe y propuesta estará en relación con el ámbito de
actuación de la misma.

Sección septima. De los órganos desconcentrados y descentralizados para la gestión de los
servicios

Art. 132.

1. El Pleno podrá establecer órganos desconcentrados, distintos de los enumerados en las Secciones
anteriores.

2. Asimismo el Pleno, podrá acordar el establecimiento de entes descentralizados con personalidad
jurídica  propia,  cuando  así  lo  aconsejen  la  necesidad  de  una  mayor  eficacia  en  la  gestión,  la
complejidad  de  la  misma,  la  agilización  de  los  procedimientos,  la  expectativa  de  aumentar  o
mejorar la financiación o la conveniencia de obtener un mayor grado de participación ciudadana en
la actividad de prestación de los servicios.

Art. 133.

El establecimiento de los órganos y entes a que se refiere el artículo anterior se rige, en su caso, por
lo dispuesto en la legislación de Régimen Local relativa a las formas de gestión de servicios, y en
todo caso, se inspirará en el principio de economía organizativa, de manera que su número sea el
menos posible en atención a la correcta prestación de los mismos.

CAPÍTULO II

Funcionamiento de los órganos complementarios

Sección primera. Reglas especiales de funcionamiento de las Comisiones Informativas

Art. 134.

1. Las Comisiones informativas celebrarán sesiones ordinarias con la periodicidad que acuerde el
Pleno en el momento de constituirlas, en los días y horas que establezca el Alcalde o Presidente de
la  Corporación,  o  su  respectivo  Presidente,  quienes  podrán  asimismo,  convocar  sesiones
extraordinarias o urgentes de las mismas. El Alcalde o Presidente de la Corporación, o el Presidente
de la Comisión, estará obligado a convocar sesión extraordinaria cuando lo solicite la cuarta parte,
al menos, de los miembros de la Comisión.
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En este caso, y por lo que respecta al Orden del día, se aplicará lo dispuesto en el artículo 81 de este
Reglamento.

2. Las sesiones pueden celebrarse en la sede de la entidad respectiva o en otras dependencias de la
misma.

3. Las convocatorias corresponden al Alcalde o Presidente de la Corporación o al Presidente de la
Comisión y deberán ser notificadas a los miembros de la Comisión o, en su caso, a los grupos
municipales con una antelación de dos días hábiles, salvo las urgentes. En todo caso, se acompañará
el orden del día.

Art. 135.

1.  La  válida  celebración  de  las  sesiones  requiere  la  presencia  de  la  mayoría  absoluta  de  los
componentes de la Comisión, ya sean titulares o suplentes, en primera convocatoria y un mínimo de
tres miembros en segunda convocatoria una hora más tarde.

2. El Presidente dirige y ordena, a su prudente arbitrio, respetando los principios generales que rigen
los debates plenarios, los debates de la Comisión.

3.  Los  dictámenes  se  aprobarán  siempre  por  mayoría  simple  de  los  presentes,  decidiendo  los
empates el Presidente con voto de calidad.

Art. 136.

1. Ninguna Comisión podrá deliberar sobre asuntos de la competencia de otra, a menos que se trate
de  problemas comunes en  cuyo caso podrá  convocarse  por  el  Presidente  de  la  Corporación,  a
propuesta de los de las respectivas Comisiones, una sesión conjunta.

2. El dictamen de la Comisión podrá limitarse a mostrar su conformidad con la propuesta que le sea
sometida por los servicios administrativos competentes o bien formular una alternativa.

3. Los miembros de la Comisión que disientan del dictamen aprobado por ésta, podrán pedir que
conste su voto en contra o formular voto particular para su defensa ante el Pleno.

Art. 137.

1.  El  Presidente de cada Comisión podrá requerir  la  presencia,  en sus  sesiones,  de personal  o
miembros de la Corporación a efectos informativos.

A las sesiones de la Comisión de Hacienda asistirá, en todo caso, el funcionario responsable de la
Intervención.

2. De cada sesión de las Comisiones informativas se levantará acta en la que consten los extremos a
que se refieren los apartados a), b), c), d), e), g), h) y j) del artículo 109.1 del presente Reglamento y
a la que se acompañarán los dictámenes que hayan sido aprobados y los votos particulares que
hayan sido formulados a aquéllos.

Art. 138.

En todo lo no previsto en esta Sección serán de aplicación las disposiciones sobre funcionamiento
del Pleno.

Sección segunda. Reglas especiales de funcionamiento de los demás órganos complementarios
colegiados
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Art. 139.

1. El funcionamiento de las Juntas de Distrito se rige por las normas que acuerde el Pleno, a través
del Reglamento que las regule y se inspirará en las normas reguladoras del funcionamiento del
Pleno, que regirán en todo caso de forma supletoria.

2.  El  funcionamiento  de  los  Consejos  Sectoriales  se  regirá  por  lo  dispuesto  en  los  acuerdos
plenarios que los establezcan.

3. El funcionamiento de los órganos colegiados de los entes descentralizados de gestión se regirá
por lo que disponga la legislación en materia de formas de gestión de servicios, según su naturaleza
específica.

TÍTULO V

Organización y funcionamiento de otras Entidades Locales

CAPÍTULO I

De las Mancomunidades

Art. 140.

A falta de regulación expresa en los Estatutos de las Mancomunidades, regirán las siguientes reglas:

Primera.  Las Comisiones Gestoras o Juntas de las Mancomunidades estarán integradas por dos
Vocales representantes de cada uno de los Municipios asociados.

Segunda.  La  Junta elegirá,  de  entre  sus  miembros,  al  Presidente  y  a  un  Vicepresidente  que  lo
sustituya en caso de vacante, ausencia o enfermedad.

Tercera. Las Comisiones Gestoras o Juntas de las Mancomunidades ejercerán las atribuciones y
ajustarán su funcionamiento a las normas de este Reglamento referentes al Pleno del Ayuntamiento.

Cuarta.  Las  funciones  del  Presidente  y  del  Vicepresidente  se  regirán  por  lo  dispuesto  en  este
Reglamento para los Alcaldes y Tenientes de Alcalde.

CAPÍTULO II

De las Comunidades de Villa y Tierra

Art. 141.

La organización y funcionamiento de las Comunidades de Tierra o de Villa y Tierra o de Ciudad y
Tierra,  Asocios,  Reales Señoríos,  Universidades,  Comunidades de Pastos,  Leñas,  Aguas y otras
análogas continuarán rigiéndose por sus normas consuetudinarias o tradicionales, o por lo dispuesto
en sus respectivos Estatutos.

CAPÍTULO III

De las Entidades Locales de ámbito territorial inferior al municipio

Art. 142.

1. Las Juntas vecinales se constituirán en la fecha que señale la Junta Electoral de Zona, una vez
efectuadas las operaciones electorales previstas en el artículo 199 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19
de junio,  del Régimen Electoral  General,  salvo que se hubiese presentado recurso contencioso-
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electoral contra la proclamación del Alcalde Pedáneo, en cuyo caso no podrá constituirse hasta que
se hubiere resuelto el mismo.

2. La sesión constitutiva de la Junta vecinal requerirá para su validez la asistencia de la mayoría de
sus miembros, así como la del fedatario.

Art. 143.

El régimen de sesiones de las Juntas vecinales se amoldará a lo dispuesto en este Reglamento para
la Comisión de Gobierno.

Art. 144.

Lo dispuesto en los artículos anteriores se entiende sin perjuicio de los casos en que proceda el
funcionamiento en régimen de Concejo Abierto.

Art. 145.

El Alcalde pedáneo designará y removerá libremente el Vocal que haya de sustituirlo en caso de
ausencia, vacante o enfermedad.
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Tema 2.–  La  Igualdad  Efectiva  de  Mujeres  y  Hombres:  El
principio  de  igualdad  y  la  tutela  contrala  discriminación.
Régimen  jurídico  para  la  igualdad  real  y  efectiva  de  las
personas  trans  y  para  la  garantía  de  los  derechos  de  las
personas LGTBI: Disposiciones generales.

Bibliografia: 

• Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.

• Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la
garantía de los derechos de las personas LGTBI.

La  Igualdad  Efectiva  de  Mujeres  y  Hombres:  El  principio  de
igualdad y la tutela contrala discriminación. 

TÍTULO PRELIMINAR

Objeto y ámbito de la Ley

Artículo 1. Objeto de la Ley.

1. Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana, e iguales en derechos y deberes. Esta
Ley tiene por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres
y hombres, en particular mediante la eliminación de la discriminación de la mujer, sea cual fuere su
circunstancia o condición, en cualesquiera de los ámbitos de la vida y, singularmente, en las esferas
política, civil, laboral, económica, social y cultural para, en el desarrollo de los artículos 9.2 y 14 de
la Constitución, alcanzar una sociedad más democrática, más justa y más solidaria.

2. A estos efectos, la Ley establece principios de actuación de los Poderes Públicos, regula derechos
y  deberes  de  las  personas  físicas  y  jurídicas,  tanto  públicas  como  privadas,  y  prevé  medidas
destinadas a eliminar y corregir en los sectores público y privado, toda forma de discriminación por
razón de sexo.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

1. Todas las personas gozarán de los derechos derivados del principio de igualdad de trato y de la
prohibición de discriminación por razón de sexo.

2. Las obligaciones establecidas en esta Ley serán de aplicación a toda persona, física o jurídica,
que se encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o
residencia.
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TÍTULO I

El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación

Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.

El  principio  de  igualdad  de  trato  entre  mujeres  y  hombres  supone  la  ausencia  de  toda
discriminación,  directa  o  indirecta,  por  razón  de  sexo,  y,  especialmente,  las  derivadas  de  la
maternidad, la asunción de obligaciones familiares y el estado civil.

Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las normas.

La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio informador del
ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y aplicación de las
normas jurídicas.

Artículo 5. Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en la formación y en la promoción
profesionales, y en las condiciones de trabajo.

El principio de igualdad de trato y de  oportunidades entre  mujeres  y hombres,  aplicable en el
ámbito del empleo privado y en el del empleo público, se garantizará, en los términos previstos en
la normativa aplicable, en el acceso al empleo, incluso al trabajo por cuenta propia, en la formación
profesional, en la promoción profesional, en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y
las de despido, y en la afiliación y participación en las organizaciones sindicales y empresariales, o
en  cualquier  organización  cuyos  miembros  ejerzan  una  profesión  concreta,  incluidas  las
prestaciones concedidas por las mismas.

No  constituirá  discriminación  en  el  acceso  al  empleo,  incluida  la  formación  necesaria,  una
diferencia  de  trato  basada  en  una  característica  relacionada  con  el  sexo  cuando,  debido  a  la
naturaleza de las actividades profesionales concretas o al contexto en el que se lleven a cabo, dicha
característica  constituya  un  requisito  profesional  esencial  y  determinante,  siempre  y  cuando  el
objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado.

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta.

1. Se considera discriminación directa  por razón de sexo la situación en que se encuentra  una
persona que sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable
que otra en situación comparable.

2. Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que una disposición,
criterio o práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en desventaja particular con
respecto a personas del otro, salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse
objetivamente en atención a una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad
sean necesarios y adecuados.

3.  En  cualquier  caso,  se  considera  discriminatoria  toda  orden  de  discriminar,  directa  o
indirectamente, por razón de sexo.

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo.

1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley constituye acoso
sexual cualquier comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o
produzca el efecto de atentar contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un
entorno intimidatorio, degradante u ofensivo.
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2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función del sexo de
una persona,  con el  propósito  o el  efecto de atentar  contra  su dignidad y de crear  un entorno
intimidatorio, degradante u ofensivo.

3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.

4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación de una
situación constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará también acto de
discriminación por razón de sexo.

Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad.

Constituye  discriminación  directa  por  razón  de  sexo  todo  trato  desfavorable  a  las  mujeres
relacionado con el embarazo o la maternidad.

Artículo 9. Indemnidad frente a represalias.

También se considerará discriminación por razón de sexo cualquier trato adverso o efecto negativo
que se produzca  en una  persona como consecuencia  de  la  presentación por  su  parte  de  queja,
reclamación,  denuncia,  demanda  o  recurso,  de  cualquier  tipo,  destinados  a  impedir  su
discriminación y a exigir el cumplimiento efectivo del principio de igualdad de trato entre mujeres y
hombres.

Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias.

Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por
razón de sexo se considerarán nulos y sin efecto, y darán lugar a responsabilidad a través de un
sistema de reparaciones o indemnizaciones que sean reales, efectivas y proporcionadas al perjuicio
sufrido, así como, en su caso, a través de un sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga
la realización de conductas discriminatorias.

Artículo 11. Acciones positivas.

1.  Con el  fin  de hacer  efectivo  el  derecho constitucional  de la  igualdad,  los  Poderes  Públicos
adoptarán  medidas  específicas  en  favor  de  las  mujeres  para  corregir  situaciones  patentes  de
desigualdad  de  hecho  respecto  de  los  hombres.  Tales  medidas,  que  serán  aplicables  en  tanto
subsistan dichas situaciones, habrán de ser razonables y proporcionadas en relación con el objetivo
perseguido en cada caso.

2. También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adoptar este tipo de medidas en los
términos establecidos en la presente Ley.

Artículo 12. Tutela judicial efectiva.

1.  Cualquier  persona  podrá  recabar  de  los  tribunales  la  tutela  del  derecho  a  la  igualdad  entre
mujeres y hombres, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, incluso tras
la terminación de la relación en la que supuestamente se ha producido la discriminación.

2.  La capacidad y  legitimación para  intervenir  en  los  procesos  civiles,  sociales  y  contencioso-
administrativos que versen sobre la defensa de este derecho corresponden a las personas físicas y
jurídicas con interés legítimo, determinadas en las Leyes reguladoras de estos procesos.

3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y acoso por razón
de sexo.
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Artículo 13. Prueba.

1. De acuerdo con las Leyes procesales, en aquellos procedimientos en los que las alegaciones de la
parte actora se fundamenten en actuaciones discriminatorias, por razón de sexo, corresponderá a la
persona  demandada  probar  la  ausencia  de  discriminación  en  las  medidas  adoptadas  y  su
proporcionalidad.

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, a instancia de parte, podrá
recabar,  si  lo  estimase  útil  y  pertinente,  informe  o  dictamen  de  los  organismos  públicos
competentes.

2. Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a los procesos penales.

Régimen jurídico para la igualdad real y efectiva de las personas
trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI:
Disposiciones generales.

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

1. Esta Ley tiene por finalidad garantizar y promover el derecho a la igualdad real y efectiva de las
personas lesbianas, gais, trans, bisexuales e intersexuales (en adelante, LGTBI), así como de sus
familias.

2. A estos efectos,  la Ley establece los principios de actuación de los poderes públicos,  regula
derechos  y  deberes  de  las  personas  físicas  y  jurídicas,  tanto  públicas  como privadas,  y  prevé
medidas específicas destinadas a la prevención, corrección y eliminación, en los ámbitos público y
privado, de toda forma de discriminación; así como al fomento de la participación de las personas
LGTBI en todos los ámbitos de la vida social y a la superación de los estereotipos que afectan
negativamente a la percepción social de estas personas.

3. Asimismo, la Ley regula el procedimiento y requisitos para la rectificación registral relativa al
sexo y, en su caso, nombre de las personas, así  como sus efectos, y prevé medidas específicas
derivadas de dicha rectificación en los ámbitos público y privado.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Esta Ley será de aplicación a toda persona física o jurídica, de carácter público o privado, que
resida, se encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuera su nacionalidad, origen racial
o  étnico,  religión,  domicilio,  residencia,  edad,  estado  civil  o  situación  administrativa,  en  los
términos y con el alcance que se contemplan en esta ley y en el resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 3. Definiciones.

A los efectos de esta ley, se entiende por:

a) Discriminación directa: Situación en que se encuentra una persona o grupo en que se integra que
sea, haya sido o pudiera ser tratada de manera menos favorable que otras en situación análoga o

82



comparable por razón de orientación sexual e identidad sexual, expresión de género o características
sexuales.

Se  considerará  discriminación  directa  la  denegación  de  ajustes  razonables  a  las  personas  con
discapacidad. A tal  efecto, se entiende por ajustes razonables las modificaciones y adaptaciones
necesarias  y  adecuadas  del  ambiente  físico,  social  y  actitudinal  que  no  impongan  una  carga
desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular de manera eficaz y práctica,
para facilitar la accesibilidad y la participación y garantizar a las personas con discapacidad el goce
o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos.

b) Discriminación indirecta: Se produce cuando una disposición, criterio o práctica aparentemente
neutros ocasiona o puede ocasionar a una o varias personas una desventaja particular con respecto a
otras por razón de orientación sexual,  e identidad sexual,  expresión de género o características
sexuales.

c) Discriminación múltiple e interseccional:

Se produce discriminación múltiple cuando una persona es discriminada, de manera simultánea o
consecutiva,  por dos o más causas de las previstas en esta ley,  y/o por otra  causa o causas de
discriminación previstas en la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no
discriminación.

Se  produce  discriminación  interseccional  cuando  concurren  o  interactúan  diversas  causas
comprendidas en el apartado anterior, generando una forma específica de discriminación.

d)  Acoso  discriminatorio:  Cualquier  conducta  realizada  por  razón  de  alguna  de  las  causas  de
discriminación previstas en esta ley, con el objetivo o la consecuencia de atentar contra la dignidad
de una persona o grupo en que se integra y de crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante,
humillante u ofensivo.

e) Discriminación por asociación y discriminación por error: Existe discriminación por asociación
cuando una persona o grupo en que se integra, debido a su relación con otra sobre la que concurra
alguna de las causas de discriminación por razón de orientación e identidad sexual, expresión de
género o características sexuales, es objeto de un trato discriminatorio.

La discriminación por error es aquella que se funda en una apreciación incorrecta acerca de las
características de la persona o personas discriminadas.

f) Medidas de acción positiva: Diferencias de trato orientadas a prevenir, eliminar y, en su caso,
compensar cualquier forma de discriminación o desventaja en su dimensión colectiva o social. Tales
medidas serán aplicables en tanto subsistan las situaciones de discriminación o las desventajas que
las  justifican y habrán de ser  razonables y proporcionadas  en relación con los  medios para su
desarrollo y los objetivos que persigan.

g) Intersexualidad: La condición de aquellas personas nacidas con unas características biológicas,
anatómicas  o  fisiológicas,  una  anatomía  sexual,  unos  órganos  reproductivos  o  un  patrón
cromosómico que no se corresponden con las nociones socialmente establecidas de los cuerpos
masculinos o femeninos.

h) Orientación sexual: Atracción física, sexual o afectiva hacia una persona.
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La orientación sexual puede ser heterosexual, cuando se siente atracción física, sexual o afectiva
únicamente hacia personas de distinto sexo; homosexual, cuando se siente atracción física, sexual o
afectiva únicamente hacia personas del mismo sexo; o bisexual, cuando se siente atracción física,
sexual o afectiva hacia personas de diferentes sexos, no necesariamente al mismo tiempo, de la
misma manera, en el mismo grado ni con la misma intensidad.

Las personas homosexuales pueden ser gais, si son hombres, o lesbianas, si son mujeres.

i)  Identidad sexual:  Vivencia interna e individual del sexo tal  y como cada persona la siente y
autodefine, pudiendo o no corresponder con el sexo asignado al nacer.

j) Expresión de género: Manifestación que cada persona hace de su identidad sexual.

k) Persona trans: Persona cuya identidad sexual no se corresponde con el sexo asignado al nacer.

l)  Familia  LGTBI:  Aquella  en  la  que  uno  o  más  de  sus  integrantes  son  personas  LGTBI,
englobándose dentro de ellas las familias homoparentales, es decir, las compuestas por personas
lesbianas, gais o bisexuales con descendientes menores de edad que se encuentran de forma estable
bajo guardia, tutela o patria potestad, o con descendientes mayores de edad con discapacidad a
cargo.

m) LGTBIfobia: Toda actitud, conducta o discurso de rechazo, repudio, prejuicio, discriminación o
intolerancia hacia las personas LGTBI por el hecho de serlo, o ser percibidas como tales.

n) Homofobia: Toda actitud, conducta o discurso de rechazo, repudio, prejuicio, discriminación o
intolerancia hacia las personas homosexuales por el hecho de serlo, o ser percibidas como tales.

ñ)  Bifobia:  Toda  actitud,  conducta  o  discurso  de  rechazo,  repudio,  prejuicio,  discriminación  o
intolerancia hacia las personas bisexuales por el hecho de serlo, o ser percibidas como tales.

o) Transfobia: Toda actitud, conducta o discurso de rechazo, repudio, prejuicio, discriminación o
intolerancia hacia las personas trans por el hecho de serlo, o ser percibidas como tales.

p)  Inducción,  orden  o  instrucción  de  discriminar:  Es  discriminatoria  toda  inducción,  orden  o
instrucción de discriminar por cualquiera de las causas establecidas en esta ley. La inducción ha de
ser concreta, directa y eficaz para hacer surgir en otra persona una actuación discriminatoria.
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Tema  3.–  El  personal  al  servicio  de  las  administraciones
Públicas: Derechos y deberes.

Bibliografia: 

• Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.

• Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León.

Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de
la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.

TÍTULO III

Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos

CAPÍTULO I

Derechos de los empleados públicos

Artículo 14. Derechos individuales.

Los empleados públicos tienen los siguientes derechos de carácter individual en correspondencia
con la naturaleza jurídica de su relación de servicio:

a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.

b) Al desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición profesional y de acuerdo
con la progresión alcanzada en su carrera profesional.

c) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios constitucionales de
igualdad, mérito y capacidad mediante la implantación de sistemas objetivos y transparentes de
evaluación.

d) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.

e) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios y
a ser informado por sus superiores de las tareas a desarrollar.

f) A la defensa jurídica y protección de la Administración Pública en los procedimientos que se
sigan ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones
o cargos públicos.

g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades
profesionales, preferentemente en horario laboral.

h) Al respeto de su intimidad, orientación e identidad sexual, expresión de género, características
sexuales, propia imagen y dignidad en el trabajo, especialmente frente al acoso sexual y por razón
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de sexo, de orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales, moral y
laboral.

i) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación
e identidad sexual, expresión de género, características sexuales, religión o convicciones, opinión,
discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

j) A la adopción de medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.

j bis) A la intimidad en el uso de dispositivos digitales puestos a su disposición y frente al uso de
dispositivos de videovigilancia y geolocalización, así como a la desconexión digital en los términos
establecidos en la legislación vigente en materia de protección de datos personales y garantía de los
derechos digitales.

k) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.

l) A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.

m) A las vacaciones, descansos, permisos y licencias.

n) A la jubilación según los términos y condiciones establecidas en las normas aplicables.

o) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que les sea de aplicación.

p) A la libre asociación profesional.

q) A los demás derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.

Artículo 15. Derechos individuales ejercidos colectivamente.

Los  empleados  públicos  tienen  los  siguientes  derechos  individuales  que  se  ejercen  de  forma
colectiva:

a) A la libertad sindical.

b) A la negociación colectiva y a la participación en la determinación de las condiciones de trabajo.

c) Al ejercicio de la huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales de la
comunidad.

d) Al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la legislación aplicable en
cada caso.

e) Al de reunión, en los términos establecidos en el artículo 46 de este Estatuto.

CAPÍTULO II

Derecho a la carrera profesional y a la promoción interna. La evaluación del desempeño

Artículo 16. Concepto, principios y modalidades de la carrera profesional de los funcionarios de carrera.

1. Los funcionarios de carrera tendrán derecho a la promoción profesional.

2. La carrera profesional es el conjunto ordenado de oportunidades de ascenso y expectativas de
progreso profesional conforme a los principios de igualdad, mérito y capacidad.
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A tal objeto las Administraciones Públicas promoverán la actualización y perfeccionamiento de la
cualificación profesional de sus funcionarios de carrera.

3. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto regularán la carrera
profesional aplicable en cada ámbito que podrán consistir, entre otras, en la aplicación aislada o
simultánea de alguna o algunas de las siguientes modalidades:

a) Carrera horizontal, que consiste en la progresión de grado, categoría, escalón u otros conceptos
análogos, sin necesidad de cambiar de puesto de trabajo y de conformidad con lo establecido en la
letra b) del artículo 17 y en el apartado 3 del artículo 20 de este Estatuto.

b)  Carrera  vertical,  que  consiste  en  el  ascenso  en  la  estructura  de  puestos  de  trabajo  por  los
procedimientos de provisión establecidos en el capítulo III del título V de este Estatuto.

c) Promoción interna vertical, que consiste en el ascenso desde un cuerpo o escala de un Subgrupo,
o Grupo de clasificación profesional en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo, a otro superior,
de acuerdo con lo establecido en el artículo 18.

d) Promoción interna horizontal, que consiste en el acceso a cuerpos o escalas del mismo Subgrupo
profesional, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18.

4. Los funcionarios de carrera podrán progresar simultáneamente en las modalidades de carrera
horizontal y vertical cuando la Administración correspondiente las haya implantado en un mismo
ámbito.

Artículo 17. Carrera horizontal de los funcionarios de carrera.

Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto podrán regular la
carrera horizontal de los funcionarios de carrera, pudiendo aplicar, entre otras, las siguientes reglas:

a) Se articulará un sistema de grados, categorías o escalones de ascenso fijándose la remuneración a
cada  uno  de  ellos.  Los  ascensos  serán  consecutivos  con  carácter  general,  salvo  en  aquellos
supuestos excepcionales en los que se prevea otra posibilidad.

b) Se deberá valorar la trayectoria y actuación profesional, la calidad de los trabajos realizados, los
conocimientos adquiridos y el resultado de la evaluación del desempeño. Podrán incluirse asimismo
otros méritos y aptitudes por razón de la especificidad de la función desarrollada y la experiencia
adquirida.

Artículo 18. Promoción interna de los funcionarios de carrera.

1. La promoción interna se realizará mediante procesos selectivos que garanticen el cumplimiento
de los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad así como los contemplados en el
artículo 55.2 de este Estatuto.

2. Los funcionarios deberán poseer los requisitos exigidos para el ingreso, tener una antigüedad de,
al menos, dos años de servicio activo en el inferior Subgrupo, o Grupo de clasificación profesional,
en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo y superar las correspondientes pruebas selectivas.

3. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto articularán los sistemas
para realizar la promoción interna, así como también podrán determinar los cuerpos y escalas a los
que podrán acceder los funcionarios de carrera pertenecientes a otros de su mismo Subgrupo.
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Asimismo las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto podrán
determinar los cuerpos y escalas a los que podrán acceder los funcionarios de carrera pertenecientes
a otros de su mismo Subgrupo.

4. Las Administraciones Públicas adoptarán medidas que incentiven la participación de su personal
en los procesos selectivos de promoción interna y para la progresión en la carrera profesional.

Artículo 19. Carrera profesional y promoción del personal laboral.

1. El personal laboral tendrá derecho a la promoción profesional.

2.  La  carrera  profesional  y  la  promoción del  personal  laboral  se  hará  efectiva  a  través  de  los
procedimientos previstos en el Estatuto de los Trabajadores o en los convenios colectivos.

Artículo 20. La evaluación del desempeño.

1. Las Administraciones Públicas establecerán sistemas que permitan la evaluación del desempeño
de sus empleados.

La evaluación del desempeño es el procedimiento mediante el cual se mide y valora la conducta
profesional y el rendimiento o el logro de resultados.

2.  Los  sistemas  de  evaluación  del  desempeño  se  adecuarán,  en  todo  caso,  a  criterios  de
transparencia, objetividad, imparcialidad y no discriminación y se aplicarán sin menoscabo de los
derechos de los empleados públicos.

3. Las Administraciones Públicas determinarán los efectos de la evaluación en la carrera profesional
horizontal, la formación, la provisión de puestos de trabajo y en la percepción de las retribuciones
complementarias previstas en el artículo 24 del presente Estatuto.

4. La continuidad en un puesto de trabajo obtenido por concurso quedará vinculada a la evaluación
del  desempeño  de  acuerdo  con  los  sistemas  de  evaluación  que  cada  Administración  Pública
determine, dándose audiencia al interesado, y por la correspondiente resolución motivada.

5. La aplicación de la carrera profesional horizontal, de las retribuciones complementarias derivadas
del apartado c) del artículo 24 del presente Estatuto y el cese del puesto de trabajo obtenido por el
procedimiento de concurso requerirán la aprobación previa, en cada caso, de sistemas objetivos que
permitan evaluar el desempeño de acuerdo con lo establecido en los apartados 1 y 2 de este artículo.

CAPÍTULO III

Derechos retributivos

Artículo 21. Determinación de las cuantías y de los incrementos retributivos.

1.  Las  cuantías  de  las  retribuciones  básicas  y  el  incremento  de  las  cuantías  globales  de  las
retribuciones complementarias de los funcionarios, así como el incremento de la masa salarial del
personal laboral, deberán reflejarse para cada ejercicio presupuestario en la correspondiente ley de
presupuestos.

2. No podrán acordarse incrementos retributivos que globalmente supongan un incremento de la
masa salarial superior a los límites fijados anualmente en la Ley de Presupuestos Generales del
Estado para el personal.
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Artículo 22. Retribuciones de los funcionarios.

1. Las retribuciones de los funcionarios de carrera se clasifican en básicas y complementarias.

2. Las retribuciones básicas son las que retribuyen al funcionario según la adscripción de su cuerpo
o escala a un determinado Subgrupo o Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que
éste no tenga Subgrupo, y por su antigüedad en el mismo. Dentro de ellas están comprendidas los
componentes de sueldo y trienios de las pagas extraordinarias.

3. Las retribuciones complementarias son las que retribuyen las características de los puestos de
trabajo,  la  carrera  profesional  o  el  desempeño,  rendimiento  o  resultados  alcanzados  por  el
funcionario.

4.  Las pagas extraordinarias serán dos al  año, cada una por el  importe de una mensualidad de
retribuciones básicas y de la totalidad de las retribuciones complementarias, salvo aquéllas a las que
se refieren los apartados c) y d) del artículo 24.

5. No podrá percibirse participación en tributos o en cualquier otro ingreso de las Administraciones
Públicas como contraprestación de cualquier servicio, participación o premio en multas impuestas,
aun cuando estuviesen normativamente atribuidas a los servicios.

Artículo 23. Retribuciones básicas.

Las retribuciones básicas, que se fijan en la Ley de Presupuestos Generales del Estado, estarán
integradas única y exclusivamente por:

a) El sueldo asignado a cada Subgrupo o Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que
éste no tenga Subgrupo.

b) Los trienios, que consisten en una cantidad, que será igual para cada Subgrupo o Grupo de
clasificación profesional,  en el  supuesto de que éste no tenga Subgrupo, por cada tres años de
servicio.

Artículo 24. Retribuciones complementarias.

La cuantía y estructura de las retribuciones complementarias de los funcionarios se establecerán por
las correspondientes leyes de cada Administración Pública atendiendo, entre otros, a los siguientes
factores:

a) La progresión alcanzada por el funcionario dentro del sistema de carrera administrativa.

b)  La  especial  dificultad técnica,  responsabilidad,  dedicación,  incompatibilidad  exigible  para  el
desempeño de determinados puestos de trabajo o las condiciones en que se desarrolla el trabajo.

c)  El  grado de interés,  iniciativa o esfuerzo con que el  funcionario desempeña su trabajo y el
rendimiento o resultados obtenidos.

d) Los servicios extraordinarios prestados fuera de la jornada normal de trabajo.

Artículo 25. Retribuciones de los funcionarios interinos.

1.  Los  funcionarios  interinos  percibirán  las  retribuciones  básicas  y  las  pagas  extraordinarias
correspondientes  al  Subgrupo  o  Grupo  de  adscripción,  en  el  supuesto  de  que  éste  no  tenga
Subgrupo. Percibirán asimismo las retribuciones complementarias a que se refieren los apartados b),
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c) y d) del artículo 24 y las correspondientes a la categoría de entrada en el cuerpo o escala en el
que se le nombre.

2. Se reconocerán los trienios correspondientes a los servicios prestados antes de la entrada en vigor
del presente Estatuto que tendrán efectos retributivos únicamente a partir de la entrada en vigor del
mismo.

Artículo 26. Retribuciones de los funcionarios en prácticas.

Las Administraciones Públicas determinarán las retribuciones de los funcionarios en prácticas que,
como mínimo, se corresponderán a las del sueldo del Subgrupo o Grupo, en el supuesto de que éste
no tenga Subgrupo, en que aspiren a ingresar.

Artículo 27. Retribuciones del personal laboral.

Las retribuciones del personal  laboral  se  determinarán de acuerdo con la legislación laboral,  el
convenio colectivo que sea aplicable y el contrato de trabajo, respetando en todo caso lo establecido
en el artículo 21 del presente Estatuto.

Artículo 28. Indemnizaciones.

Los funcionarios percibirán las indemnizaciones correspondientes por razón del servicio.

Artículo 29. Retribuciones diferidas.

Las Administraciones Públicas podrán destinar cantidades hasta el porcentaje de la masa salarial
que  se  fije  en  las  correspondientes  Leyes  de  Presupuestos  Generales  del  Estado  a  financiar
aportaciones a planes de pensiones de empleo o contratos de seguro colectivos que incluyan la
cobertura de la contingencia de jubilación, para el personal incluido en sus ámbitos, de acuerdo con
lo establecido en la normativa reguladora de los Planes de Pensiones.

Las cantidades destinadas a financiar aportaciones a planes de pensiones o contratos de seguros
tendrán a todos los efectos la consideración de retribución diferida.

Artículo 30. Deducción de retribuciones.

1. Sin perjuicio de la sanción disciplinaria que pueda corresponder, la parte de jornada no realizada
dará lugar a la deducción proporcional de haberes, que no tendrá carácter sancionador.

2.  Quienes  ejerciten  el  derecho  de  huelga  no  devengarán  ni  percibirán  las  retribuciones
correspondientes al tiempo en que hayan permanecido en esa situación sin que la deducción de
haberes que se efectúe tenga carácter de sanción, ni afecte al régimen respectivo de sus prestaciones
sociales.

CAPÍTULO IV

Derecho a la negociación colectiva, representación y participación institucional. Derecho de
reunión

Artículo 31. Principios generales.

1. Los empleados públicos tienen derecho a la negociación colectiva, representación y participación
institucional para la determinación de sus condiciones de trabajo.
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2.  Por  negociación  colectiva,  a  los  efectos  de  esta  ley,  se  entiende  el  derecho  a  negociar  la
determinación de condiciones de trabajo de los empleados de la Administración Pública.

3. Por representación, a los efectos de esta ley, se entiende la facultad de elegir representantes y
constituir  órganos  unitarios  a  través  de  los  cuales  se  instrumente  la  interlocución  entre  las
Administraciones Públicas y sus empleados.

4. Por participación institucional, a los efectos de esta ley, se entiende el derecho a participar, a
través de las organizaciones sindicales, en los órganos de control y seguimiento de las entidades u
organismos que legalmente se determine.

5. El ejercicio de los derechos establecidos en este artículo se garantiza y se lleva a cabo a través de
los órganos y sistemas específicos regulados en el presente capítulo, sin perjuicio de otras formas de
colaboración entre las Administraciones Públicas y sus empleados públicos o los representantes de
éstos.

6.  Las  organizaciones  sindicales  más representativas  en el  ámbito  de  la  Función Pública  están
legitimadas  para  la  interposición  de  recursos  en  vía  administrativa  y  jurisdiccional  contra  las
resoluciones de los órganos de selección.

7.  El  ejercicio  de  los  derechos  establecidos  en  este  capítulo  deberá  respetar  en  todo  caso  el
contenido del presente Estatuto y las leyes de desarrollo previstas en el mismo.

8. Los procedimientos para determinar condiciones de trabajo en las Administraciones Públicas
tendrán en cuenta las previsiones establecidas en los convenios y acuerdos de carácter internacional
ratificados por España.

Artículo 32. Negociación colectiva, representación y participación del personal laboral.

1. La negociación colectiva, representación y participación de los empleados públicos con contrato
laboral  se  regirá  por  la  legislación laboral,  sin  perjuicio de  los  preceptos  de este  capítulo que
expresamente les son de aplicación.

2. Se garantiza el cumplimiento de los convenios colectivos y acuerdos que afecten al personal
laboral,  salvo  cuando excepcionalmente  y  por  causa  grave  de  interés  público  derivada  de  una
alteración  sustancial  de  las  circunstancias  económicas,  los  órganos  de  gobierno  de  las
Administraciones  Públicas  suspendan o modifiquen el  cumplimiento de  convenios  colectivos  o
acuerdos ya firmados en la medida estrictamente necesaria para salvaguardar el interés público.

En este supuesto, las Administraciones Públicas deberán informar a las organizaciones sindicales de
las causas de la suspensión o modificación.

Artículo 33. Negociación colectiva.

1. La negociación colectiva de condiciones de trabajo de los funcionarios públicos que estará sujeta
a los principios de legalidad, cobertura presupuestaria, obligatoriedad, buena fe negocial, publicidad
y transparencia, se efectuará mediante el ejercicio de la capacidad representativa reconocida a las
organizaciones sindicales en los artículos 6.3.c); 7.1 y 7.2 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de
agosto, de Libertad Sindical, y lo previsto en este capítulo.

A este  efecto,  se  constituirán  Mesas  de  Negociación  en  las  que  estarán  legitimados para  estar
presentes, por una parte, los representantes de la Administración Pública correspondiente, y por

91



otra, las organizaciones sindicales más representativas a nivel estatal, las organizaciones sindicales
más representativas de comunidad autónoma, así como los sindicatos que hayan obtenido el 10 por
100 o más de los representantes en las elecciones para Delegados y Juntas de Personal, en las
unidades electorales comprendidas en el ámbito específico de su constitución.

2. Las Administraciones Públicas podrán encargar el desarrollo de las actividades de negociación
colectiva  a  órganos  creados  por  ellas,  de  naturaleza  estrictamente  técnica,  que  ostentarán  su
representación en la negociación colectiva previas las instrucciones políticas correspondientes y sin
perjuicio de la ratificación de los acuerdos alcanzados por los órganos de gobierno o administrativos
con competencia para ello.

Artículo 34. Mesas de Negociación.

1. A los efectos de la negociación colectiva de los funcionarios públicos, se constituirá una Mesa
General de Negociación en el ámbito de la Administración General del Estado, así como en cada
una de las Comunidades Autónomas, ciudades de Ceuta y Melilla y Entidades Locales.

2.  Se reconoce la  legitimación negocial  de las  asociaciones de municipios,  así  como la  de las
Entidades Locales de ámbito supramunicipal. A tales efectos, los municipios podrán adherirse con
carácter previo o de manera sucesiva a la negociación colectiva que se lleve a cabo en el ámbito
correspondiente.

Asimismo, una Administración o Entidad Pública podrá adherirse a los acuerdos alcanzados dentro
del  territorio  de  cada  comunidad  autónoma,  o  a  los  acuerdos  alcanzados  en  un  ámbito
supramunicipal.

3. Son competencias propias de las Mesas Generales la negociación de las materias relacionadas
con condiciones de trabajo comunes a los funcionarios de su ámbito.

4.  Dependiendo de  las  Mesas  Generales  de  Negociación  y  por  acuerdo de  las  mismas  podrán
constituirse  Mesas  Sectoriales,  en  atención  a  las  condiciones  específicas  de  trabajo  de  las
organizaciones  administrativas  afectadas  o  a  las  peculiaridades  de  sectores  concretos  de
funcionarios públicos y a su número.

5. La competencia de las Mesas Sectoriales se extenderá a los temas comunes a los funcionarios del
sector que no hayan sido objeto de decisión por parte de la Mesa General respectiva o a los que ésta
explícitamente les reenvíe o delegue.

6. El proceso de negociación se abrirá, en cada Mesa, en la fecha que, de común acuerdo, fijen la
Administración correspondiente y la mayoría de la representación sindical. A falta de acuerdo, el
proceso se iniciará  en el  plazo máximo de un mes desde que la  mayoría  de una de las partes
legitimadas lo promueva, salvo que existan causas legales o pactadas que lo impidan.

7. Ambas partes estarán obligadas a negociar bajo el  principio de la buena fe y proporcionarse
mutuamente la información que precisen relativa a la negociación.

Artículo 35. Constitución y composición de las Mesas de Negociación.

1. Las Mesas a que se refieren los artículos 34, 36.3 y disposición adicional duodécima de este
Estatuto  quedarán  válidamente  constituidas  cuando,  además  de  la  representación  de  la
Administración correspondiente, y sin perjuicio del derecho de todas las organizaciones sindicales
legitimadas  a  participar  en  ellas  en  proporción  a  su  representatividad,  tales  organizaciones
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sindicales representen, como mínimo, la mayoría absoluta de los miembros de los órganos unitarios
de representación en el ámbito de que se trate.

2. Las variaciones en la representatividad sindical, a efectos de modificación en la composición de
las Mesas de Negociación, serán acreditadas por las organizaciones sindicales interesadas, mediante
el correspondiente certificado de la Oficina Pública de Registro competente, cada dos años a partir
de la fecha inicial de constitución de las citadas Mesas.

3. La designación de los componentes de las Mesas corresponderá a las partes negociadoras que
podrán contar con la asistencia en las deliberaciones de asesores, que intervendrán con voz, pero sin
voto.

4. En las normas de desarrollo del presente Estatuto se establecerá la composición numérica de las
Mesas correspondientes a sus ámbitos, sin que ninguna de las partes pueda superar el número de
quince miembros.

Artículo 36. Mesas Generales de Negociación.

1.  Se  constituye  una  Mesa  General  de  Negociación  de  las  Administraciones  Públicas.  La
representación de éstas será unitaria, estará presidida por la Administración General del Estado y
contará con representantes de las Comunidades Autónomas, de las ciudades de Ceuta y Melilla y de
la Federación Española de Municipios y Provincias, en función de las materias a negociar.

La representación de las organizaciones sindicales legitimadas para estar presentes de acuerdo con
lo dispuesto en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical,
se  distribuirá  en  función  de  los  resultados  obtenidos  en  las  elecciones  a  los  órganos  de
representación del personal, Delegados de Personal, Juntas de Personal y Comités de Empresa, en el
conjunto de las Administraciones Públicas.

2. Serán materias objeto de negociación en esta Mesa las relacionadas en el artículo 37 de este
Estatuto que resulten susceptibles de regulación estatal con carácter de norma básica, sin perjuicio
de los acuerdos a que puedan llegar las comunidades autónomas en su correspondiente ámbito
territorial en virtud de sus competencias exclusivas y compartidas en materia de Función Pública.

Será específicamente objeto de negociación en el ámbito de la Mesa General de Negociación de las
Administraciones Públicas el incremento global de las retribuciones del personal al servicio de las
Administraciones  Públicas  que  corresponda  incluir  en  el  Proyecto  de  Ley  de  Presupuestos
Generales del Estado de cada año.

3. Para la negociación de todas aquellas materias y condiciones de trabajo comunes al personal
funcionario,  estatutario  y  laboral  de  cada  Administración  Pública,  se  constituirá  en  la
Administración General del Estado, en cada una de las comunidades autónomas, ciudades de Ceuta
y Melilla y entidades locales una Mesa General de Negociación.

Son de aplicación a estas Mesas Generales los criterios establecidos en el apartado anterior sobre
representación  de  las  organizaciones  sindicales  en  la  Mesa  General  de  Negociación  de  las
Administraciones Públicas, tomando en consideración en cada caso los resultados obtenidos en las
elecciones a los órganos de representación del personal funcionario y laboral del correspondiente
ámbito de representación.
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Además, también estarán presentes en estas Mesas Generales,  las organizaciones sindicales que
formen parte de la Mesa General de Negociación de las Administraciones Públicas siempre que
hubieran obtenido el 10 por 100 de los representantes a personal funcionario o personal laboral en el
ámbito correspondiente a la Mesa de que se trate.

Artículo 37. Materias objeto de negociación.

1. Serán objeto de negociación, en su ámbito respectivo y en relación con las competencias de cada
Administración  Pública  y  con  el  alcance  que  legalmente  proceda  en  cada  caso,  las  materias
siguientes:

a) La aplicación del incremento de las retribuciones del personal al servicio de las Administraciones
Públicas que se establezca en la Ley de Presupuestos Generales del Estado y de las comunidades
autónomas.

b) La determinación y aplicación de las retribuciones complementarias de los funcionarios.

c) Las normas que fijen los criterios generales en materia de acceso, carrera, provisión, sistemas de
clasificación de puestos de trabajo, y planes e instrumentos de planificación de recursos humanos.

d)  Las  normas  que  fijen  los  criterios  y  mecanismos  generales  en  materia  de  evaluación  del
desempeño.

e) Los planes de Previsión Social Complementaria.

f) Los criterios generales de los planes y fondos para la formación y la promoción interna.

g) Los criterios generales para la  determinación de prestaciones sociales y  pensiones de clases
pasivas.

h) Las propuestas sobre derechos sindicales y de participación.

i) Los criterios generales de acción social.

j) Las que así se establezcan en la normativa de prevención de riesgos laborales.

k) Las que afecten a las condiciones de trabajo y a las retribuciones de los funcionarios,  cuya
regulación exija norma con rango de ley.

l) Los criterios generales sobre ofertas de empleo público.

m) Las referidas a calendario laboral, horarios, jornadas, vacaciones, permisos, movilidad funcional
y geográfica,  así  como los criterios generales  sobre la  planificación estratégica de los  recursos
humanos, en aquellos aspectos que afecten a condiciones de trabajo de los empleados públicos.

2. Quedan excluidas de la obligatoriedad de la negociación, las materias siguientes:

a) Las decisiones de las Administraciones Públicas que afecten a sus potestades de organización.

Cuando las consecuencias de las decisiones de las Administraciones Públicas que afecten a sus
potestades de organización tengan repercusión sobre condiciones de trabajo de los funcionarios
públicos contempladas en el apartado anterior, procederá la negociación de dichas condiciones con
las organizaciones sindicales a que se refiere este Estatuto.
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b) La regulación del ejercicio de los derechos de los ciudadanos y de los usuarios de los servicios
públicos, así como el procedimiento de formación de los actos y disposiciones administrativas.

c) La determinación de condiciones de trabajo del personal directivo.

d) Los poderes de dirección y control propios de la relación jerárquica.

e)  La  regulación  y determinación concreta,  en cada  caso,  de  los  sistemas,  criterios,  órganos  y
procedimientos de acceso al empleo público y la promoción profesional.

Artículo 38. Pactos y Acuerdos.

1.  En  el  seno  de  las  Mesas  de  Negociación  correspondientes,  los  representantes  de  las
Administraciones  Públicas  podrán  concertar  Pactos  y  Acuerdos  con  la  representación  de  las
organizaciones  sindicales  legitimadas  a  tales  efectos,  para  la  determinación  de  condiciones  de
trabajo de los funcionarios de dichas Administraciones.

2.  Los  Pactos  se  celebrarán  sobre  materias  que  se  correspondan  estrictamente  con  el  ámbito
competencial del órgano administrativo que lo suscriba y se aplicarán directamente al personal del
ámbito correspondiente.

3.  Los  Acuerdos  versarán  sobre  materias  competencia  de  los  órganos  de  gobierno  de  las
Administraciones Públicas. Para su validez y eficacia será necesaria su aprobación expresa y formal
por estos órganos. Cuando tales Acuerdos hayan sido ratificados y afecten a temas que pueden ser
decididos  de  forma  definitiva  por  los  órganos  de  gobierno,  el  contenido  de  los  mismos  será
directamente  aplicable  al  personal  incluido  en  su  ámbito  de  aplicación,  sin  perjuicio  de  que  a
efectos  formales  se  requiera  la  modificación  o  derogación,  en  su  caso,  de  la  normativa
reglamentaria correspondiente.

Si los Acuerdos ratificados tratan sobre materias sometidas a reserva de ley que, en consecuencia,
sólo pueden ser determinadas definitivamente por las Cortes Generales o las asambleas legislativas
de las comunidades autónomas,  su contenido carecerá de eficacia  directa.  No obstante,  en este
supuesto,  el  órgano  de  gobierno  respectivo  que  tenga  iniciativa  legislativa  procederá  a  la
elaboración,  aprobación  y  remisión  a  las  Cortes  Generales  o  asambleas  legislativas  de  las
comunidades autónomas del correspondiente proyecto de ley conforme al contenido del Acuerdo y
en el plazo que se hubiera acordado.

Cuando exista falta de ratificación de un Acuerdo o, en su caso, una negativa expresa a incorporar
lo acordado en el proyecto de ley correspondiente, se deberá iniciar la renegociación de las materias
tratadas en el plazo de un mes, si así lo solicitara al menos la mayoría de una de las partes.

4. Los Pactos y Acuerdos deberán determinar las partes que los conciertan, el ámbito personal,
funcional, territorial y temporal, así como la forma, plazo de preaviso y condiciones de denuncia de
los mismos.

5.  Se  establecerán  Comisiones  Paritarias  de  seguimiento  de  los  Pactos  y  Acuerdos  con  la
composición y funciones que las partes determinen.

6. Los Pactos celebrados y los Acuerdos, una vez ratificados, deberán ser remitidos a la Oficina
Pública  que  cada  Administración  competente  determine  y  la  Autoridad  respectiva  ordenará  su
publicación en el Boletín Oficial que corresponda en función del ámbito territorial.
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7. En el supuesto de que no se produzca acuerdo en la negociación o en la renegociación prevista en
el  último  párrafo  del  apartado  3  del  presente  artículo  y  una  vez  agotados,  en  su  caso,  los
procedimientos de solución extrajudicial de conflictos, corresponderá a los órganos de gobierno de
las  Administraciones  Públicas establecer  las condiciones de  trabajo de los  funcionarios  con las
excepciones contempladas en los apartados 11, 12 y 13 del presente artículo.

8. Los Pactos y Acuerdos que,  de conformidad con lo establecido en el  artículo 37, contengan
materias y condiciones generales de trabajo comunes al personal funcionario y laboral, tendrán la
consideración y efectos  previstos  en este  artículo para los  funcionarios  y en el  artículo 83 del
Estatuto de los Trabajadores para el personal laboral.

9. Los Pactos y Acuerdos en sus respectivos ámbitos y en relación con las competencias de cada
Administración Pública, podrán establecer la estructura de la negociación colectiva así como fijar
las reglas que han de resolver los conflictos de concurrencia entre las negociaciones de distinto
ámbito y los criterios de primacía y complementariedad entre las diferentes unidades negociadoras.

10. Se garantiza el cumplimiento de los Pactos y Acuerdos, salvo cuando excepcionalmente y por
causa  grave  de  interés  público  derivada  de  una  alteración  sustancial  de  las  circunstancias
económicas, los órganos de gobierno de las Administraciones Públicas suspendan o modifiquen el
cumplimiento  de  Pactos  y  Acuerdos  ya  firmados,  en  la  medida  estrictamente  necesaria  para
salvaguardar el interés público.

En este supuesto, las Administraciones Públicas deberán informar a las organizaciones sindicales de
las causas de la suspensión o modificación.

11. Salvo acuerdo en contrario, los Pactos y Acuerdos se prorrogarán de año en año si no mediara
denuncia expresa de una de las partes.

12. La vigencia del contenido de los Pactos y Acuerdos una vez concluida su duración, se producirá
en los términos que los mismos hubieren establecido.

13. Los Pactos y Acuerdos que sucedan a otros anteriores los derogan en su integridad, salvo los
aspectos que expresamente se acuerde mantener.

Artículo 39. Órganos de representación.

1. Los órganos específicos de representación de los funcionarios son los Delegados de Personal y
las Juntas de Personal.

2. En las unidades electorales donde el número de funcionarios sea igual o superior a 6 e inferior a
50, su representación corresponderá a los Delegados de Personal. Hasta 30 funcionarios se elegirá
un  Delegado,  y  de  31  a  49  se  elegirán  tres,  que  ejercerán  su  representación  conjunta  y
mancomunadamente.

3. Las Juntas de Personal se constituirán en unidades electorales que cuenten con un censo mínimo
de 50 funcionarios.

4. El establecimiento de las unidades electorales se regulará por el Estado y por cada Comunidad
Autónoma  dentro  del  ámbito  de  sus  competencias  legislativas.  Previo  acuerdo  con  las
Organizaciones Sindicales legitimadas en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de
agosto,  de Libertad Sindical,  los  órganos de gobierno de las  Administraciones  Públicas  podrán
modificar o establecer unidades electorales en razón del número y peculiaridades de sus colectivos,
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adecuando la configuración de las mismas a  las estructuras  administrativas o a los ámbitos de
negociación constituidos o que se constituyan.

5. Cada Junta de Personal se compone de un número de representantes, en función del número de
funcionarios  de  la  Unidad  electoral  correspondiente,  de  acuerdo  con  la  siguiente  escala,  en
coherencia con lo establecido en el Estatuto de los Trabajadores:

De 50 a 100 funcionarios: 5.

De 101 a 250 funcionarios: 9.

De 251 a 500 funcionarios: 13.

De 501 a 750 funcionarios: 17.

De 751 a 1.000 funcionarios: 21.

De 1.001 en adelante, dos por cada 1.000 o fracción, con el máximo de 75.

6. Las Juntas de Personal elegirán de entre sus miembros un Presidente y un Secretario y elaborarán
su  propio  reglamento  de  procedimiento,  que  no  podrá  contravenir  lo  dispuesto  en  el  presente
Estatuto y legislación de desarrollo, remitiendo copia del mismo y de sus modificaciones al órgano
u órganos competentes en materia de personal que cada Administración determine. El reglamento y
sus modificaciones deberán ser aprobados por los votos favorables de, al menos, dos tercios de sus
miembros.

Artículo 40. Funciones y legitimación de los órganos de representación.

1. Las Juntas de Personal y los Delegados de Personal, en su caso, tendrán las siguientes funciones,
en sus respectivos ámbitos:

a)  Recibir  información,  sobre  la  política  de  personal,  así  como sobre  los  datos  referentes  a  la
evolución de  las  retribuciones,  evolución  probable  del  empleo  en  el  ámbito  correspondiente  y
programas de mejora del rendimiento.

b) Emitir informe, a solicitud de la Administración Pública correspondiente, sobre el traslado total o
parcial de las instalaciones e implantación o revisión de sus sistemas de organización y métodos de
trabajo.

c) Ser informados de todas las sanciones impuestas por faltas muy graves.

d) Tener conocimiento y ser oídos en el establecimiento de la jornada laboral y horario de trabajo,
así como en el régimen de vacaciones y permisos.

e) Vigilar el cumplimiento de las normas vigentes en materia de condiciones de trabajo, prevención
de riesgos laborales, Seguridad Social y empleo y ejercer, en su caso, las acciones legales oportunas
ante los organismos competentes.

f) Colaborar con la Administración correspondiente para conseguir el establecimiento de cuantas
medidas procuren el mantenimiento e incremento de la productividad.

2. Las Juntas de Personal, colegiadamente, por decisión mayoritaria de sus miembros y, en su caso,
los Delegados de Personal, mancomunadamente, estarán legitimados para iniciar, como interesados,
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los correspondientes procedimientos administrativos y ejercitar las acciones en vía administrativa o
judicial en todo lo relativo al ámbito de sus funciones.

Artículo 41. Garantías de la función representativa del personal.

1.  Los  miembros  de  las  Juntas  de  Personal  y  los  Delegados  de  Personal,  en  su  caso,  como
representantes legales de los funcionarios, dispondrán en el ejercicio de su función representativa de
las siguientes garantías y derechos:

a) El acceso y libre circulación por las dependencias de su unidad electoral, sin que se entorpezca el
normal  funcionamiento de las correspondientes unidades administrativas,  dentro de los horarios
habituales de trabajo y con excepción de las zonas que se reserven de conformidad con lo dispuesto
en la legislación vigente.

b) La distribución libre de las publicaciones que se refieran a cuestiones profesionales y sindicales.

c)  La  audiencia  en  los  expedientes  disciplinarios  a  que  pudieran  ser  sometidos  sus  miembros
durante el tiempo de su mandato y durante el año inmediatamente posterior, sin perjuicio de la
audiencia al interesado regulada en el procedimiento sancionador.

d) Un crédito de horas mensuales dentro de la jornada de trabajo y retribuidas como de trabajo
efectivo, de acuerdo con la siguiente escala:

Hasta 100 funcionarios: 15.

De 101 a 250 funcionarios: 20.

De 251 a 500 funcionarios: 30.

De 501 a 750 funcionarios: 35.

De 751 en adelante: 40.

Los miembros de la Junta de Personal y Delegados de Personal de la misma candidatura que así lo
manifiesten podrán proceder, previa comunicación al órgano que ostente la Jefatura de Personal
ante la que aquélla ejerza su representación, a la acumulación de los créditos horarios.

e)  No  ser  trasladados  ni  sancionados  por  causas  relacionadas  con  el  ejercicio  de  su  mandato
representativo, ni durante la vigencia del mismo, ni en el año siguiente a su extinción, exceptuando
la extinción que tenga lugar por revocación o dimisión.

2. Los miembros de las Juntas de Personal y los Delegados de Personal no podrán ser discriminados
en su formación ni  en su promoción económica o profesional  por  razón del  desempeño de  su
representación.

3. Cada uno de los miembros de la Junta de Personal y ésta como órgano colegiado, así como los
Delegados de Personal, en su caso, observarán sigilo profesional en todo lo referente a los asuntos
en que la Administración señale expresamente el  carácter reservado, aún después de expirar su
mandato. En todo caso, ningún documento reservado entregado por la Administración podrá ser
utilizado fuera del estricto ámbito de la Administración para fines distintos de los que motivaron su
entrega.

98



Artículo 42. Duración de la representación.

El mandato de los miembros de las Juntas de Personal y de los Delegados de Personal, en su caso,
será de cuatro años, pudiendo ser reelegidos. El mandato se entenderá prorrogado si, a su término,
no se hubiesen promovido nuevas elecciones, sin que los representantes con mandato prorrogado se
contabilicen a efectos de determinar la capacidad representativa de los Sindicatos.

Artículo 43. Promoción de elecciones a Delegados y Juntas de Personal.

1. Podrán promover la celebración de elecciones a Delegados y Juntas de Personal, conforme a lo
previsto en el presente Estatuto y en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto,
de Libertad Sindical:

a) Los Sindicatos más representativos a nivel estatal.

b) Los sindicatos más representativos a nivel de comunidad autónoma, cuando la unidad electoral
afectada esté ubicada en su ámbito geográfico.

c) Los sindicatos que, sin ser más representativos, hayan conseguido al menos el 10 por 100 de los
representantes a los que se refiere este Estatuto en el conjunto de las Administraciones Públicas.

d) Los sindicatos que hayan obtenido al menos un porcentaje del 10 por 100 en la unidad electoral
en la que se pretende promover las elecciones.

e) Los funcionarios de la unidad electoral, por acuerdo mayoritario.

2. Los legitimados para promover elecciones tendrán, a este efecto, derecho a que la Administración
Pública correspondiente les suministre el censo de personal de las unidades electorales afectadas,
distribuido por organismos o centros de trabajo.

Artículo 44. Procedimiento electoral.

El procedimiento para la elección de las Juntas de Personal y para la elección de Delegados de
Personal se determinará reglamentariamente teniendo en cuenta los siguientes criterios generales:

a) La elección se realizará mediante sufragio personal, directo, libre y secreto que podrá emitirse
por correo o por otros medios telemáticos.

b) Serán electores y elegibles los funcionarios que se encuentren en la situación de servicio activo.
No tendrán la consideración de electores ni elegibles los funcionarios que ocupen puestos cuyo
nombramiento se efectúe a través de real decreto o por decreto de los consejos de gobierno de las
comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla.

c)  Podrán  presentar  candidaturas  las  organizaciones  sindicales  legalmente  constituidas  o  las
coaliciones de éstas,  y  los  grupos de electores  de una misma unidad electoral,  siempre que el
número de ellos sea equivalente, al menos, al triple de los miembros a elegir.

d) Las Juntas de Personal se elegirán mediante listas cerradas a través de un sistema proporcional
corregido, y los Delegados de Personal mediante listas abiertas y sistema mayoritario.

e)  Los  órganos  electorales  serán  las  Mesas  Electorales  que  se  constituyan para  la  dirección  y
desarrollo  del  procedimiento  electoral  y  las  oficinas  públicas  permanentes  para  el  cómputo  y
certificación de resultados reguladas en la normativa laboral.
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f)  Las  impugnaciones  se  tramitarán  conforme  a  un  procedimiento  arbitral,  excepto  las
reclamaciones contra las denegaciones de inscripción de actas electorales que podrán plantearse
directamente ante la jurisdicción social.

Artículo 45. Solución extrajudicial de conflictos colectivos.

1. Con independencia de las atribuciones fijadas por las partes a las comisiones paritarias previstas
en el artículo 38.5 para el conocimiento y resolución de los conflictos derivados de la aplicación e
interpretación  de  los  Pactos  y  Acuerdos,  las  Administraciones  Públicas  y  las  organizaciones
sindicales  a  que  se  refiere  el  presente  capítulo  podrán  acordar  la  creación,  configuración  y
desarrollo de sistemas de solución extrajudicial de conflictos colectivos.

2. Los conflictos a que se refiere el apartado anterior podrán ser los derivados de la negociación,
aplicación e interpretación de los Pactos y Acuerdos sobre las materias señaladas en el artículo 37,
excepto para aquellas en que exista reserva de ley.

3. Los sistemas podrán estar integrados por procedimientos de mediación y arbitraje. La mediación
será obligatoria cuando lo solicite una de las partes y las propuestas de solución que ofrezcan el
mediador o mediadores podrán ser libremente aceptadas o rechazadas por las mismas.

Mediante el procedimiento de arbitraje las partes podrán acordar voluntariamente encomendar a un
tercero la resolución del conflicto planteado, comprometiéndose de antemano a aceptar el contenido
de la misma.

4. El acuerdo logrado a través de la mediación o de la resolución de arbitraje tendrá la misma
eficacia jurídica y tramitación de los Pactos y Acuerdos regulados en el presente Estatuto, siempre
que quienes hubieran adoptado el acuerdo o suscrito el compromiso arbitral tuviesen la legitimación
que les permita acordar, en el ámbito del conflicto, un Pacto o Acuerdo conforme a lo previsto en
este Estatuto.

Estos  acuerdos  serán  susceptibles  de  impugnación.  Específicamente  cabrá  recurso  contra  la
resolución arbitral en el caso de que no se hubiesen observado en el desarrollo de la actuación
arbitral los requisitos y formalidades establecidos al efecto o cuando la resolución hubiese versado
sobre puntos no sometidos a su decisión, o que ésta contradiga la legalidad vigente.

5.  La  utilización  de  estos  sistemas  se  efectuará  conforme  a  los  procedimientos  que
reglamentariamente se determinen previo acuerdo con las organizaciones sindicales representativas.

Artículo 46. Derecho de reunión.

1.  Están  legitimados  para  convocar  una  reunión,  además  de  las  organizaciones  sindicales,
directamente o a través de los Delegados Sindicales:

a) Los Delegados de Personal.

b) Las Juntas de Personal.

c) Los Comités de Empresa.

d) Los empleados públicos de las Administraciones respectivas en número no inferior al 40 por 100
del colectivo convocado.
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2. Las reuniones en el centro de trabajo se autorizarán fuera de las horas de trabajo, salvo acuerdo
entre el órgano competente en materia de personal y quienes estén legitimados para convocarlas.

La celebración de la reunión no perjudicará la prestación de los servicios y los convocantes de la
misma serán responsables de su normal desarrollo.

CAPÍTULO V

Derecho a la jornada de trabajo, permisos y vacaciones

Artículo 47. Jornada de trabajo de los funcionarios públicos.

Las Administraciones Públicas establecerán la jornada general y las especiales de trabajo de sus
funcionarios públicos. La jornada de trabajo podrá ser a tiempo completo o a tiempo parcial.

Artículo 47 bis. Teletrabajo.

1. Se considera teletrabajo aquella modalidad de prestación de servicios a distancia en la que el
contenido competencial del puesto de trabajo puede desarrollarse, siempre que las necesidades del
servicio lo permitan, fuera de las dependencias de la Administración, mediante el uso de tecnologías
de la información y comunicación.

2.  La prestación del  servicio mediante  teletrabajo habrá de  ser  expresamente autorizada y será
compatible con la modalidad presencial. En todo caso, tendrá carácter voluntario y reversible salvo
en supuestos excepcionales debidamente justificados. Se realizará en los términos de las normas que
se dicten en desarrollo de este Estatuto, que serán objeto de negociación colectiva en el ámbito
correspondiente y contemplarán criterios objetivos en el acceso a esta modalidad de prestación de
servicio.

El teletrabajo deberá contribuir a una mejor organización del trabajo a través de la identificación de
objetivos y la evaluación de su cumplimiento.

3. El personal que preste sus servicios mediante teletrabajo tendrá los mismos deberes y derechos,
individuales y colectivos, recogidos en el presente Estatuto que el resto del personal que preste sus
servicios en modalidad presencial, incluyendo la normativa de prevención de riesgos laborales que
resulte aplicable, salvo aquellos que sean inherentes a la realización de la prestación del servicio de
manera presencial.

4. La Administración proporcionará y mantendrá a las personas que trabajen en esta modalidad, los
medios tecnológicos necesarios para su actividad.

5.  El  personal  laboral  al  servicio  de  las  Administraciones  Públicas  se  regirá,  en  materia  de
teletrabajo, por lo previsto en el presente Estatuto y por sus normas de desarrollo.

Artículo 48. Permisos de los funcionarios públicos.

Los funcionarios públicos tendrán los siguientes permisos:

a) Por accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención quirúrgica sin hospitalización
que precise de reposo domiciliario del cónyuge, pareja de hecho o parientes hasta el primer grado
por consanguinidad o afinidad, así como de cualquier otra persona distinta de las anteriores que
conviva con el funcionario o funcionaria en el mismo domicilio y que requiera el cuidado efectivo
de aquella, cinco días hábiles.
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Cuando se trate de accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención quirúrgica sin
hospitalización que precise de reposo domiciliario,  de un familiar  dentro del segundo grado de
consanguinidad o afinidad, el permiso será de cuatro días hábiles.

Cuando se trate de fallecimiento del cónyuge, pareja de hecho o familiar dentro del primer grado de
consanguinidad o afinidad, tres días hábiles cuando el suceso se produzca en la misma localidad, y
cinco días hábiles, cuando sea en distinta localidad. En el caso de fallecimiento de familiar dentro
del segundo grado de consanguinidad o afinidad, el permiso será de dos días hábiles cuando se
produzca en la misma localidad y de cuatro días hábiles cuando sea en distinta localidad.

b) Por traslado de domicilio sin cambio de residencia, un día.

c)  Para  realizar  funciones  sindicales  o  de  representación  del  personal,  en  los  términos  que  se
determine.

d) Para concurrir a exámenes finales y demás pruebas definitivas de aptitud, durante los días de su
celebración.

e) Por el tiempo indispensable para la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación
al parto por las funcionarias embarazadas y, en los casos de adopción o acogimiento, o guarda con
fines de adopción, para la asistencia a las preceptivas sesiones de información y preparación y para
la  realización  de  los  preceptivos  informes  psicológicos  y  sociales  previos  a  la  declaración  de
idoneidad, que deban realizarse dentro de la jornada de trabajo.

A efectos de lo dispuesto en este apartado, el término de funcionarias embarazadas incluye también
a las personas funcionarias trans gestantes.

f) Por lactancia de un hijo menor de doce meses tendrán derecho a una hora de ausencia del trabajo
que podrá dividir en dos fracciones. Este derecho podrá sustituirse por una reducción de la jornada
normal en media hora al inicio y al final de la jornada, o en una hora al inicio o al final de la
jornada, con la misma finalidad.

El permiso contemplado en este apartado constituye un derecho individual de los funcionarios, sin
que pueda transferirse su ejercicio al otro progenitor, adoptante, guardador o acogedor.

Se podrá solicitar la sustitución del tiempo de lactancia por un permiso retribuido que acumule en
jornadas  completas  el  tiempo correspondiente.  Esta  modalidad se  podrá  disfrutar  únicamente  a
partir de la finalización del permiso por nacimiento, adopción, guarda, acogimiento o del progenitor
diferente de la madre biológica respectivo.

Este permiso se incrementará proporcionalmente en los casos de parto, adopción, guarda con fines
de adopción o acogimiento múltiple.

g)  Por  nacimiento  de  hijos  prematuros  o  que  por  cualquier  otra  causa  deban  permanecer
hospitalizados a continuación del parto, la funcionaria o el funcionario tendrá derecho a ausentarse
del trabajo durante un máximo de dos horas diarias percibiendo las retribuciones íntegras.

Asimismo, tendrán derecho a reducir su jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas, con la
disminución proporcional de sus retribuciones.

h) Por razones de guarda legal, cuando el funcionario tenga el cuidado directo de algún menor de
doce años, de persona mayor que requiera especial dedicación, o de una persona con discapacidad
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que no desempeñe actividad retribuida, tendrá derecho a la reducción de su jornada de trabajo, con
la disminución de sus retribuciones que corresponda.

Tendrá el mismo derecho el funcionario que precise encargarse del cuidado directo de un familiar,
hasta  el  segundo  grado  de  consanguinidad  o  afinidad,  que  por  razones  de  edad,  accidente  o
enfermedad no pueda valerse por sí mismo y que no desempeñe actividad retribuida.

i) Por ser preciso atender el cuidado de un familiar de primer grado, el funcionario tendrá derecho a
solicitar  una  reducción  de  hasta  el  cincuenta  por  ciento  de  la  jornada  laboral,  con  carácter
retribuido, por razones de enfermedad muy grave y por el plazo máximo de un mes.

Si hubiera más de un titular de este derecho por el mismo hecho causante, el tiempo de disfrute de
esta reducción se podrá prorratear entre los mismos, respetando en todo caso, el plazo máximo de
un mes.

j) Por tiempo indispensable para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público o
personal y por deberes relacionados con la conciliación de la vida familiar y laboral.

k) Por asuntos particulares, seis días al año.

l) Por matrimonio o registro o constitución formalizada por documento público de pareja de hecho,
quince días.

Artículo 49. Permisos por motivos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral, por razón de violencia
de género o de violencia sexual y para las víctimas de terrorismo y sus familiares directos.

En todo caso se concederán los siguientes permisos con las correspondientes condiciones mínimas:

a) Permiso por nacimiento para la madre biológica: tendrá una duración de dieciséis semanas, de las
cuales las seis semanas inmediatas posteriores al parto serán en todo caso de descanso obligatorio e
ininterrumpidas. Este permiso se ampliará en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del
hijo o hija y, por cada hijo o hija a partir del segundo en los supuestos de parto múltiple, una para
cada uno de los progenitores.

No obstante, en caso de fallecimiento de la madre, el otro progenitor podrá hacer uso de la totalidad
o, en su caso, de la parte que reste de permiso.

En  el  caso  de  que  ambos  progenitores  trabajen  y  transcurridas  las  seis  primeras  semanas  de
descanso obligatorio, el período de disfrute de este permiso podrá llevarse a cabo a voluntad de
aquellos,  de  manera  interrumpida  y  ejercitarse  desde  la  finalización  del  descanso  obligatorio
posterior al parto hasta que el hijo o la hija cumpla doce meses. En el caso del disfrute interrumpido
se requerirá, para cada período de disfrute,  un preaviso de al  menos 15 días y se realizará por
semanas completas.

Este permiso podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades del
servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determinen, conforme a las reglas
establecidas en el presente artículo.

En los casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el neonato deba
permanecer hospitalizado a continuación del parto, este permiso se ampliará en tantos días como el
neonato se encuentre hospitalizado, con un máximo de trece semanas adicionales.
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En el  supuesto de fallecimiento del hijo o hija,  el  periodo de duración del permiso no se verá
reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis semanas de descanso obligatorio, se solicite la
reincorporación al puesto de trabajo.

Durante el disfrute de este permiso, una vez finalizado el período de descanso obligatorio, se podrá
participar en los cursos de formación que convoque la Administración.

A efectos de lo dispuesto en este apartado, el término de madre biológica incluye también a las
personas trans gestantes.

b) Permiso por adopción, por guarda con fines de adopción, o acogimiento, tanto temporal como
permanente: tendrá una duración de dieciséis semanas. Seis semanas deberán disfrutarse a jornada
completa de forma obligatoria e ininterrumpida inmediatamente después de la resolución judicial
por la que se constituye la adopción o bien de la decisión administrativa de guarda con fines de
adopción o de acogimiento.

En  el  caso  de  que  ambos  progenitores  trabajen  y  transcurridas  las  seis  primeras  semanas  de
descanso  obligatorio,  el  período  de  disfrute  de  este  permiso  podrá  llevarse  a  cabo  de  manera
interrumpida y ejercitarse desde la finalización del descanso obligatorio posterior al hecho causante
dentro de los doce meses a contar o bien desde el  nacimiento del hijo o hija,  o bien desde la
resolución judicial por la que se constituye la adopción o bien de la decisión administrativa de
guarda con fines de adopción o de acogimiento. En el caso del disfrute interrumpido se requerirá,
para  cada  período  de  disfrute,  un  preaviso  de  al  menos  15  días  y  se  realizará  por  semanas
completas.

Este permiso se ampliará en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del menor adoptado o
acogido y por cada hijo o hija, a partir del segundo, en los supuestos de adopción, guarda con fines
de adopción o acogimiento múltiple, una para cada uno de los progenitores.

El cómputo del plazo se contará a elección del progenitor, a partir de la decisión administrativa de
guarda con fines de adopción o acogimiento,  o a partir  de la resolución judicial  por la  que se
constituya la adopción sin que en ningún caso un mismo menor pueda dar derecho a varios periodos
de disfrute de este permiso.

Este permiso podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades de
servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determine, conforme a las reglas
establecidas en el presente artículo.

Si fuera necesario el desplazamiento previo de los progenitores al país de origen del adoptado, en
los casos de adopción o acogimiento internacional, se tendrá derecho, además, a un permiso de
hasta dos meses de duración, percibiendo durante este periodo exclusivamente las retribuciones
básicas.

Con independencia del permiso de hasta dos meses previsto en el párrafo anterior y para el supuesto
contemplado  en  dicho  párrafo,  el  permiso  por  adopción,  guarda  con  fines  de  adopción  o
acogimiento, tanto temporal como permanente, podrá iniciarse hasta cuatro semanas antes de la
resolución judicial por la que se constituya la adopción o la decisión administrativa o judicial de
acogimiento.
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Durante el disfrute de este permiso se podrá participar en los cursos de formación que convoque la
Administración.

Los supuestos de adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento,  tanto temporal como
permanente, previstos en este artículo serán los que así se establezcan en el Código Civil o en las
leyes  civiles  de  las  comunidades  autónomas  que  los  regulen,  debiendo  tener  el  acogimiento
temporal una duración no inferior a un año.

c)  Permiso del progenitor diferente de la  madre biológica por  nacimiento,  guarda con fines de
adopción, acogimiento o adopción de un hijo o hija: tendrá una duración de dieciséis semanas de las
cuales las seis semanas inmediatas posteriores al hecho causante serán en todo caso de descanso
obligatorio. Este permiso se ampliará en dos semanas más, una para cada uno de los progenitores,
en el supuesto de discapacidad del hijo o hija, y por cada hijo o hija a partir del segundo en los
supuestos  de  nacimiento,  adopción,  guarda  con  fines  de  adopción  o  acogimiento  múltiples,  a
disfrutar a partir de la fecha del nacimiento, de la decisión administrativa de guarda con fines de
adopción o acogimiento, o de la resolución judicial por la que se constituya la adopción.

Este permiso podrá distribuirse por el progenitor que vaya a disfrutar del mismo siempre que las
seis primeras semanas sean ininterrumpidas e inmediatamente posteriores a la fecha del nacimiento,
de la decisión judicial de guarda con fines de adopción o acogimiento o decisión judicial por la que
se constituya la adopción.

En el caso de que ambos progenitores trabajen y transcurridas las seis primeras semanas, el período
de disfrute de este permiso podrá llevarse a cabo de manera interrumpida dentro de los doce meses
a contar o bien desde el nacimiento del hijo o hija, o bien desde la resolución judicial por la que se
constituye la adopción o bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de
acogimiento. En el caso del disfrute interrumpido se requerirá, para cada período de disfrute, un
preaviso de al menos quince días y se realizará por semanas completas.

En el caso de que se optara por el disfrute del presente permiso con posterioridad a la semana
dieciséis del permiso por nacimiento, si el progenitor que disfruta de este último permiso hubiere
solicitado la acumulación del tiempo de lactancia de un hijo menor de doce meses en jornadas
completas del apartado f) del artículo 48, será a la finalización de ese período cuando se dará inicio
al cómputo de las diez semanas restantes del permiso del progenitor diferente de la madre biológica.

Este permiso podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades del
servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determinen, conforme a las reglas
establecidas en el presente artículo.

En los casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el neonato deba
permanecer hospitalizado a continuación del parto, este permiso se ampliará en tantos días como el
neonato se encuentre hospitalizado, con un máximo de trece semanas adicionales.

En el  supuesto de fallecimiento del hijo o hija,  el  periodo de duración del permiso no se verá
reducido, salvo que,  una vez finalizadas las seis  semanas de descanso obligatorio se solicite la
reincorporación al puesto de trabajo.

Durante  el  disfrute  de  este  permiso,  transcurridas  las  seis  primeras  semanas  ininterrumpidas  e
inmediatamente  posteriores  a  la  fecha  del  nacimiento,  se  podrá  participar  en  los  cursos  de
formación que convoque la Administración.
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En los casos previstos en los apartados a), b), y c) el tiempo transcurrido durante el disfrute de estos
permisos se computará como de servicio efectivo a todos los efectos, garantizándose la plenitud de
derechos económicos de la funcionaria y, en su caso, del otro progenitor funcionario, durante todo
el periodo de duración del permiso, y, en su caso, durante los periodos posteriores al disfrute de
este, si de acuerdo con la normativa aplicable, el derecho a percibir algún concepto retributivo se
determina en función del periodo de disfrute del permiso.

Los funcionarios que hayan hecho uso del permiso por nacimiento, adopción, guarda con fines de
adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente, tendrán derecho, una vez finalizado el
periodo de permiso, a reintegrarse a su puesto de trabajo en términos y condiciones que no les
resulten menos favorables al disfrute del permiso, así como a beneficiarse de cualquier mejora en
las condiciones de trabajo a las que hubieran podido tener derecho durante su ausencia.

A efectos de lo dispuesto en este apartado, el término de madre biológica incluye también a las
personas trans gestantes.

d) Permiso por razón de violencia de género sobre la mujer funcionaria: las faltas de asistencia de
las funcionarias víctimas de violencia de género, totales o parciales, tendrán la consideración de
justificadas por el tiempo y en las condiciones en que así lo determinen los servicios sociales de
atención o de salud según proceda.

Asimismo, las funcionarias víctimas de violencia sobre la mujer, para hacer efectiva su protección o
su  derecho  de  asistencia  social  integral,  tendrán  derecho  a  la  reducción  de  la  jornada  con
disminución proporcional de la retribución, o la reordenación del tiempo de trabajo, a través de la
adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o de otras formas de ordenación del
tiempo de trabajo que sean aplicables, en los términos que para estos supuestos establezca el plan de
igualdad de aplicación o, en su defecto, la Administración pública competente en cada caso.

En el supuesto enunciado en el párrafo anterior, la funcionaria pública mantendrá sus retribuciones
íntegras cuando reduzca su jornada en un tercio o menos.

e) Permiso por cuidado de hijo menor, afectado por cáncer u otra enfermedad grave: el funcionario
tendrá derecho, siempre que ambas personas progenitoras, adoptantes, guardadoras con fines de
adopción o acogedoras de carácter permanente trabajen, a una reducción de la jornada de trabajo de
al menos la mitad de la duración de aquélla, percibiendo las retribuciones íntegras con cargo a los
presupuestos del órgano o entidad donde venga prestando sus servicios, para el cuidado, durante la
hospitalización  y  tratamiento  continuado,  del  hijo  o  hija  menor  de  edad,  afectado  por  cáncer
(tumores malignos, melanomas o carcinomas) o por cualquier otra enfermedad grave que implique
un ingreso hospitalario de larga duración y requiera la necesidad de su cuidado directo, continuo y
permanente  acreditado  por  el  informe  del  servicio  público  de  salud  u  órgano  administrativo
sanitario  de  la  comunidad  autónoma  o,  en  su  caso,  de  la  entidad  sanitaria  concertada
correspondiente  y,  como  máximo,  hasta  que  el  hijo  o  persona  que  hubiere  sido  objeto  de
acogimiento permanente o guarda con fines de adopción cumpla los 23 años. A estos efectos, el
mero cumplimiento de los 18 años del hijo o del menor sujeto a acogimiento permanente o a guarda
con fines de adopción, no será causa de extinción de la reducción de la jornada, si se mantiene la
necesidad de cuidado directo, continuo y permanente.

No obstante, cumplidos los 18 años, se podrá reconocer el derecho a la reducción de jornada hasta
que la persona a su cargo cumpla los 23 años en los supuestos en que el padecimiento del cáncer o
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enfermedad grave haya sido diagnosticado antes de alcanzar la mayoría de edad, siempre que en el
momento de la solicitud se acrediten los requisitos establecidos en los párrafos anteriores, salvo la
edad.

Asimismo, se mantendrá el derecho a esta reducción de jornada hasta que la persona a su cargo
cumpla 26 años si, antes de alcanzar los 23 años, acreditara, además, un grado de discapacidad igual
o superior al 65 por ciento.

Cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, guardadoras con fines de adopción
o acogedoras de carácter permanente, por el  mismo sujeto y hecho causante, las circunstancias
necesarias  para  tener  derecho  a  este  permiso  o,  en  su  caso,  puedan  tener  la  condición  de
beneficiarias de la prestación establecida para este fin en el Régimen de la Seguridad Social que les
sea de aplicación, el funcionario o funcionaria tendrá derecho a la percepción de las retribuciones
íntegras durante el  tiempo que dure la reducción de su jornada de trabajo, siempre que la otra
persona  progenitora,  adoptante  o  guardadora  con  fines  de  adopción  o  acogedora  de  carácter
permanente, sin perjuicio del derecho a la reducción de jornada que le corresponda, no cobre sus
retribuciones íntegras en virtud de este permiso o como beneficiaria de la prestación establecida
para este fin en el Régimen de la Seguridad Social que le sea de aplicación. En caso contrario, sólo
se tendrá derecho a la reducción de jornada, con la consiguiente reducción de retribuciones.

Asimismo, en el supuesto de que ambos presten servicios en el mismo órgano o entidad, ésta podrá
limitar su ejercicio simultáneo por razones fundadas en el correcto funcionamiento del servicio.

Cuando la persona enferma contraiga matrimonio o constituya una pareja de hecho, tendrá derecho
al permiso quien sea su cónyuge o pareja de hecho, siempre que acredite las condiciones para ser
beneficiario.

Reglamentariamente  se  establecerán  las  condiciones  y  supuestos  en  los  que  esta  reducción  de
jornada se podrá acumular en jornadas completas.

f) Para hacer efectivo su derecho a la protección y a la asistencia social integral, los funcionarios
que  hayan  sufrido  daños  físicos  o  psíquicos  como  consecuencia  de  la  actividad  terrorista,  su
cónyuge o persona con análoga relación de afectividad, y los hijos de los heridos y fallecidos,
siempre que ostenten la condición de funcionarios y de víctimas del terrorismo de acuerdo con la
legislación vigente, así como los funcionarios amenazados en los términos del artículo 5 de la Ley
29/2011,  de  22  de  septiembre,  de  Reconocimiento  y  Protección  Integral  a  las  Víctimas  del
Terrorismo, previo reconocimiento del Ministerio del Interior o de sentencia judicial firme, tendrán
derecho  a  la  reducción  de  la  jornada  con  disminución  proporcional  de  la  retribución,  o  a  la
reordenación del  tiempo de trabajo,  a  través  de la  adaptación del  horario,  de la  aplicación del
horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que sean aplicables, en los
términos que establezca la Administración competente en cada caso.

Dichas medidas serán adoptadas y mantenidas en el tiempo en tanto que resulten necesarias para la
protección y asistencia social integral de la persona a la que se concede, ya sea por razón de las
secuelas provocadas por la acción terrorista, ya sea por la amenaza a la que se encuentra sometida,
en los términos previstos reglamentariamente.

g) Permiso parental para el cuidado de hijo, hija o menor acogido por tiempo superior a un año,
hasta el momento en que el  menor cumpla ocho años: tendrá una duración no superior a ocho
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semanas, continuas o discontinuas, podrá disfrutarse a tiempo completo, o en régimen de jornada a
tiempo parcial,  cuando las necesidades del servicio lo permitan y conforme a los términos que
reglamentariamente se establezcan.

Este  permiso,  constituye  un  derecho  individual  de  las  personas  progenitoras,  adoptantes  o
acogedoras, hombres o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio.

Cuando las necesidades del servicio lo permitan, corresponderá a la persona progenitora, adoptante
o acogedora especificar la fecha de inicio y fin del disfrute o, en su caso, de los períodos de disfrute,
debiendo comunicarlo a la Administración con una antelación de quince días y realizándose por
semanas completas.

Cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, o acogedoras, por el mismo sujeto y
hecho causante, las circunstancias necesarias para tener derecho a este permiso en los que el disfrute
del permiso parental en el período solicitado altere seriamente el correcto funcionamiento de la
unidad de la administración en la que ambas presten servicios, ésta podrá aplazar la concesión del
permiso  por  un  período  razonable,  justificándolo  por  escrito  y  después  de  haber  ofrecido  una
alternativa de disfrute más flexible.

A efectos de lo dispuesto en este apartado, el término de madre biológica incluye también a las
personas trans gestantes.

Artículo 50. Vacaciones de los funcionarios públicos.

1.  Los  funcionarios  públicos  tendrán  derecho  a  disfrutar,  durante  cada  año  natural,  de  unas
vacaciones retribuidas de veintidós días hábiles, o de los días que correspondan proporcionalmente
si el tiempo de servicio durante el año fue menor.

A los  efectos  de  lo  previsto  en  el  presente  artículo,  no  se  considerarán  como días  hábiles  los
sábados, sin perjuicio de las adaptaciones que se establezcan para los horarios especiales.

2.  Cuando  las  situaciones  de  permiso  de  maternidad,  incapacidad  temporal,  riesgo  durante  la
lactancia o riesgo durante el embarazo impidan iniciar el disfrute de las vacaciones dentro del año
natural al que correspondan, o una vez iniciado el periodo vacacional sobreviniera una de dichas
situaciones, el periodo vacacional se podrá disfrutar aunque haya terminado el año natural a que
correspondan y siempre que no hayan transcurrido más de dieciocho meses a partir del final del año
en que se hayan originado.

3. El período de vacaciones anuales retribuidas de los funcionarios públicos no puede ser sustituido
por una cuantía económica. En los casos de renuncia voluntaria deberá garantizarse en todo caso el
disfrute de las vacaciones devengadas.

No obstante lo anterior, en los casos de conclusión de la relación de servicios de los funcionarios
públicos por  causas ajenas a  la  voluntad de estos,  tendrán derecho a solicitar  el  abono de una
compensación económica por las vacaciones devengadas y no disfrutadas; y en particular, en los
casos de jubilación por incapacidad permanente o por fallecimiento, hasta un máximo de dieciocho
meses.

Artículo 51. Jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral.

Para el régimen de jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral se estará a lo
establecido en este capítulo y en la legislación laboral correspondiente.
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CAPÍTULO VI

Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta

Artículo 52. Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta.

Los empleados públicos deberán desempeñar con diligencia las tareas que tengan asignadas y velar
por  los  intereses  generales  con  sujeción  y  observancia  de  la  Constitución  y  del  resto  del
ordenamiento  jurídico,  y  deberán  actuar  con  arreglo  a  los  siguientes  principios:  objetividad,
integridad,  neutralidad,  responsabilidad,  imparcialidad,  confidencialidad,  dedicación  al  servicio
público, transparencia, ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez, promoción del
entorno cultural y medioambiental, y respeto a la igualdad entre mujeres y hombres, que inspiran el
Código de Conducta de los empleados públicos configurado por los principios éticos y de conducta
regulados en los artículos siguientes.

Los principios y reglas establecidos en este capítulo informarán la interpretación y aplicación del
régimen disciplinario de los empleados públicos.

Artículo 53. Principios éticos.

1.  Los  empleados  públicos  respetarán  la  Constitución  y  el  resto  de  normas  que  integran  el
ordenamiento jurídico.

2.  Su  actuación  perseguirá  la  satisfacción  de  los  intereses  generales  de  los  ciudadanos  y  se
fundamentará en consideraciones objetivas orientadas hacia la imparcialidad y el interés común, al
margen  de  cualquier  otro  factor  que  exprese  posiciones  personales,  familiares,  corporativas,
clientelares o cualesquiera otras que puedan colisionar con este principio.

3. Ajustarán su actuación a los principios de lealtad y buena fe con la Administración en la que
presten sus servicios, y con sus superiores, compañeros, subordinados y con los ciudadanos.

4. Su conducta se basará en el respeto de los derechos fundamentales y libertades públicas, evitando
toda actuación que pueda producir discriminación alguna por razón de nacimiento, origen racial o
étnico, género, sexo, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales,
religión o convicciones,  opinión,  discapacidad,  edad o cualquier  otra  condición o circunstancia
personal o social.

5.  Se abstendrán en aquellos  asuntos  en los que tengan un interés personal,  así  como de toda
actividad privada o interés que pueda suponer un riesgo de plantear conflictos de intereses con su
puesto público.

6. No contraerán obligaciones económicas ni intervendrán en operaciones financieras, obligaciones
patrimoniales o negocios jurídicos con personas o entidades cuando pueda suponer un conflicto de
intereses con las obligaciones de su puesto público.

7. No aceptarán ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada, por
parte de personas físicas o entidades privadas.

8.  Actuarán  de  acuerdo  con  los  principios  de  eficacia,  economía  y  eficiencia,  y  vigilarán  la
consecución del interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización.

9. No influirán en la agilización o resolución de trámite o procedimiento administrativo sin justa
causa y, en ningún caso, cuando ello comporte un privilegio en beneficio de los titulares de los
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cargos públicos o su entorno familiar y social inmediato o cuando suponga un menoscabo de los
intereses de terceros.

10. Cumplirán con diligencia las tareas que les correspondan o se les encomienden y, en su caso,
resolverán dentro de plazo los procedimientos o expedientes de su competencia.

11. Ejercerán sus atribuciones según el principio de dedicación al servicio público absteniéndose no
solo de conductas contrarias al mismo, sino también de cualesquiera otras que comprometan la
neutralidad en el ejercicio de los servicios públicos.

12. Guardarán secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohibida legalmente, y
mantendrán la debida discreción sobre aquellos asuntos que conozcan por razón de su cargo, sin que
puedan hacer uso de la información obtenida para beneficio propio o de terceros, o en perjuicio del
interés público.

Artículo 54. Principios de conducta.

1. Tratarán con atención y respeto a los ciudadanos, a sus superiores y a los restantes empleados
públicos.

2. El desempeño de las tareas correspondientes a su puesto de trabajo se realizará de forma diligente
y cumpliendo la jornada y el horario establecidos.

3. Obedecerán las instrucciones y órdenes profesionales de los superiores, salvo que constituyan
una infracción manifiesta del ordenamiento jurídico, en cuyo caso las pondrán inmediatamente en
conocimiento de los órganos de inspección procedentes.

4. Informarán a los ciudadanos sobre aquellas materias o asuntos que tengan derecho a conocer, y
facilitarán el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

5.  Administrarán  los  recursos  y  bienes  públicos  con austeridad,  y  no utilizarán los  mismos  en
provecho propio o de personas allegadas. Tendrán, asimismo, el deber de velar por su conservación.

6. Se rechazará cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que vaya más allá de
los usos habituales, sociales y de cortesía, sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal.

7. Garantizarán la constancia y permanencia de los documentos para su transmisión y entrega a sus
posteriores responsables.

8. Mantendrán actualizada su formación y cualificación.

9. Observarán las normas sobre seguridad y salud laboral.

10. Pondrán en conocimiento de sus superiores o de los órganos competentes las propuestas que
consideren adecuadas para mejorar  el  desarrollo de las  funciones de la  unidad en la que estén
destinados. A estos efectos se podrá prever la creación de la instancia adecuada competente para
centralizar la recepción de las propuestas de los empleados públicos o administrados que sirvan para
mejorar la eficacia en el servicio.

11. Garantizarán la atención al ciudadano en la lengua que lo solicite siempre que sea oficial en el
territorio.
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Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León.

CAPÍTULO IV

Derechos y deberes

Sección I. Derechos y deberes

Artículo 57. Derechos.

1. Los funcionarios públicos tienen los siguientes derechos profesionales:

a) Al mantenimiento de su condición funcionarial, al desempeño efectivo de las tareas o funciones
propias de su Cuerpo o Escala disponiendo de los medios necesarios para ello y a no ser removidos
del puesto de trabajo que desempeñen sino en los supuestos y condiciones establecidos legalmente.

b) A la carrera profesional, a través de los mecanismos de progresión y promoción profesional
establecidos en la Ley, de acuerdo con los principios de igualdad, mérito y capacidad.

c) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio establecidas legalmente.

d) A la formación y cualificación profesional.

e) A ser informados por sus jefes inmediatos de los fines, organización y funcionamiento de la
unidad  administrativa  correspondiente,  y  en  especial  de  su  dependencia  jerárquica  y  de  las
atribuciones, deberes y responsabilidad que les incumben.

f) A que sea respetada su intimidad y dignidad en el trabajo.

g) Al disfrute de las vacaciones, permisos y licencias establecidos.

h) A recibir por parte de la Administración Pública protección eficaz en materia de prevención,
seguridad y salud en el trabajo.

i) A recibir asistencia y protección de la Administración Pública en el ejercicio legítimo de sus
tareas, funciones o cargos, en los términos previstos en la Ley.

j) A la jubilación en los términos y condiciones establecidos.

k) A las prestaciones de Seguridad Social correspondientes al régimen que les sea de aplicación.

l) Al ejercicio de las libertades sindicales y del derecho de huelga de acuerdo con la legislación
vigente en la materia.

2. El régimen de derechos contenido en el apartado anterior será aplicable al personal interino y al
personal eventual en la medida que la naturaleza del derecho lo permita, y al personal laboral al
servicio de la Administración Pública en cuanto tales derechos no vengan regulados en su normativa
laboral específica y sea compatible con la naturaleza de la relación jurídica que les vincula a la
Administración.

3. Los funcionarios públicos podrán ser premiados, conforme se determine reglamentariamente, en
razón de su prolongada permanencia en el servicio, jubilación o cuando destaquen notoriamente en
el  cumplimiento  de  sus  funciones  o  presten  servicios  relevantes  a  la  Administración,  con  las
siguientes distinciones:
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– insignias o placas conmemorativas,

– menciones honoríficas,

– premios en metálico y

– condecoraciones y honores.

Artículo 58. Vacaciones retribuidas.

1.  Los funcionarios  públicos  tendrán  derecho a  disfrutar,  durante  cada  año natural  de  servicio
activo, de unas vacaciones retribuidas de veintidós días hábiles, o de los días que correspondan
proporcionalmente si el tiempo de servicio durante el año fuera menor. Asimismo, tendrán derecho
a un día hábil adicional al cumplir quince años de servicio, añadiéndose un día hábil más al cumplir
veinte, veinticinco y treinta años de servicio, respectivamente, hasta un total de cuatro días hábiles
más por año natural.

2. Reglamentariamente se desarrollará el régimen de disfrute de las vacaciones retribuidas, tanto el
general que podrá comportar su disfrute en un periodo único o en periodos fraccionados dentro del
año natural  al  que  corresponda y hasta  el  15 de  enero  del  año siguiente,  como los  regímenes
especiales derivados de las peculiaridades del personal docente, investigador y sanitario.

3. A los efectos previstos en el presente artículo no se considerarán como días hábiles los sábados,
sin perjuicio de las adaptaciones que se establezcan para los horarios especiales.

El momento o período en que se hayan de disfrutar las vacaciones se determinará teniendo en
cuenta las necesidades del servicio.

Artículo 59. Permisos de carácter general.

Los funcionarios públicos tendrán los siguientes permisos:

1. Por el fallecimiento, accidente o enfermedad grave de un familiar dentro del primer grado de
consanguinidad o afinidad, tres días hábiles cuando el suceso se produzca en la misma localidad, y
cinco días hábiles cuando sea en distinta localidad. Cuando se trate del fallecimiento, accidente o
enfermedad grave de un familiar dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad, el permiso
será de dos días hábiles cuando el suceso se produzca en la misma localidad y cuatro días hábiles
cuando sea en distinta localidad.

2. Por traslado de domicilio sin cambio de residencia, un día.

3.  Para  realizar  funciones  sindicales  o  de  representación  del  personal  en  los  términos  que  se
determinen.

4. Para concurrir a exámenes finales y demás pruebas definitivas de aptitud durante los días de
celebración.

5. Por el tiempo indispensable para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público o
personal y por deberes relacionados con la conciliación de la vida familiar y laboral.

6. Por asuntos particulares, seis días. Asimismo, tendrán derecho al disfrute de dos días adicionales
de permiso por asuntos particulares al cumplir el sexto trienio, incrementándose en un día adicional
por cada trienio cumplido a partir del octavo.
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7. Por matrimonio, quince días naturales.

Artículo 60. Permisos por maternidad y paternidad.

Los funcionarios públicos tendrán derecho a los siguientes permisos:

a) Permiso por parto: tendrá una duración de dieciséis semanas ininterrumpidas. Este permiso se
ampliará en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del hijo y, por cada hijo a partir del
segundo, en los supuestos de parto múltiple. El permiso se distribuirá a opción de la funcionaria
siempre que seis semanas sean inmediatamente posteriores al parto. En caso de fallecimiento de la
madre, el otro progenitor podrá hacer uso de la totalidad o, en su caso, de la parte que reste de
permiso.

No obstante  lo  anterior,  y  sin  perjuicio  de  las  seis  semanas inmediatas  posteriores  al  parto de
descanso obligatorio para la madre, en el caso de que ambos progenitores trabajen, la madre, al
iniciarse el periodo de descanso por maternidad, podrá optar por que el otro progenitor disfrute de
una parte determinada e ininterrumpida del periodo de descanso posterior al parto, bien de forma
simultánea o sucesiva con el de la madre. El otro progenitor podrá seguir disfrutando del permiso de
maternidad inicialmente cedido, aunque en el momento previsto para la reincorporación de la madre
al trabajo ésta se encuentre en situación de incapacidad temporal.

En los casos de disfrute simultáneo de periodos de descanso, la suma de los mismos no podrá
exceder de las dieciséis semanas o de las que correspondan en caso de discapacidad del hijo o de
parto múltiple.

Este permiso podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades del
servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determinen.

En los casos de parto prematuro y en aquéllos en que, por cualquier otra causa, el neonato deba
permanecer hospitalizado a continuación del parto, este permiso se ampliará en tantos días como el
neonato se encuentre hospitalizado, con un máximo de trece semanas adicionales.

Durante el disfrute de este permiso se podrá participar en los cursos de formación que convoque la
Administración.

b) Permiso por adopción o acogimiento, tanto preadoptivo como permanente o simple: Tendrá una
duración de dieciséis semanas ininterrumpidas. Este permiso se ampliará en dos semanas más en el
supuesto de discapacidad del menor adoptado o acogido y por cada hijo, a partir del segundo, en los
supuestos de adopción o acogimiento múltiple.

El cómputo del plazo se contará a elección del funcionario, a partir de la decisión administrativa o
judicial de acogimiento o a partir de la resolución judicial por la que se constituya la adopción sin
que en ningún caso un mismo menor pueda dar  derecho a varios  periodos de disfrute  de este
permiso.

En el caso de que ambos progenitores trabajen, el permiso se distribuirá a opción de los interesados,
que podrán disfrutarlo de forma simultánea o sucesiva, siempre en periodos ininterrumpidos.

En los casos de disfrute simultáneo de periodos de descanso, la suma de los mismos no podrá
exceder de las dieciséis semanas o de las que correspondan en caso de adopción o acogimiento
múltiple y de discapacidad del menor adoptado o acogido.

113



Este permiso podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades de
servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determine.

Si fuera necesario el desplazamiento previo de los progenitores al país de origen del adoptado, en
los casos de adopción o acogimiento internacional, se tendrá derecho, además, a un permiso de
hasta dos meses de duración, percibiendo durante este periodo exclusivamente las retribuciones
básicas.

Con independencia del permiso de hasta dos meses previsto en el párrafo anterior y para el supuesto
contemplado en dicho párrafo, el permiso por adopción o acogimiento, tanto preadoptivo como
permanente o simple, podrá iniciarse hasta cuatro semanas antes de la resolución judicial por la que
se constituya la adopción o la decisión administrativa o judicial de acogimiento.

Durante el disfrute de este permiso se podrá participar en los cursos de formación que convoque la
Administración.

Los supuestos de adopción o acogimiento, tanto preadoptivo como permanente o simple, previstos
en este artículo serán los que así se establezcan en el Código Civil o en las leyes civiles de las
Comunidades Autónomas que los regulen, debiendo tener el acogimiento simple una duración no
inferior a un año.

c) Permiso de paternidad por el nacimiento, acogimiento o adopción de un hijo: tendrá una duración
de quince días, a disfrutar por el padre o el otro progenitor a partir de la fecha del nacimiento, de la
decisión administrativa o judicial de acogimiento o de la resolución judicial por la que se constituya
la adopción.

Este  permiso  es  independiente  del  disfrute  compartido  de  los  permisos  contemplados  en  los
apartados a) y b).

En los casos previstos en los apartados a), b), y c) el tiempo transcurrido durante el disfrute de estos
permisos se computará como de servicio efectivo a todos los efectos, garantizándose la plenitud de
derechos económicos de la funcionaria y, en su caso, del otro progenitor funcionario, durante todo
el periodo de duración del permiso, y, en su caso, durante los periodos posteriores al disfrute de este
si,  de  acuerdo con la  normativa  aplicable,  el  derecho  a  percibir  algún concepto  retributivo  se
determina en función del periodo de disfrute del permiso.

Los funcionarios que hayan hecho uso del permiso por parto o maternidad, paternidad y adopción o
acogimiento tendrán derecho, una vez finalizado el periodo de permiso, a reintegrarse a su puesto
de trabajo en términos y condiciones que no les resulten menos favorables al disfrute del permiso,
así como a beneficiarse de cualquier mejora en las condiciones de trabajo a las que hubieran podido
tener derecho durante su ausencia.

Artículo 61. Permisos por motivos de conciliación de la vida familiar y laboral y por razón de violencia de
género.

Con el fin de conciliar la vida laboral y familiar, los funcionarios tendrán derecho a los siguientes
permisos:

a) Para la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto por las funcionarias
embarazadas, por el tiempo necesario para su práctica y previa justificación de la necesidad de su
realización dentro de la jornada de trabajo.
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b) Por lactancia de un hijo menor de doce meses tendrá derecho a una hora de ausencia del trabajo
que podrá dividir en dos fracciones. Este derecho podrá sustituirse por una reducción de la jornada
normal en media hora al inicio y al final de la jornada o, en una hora al inicio o al final de la
jornada, con la misma finalidad. Este derecho podrá ser ejercido indistintamente por uno u otro de
los progenitores, en el caso de que ambos trabajen.

Igualmente la  funcionaria  podrá solicitar  la sustitución del  tiempo de lactancia  por  un permiso
retribuido que acumule en jornadas completas el tiempo correspondiente.

Este permiso se incrementará proporcionalmente en los casos de parto múltiple.

c)  Por  nacimiento  de  hijos  prematuros  o  que  por  cualquier  otra  causa  deban  permanecer
hospitalizados a continuación del parto, la funcionaria o el funcionario tendrá derecho a ausentarse
del trabajo durante un máximo de dos horas diarias percibiendo las retribuciones íntegras.

Asimismo, tendrán derecho a reducir su jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas, con la
disminución proporcional de sus retribuciones.

d) Por razones de guarda legal, cuando el funcionario tenga el cuidado directo de algún menor de
doce años, de persona mayor que requiera especial dedicación, o de una persona con discapacidad
que no desempeñe actividad retribuida, tendrá derecho a la reducción de su jornada de trabajo, con
la disminución de sus retribuciones que corresponda.

Tendrá el mismo derecho el funcionario que precise encargarse del cuidado directo de un familiar,
hasta  el  segundo  grado  de  consanguinidad  o  afinidad,  que  por  razones  de  edad,  accidente  o
enfermedad no pueda valerse por sí mismo y que no desempeñe actividad retribuida.

e) Por ser preciso atender el cuidado de un familiar de primer grado, el funcionario tendrá derecho a
solicitar  una  reducción  de  hasta  el  cincuenta  por  ciento  de  la  jornada  laboral,  con  carácter
retribuido, por razones de enfermedad muy grave y por el plazo máximo de un mes.

Si hubiera más de un titular de este derecho por el mismo hecho causante, el tiempo de disfrute de
esta reducción se podrá prorratear entre los mismos, respetando en todo caso, el plazo máximo de
un mes.

f) Permiso por cuidado de hijo menor afectado por cáncer u otra enfermedad grave: el funcionario
tendrá derecho, siempre que ambos progenitores, adoptantes o acogedores de carácter preadoptivo o
permanente trabajen, a una reducción de la jornada de trabajo de al menos la mitad de la duración
de aquélla, percibiendo las retribuciones íntegras con cargo a los presupuestos del órgano o entidad
donde venga prestando sus  servicios,  para  el  cuidado,  durante  la  hospitalización  y  tratamiento
continuado,  del  hijo  menor  de  edad  afectado  por  cáncer  (tumores  malignos,  melanomas  o
carcinomas) o por cualquier otra enfermedad grave que implique un ingreso hospitalario de larga
duración y requiera la necesidad de su cuidado directo, continuo y permanente acreditado por el
informe  del  Servicio  Público  de  Salud  u  órgano  administrativo  sanitario  de  la  Comunidad
Autónoma o, en su caso, de la entidad sanitaria concertada correspondiente y, como máximo, hasta
que el menor cumpla los 18 años.

Cuando  concurran  en  ambos  progenitores,  adoptantes  o  acogedores  de  carácter  preadoptivo  o
permanente, por el mismo sujeto y hecho causante, las circunstancias necesarias para tener derecho
a este permiso o, en su caso, puedan tener la condición de beneficiarios de la prestación establecida
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para este fin en el Régimen de la Seguridad Social que les sea de aplicación, el funcionario tendrá
derecho a la percepción de las retribuciones íntegras durante el tiempo que dure la reducción de su
jornada de trabajo, siempre que el otro progenitor, adoptante o acogedor de carácter preadoptivo o
permanente, sin perjuicio del derecho a la reducción de jornada que le corresponda, no cobre sus
retribuciones íntegras en virtud de este permiso o como beneficiario de la prestación establecida
para este fin en el Régimen de la Seguridad Social que le sea de aplicación. En caso contrario, sólo
se tendrá derecho a la reducción de jornada, con la consiguiente reducción de retribuciones.

Asimismo, en el supuesto de que ambos presten servicios en el mismo órgano o entidad, ésta podrá
limitar su ejercicio simultáneo por razones fundadas en el correcto funcionamiento del servicio.

Reglamentariamente  se  establecerán  las  condiciones  y  supuestos  en  los  que  esta  reducción  de
jornada se podrá acumular en jornadas completas.

g) Permiso por razón de violencia de género sobre la mujer funcionaria: las faltas de asistencia de
las funcionarias víctimas de violencia de género, totales o parciales, tendrán la consideración de
justificadas por el tiempo y en las condiciones en que así lo determinen los servicios sociales de
atención o de salud según proceda.

Asimismo, las funcionarias víctimas de violencia sobre la mujer, para hacer efectiva su protección o
su  derecho  de  asistencia  social  integral,  tendrán  derecho  a  la  reducción  de  la  jornada  con
disminución proporcional de la retribución, o la reordenación del tiempo de trabajo, a través de la
adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o de otras formas de ordenación del
tiempo de  trabajo  que  sean  aplicables,  en  los  términos  que  para  estos  supuestos  se  establezca
reglamentariamente por la Junta de Castilla y León. Las situaciones de violencia que dan lugar al
reconocimiento de este derecho se acreditarán con la orden de protección a favor de la víctima y, de
manera excepcional en tanto se dicte la necesaria orden de protección, con el informe del Ministerio
Fiscal que indique la existencia de indicios de que la funcionaria es víctima de violencia de género.

Artículo 62. Licencias.

1. Podrán concederse licencias retribuidas en los siguientes casos:

a) Por enfermedad, en los términos establecidos en la normativa aplicable.

b) Por riesgo durante el embarazo, en los términos y condiciones previstos en la normativa básica.

2. Podrán concederse además, licencias en los siguientes casos y condiciones:

a) Por asuntos propios, cuya duración acumulada no podrá exceder de tres meses cada dos años.
Durante estas licencias no se tendrá derecho a retribución alguna, sin perjuicio de ser computables a
efectos de antigüedad en todo caso.

b) Para la realización de estudios sobre materias directamente relacionadas con la Función Pública,
previo informe del superior jerárquico correspondiente y por el tiempo que aquellos duren, con el
límite máximo de doce meses. Durante estas licencias se tendrá derecho a percibir las retribuciones
básicas. Si se trata de órdenes o comisiones de servicio, el interesado percibirá la totalidad de sus
retribuciones, sin perjuicio de la consideración, cuando proceda, de residencia eventual a efectos de
indemnizaciones por razón de servicio.

c)  Para  la  colaboración en  Programas  de  Cooperación y  Ayuda  Humanitaria  en  situaciones  de
emergencia y catástrofe generalizada declarada por los Organismos Oficiales competentes, previo
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informe  del  superior  jerárquico,  y  con  una  duración  máxima  de  tres  meses,  salvo  necesidad
justificada del Programa. Durante la misma el interesado percibirá la totalidad de sus retribuciones,
no  pudiendo  percibir  compensación  económica  alguna  por  parte  de  ninguna  organización
directamente relacionada con la actividad a desarrollar.

d)  Para  la  participación  en  Programas  y  Proyectos  de  Ayuda  y  Cooperación  al  Desarrollo  de
Organismos  Oficiales,  Organizaciones  Internacionales  Gubernamentales  y  Organizaciones  No
Gubernamentales acreditadas, previo informe del superior jerárquico, y con una duración máxima
de tres meses, salvo necesidad justificada del Programa. Durante esta licencia no se tendrá derecho
a retribución alguna, sin perjuicio de su cómputo a efectos de antigüedad.

3. La concesión de licencias reguladas en el apartado precedente se subordinará, en todo caso, a las
necesidades del servicio.

4. Reglamentariamente se desarrollara el régimen de las licencias previstas en este artículo.

Artículo 63. Deberes.

1. Son deberes de los funcionarios:

a) Respetar la Constitución, el Estatuto de Autonomía y el resto del ordenamiento jurídico.

b) Ejercer sus tareas, funciones o cargos con lealtad e imparcialidad y servir con objetividad los
intereses generales.

c) Cumplir con diligencia las instrucciones profesionales recibidas por vía jerárquica.

d) Realizar con la debida aplicación las funciones o tareas que tengan asignadas.

e)  Cumplir  el  régimen  de  jornada  y  horario  establecidos.  La  diferencia,  dentro  del  cómputo
mensual, entre la jornada reglamentaria de trabajo y la efectivamente realizada por el funcionario
dará lugar, salvo justificación, a la correspondiente deducción proporcional de haberes.

f) Mantener sigilo de los asuntos que conozcan por razón de sus cargos o funciones y no hacer uso
indebido de la información obtenida.

g) Guardar secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohibida legalmente.

h) Dar cuenta a las autoridades competentes de aquellas órdenes que, a su juicio, fuesen contrarias a
la legalidad o constitutivas de delito.

i) Cumplir el régimen de incompatibilidades.

j) Tratar con atención y respeto a los ciudadanos y facilitar el  cumplimiento de sus derechos y
deberes.

k) Velar por la conservación y uso correcto de los locales, material, documentos e información a su
cargo.

l)  No  utilizar  los  medios  propiedad  de  la  Administración  en  provecho  propio  ni  ejercer  sus
cometidos de forma que puedan beneficiar ilegítimamente a sí mismos o a otras personas.

m) Tratar con corrección y consideración a los superiores jerárquicos, compañeros y subordinados.

n) Cumplir las funciones para la atención de los servicios mínimos fijados en caso de huelga.
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ñ) Observar  y  poner  en práctica las  medidas de prevención de riesgos  que  se adopten legal  o
reglamentariamente.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior será aplicable al personal eventual, laboral e interino al
servicio  de  la  Administración  en  cuanto  tales  deberes  no  vengan  regulados  en  su  normativa
específica.

Sección II. Carrera Administrativa

Artículo 64. Carrera Administrativa.

La  carrera  administrativa  se  realizará  a  través  de  la  promoción  profesional,  mediante  el
reconocimiento al funcionario de un grado personal así como el desempeño de puestos de trabajo
dentro del intervalo de niveles asignado al Grupo de pertenencia, la carrera profesional horizontal y
la promoción interna consistente en el ascenso desde Cuerpos o Escalas de un Grupo de titulación a
otros del inmediato superior y, conforme reglamentariamente se determine, en el acceso a otros
Cuerpos o Escalas del mismo Grupo de titulación.

Artículo 65. Grado personal.

Todo funcionario adquirirá un grado personal que se corresponderá con alguno de los treinta niveles
en que se clasifican los puestos de trabajo. La consolidación, conservación y convalidación del
grado personal se producirá en los términos que se desarrollen reglamentariamente. En ningún caso
podrá consolidarse un grado personal que no corresponda a uno de los niveles propios del intervalo
asignado al Grupo y Subgrupo en que se encuentra clasificado el Cuerpo o Escala a que pertenezca
el funcionario.

Artículo 66. Carrera profesional horizontal.

1.  La  carrera  profesional  horizontal  consistirá  en  la  progresión  de  categoría  sin  necesidad  de
cambiar de puesto, tendrá carácter voluntario y estará ligada al reconocimiento de competencias y a
la evaluación del desempeño.

2.  Con carácter  general,  la  carrera  horizontal  se  organiza en cuatro categorías y el  ascenso de
categoría  requerirá  haber  alcanzado  la  categoría  inmediatamente  inferior.  A cada  categoría  irá
vinculada la cuantía del complemento retributivo de carrera profesional horizontal que corresponda.

3. El acceso a las diferentes categorías requerirá de convocatoria previa. Tanto para alcanzar la
categoría I como para los ascensos de categoría será necesario un tiempo mínimo de permanencia
de cinco años al servicio de la Administración de la Comunidad de Castilla y León en el cuerpo,
escala o especialidad de pertenencia.

Para el cómputo del tiempo de permanencia de los trabajadores fijos discontinuos, se tendrá en
cuenta  el  tiempo  que  el  trabajador  haya  permanecido  de  alta,  pudiendo  reglamentariamente,
establecerse coeficientes de corrección del cómputo.

4. Será requisito necesario para alcanzar cualquier categoría profesional la evaluación positiva del
desempeño profesional. Deberá valorarse la trayectoria y actuación profesional, la calidad de los
trabajos realizados, los conocimientos adquiridos y el resultado de la evaluación del desempeño.
Podrán incluirse asimismo otros méritos y aptitudes por razón de la especificidad de la función
desarrollada y la experiencia adquirida.
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5.  El  personal  docente  que,  estando  percibiendo  el  complemento  específico  de  formación
permanente (sexenios), opte por la carrera profesional y no cumpla con los requisitos establecidos
en la convocatoria para alcanzar la categoría I, tendrá derecho a seguir percibiendo los sexenios.

6. En el supuesto de que un empleado público obtenga un nuevo puesto de trabajo por promoción
interna o turno libre, mantendrá los importes que previamente se le hayan reconocido en concepto
de carrera profesional en los términos que resulten en el desarrollo reglamentario de esta Ley.

Artículo 67. Adquisición por cursos y otros requisitos.

(Derogado).

Téngase en cuenta la disposición transitoria 2 de la Ley 2/2017, de 4 de julio. Ref. BOE-A-2017-
9778, sobre el reconocimiento, conservación y consolidación del grado personal, que deja aplicable
éste artículo transitoriamente.

Redacción anterior:

"Artículo 67. Adquisición por cursos y otros requisitos.

1. El grado personal podrá adquirirse también por la superación de cursos específicos y por el
cumplimiento de otros requisitos objetivos que reglamentariamente se determinen por la Junta de
Castilla y León.

2. El procedimiento de acceso a los cursos específicos y la fijación de otros requisitos objetivos se
fundará exclusivamente en criterios de mérito y capacidad y la selección deberá realizarse mediante
concurso.

3. Entre los requisitos objetivos que reglamentariamente puedan determinarse para la adquisición
del  grado personal  deberá figurar,  en todo caso,  el  grado personal  consolidado inmediatamente
inferior al correspondiente al grado que se pretende consolidar. En cualquier caso, para el acceso al
grado consecutivo superior será requisito imprescindible el transcurso de un periodo mínimo de un
año desde la consolidación del inmediatamente inferior.

4. En todo caso será de aplicación lo dispuesto en el apartado 5 del artículo precedente, y no podrá
consolidarse tampoco por el sistema previsto en este artículo un grado personal superior en más de
dos niveles al correspondiente al puesto de trabajo desempeñado, salvo que éste fuera inferior al
grado que tuviere consolidado el funcionario en el momento de su adscripción a dicho puesto."

Artículo 68. Reconocimiento del Grado Personal.

(Derogado).

Artículo 69. Garantías derivadas del puesto de trabajo.

1. Los funcionarios tendrán derecho, cualquiera que sea el puesto de trabajo que desempeñen, a
percibir al menos el complemento de destino de los puestos del nivel correspondiente a su grado
personal.

2.  a)  Los  funcionarios  que  cesen  en  un  puesto  de  trabajo  que  ocupen por  el  sistema de  libre
designación, sin obtener otro por los sistemas previstos en el artículo 48 de esta Ley, quedarán a
disposición  del  Secretario  General  de  la  respectiva  Consejería,  que  dispondrá  su  adscripción
provisional, en el plazo de un mes, a otro correspondiente a su Cuerpo o Escala.
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b) A los funcionarios que cesen en un puesto de trabajo obtenido por concurso, incluidos los casos
de supresión del puesto, sin obtener otro por los sistemas legalmente previstos, se les adscribirá
provisionalmente  a  un  puesto  correspondiente  a  su  Cuerpo  o  Escala  en  los  mismos  términos
recogidos en el apartado anterior.

c) En el supuesto previsto en el apartado a) los funcionarios tendrán derecho preferente para ocupar
puestos  del  mismo  nivel  al  que  tuvieran  con  carácter  definitivo  con  anterioridad  a  la  libre
designación, cualquiera que sea la Administración a la que dicho puesto estuviese adscrito, bien en
la localidad de éste, o bien en la del puesto de libre designación, siempre que este último se hubiera
desempeñado durante un periodo mínimo de seis meses.

En el supuesto previsto en el apartado b) los funcionarios tendrán derecho preferente para ocupar
puesto del mismo nivel y localidad al que ostentaban con carácter definitivo.

d) El derecho de preferencia previsto podrá ejercitarse únicamente a través de la participación en
concurso de méritos.

Su ejercicio implica la obligatoriedad de solicitar todas las vacantes ofertadas sobre las que recaiga
la preferencia, para las que el concursante cumpla los requisitos establecidos.

El derecho de preferencia podrá hacerse valer por una sola vez en el  concurso de méritos que
determine su titular.

La preferencia no tiene un carácter absoluto, sino que, en caso de incidir sobre más de una plaza, los
concursantes que pudieran ser postergados por los preferentes serán aquellos que menor diferencial
de puntuación guarden con los preferentes conforme a los méritos establecidos en la respectiva
convocatoria. El derecho preferente regulado en este artículo se extinguirá al hacerse efectivo y, en
todo caso, cuando se obtenga un puesto de trabajo con carácter definitivo.

3.  En los supuestos previstos en el  apartado anterior,  la adscripción provisional se  realizará en
puesto de la misma localidad, salvo que por resolución debidamente motivada quede acreditada la
inexistencia en aquella de puestos de trabajo vacantes adscritos al correspondiente Cuerpo o Escala.
En todo caso el puesto al que se adscriba al funcionario no podrá ser inferior en más de dos niveles
al de su grado personal consolidado.

4.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  los  apartados  anteriores,  quienes  cesen  por  alteración  del
contenido  o  supresión  de  sus  puestos  en  las  relaciones  de  puestos  de  trabajo  continuarán
percibiendo, en tanto que se les adscriba a otro puesto y durante un plazo máximo de tres meses, las
retribuciones complementarias correspondientes al puesto suprimido o cuyo contenido haya sido
alterado.

Artículo 70. Evaluación del desempeño.

1. Progresivamente se implantará un sistema de evaluación de los diferentes puestos directivos y
unidades con rango igual o superior a jefatura de servicio que integran la Administración de la
Comunidad de Castilla y León, al objeto de apreciar el nivel de su rendimiento y en el que se
garantizarán,  en  todo  caso,  los  principios  de  igualdad,  objetividad,  mérito,  capacidad,  eficacia
administrativa y seguridad jurídica.

Dichas evaluaciones, que serán de carácter anual, podrán extenderse a las unidades administrativas
inferiores que tengan por objeto la prestación de servicios diferenciados.
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2. A tal efecto se tendrán fundamentalmente en cuenta, como elementos de valoración, la cantidad y
calidad del trabajo realizado referidas a:

a) La organización de la unidad sometida a evaluación, o de las unidades sobre las que despliega sus
efectos el puesto directivo en el caso de ser éste el sometido a evaluación, y el resultado obtenido en
relación con los medios personales y materiales de que se dispone así como en relación con los
objetivos propuestos.

b) La capacidad organizativa así como las propuestas y mejoras introducidas en la unidad y en su
funcionamiento a instancia de su titular. En el  supuesto de evaluación de puestos directivos, la
capacidad de dirección, organización y mejora de las diferentes unidades y funciones comprendidas
en su ámbito de actuación introducidas a instancia del titular del puesto directivo.

3. La valoración se realizará por una Comisión de Evaluación del Desempeño nombrada al efecto,
cuya creación, composición y funcionamiento se regulará por Decreto de la Junta, a propuesta del
Consejero competente en materia de Función Pública. En la norma reglamentaria podrá preverse el
nombramiento de Comisiones de Evaluación Sectoriales. En todo caso, la Comisión de Evaluación
estará compuesta por un mínimo de cinco miembros, uno de los cuales será nombrado a propuesta
de las Centrales Sindicales presentes en la Mesa General de Negociación.

La  Administración  velará  por  la  independencia  de  esos  funcionarios  en  el  desempeño  de  sus
actividades evaluadoras.

4. La Comisión emitirá la evaluación, previa audiencia del titular del puesto directivo o unidad
administrativa objeto de aquella, y dará traslado de la misma al titular del órgano directivo del que
dependa, a la  Dirección General  de Función Pública y al  órgano directivo al  que se encuentre
adscrita la Inspección General de Servicios.

5. Los resultados obtenidos en el proceso de evaluación podrán tenerse en cuenta para la valoración
de los puestos de trabajo y, en su caso, para la determinación del complemento de productividad,
conforme a las previsiones contenidas en el Capítulo V del presente Título.

Artículo 71. De la promoción interna.

1. Por la Administración de la Comunidad de Castilla y León se facilitará la promoción interna
consistente en el ascenso desde Cuerpos o Escalas de un grupo de titulación a otros del inmediato
superior.

Para participar en esta promoción interna, los funcionarios deberán poseer la titulación exigida para
el ingreso en los Cuerpos o Escalas a los que aspiran a acceder, haber prestado servicios efectivos
durante  al  menos  dos  años  como  funcionario  en  Cuerpos  o  Escalas  del  grupo  de  titulación
inmediatamente inferior al del Cuerpo o Escala al que pretenda acceder, y reunir los requisitos y
superar las pruebas que para cada caso establezca la Consejería con competencia en materia de
Función Pública, las cuales se desarrollarán bajo los principios de igualdad, mérito y capacidad.

Dichas pruebas podrán llevarse a cabo en convocatorias independientes de las de ingreso cuando,
por conveniencia de la planificación general de los recursos humanos, así lo autorice la Junta de
Castilla y León. Como regla general el sistema selectivo en los procesos de promoción interna será
el concurso-oposición.
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Los  funcionarios  que  accedan a  otros  Cuerpos o  Escalas  por  el  sistema de  promoción interna
tendrán, en todo caso, preferencia para cubrir los puestos de trabajo vacantes ofertados sobre los
aspirantes que no procedan de este turno.

Asimismo, podrán conservar el grado personal consolidado en el Cuerpo o Escala de procedencia,
siempre  que  se  encuentre  incluido  en  el  intervalo  de  niveles  correspondiente  al  Grupo  al  que
pertenezca  el  nuevo  Cuerpo  o  Escala,  y  el  tiempo  de  servicios  prestados  en  aquéllos  será  de
aplicación, en su caso, para la consolidación del grado personal en éstos.

2. Con carácter excepcional, en las convocatorias de promoción interna al cuerpo auxiliar de la
Administración  de  Castilla  y  León  podrá  autorizarse  la  participación,  de  acuerdo  con  las
condiciones  y  requisitos  que  al  efecto  se  establezcan,  del  personal  laboral  al  servicio  de  la
Administración  General  de  la  Comunidad  de  Castilla  y  León  y  Organismos  Autónomos
dependientes de ésta con la categoría profesional de personal subalterno.

3.  Salvo  que  exista  una  ley  especial,  la  Junta  de  Castilla  y  León,  a  propuesta  del  Consejero
competente  en  materia  de  Función  Pública,  podrá  determinar  los  Cuerpos  y  Escalas  de  la
Administración de la Comunidad de Castilla y León a los que podrán acceder los funcionarios
pertenecientes a otros de su mismo Grupo, así como los requisitos exigibles para el acceso, siempre
que desempeñen funciones sustancialmente coincidentes o análogas en su contenido profesional y
en su nivel técnico, se deriven ventajas para la gestión de los servicios, se encuentren en posesión
de la titulación académica requerida y superen las correspondientes pruebas.

A estos  efectos,  para  el  acceso  a  otros  Cuerpos  o  Escalas  dentro  de  su  mismo  Grupo,  los
funcionarios que reúnan las condiciones de la convocatoria deberán superar únicamente aquella
parte  de las pruebas selectivas propia de la  especialidad del Cuerpo o Escala al  que pretendan
acceder, siendo de aplicación en todo lo demás lo dispuesto en los apartados anteriores.

4. A propuesta del Consejero competente en materia de Función Pública, la Junta de Castilla y León
podrá determinar los Cuerpos y Escalas de funcionarios a los que podrá acceder el personal laboral
de  los  grupos y  categorías  profesionales  equivalentes  al  grupo de titulación  correspondiente  al
Cuerpo o Escala al que se pretenda acceder, siempre que desempeñen funciones sustancialmente
coincidentes o análogas en su contenido profesional y en su nivel técnico, se deriven ventajas para
la gestión de los servicios, se encuentren en posesión de la titulación académica requerida, hayan
prestado servicios efectivos durante al menos dos años como personal laboral fijo en categorías del
grupo profesional al que pertenezcan y superen las correspondientes pruebas.

5. A propuesta de la Consejería en que estén destinados los aspirantes aprobados en el turno de
promoción interna  y  previa  solicitud  de  éstos,  podrá  adjudicárseles  como destino  el  puesto  de
trabajo que vinieran desempeñando con carácter definitivo, siempre y cuando la forma de provisión
sea el concurso y se cumplan los requisitos establecidos en las Relaciones de Puestos de Trabajo. En
este caso, quedarán excluidos del sistema de adjudicación de destinos por el orden de puntuación
obtenido en el proceso selectivo.

Sección III. Formación

Artículo 72. Principios generales.

1. La Junta de Castilla y León promoverá la formación continua de todo el personal al servicio de la
Administración de la Comunidad en las materias relacionadas con el ejercicio de sus funciones,
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procurando el desarrollo del conocimiento de las peculiaridades económicas, sociales, culturales,
institucionales y jurídicas de la Comunidad de Castilla y León, así como de las nuevas tecnologías
en  el  ámbito  de  la  Administración  y  establecerá  sistemas  de  formación  dirigidos  a  facilitar  la
promoción interna.

2. Reglamentariamente se establecerán los sistemas de formación dirigidos a la adquisición de los
conocimientos necesarios para el ejercicio de la función directiva.

3.  Los  programas  de  formación del  personal  incluido  en  el  ámbito  de  aplicación  de  esta  Ley
contemplarán las adaptaciones necesarias para facilitar el acceso y aprovechamiento de las personas
con discapacidad.

4.  Cuando  el  volumen  de  plazas  ofertadas  para  la  promoción  interna  sea  significativo,  la
Administración podrá realizar cursos específicos de preparación para dicha promoción.

Sección IV. Incompatibilidades y responsabilidades

Artículo 73. Incompatibilidades.

1.  El  desempeño  de  la  función  pública  será  incompatible  con  el  ejercicio  de  cualquier  cargo,
profesión o actividad, públicos o privados,  por cuenta propia o ajena,  retribuidos o meramente
honoríficos, que impida o menoscabe el exacto cumplimiento de los deberes de los funcionarios,
comprometan su imparcialidad o independencia o perjudiquen a los intereses generales.

2. El personal al servicio de la Administración de la Comunidad de Castilla y León queda sometido
a  la  legislación  básica  estatal  en  materia  de  incompatibilidades  del  personal  al  servicio  de  las
Administraciones Públicas y a la normativa autonómica que se dicte en desarrollo de la misma.

Artículo 74. Responsabilidades.

1. Los funcionarios serán responsables del correcto desarrollo y ejecución de las funciones que
tengan encomendadas.

2.  La  responsabilidad  disciplinaria  se  exigirá  conforme a  la  normativa  reguladora  del  régimen
disciplinario.
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Tema 4.–Prevención de riesgos laborales.

Bibliografia: 

• Ley  31/1995,  de  8  de  noviembre,  de  Prevención  de  Riesgos  Laborales.

• Decreto 80/2013, de 26 de diciembre, de adaptación de la Legislación de Prevención de
Riesgos Laborales a la Administración de la Comunidad de Castilla y León

Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de
la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones

Artículo 1. Normativa sobre prevención de riesgos laborales.

La  normativa  sobre  prevención  de  riesgos  laborales  está  constituida  por  la  presente  Ley,  sus
disposiciones de desarrollo o complementarias y cuantas otras normas, legales o convencionales,
contengan prescripciones relativas a la adopción de medidas preventivas en el ámbito laboral o
susceptibles de producirlas en dicho ámbito.

Artículo 2. Objeto y carácter de la norma.

1. La presente Ley tiene por objeto promover la seguridad y la salud de los trabajadores mediante la
aplicación de medidas y el desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de riesgos
derivados del trabajo.

A tales efectos, esta Ley establece los principios generales relativos a la prevención de los riesgos
profesionales para la protección de la seguridad y de la salud, la eliminación o disminución de los
riesgos derivados del trabajo, la información, la consulta, la participación equilibrada y la formación
de los trabajadores en materia preventiva, en los términos señalados en la presente disposición.

Para el cumplimiento de dichos fines, la presente Ley regula las actuaciones a desarrollar por las
Administraciones  públicas,  así  como  por  los  empresarios,  los  trabajadores  y  sus  respectivas
organizaciones representativas.

2. Las disposiciones de carácter laboral contenidas en esta Ley y en sus normas reglamentarias
tendrán en todo caso el carácter de Derecho necesario mínimo indisponible, pudiendo ser mejoradas
y desarrolladas en los convenios colectivos.

Artículo 3. Ambito de aplicación.

1. Esta Ley y sus normas de desarrollo serán de aplicación tanto en el ámbito de las relaciones
laborales reguladas en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, como en el de
las  relaciones  de  carácter  administrativo  o  estatutario  del  personal  al  servicio  de  las
Administraciones Públicas, con las peculiaridades que, en este caso, se contemplan en la presente
Ley  o  en  sus  normas  de  desarrollo.  Ello  sin  perjuicio  del  cumplimiento  de  las  obligaciones
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específicas que se establecen para fabricantes, importadores y suministradores, y de los derechos y
obligaciones que puedan derivarse para los trabajadores autónomos. Igualmente serán aplicables a
las sociedades cooperativas, constituidas de acuerdo con la legislación que les sea de aplicación, en
las  que existan socios  cuya actividad consista  en la  prestación de un trabajo personal,  con las
peculiaridades derivadas de su normativa específica.

Cuando en la presente Ley se haga referencia a trabajadores y empresarios, se entenderán también
comprendidos en estos términos, respectivamente, de una parte, el personal con relación de carácter
administrativo o estatutario y la Administración pública para la que presta servicios, en los términos
expresados en la disposición adicional tercera de esta Ley, y, de otra, los socios de las cooperativas
a que se refiere el párrafo anterior y las sociedades cooperativas para las que prestan sus servicios.

2. La presente Ley no será de aplicación en aquellas actividades cuyas particularidades lo impidan
en el ámbito de las funciones públicas de:

–Policía, seguridad y resguardo aduanero.

–Servicios operativos de protección civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo, catástrofe y
calamidad pública.

–Fuerzas Armadas y actividades militares de la Guardia Civil.

No obstante, esta Ley inspirará la normativa específica que se dicte para regular la protección de la
seguridad y la salud de los trabajadores que prestan sus servicios en las indicadas actividades.

3. En los centros y establecimientos militares será de aplicación lo dispuesto en la presente Ley, con
las particularidades previstas en su normativa específica.

En los establecimientos penitenciarios, se adaptarán a la presente Ley aquellas actividades cuyas
características  justifiquen  una  regulación  especial,  lo  que  se  llevará  a  efecto  en  los  términos
señalados en  la  Ley 7/1990,  de  19  de  julio,  sobre  negociación  colectiva  y  participación en  la
determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos.

4. (Suprimido).

Artículo 4. Definiciones.

A efectos de la presente Ley y de las normas que la desarrollen:

1.º Se entenderá por «prevención» el conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en
todas las fases de actividad de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del
trabajo.

2.º Se entenderá como «riesgo laboral» la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado
daño derivado del  trabajo.  Para calificar  un riesgo desde el  punto de vista  de su gravedad,  se
valorarán conjuntamente la probabilidad de que se produzca el daño y la severidad del mismo.

3.º Se considerarán como «daños derivados del trabajo» las enfermedades, patologías o lesiones
sufridas con motivo u ocasión del trabajo.

4.º Se entenderá como «riesgo laboral grave e inminente» aquel que resulte probable racionalmente
que se materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un daño grave para la salud de los
trabajadores.
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En  el  caso  de  exposición  a  agentes  susceptibles  de  causar  daños  graves  a  la  salud  de  los
trabajadores,  se  considerará  que  existe  un  riesgo  grave  e  inminente  cuando  sea  probable
racionalmente que se materialice en un futuro inmediato una exposición a dichos agentes de la que
puedan  derivarse  daños  graves  para  la  salud,  aun  cuando  éstos  no  se  manifiesten  de  forma
inmediata.

5.º Se entenderán como procesos, actividades, operaciones, equipos o productos «potencialmente
peligrosos» aquellos que, en ausencia de medidas preventivas específicas, originen riesgos para la
seguridad y la salud de los trabajadores que los desarrollan o utilizan.

6.º Se entenderá como «equipo de trabajo» cualquier máquina, aparato, instrumento o instalación
utilizada en el trabajo.

7.º Se entenderá como «condición de trabajo» cualquier característica del mismo que pueda tener
una influencia significativa en la generación de riesgos para la seguridad y la salud del trabajador.
Quedan específicamente incluidas en esta definición:

a)  Las características  generales  de los  locales,  instalaciones,  equipos,  productos y demás útiles
existentes en el centro de trabajo.

b) La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo y
sus correspondientes intensidades, concentraciones o niveles de presencia.

c) Los procedimientos para la utilización de los agentes citados anteriormente que influyan en la
generación de los riesgos mencionados.

d)  Todas  aquellas  otras  características  del  trabajo,  incluidas  las  relativas  a  su  organización  y
ordenación, que influyan en la magnitud de los riesgos a que esté expuesto el trabajador.

8.º Se entenderá por «equipo de protección individual» cualquier equipo destinado a ser llevado o
sujetado por el trabajador para que le proteja de uno o varios riesgos que puedan amenazar su
seguridad o su salud en el trabajo, así como cualquier complemento o accesorio destinado a tal fin.

CAPÍTULO II

Política  en materia  de  prevención de  riesgos  para proteger la  seguridad y  la  salud en  el
trabajo

Artículo 5. Objetivos de la política.

1.  La  política  en  materia  de  prevención  tendrá  por  objeto  la  promoción  de  la  mejora  de  las
condiciones de trabajo dirigida a elevar el nivel de protección de la seguridad y la salud de los
trabajadores en el trabajo.

Dicha  política  se  llevará a  cabo por  medio de  las  normas reglamentarias  y  de las  actuaciones
administrativas  que  correspondan  y,  en  particular,  las  que  se  regulan  en  este  capítulo,  que  se
orientarán  a  la  coordinación de  las  distintas  Administraciones  públicas  competentes  en  materia
preventiva y a que se armonicen con ellas las actuaciones que conforme a esta Ley correspondan a
sujetos públicos y privados, a cuyo fin:
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a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y
las entidades que integran la Administración local se prestarán cooperación y asistencia para el
eficaz ejercicio de sus respectivas competencias en el ámbito de lo previsto en este artículo.

b) La elaboración de la política preventiva se llevará a cabo con la participación de los empresarios
y de los trabajadores a través de sus organizaciones empresariales y sindicales más representativas.

2. A los fines previstos en el apartado anterior las Administraciones públicas promoverán la mejora
de la educación en materia preventiva en los diferentes niveles de enseñanza y de manera especial
en  la  oferta  formativa  correspondiente  al  sistema nacional  de  cualificaciones  profesionales,  así
como la adecuación de la formación de los recursos humanos necesarios para la prevención de los
riesgos laborales.

En el ámbito de la Administración General del Estado se establecerá una colaboración permanente
entre el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y los Ministerios que correspondan, en particular
los de Educación y Ciencia y de Sanidad y Consumo, al objeto de establecer los niveles formativos
y especializaciones idóneas, así como la revisión permanente de estas enseñanzas, con el fin de
adaptarlas a las necesidades existentes en cada momento.

3. Del mismo modo, las Administraciones públicas fomentarán aquellas actividades desarrolladas
por los sujetos a que se refiere el apartado 1 del artículo segundo, en orden a la mejora de las
condiciones  de  seguridad  y  salud  en  el  trabajo  y  la  reducción  de  los  riesgos  laborales,  la
investigación o fomento de nuevas formas de protección y la promoción de estructuras eficaces de
prevención.

Para ello podrán adoptar programas específicos dirigidos a promover la mejora del ambiente de
trabajo y el perfeccionamiento de los niveles de protección. Los programas podrán instrumentarse a
través de la concesión de los incentivos que reglamentariamente se determinen que se destinarán
especialmente a las pequeñas y medianas empresas.

4. Las Administraciones públicas promoverán la efectividad del principio de igualdad entre mujeres
y hombres, considerando las variables relacionadas con el sexo tanto en los sistemas de recogida y
tratamiento de datos como en el  estudio e investigación generales en materia de prevención de
riesgos laborales, con el objetivo de detectar y prevenir posibles situaciones en las que los daños
derivados del trabajo puedan aparecer vinculados con el sexo de los trabajadores.

5. La política en materia de prevención de riesgos laborales deberá promover la integración eficaz
de la prevención de riesgos laborales en el sistema de gestión de la empresa.

Igualmente,  la  política  en  materia  de  seguridad  y  salud  en  el  trabajo  tendrá  en  cuenta  las
necesidades y dificultades específicas de las pequeñas y medianas empresas. A tal efecto, en el
procedimiento de elaboración de las disposiciones de carácter general en materia de prevención de
riesgos laborales deberá incorporarse un informe sobre su aplicación en las pequeñas y medianas
empresas que incluirá, en su caso, las medidas particulares que para éstas se contemplen.

Artículo 6. Normas reglamentarias.

1. El Gobierno, a través de las correspondientes normas reglamentarias y previa consulta a las
organizaciones  sindicales  y  empresariales  más  representativas,  regulará  las  materias  que  a
continuación se relacionan:
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a)  Requisitos  mínimos  que  deben  reunir  las  condiciones  de  trabajo  para  la  protección  de  la
seguridad y la salud de los trabajadores.

b) Limitaciones o prohibiciones que afectarán a las operaciones, los procesos y las exposiciones
laborales  a  agentes  que  entrañen  riesgos  para  la  seguridad  y  la  salud  de  los  trabajadores.
Específicamente podrá establecerse el sometimiento de estos procesos u operaciones a trámites de
control administrativo, así como, en el caso de agentes peligrosos, la prohibición de su empleo.

c) Condiciones o requisitos especiales para cualquiera de los supuestos contemplados en el apartado
anterior, tales como la exigencia de un adiestramiento o formación previa o la elaboración de un
plan en el que se contengan las medidas preventivas a adoptar.

d) Procedimientos de evaluación de los riesgos para la salud de los trabajadores, normalización de
metodologías y guías de actuación preventiva.

e)  Modalidades  de  organización,  funcionamiento  y  control  de  los  servicios  de  prevención,
considerando  las  peculiaridades  de  las  pequeñas  empresas  con  el  fin  de  evitar  obstáculos
innecesarios para su creación y desarrollo, así como capacidades y aptitudes que deban reunir los
mencionados servicios y los trabajadores designados para desarrollar la acción preventiva.

f) Condiciones de trabajo o medidas preventivas específicas en trabajos especialmente peligrosos,
en particular si para los mismos están previstos controles médicos especiales, o cuando se presenten
riesgos derivados de determinadas características o situaciones especiales de los trabajadores.

g)  Procedimiento  de  calificación  de  las  enfermedades  profesionales,  así  como  requisitos  y
procedimientos  para  la  comunicación  e  información  a  la  autoridad  competente  de  los  daños
derivados del trabajo.

2. Las normas reglamentarias indicadas en el apartado anterior se ajustarán, en todo caso, a los
principios de política preventiva establecidos en esta Ley, mantendrán la debida coordinación con la
normativa sanitaria y de seguridad industrial y serán objeto de evaluación y, en su caso, de revisión
periódica, de acuerdo con la experiencia en su aplicación y el progreso de la técnica.

Artículo 7. Actuaciones de las Administraciones públicas competentes en materia laboral.

1. En cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley, las Administraciones públicas competentes
en materia laboral desarrollarán funciones de promoción de la prevención, asesoramiento técnico,
vigilancia y control del cumplimiento por los sujetos comprendidos en su ámbito de aplicación de la
normativa de prevención de riesgos laborales, y sancionarán las infracciones a dicha normativa, en
los siguientes términos:

a) Promoviendo la prevención y el asesoramiento a desarrollar por los órganos técnicos en materia
preventiva, incluidas la asistencia y cooperación técnica, la información, divulgación, formación e
investigación en materia preventiva, así como el seguimiento de las actuaciones preventivas que se
realicen en las empresas para la consecución de los objetivos previstos en esta Ley.

b) Velando por el cumplimiento de la normativa sobre prevención de riesgos laborales mediante las
actuaciones  de  vigilancia  y  control.  A estos  efectos,  prestarán  el  asesoramiento  y  la  asistencia
técnica  necesarios  para  el  mejor  cumplimiento  de  dicha  normativa  y  desarrollarán  programas
específicos dirigidos a lograr una mayor eficacia en el control.
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c)  Sancionando el  incumplimiento  de  la  normativa  de  prevención de  riesgos  laborales  por  los
sujetos comprendidos en el ámbito de aplicación de la presente Ley, con arreglo a lo previsto en el
capítulo VII de la misma.

2. Las funciones de las Administraciones públicas competentes en materia laboral que se señalan en
el apartado 1 continuarán siendo desarrolladas, en lo referente a los trabajos en minas, canteras y
túneles que exijan la aplicación de técnica minera,  a los que impliquen fabricación,  transporte,
almacenamiento, manipulación y utilización de explosivos o el empleo de energía nuclear, por los
órganos específicos contemplados en su normativa reguladora.

Las competencias previstas en el apartado anterior se entienden sin perjuicio de lo establecido en la
legislación específica sobre productos e instalaciones industriales.

Artículo 8. Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo.

1.  El  Instituto  Nacional  de  Seguridad  e  Higiene  en  el  Trabajo  es  el  órgano  científico  técnico
especializado de la Administración General del Estado que tiene como misión el análisis y estudio
de las condiciones de seguridad y salud en el trabajo, así como la promoción y apoyo a la mejora de
las mismas. Para ello establecerá la cooperación necesaria con los órganos de las Comunidades
Autónomas con competencias en esta materia.

El Instituto, en cumplimiento de esta misión, tendrá las siguientes funciones:

a)  Asesoramiento  técnico  en  la  elaboración  de  la  normativa  legal  y  en  el  desarrollo  de  la
normalización, tanto a nivel nacional como internacional.

b) Promoción y, en su caso, realización de actividades de formación, información, investigación,
estudio y divulgación en materia de prevención de riesgos laborales, con la adecuada coordinación
y colaboración, en su caso, con los órganos técnicos en materia preventiva de las Comunidades
Autónomas en el ejercicio de sus funciones en esta materia.

c)  Apoyo  técnico  y  colaboración  con  la  Inspección  de  Trabajo  y  Seguridad  Social  en  el
cumplimiento de su función de vigilancia y control, prevista en el artículo 9 de la presente Ley, en
el ámbito de las Administraciones públicas.

d)  Colaboración  con  organismos  internacionales  y  desarrollo  de  programas  de  cooperación
internacional en este ámbito, facilitando la participación de las Comunidades Autónomas.

e) Cualesquiera otras que sean necesarias para el cumplimiento de sus fines y le sean encomendadas
en el ámbito de sus competencias, de acuerdo con la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el
Trabajo regulada en el artículo 13 de esta Ley, con la colaboración, en su caso, de los órganos
técnicos de las Comunidades Autónomas con competencias en la materia.

2. El Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, en el marco de sus funciones, velará
por la coordinación, apoyará el intercambio de información y las experiencias entre las distintas
Administraciones  públicas  y  especialmente  fomentará  y  prestará  apoyo  a  la  realización  de
actividades de promoción de la seguridad y de la salud por las Comunidades Autónomas.

Asimismo, prestará, de acuerdo con las Administraciones competentes, apoyo técnico especializado
en materia de certificación, ensayo y acreditación.
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3. En relación con las Instituciones de la  Unión Europea,  el  Instituto Nacional  de Seguridad e
Higiene en el Trabajo actuará como centro de referencia nacional, garantizando la coordinación y
transmisión de la información que deberá facilitar a escala nacional, en particular respecto a la
Agencia Europea para la Seguridad y la Salud en el Trabajo y su Red.

4. El Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo ejercerá la Secretaría General de la
Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, prestándole la asistencia técnica y científica
necesaria para el desarrollo de sus competencias.

Artículo 9. Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

1. Corresponde a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social la función de la vigilancia y control
de la normativa sobre prevención de riesgos laborales.

En cumplimiento de esta misión, tendrá las siguientes funciones:

a) Vigilar el cumplimiento de la normativa sobre prevención de riesgos laborales, así como de las
normas  jurídico-técnicas  que  incidan  en  las  condiciones  de  trabajo  en  materia  de  prevención,
aunque no tuvieran la calificación directa de normativa laboral, proponiendo a la autoridad laboral
competente la sanción correspondiente, cuando comprobase una infracción a la normativa sobre
prevención de riesgos laborales, de acuerdo con lo previsto en el capítulo VII de la presente Ley.

b) Asesorar e informar a las empresas y a los trabajadores sobre la manera más efectiva de cumplir
las disposiciones cuya vigilancia tiene encomendada.

c) Elaborar los informes solicitados por los Juzgados de lo Social en las demandas deducidas ante
los mismos en los procedimientos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.

d) Informar a la autoridad laboral sobre los accidentes de trabajo mortales, muy graves o graves, y
sobre  aquellos  otros  en  que,  por  sus  características  o  por  los  sujetos  afectados,  se  considere
necesario  dicho informe,  así  como sobre  las  enfermedades  profesionales  en  las  que  concurran
dichas  calificaciones  y,  en  general,  en  los  supuestos  en  que  aquélla  lo  solicite  respecto  del
cumplimiento de la normativa legal en materia de prevención de riesgos laborales.

e)  Comprobar  y  favorecer  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  asumidas  por  los  servicios  de
prevención establecidos en la presente Ley.

f)  Ordenar  la  paralización  inmediata  de  trabajos  cuando,  a  juicio  del  inspector,  se  advierta  la
existencia de riesgo grave e inminente para la seguridad o salud de los trabajadores.

2. Las Administraciones General del Estado y de las comunidades autónomas adoptarán, en sus
respectivos ámbitos de competencia, las medidas necesarias para garantizar la colaboración pericial
y el asesoramiento técnico necesarios a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que, en el
ámbito  de  la  Administración  General  del  Estado  serán  prestados  por  el  Instituto  Nacional  de
Seguridad e Higiene en el Trabajo.

Estas Administraciones públicas elaborarán y coordinarán planes de actuación, en sus respectivos
ámbitos competenciales y territoriales, para contribuir al desarrollo de las actuaciones preventivas
en las empresas, especialmente las de mediano y pequeño tamaño y las de sectores de actividad con
mayor nivel de riesgo o de siniestralidad, a través de acciones de asesoramiento, de información, de
formación y de asistencia técnica.
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En el ejercicio de tales cometidos, los funcionarios públicos de las citadas Administraciones que
ejerzan labores técnicas en materia de prevención de riesgos laborales a que se refiere el párrafo
anterior,  podrán  desempeñar  funciones  de  asesoramiento,  información y  comprobatorias  de  las
condiciones de seguridad y salud en las empresas y centros de trabajo, con el alcance señalado en el
apartado 3 de este artículo y con la capacidad de requerimiento a que se refiere el artículo 43 de esta
ley, todo ello en la forma que se determine reglamentariamente.

Las referidas actuaciones comprobatorias se programarán por la respectiva Comisión Territorial de
la Inspección de Trabajo y Seguridad Social a que se refiere el artículo 17.2 de la Ley 42/1997, de
14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social para su integración en
el plan de acción en Seguridad y Salud Laboral de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

3. Cuando de las actuaciones de comprobación a que se refiere el apartado anterior, se deduzca la
existencia de infracción, y siempre que haya mediado incumplimiento de previo requerimiento, el
funcionario actuante remitirá informe a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el que se
recogerán  los  hechos  comprobados,  a  efectos  de  que  se  levante  la  correspondiente  acta  de
infracción, si así procediera.

A estos  efectos,  los  hechos  relativos  a  las  actuaciones  de  comprobación  de  las  condiciones
materiales o técnicas de seguridad y salud recogidos en tales informes gozarán de la presunción de
certeza a que se refiere la disposición adicional cuarta, apartado 2, de la Ley 42/1997, de 14 de
noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

4. Las actuaciones previstas en los dos apartados anteriores, estarán sujetas a los plazos establecidos
en el artículo 14, apartado 2, de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección
de Trabajo y Seguridad Social.

Artículo 10. Actuaciones de las Administraciones públicas competentes en materia sanitaria.

Las actuaciones de las Administraciones públicas competentes en materia sanitaria referentes a la
salud laboral se llevarán a cabo a través de las acciones y en relación con los aspectos señalados en
el capítulo IV del Título I de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y disposiciones
dictadas para su desarrollo.

En particular, corresponderá a las Administraciones públicas citadas:

a)  El  establecimiento de medios  adecuados  para  la  evaluación y control  de  las  actuaciones  de
carácter sanitario que se realicen en las empresas por los servicios de prevención actuantes. Para
ello, establecerán las pautas y protocolos de actuación, oídas las sociedades científicas, a los que
deberán someterse los citados servicios.

b) La implantación de sistemas de información adecuados que permitan la elaboración, junto con
las autoridades laborales competentes, de mapas de riesgos laborales, así como la realización de
estudios epidemiológicos para la identificación y prevención de las patologías que puedan afectar a
la salud de los trabajadores, así como hacer posible un rápido intercambio de información.

c) La supervisión de la formación que, en materia de prevención y promoción de la salud laboral,
deba recibir el personal sanitario actuante en los servicios de prevención autorizados.

d) La elaboración y divulgación de estudios, investigaciones y estadísticas relacionados con la salud
de los trabajadores.
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Artículo 11. Coordinación administrativa.

La  elaboración  de  normas  preventivas  y  el  control  de  su  cumplimiento,  la  promoción  de  la
prevención, la investigación y la vigilancia epidemiológica sobre riesgos laborales, accidentes de
trabajo y enfermedades profesionales determinan la necesidad de coordinar las actuaciones de las
Administraciones  competentes  en  materia  laboral,  sanitaria  y  de  industria  para  una  más  eficaz
protección de la seguridad y la salud de los trabajadores.

En el marco de dicha coordinación, la Administración competente en materia laboral velará, en
particular, para que la información obtenida por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el
ejercicio de las funciones atribuidas a la misma en el apartado 1 del artículo 9 de esta Ley sea
puesta en conocimiento de la autoridad sanitaria competente a los fines dispuestos en el artículo 10
de la presente Ley y en el artículo 21 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, así
como de la Administración competente en materia de industria a los efectos previstos en la Ley
21/1992, de 16 de julio, de Industria.

Artículo 12. Participación de empresarios y trabajadores.

La participación de  empresarios  y  trabajadores,  a  través  de  las  organizaciones  empresariales  y
sindicales  más  representativas,  en  la  planificación,  programación,  organización  y  control  de  la
gestión relacionada con la mejora de las condiciones de trabajo y la protección de la seguridad y
salud de los trabajadores en el trabajo es principio básico de la política de prevención de riesgos
laborales,  a  desarrollar  por  las  Administraciones  públicas  competentes  en  los  distintos  niveles
territoriales.

Artículo 13. Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo.

1. Se crea la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo como órgano colegiado asesor
de las Administraciones  públicas en la formulación de las políticas de prevención y órgano de
participación institucional en materia de seguridad y salud en el trabajo.

2. La Comisión estará integrada por un representante de cada una de las Comunidades Autónomas y
por igual número de miembros de la Administración General del Estado y, paritariamente con todos
los  anteriores,  por  representantes  de  las  organizaciones  empresariales  y  sindicales  más
representativas.

3. La Comisión conocerá las actuaciones que desarrollen las Administraciones públicas competentes
en materia de promoción de la prevención de riesgos  laborales,  de asesoramiento técnico y de
vigilancia y control a que se refieren los artículos 7, 8, 9 y 11 de esta Ley y podrá informar y
formular propuestas en relación con dichas actuaciones, específicamente en lo referente a:

– Criterios y programas generales de actuación.

– Proyectos de disposiciones de carácter general.

– Coordinación de las actuaciones desarrolladas por las Administraciones públicas competentes en
materia laboral.

– Coordinación entre las Administraciones públicas competentes en materia laboral, sanitaria y de
industria.
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4.  La  Comisión  adoptará  sus  acuerdos  por  mayoría.  A  tal  fin,  los  representantes  de  las
Administraciones públicas tendrán cada uno un voto y dos los de las organizaciones empresariales y
sindicales.

5. La Comisión contará con un Presidente y cuatro Vicepresidentes, uno por cada uno de los grupos
que la integran. La Presidencia de la Comisión corresponderá al Secretario general de Empleo y
Relaciones  Laborales,  recayendo  la  Vicepresidencia  atribuida  a  la  Administración  General  del
Estado en el Subsecretario de Sanidad y Consumo.

6. La Secretaría de la Comisión, como órgano de apoyo técnico y administrativo, recaerá en la
Dirección del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo.

7. La Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo funcionará en Pleno, en Comisión
Permanente o en Grupos de Trabajo, conforme a la normativa que establezca el Reglamento interno
que elaborará la propia Comisión.

En lo no previsto en la presente Ley y en el Reglamento interno a que hace referencia el párrafo
anterior la Comisión se regirá por la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

CAPÍTULO III

Derechos y obligaciones

Artículo 14. Derecho a la protección frente a los riesgos laborales.

1. Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el
trabajo.

El citado derecho supone la existencia de un correlativo deber del empresario de protección de los
trabajadores frente a los riesgos laborales.

Este deber de protección constituye, igualmente, un deber de las Administraciones públicas respecto
del personal a su servicio.

Los  derechos  de  información,  consulta  y  participación,  formación  en  materia  preventiva,
paralización de la actividad en caso de riesgo grave e inminente y vigilancia de su estado de salud,
en los términos previstos en la presente Ley, forman parte del derecho de los trabajadores a una
protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.

2. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar la seguridad y la salud
de los trabajadores a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo. A estos efectos,
en el marco de sus responsabilidades, el empresario realizará la prevención de los riesgos laborales
mediante la integración de la actividad preventiva en la empresa y la adopción de cuantas medidas
sean  necesarias  para  la  protección  de  la  seguridad  y  la  salud  de  los  trabajadores,  con  las
especialidades  que se recogen en los  artículos  siguientes  en  materia  de  plan de prevención de
riesgos laborales, evaluación de riesgos, información, consulta y participación y formación de los
trabajadores, actuación en casos de emergencia y de riesgo grave e inminente, vigilancia de la salud,
y  mediante  la  constitución  de  una  organización  y  de  los  medios  necesarios  en  los  términos
establecidos en el capítulo IV de esta ley.
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El empresario desarrollará una acción permanente de seguimiento de la actividad preventiva con el
fin de perfeccionar de manera continua las actividades de identificación, evaluación y control de los
riesgos que no se hayan podido evitar y los niveles de protección existentes y dispondrá lo necesario
para  la  adaptación  de  las  medidas  de  prevención  señaladas  en  el  párrafo  anterior  a  las
modificaciones  que  puedan  experimentar  las  circunstancias  que  incidan  en  la  realización  del
trabajo.

3. El empresario deberá cumplir las obligaciones establecidas en la normativa sobre prevención de
riesgos laborales.

4.  Las  obligaciones de  los  trabajadores  establecidas  en esta  Ley,  la  atribución de funciones  en
materia de protección y prevención a trabajadores o servicios de la empresa y el recurso al concierto
con entidades especializadas para el desarrollo de actividades de prevención complementarán las
acciones del empresario, sin que por ello le eximan del cumplimiento de su deber en esta materia,
sin perjuicio de las acciones que pueda ejercitar, en su caso, contra cualquier otra persona.

5. El coste de las medidas relativas a la seguridad y la salud en el trabajo no deberá recaer en modo
alguno sobre los trabajadores.

Artículo 15. Principios de la acción preventiva.

1. El empresario aplicará las medidas que integran el deber general de prevención previsto en el
artículo anterior, con arreglo a los siguientes principios generales:

a) Evitar los riesgos.

b) Evaluar los riesgos que no se puedan evitar.

c) Combatir los riesgos en su origen.

d) Adaptar el trabajo a la persona, en particular en lo que respecta a la concepción de los puestos de
trabajo, así como a la elección de los equipos y los métodos de trabajo y de producción, con miras,
en particular, a atenuar el trabajo monótono y repetitivo y a reducir los efectos del mismo en la
salud.

e) Tener en cuenta la evolución de la técnica.

f) Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro.

g)  Planificar  la  prevención,  buscando  un conjunto  coherente  que  integre  en  ella  la  técnica,  la
organización del trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los
factores ambientales en el trabajo.

h) Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual.

i) Dar las debidas instrucciones a los trabajadores.

2.  El  empresario tomará  en consideración las  capacidades  profesionales  de  los  trabajadores  en
materia de seguridad y de salud en el momento de encomendarles las tareas.

3. El empresario adoptará las medidas necesarias a fin de garantizar que sólo los trabajadores que
hayan recibido información suficiente y adecuada puedan acceder a las zonas de riesgo grave y
específico.
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4. La efectividad de las medidas preventivas deberá prever las distracciones o imprudencias no
temerarias que pudiera cometer el trabajador. Para su adopción se tendrán en cuenta los riesgos
adicionales  que  pudieran  implicar  determinadas  medidas  preventivas,  las  cuales  sólo  podrán
adoptarse cuando la magnitud de dichos riesgos sea sustancialmente inferior a la de los que se
pretende controlar y no existan alternativas más seguras.

5.  Podrán  concertar  operaciones  de  seguro  que  tengan  como  fin  garantizar  como  ámbito  de
cobertura la previsión de riesgos derivados del trabajo, la empresa respecto de sus trabajadores, los
trabajadores autónomos respecto a ellos mismos y las sociedades cooperativas respecto a sus socios
cuya actividad consista en la prestación de su trabajo personal.

Artículo 16. Plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de los riesgos y planificación de la actividad
preventiva

1.  La prevención de riesgos  laborales deberá integrarse en el  sistema general  de  gestión de la
empresa, tanto en el conjunto de sus actividades como en todos los niveles jerárquicos de ésta, a
través de la implantación y aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales a que se refiere
el párrafo siguiente.

Este  plan  de  prevención  de  riesgos  laborales  deberá  incluir  la  estructura  organizativa,  las
responsabilidades,  las  funciones,  las  prácticas,  los  procedimientos,  los  procesos  y  los  recursos
necesarios para realizar la acción de prevención de riesgos en la empresa, en los términos que
reglamentariamente se establezcan.

2. Los instrumentos esenciales para la gestión y aplicación del plan de prevención de riesgos, que
podrán ser llevados a cabo por fases de forma programada, son la evaluación de riesgos laborales y
la planificación de la actividad preventiva a que se refieren los párrafos siguientes:

a) El empresario deberá realizar una evaluación inicial de los riesgos para la seguridad y salud de
los  trabajadores,  teniendo  en  cuenta,  con  carácter  general,  la  naturaleza  de  la  actividad,  las
características de los puestos de trabajo existentes y de los trabajadores que deban desempeñarlos.
Igual  evaluación  deberá  hacerse  con  ocasión  de  la  elección  de  los  equipos  de  trabajo,  de  las
sustancias o preparados químicos y del acondicionamiento de los lugares de trabajo. La evaluación
inicial tendrá en cuenta aquellas otras actuaciones que deban desarrollarse de conformidad con lo
dispuesto  en  la  normativa  sobre  protección  de  riesgos  específicos  y  actividades  de  especial
peligrosidad. La evaluación será actualizada cuando cambien las condiciones de trabajo y, en todo
caso, se someterá a consideración y se revisará, si fuera necesario, con ocasión de los daños para la
salud que se hayan producido.

Cuando  el  resultado  de  la  evaluación  lo  hiciera  necesario,  el  empresario  realizará  controles
periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores en la prestación de sus
servicios, para detectar situaciones potencialmente peligrosas.

b) Si los resultados de la evaluación prevista en el párrafo a) pusieran de manifiesto situaciones de
riesgo, el empresario realizará aquellas actividades preventivas necesarias para eliminar o reducir y
controlar  tales  riesgos.  Dichas  actividades  serán  objeto  de  planificación  por  el  empresario,
incluyendo  para  cada  actividad  preventiva  el  plazo  para  llevarla  a  cabo,  la  designación  de
responsables y los recursos humanos y materiales necesarios para su ejecución.
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El empresario deberá asegurarse de la efectiva ejecución de las actividades preventivas incluidas en
la planificación, efectuando para ello un seguimiento continuo de la misma.

Las actividades de prevención deberán ser modificadas cuando se aprecie por el empresario, como
consecuencia de los controles periódicos previstos en el párrafo a) anterior, su inadecuación a los
fines de protección requeridos.

2 bis. Las empresas, en atención al número de trabajadores y a la naturaleza y peligrosidad de las
actividades realizadas, podrán realizar el plan de prevención de riesgos laborales, la evaluación de
riesgos y la planificación de la actividad preventiva de forma simplificada, siempre que ello no
suponga una reducción del nivel de protección de la seguridad y salud de los trabajadores y en los
términos que reglamentariamente se determinen.

3. Cuando se haya producido un daño para la salud de los trabajadores o cuando, con ocasión de la
vigilancia  de  la  salud  prevista  en  el  artículo  22,  aparezcan  indicios  de  que  las  medidas  de
prevención resultan insuficientes, el empresario llevará a cabo una investigación al respecto, a fin
de detectar las causas de estos hechos.

Artículo 17. Equipos de trabajo y medios de protección.

1. El empresario adoptará las medidas necesarias con el fin de que los equipos de trabajo sean
adecuados para el trabajo que deba realizarse y convenientemente adaptados a tal efecto, de forma
que garanticen la seguridad y la salud de los trabajadores al utilizarlos.

Cuando la utilización de un equipo de trabajo pueda presentar un riesgo específico para la seguridad
y la salud de los trabajadores, el empresario adoptará las medidas necesarias con el fin de que:

a) La utilización del equipo de trabajo quede reservada a los encargados de dicha utilización.

b) Los trabajos de reparación, transformación, mantenimiento o conservación sean realizados por
los trabajadores específicamente capacitados para ello.

2. El empresario deberá proporcionar a sus trabajadores equipos de protección individual adecuados
para el  desempeño de sus funciones y velar por el  uso efectivo de los mismos cuando,  por  la
naturaleza de los trabajos realizados, sean necesarios.

Los equipos de protección individual deberán utilizarse cuando los riesgos no se puedan evitar o no
puedan limitarse suficientemente por medios técnicos de protección colectiva o mediante medidas,
métodos o procedimientos de organización del trabajo.

Artículo 18. Información, consulta y participación de los trabajadores.

1. A fin de dar cumplimiento al deber de protección establecido en la presente Ley, el empresario
adoptará  las  medidas  adecuadas  para  que  los  trabajadores  reciban  todas  las  informaciones
necesarias en relación con:

a) Los riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo, tanto aquellos que
afecten a la empresa en su conjunto como a cada tipo de puesto de trabajo o función.

b) Las medidas y actividades de protección y prevención aplicables a los riesgos señalados en el
apartado anterior.

c) Las medidas adoptadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la presente Ley.

136



En las empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, la información a que se refiere
el  presente  apartado  se  facilitará  por  el  empresario  a  los  trabajadores  a  través  de  dichos
representantes;  no  obstante,  deberá  informarse  directamente  a  cada  trabajador  de  los  riesgos
específicos  que  afecten  a  su  puesto  de  trabajo  o  función  y  de  las  medidas  de  protección  y
prevención aplicables a dichos riesgos.

2. El empresario deberá consultar a los trabajadores, y permitir su participación, en el marco de
todas las cuestiones que afecten a la seguridad y a la salud en el trabajo, de conformidad con lo
dispuesto en el capítulo V de la presente Ley.

Los trabajadores tendrán derecho a efectuar propuestas al empresario, así como a los órganos de
participación y representación previstos en el capítulo V de esta Ley, dirigidas a la mejora de los
niveles de protección de la seguridad y la salud en la empresa.

Artículo 19. Formación de los trabajadores.

1. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar que cada trabajador
reciba una formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva, tanto en el
momento de su contratación, cualquiera que sea la modalidad o duración de ésta, como cuando se
produzcan cambios en las funciones que desempeñe o se introduzcan nuevas tecnologías o cambios
en los equipos de trabajo.

La formación deberá estar  centrada específicamente en el  puesto de trabajo o función de cada
trabajador,  adaptarse a  la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos y repetirse
periódicamente, si fuera necesario.

2. La formación a que se refiere el apartado anterior deberá impartirse, siempre que sea posible,
dentro de la jornada de trabajo o, en su defecto, en otras horas pero con el descuento en aquélla del
tiempo invertido en la misma. La formación se podrá impartir por la empresa mediante medios
propios  o  concertándola  con servicios  ajenos,  y  su  coste  no  recaerá  en  ningún caso  sobre  los
trabajadores.

Artículo 20. Medidas de emergencia.

El empresario, teniendo en cuenta el  tamaño y la actividad de la empresa, así como la posible
presencia de personas ajenas a la misma, deberá analizar las posibles situaciones de emergencia y
adoptar las medidas necesarias en materia de primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación
de los trabajadores, designando para ello al personal encargado de poner en práctica estas medidas y
comprobando periódicamente, en su caso, su correcto funcionamiento. El citado personal deberá
poseer  la  formación  necesaria,  ser  suficiente  en  número  y  disponer  del  material  adecuado,  en
función de las circunstancias antes señaladas.

Para la aplicación de las medidas adoptadas, el empresario deberá organizar las relaciones que sean
necesarias  con  servicios  externos  a  la  empresa,  en  particular  en  materia  de  primeros  auxilios,
asistencia  médica  de  urgencia,  salvamento  y  lucha  contra  incendios,  de  forma  que  quede
garantizada la rapidez y eficacia de las mismas.

Artículo 21. Riesgo grave e inminente.

1.  Cuando los  trabajadores  estén o  puedan estar  expuestos  a  un  riesgo grave  e  inminente  con
ocasión de su trabajo, el empresario estará obligado a:
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a) Informar lo antes posible a todos los trabajadores afectados acerca de la existencia de dicho
riesgo y de las medidas adoptadas o que, en su caso, deban adoptarse en materia de protección.

b)  Adoptar  las  medidas  y  dar  las  instrucciones  necesarias  para  que,  en  caso  de  peligro  grave,
inminente  e  inevitable,  los  trabajadores  puedan  interrumpir  su  actividad  y,  si  fuera  necesario,
abandonar de inmediato el lugar de trabajo. En este supuesto no podrá exigirse a los trabajadores
que reanuden su actividad mientras persista el peligro, salvo excepción debidamente justificada por
razones de seguridad y determinada reglamentariamente.

c) Disponer lo necesario para que el trabajador que no pudiera ponerse en contacto con su superior
jerárquico,  ante  una  situación  de  peligro  grave  e  inminente  para  su  seguridad,  la  de  otros
trabajadores o la de terceros a la empresa, esté en condiciones, habida cuenta de sus conocimientos
y de los medios técnicos puestos a su disposición, de adoptar las medidas necesarias para evitar las
consecuencias de dicho peligro.

2. De acuerdo con lo previsto en el apartado 1 del artículo 14 de la presente Ley, el trabajador
tendrá derecho a interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo, en caso necesario, cuando
considere que dicha actividad entraña un riesgo grave e inminente para su vida o su salud.

3. Cuando en el caso a que se refiere el apartado 1 de este artículo el empresario no adopte o no
permita  la  adopción  de  las  medidas  necesarias  para  garantizar  la  seguridad  y  la  salud  de  los
trabajadores, los representantes legales de éstos podrán acordar, por mayoría de sus miembros, la
paralización  de  la  actividad  de  los  trabajadores  afectados  por  dicho  riesgo.  Tal  acuerdo  será
comunicado de inmediato a la empresa y a la autoridad laboral, la cual, en el plazo de veinticuatro
horas, anulará o ratificará la paralización acordada.

El acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrá ser adoptado por decisión mayoritaria de los
Delegados de Prevención cuando no resulte posible reunir con la urgencia requerida al órgano de
representación del personal.

4. Los trabajadores o sus representantes no podrán sufrir perjuicio alguno derivado de la adopción
de las medidas a que se refieren los apartados anteriores, a menos que hubieran obrado de mala fe o
cometido negligencia grave.

Artículo 22. Vigilancia de la salud.

1. El empresario garantizará a los trabajadores a su servicio la vigilancia periódica de su estado de
salud en función de los riesgos inherentes al trabajo.

Esta vigilancia sólo podrá llevarse a cabo cuando el trabajador preste su consentimiento. De este
carácter voluntario sólo se exceptuarán, previo informe de los representantes de los trabajadores, los
supuestos en los que la  realización de los reconocimientos sea imprescindible  para evaluar los
efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de los trabajadores o para verificar si el estado
de salud del trabajador puede constituir un peligro para el mismo, para los demás trabajadores o
para otras personas relacionadas con la empresa o cuando así esté establecido en una disposición
legal en relación con la protección de riesgos específicos y actividades de especial peligrosidad.

En todo caso se deberá optar por la realización de aquellos reconocimientos o pruebas que causen
las menores molestias al trabajador y que sean proporcionales al riesgo.
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2. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo respetando
siempre el derecho a la intimidad y a la dignidad de la persona del trabajador y la confidencialidad
de toda la información relacionada con su estado de salud.

3. Los resultados de la vigilancia a que se refiere el apartado anterior serán comunicados a los
trabajadores afectados.

4. Los datos relativos a la vigilancia de la salud de los trabajadores no podrán ser usados con fines
discriminatorios ni en perjuicio del trabajador.

El  acceso a  la información médica de carácter personal  se  limitará  al  personal  médico y a las
autoridades sanitarias que lleven a cabo la vigilancia de la salud de los trabajadores, sin que pueda
facilitarse al empresario o a otras personas sin consentimiento expreso del trabajador.

No obstante lo anterior, el empresario y las personas u órganos con responsabilidades en materia de
prevención serán informados de las conclusiones que se deriven de los reconocimientos efectuados
en relación con la aptitud del trabajador para el desempeño del puesto de trabajo o con la necesidad
de introducir o mejorar las medidas de protección y prevención, a fin de que puedan desarrollar
correctamente sus funciones en materia preventiva.

5. En los supuestos en que la naturaleza de los riesgos inherentes al trabajo lo haga necesario, el
derecho de los trabajadores a la vigilancia periódica de su estado de salud deberá ser prolongado
más  allá  de  la  finalización  de  la  relación  laboral,  en  los  términos  que  reglamentariamente  se
determinen.

6. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo por personal
sanitario con competencia técnica, formación y capacidad acreditada.

Artículo 23. Documentación.

1. El  empresario deberá elaborar  y  conservar a  disposición de la  autoridad laboral  la  siguiente
documentación relativa a las obligaciones establecidas en los artículos anteriores:

a) Plan de prevención de riesgos laborales, conforme a lo previsto en el apartado 1 del artículo 16
de esta ley.

b) Evaluación de los riesgos para la seguridad y la salud en el trabajo, incluido el resultado de los
controles periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores, de acuerdo
con lo dispuesto en el párrafo a) del apartado 2 del artículo 16 de esta ley.

c) Planificación de la actividad preventiva, incluidas las medidas de protección y de prevención a
adoptar y, en su caso, material de protección que deba utilizarse, de conformidad con el párrafo b)
del apartado 2 del artículo 16 de esta ley.

d) Práctica de los controles del estado de salud de los trabajadores previstos en el artículo 22 de esta
Ley y conclusiones obtenidas de los mismos en los términos recogidos en el último párrafo del
apartado 4 del citado artículo.

e) Relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que hayan causado al trabajador
una incapacidad laboral superior a un día de trabajo. En estos casos el empresario realizará, además,
la notificación a que se refiere el apartado 3 del presente artículo.
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2. En el momento de cesación de su actividad, las empresas deberán remitir a la autoridad laboral la
documentación señalada en el apartado anterior.

3. El empresario estará obligado a notificar por escrito a la autoridad laboral los daños para la salud
de los trabajadores a su servicio que se hubieran producido con motivo del desarrollo de su trabajo,
conforme al procedimiento que se determine reglamentariamente.

4. La documentación a que se hace referencia en el presente artículo deberá también ser puesta a
disposición de las autoridades sanitarias al objeto de que éstas puedan cumplir con lo dispuesto en
el artículo 10 de la presente Ley y en el artículo 21 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de
Sanidad.

Artículo 24. Coordinación de actividades empresariales.

1.  Cuando  en  un  mismo  centro  de  trabajo  desarrollen  actividades  trabajadores  de  dos  o  más
empresas,  éstas deberán cooperar en la aplicación de la  normativa sobre prevención de riesgos
laborales. A tal fin, establecerán los medios de coordinación que sean necesarios en cuanto a la
protección y prevención de riesgos laborales y la información sobre los mismos a sus respectivos
trabajadores, en los términos previstos en el apartado 1 del artículo 18 de esta Ley.

2. El empresario titular del centro de trabajo adoptará las medidas necesarias para que aquellos otros
empresarios  que  desarrollen  actividades  en  su  centro  de  trabajo  reciban  la  información  y  las
instrucciones adecuadas, en relación con los riesgos existentes en el centro de trabajo y con las
medidas de protección y prevención correspondientes, así como sobre las medidas de emergencia a
aplicar, para su traslado a sus respectivos trabajadores.

3.  Las  empresas  que  contraten  o  subcontraten  con  otras  la  realización  de  obras  o  servicios
correspondientes a la propia actividad de aquéllas y que se desarrollen en sus propios centros de
trabajo deberán vigilar el cumplimiento por dichos contratistas y subcontratistas de la normativa de
prevención de riesgos laborales.

4. Las obligaciones consignadas en el último párrafo del apartado 1 del artículo 41 de esta Ley serán
también  de  aplicación,  respecto  de  las  operaciones  contratadas,  en  los  supuestos  en  que  los
trabajadores de la empresa contratista o subcontratista no presten servicios en los centros de trabajo
de  la  empresa  principal,  siempre  que tales  trabajadores  deban operar  con maquinaria,  equipos,
productos, materias primas o útiles proporcionados por la empresa principal.

5. Los deberes de cooperación y de información e instrucción recogidos en los apartados 1 y 2 serán
de aplicación respecto de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades en dichos centros
de trabajo.

6. Las obligaciones previstas en este artículo serán desarrolladas reglamentariamente.

Artículo 25. Protección de trabajadores especialmente sensibles a determinados riesgos.

1. El empresario garantizará de manera específica la protección de los trabajadores que, por sus
propias  características  personales  o  estado  biológico  conocido,  incluidos  aquellos  que  tengan
reconocida la situación de discapacidad física, psíquica o sensorial, sean especialmente sensibles a
los  riesgos  derivados  del  trabajo.  A tal  fin,  deberá  tener  en  cuenta  dichos  aspectos  en  las
evaluaciones de los riesgos y, en función de éstas, adoptará las medidas preventivas y de protección
necesarias.
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Los trabajadores no serán empleados en aquellos puestos de trabajo en los que, a causa de sus
características  personales,  estado  biológico  o  por  su  discapacidad  física,  psíquica  o  sensorial
debidamente reconocida, puedan ellos, los demás trabajadores u otras personas relacionadas con la
empresa ponerse en situación de peligro o, en general, cuando se encuentren manifiestamente en
estados o situaciones transitorias que no respondan a las exigencias psicofísicas de los respectivos
puestos de trabajo.

2. Igualmente, el empresario deberá tener en cuenta en las evaluaciones los factores de riesgo que
puedan incidir en la función de procreación de los trabajadores y trabajadoras, en particular por la
exposición a agentes físicos, químicos y biológicos que puedan ejercer efectos mutagénicos o de
toxicidad para la  procreación,  tanto en los  aspectos  de  la  fertilidad,  como del  desarrollo  de la
descendencia, con objeto de adoptar las medidas preventivas necesarias.

Artículo 26. Protección de la maternidad.

1. La evaluación de los riesgos a que se refiere el artículo 16 de la presente Ley deberá comprender
la determinación de la naturaleza, el grado y la duración de la exposición de las trabajadoras en
situación de embarazo o parto reciente a agentes,  procedimientos o condiciones de trabajo que
puedan influir  negativamente en la  salud de las  trabajadoras  o del  feto,  en cualquier  actividad
susceptible de presentar un riesgo específico. Si los resultados de la evaluación revelasen un riesgo
para la seguridad y la salud o una posible repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las citadas
trabajadoras, el empresario adoptará las medidas necesarias para evitar la exposición a dicho riesgo,
a través de una adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo de la trabajadora afectada.
Dichas medidas incluirán,  cuando resulte  necesario,  la  no realización de trabajo nocturno o de
trabajo a turnos.

2. Cuando la adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo no resultase posible o, a pesar de
tal adaptación, las condiciones de un puesto de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de
la  trabajadora  embarazada  o  del  feto,  y  así  lo  certifiquen  los  Servicios  Médicos  del  Instituto
Nacional de la Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la Entidad con la que la empresa
tenga concertada la cobertura de los riesgos profesionales, con el informe del médico del Servicio
Nacional de Salud que asista facultativamente a la trabajadora, ésta deberá desempeñar un puesto de
trabajo o función diferente y compatible con su estado. El empresario deberá determinar, previa
consulta con los representantes de los trabajadores, la relación de los puestos de trabajo exentos de
riesgos a estos efectos.

El cambio de puesto o función se llevará a cabo de conformidad con las reglas y criterios que se
apliquen en los supuestos de movilidad funcional y tendrá efectos hasta el momento en que el
estado de salud de la trabajadora permita su reincorporación al anterior puesto.

En el supuesto de que, aun aplicando las reglas señaladas en el párrafo anterior, no existiese puesto
de trabajo o función compatible, la trabajadora podrá ser destinada a un puesto no correspondiente a
su grupo o categoría equivalente, si bien conservará el derecho al conjunto de retribuciones de su
puesto de origen.

3.  Si  dicho  cambio  de  puesto  no  resultara  técnica  u  objetivamente  posible,  o  no  pueda
razonablemente  exigirse  por  motivos  justificados,  podrá  declararse  el  paso  de  la  trabajadora
afectada a la situación de suspensión del contrato por riesgo durante el embarazo, contemplada en el
artículo 45.1.d) del Estatuto de los Trabajadores, durante el período necesario para la protección de
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su  seguridad o  de  su  salud  y  mientras  persista  la  imposibilidad  de  reincorporarse  a  su  puesto
anterior o a otro puesto compatible con su estado.

4. Lo dispuesto en los números 1 y 2 de este artículo será también de aplicación durante el período
de lactancia natural, si las condiciones de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la
mujer o del hijo y así lo certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la Seguridad
Social  o  de  las  Mutuas,  en  función de  la  Entidad con  la  que  la  empresa  tenga  concertada  la
cobertura de los riesgos profesionales, con el informe del médico del Servicio Nacional de Salud
que asista facultativamente a la trabajadora o a su hijo. Podrá, asimismo, declararse el pase de la
trabajadora afectada a la situación de suspensión del contrato por riesgo durante la lactancia natural
de  hijos  menores  de  nueve  meses  contemplada  en  el  artículo  45.1.d)  del  Estatuto  de  los
Trabajadores, si se dan las circunstancias previstas en el número 3 de este artículo.

5.  Las  trabajadoras  embarazadas  tendrán  derecho  a  ausentarse  del  trabajo,  con  derecho  a
remuneración, para la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto, previo
aviso al empresario y justificación de la necesidad de su realización dentro de la jornada de trabajo.

Artículo 27. Protección de los menores.

1. Antes de la incorporación al trabajo de jóvenes menores de dieciocho años, y previamente a
cualquier modificación importante de sus condiciones de trabajo, el empresario deberá efectuar una
evaluación de los puestos de trabajo a desempeñar por los mismos, a fin de determinar la naturaleza,
el grado y la duración de su exposición, en cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo
específico al respecto, a agentes, procesos o condiciones de trabajo que puedan poner en peligro la
seguridad o la salud de estos trabajadores.

A tal fin, la evaluación tendrá especialmente en cuenta los riesgos específicos para la seguridad, la
salud y el desarrollo de los jóvenes derivados de su falta de experiencia, de su inmadurez para
evaluar los riesgos existentes o potenciales y de su desarrollo todavía incompleto.

En  todo  caso,  el  empresario  informará  a  dichos  jóvenes  y  a  sus  padres  o  tutores  que  hayan
intervenido  en  la  contratación,  conforme a  lo  dispuesto  en  la  letra  b)  del  artículo  7  del  texto
refundido de  la  Ley del  Estatuto de los  Trabajadores  aprobado por  el  Real  Decreto legislativo
1/1995, de 24 de marzo, de los posibles riesgos y de todas las medidas adoptadas para la protección
de su seguridad y salud.

2. Teniendo en cuenta los factores anteriormente señalados, el Gobierno establecerá las limitaciones
a  la  contratación  de  jóvenes  menores  de  dieciocho  años  en  trabajos  que  presenten  riesgos
específicos.

Artículo 28. Relaciones de trabajo temporales, de duración determinada y en empresas de trabajo temporal.

1. Los trabajadores con relaciones de trabajo temporales o de duración determinada, así como los
contratados por empresas de trabajo temporal, deberán disfrutar del mismo nivel de protección en
materia de seguridad y salud que los restantes trabajadores de la empresa en la que prestan sus
servicios.

La existencia de una relación de trabajo de las señaladas en el párrafo anterior no justificará en
ningún caso una diferencia de trato por lo que respecta a las condiciones de trabajo, en lo relativo a
cualquiera de los aspectos de la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores.
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La presente  Ley y sus  disposiciones  de desarrollo  se  aplicarán  plenamente  a  las  relaciones  de
trabajo señaladas en los párrafos anteriores.

2. El empresario adoptará las medidas necesarias para garantizar que, con carácter previo al inicio
de su actividad, los trabajadores a que se refiere el apartado anterior reciban información acerca de
los  riesgos  a  los  que  vayan  a  estar  expuestos,  en  particular  en  lo  relativo  a  la  necesidad  de
cualificaciones o aptitudes profesionales determinadas, la exigencia de controles médicos especiales
o la existencia de riesgos específicos del puesto de trabajo a cubrir, así como sobre las medidas de
protección y prevención frente a los mismos.

Dichos  trabajadores  recibirán,  en  todo  caso,  una  formación  suficiente  y  adecuada  a  las
características del  puesto de trabajo a  cubrir,  teniendo en cuenta su cualificación y experiencia
profesional y los riesgos a los que vayan a estar expuestos.

3. Los trabajadores a que se refiere el presente artículo tendrán derecho a una vigilancia periódica
de su estado de salud, en los términos establecidos en el artículo 22 de esta Ley y en sus normas de
desarrollo.

4. El empresario deberá informar a los trabajadores designados para ocuparse de las actividades de
protección y prevención o, en su caso, al servicio de prevención previsto en el artículo 31 de esta
Ley de la  incorporación de los trabajadores a  que se refiere  el  presente artículo,  en la  medida
necesaria  para  que  puedan  desarrollar  de  forma  adecuada  sus  funciones  respecto  de  todos  los
trabajadores de la empresa.

5. En las relaciones de trabajo a través de empresas de trabajo temporal, la empresa usuaria será
responsable de las condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado con la protección de
la  seguridad  y  la  salud  de  los  trabajadores.  Corresponderá,  además,  a  la  empresa  usuaria  el
cumplimiento de las obligaciones en materia de información previstas en los apartados 2 y 4 del
presente artículo.

La empresa de trabajo temporal será responsable del cumplimiento de las obligaciones en materia
de formación y vigilancia de la salud que se establecen en los apartados 2 y 3 de este artículo. A tal
fin, y sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la empresa usuaria deberá informar a la
empresa de trabajo temporal, y ésta a los trabajadores afectados, antes de la adscripción de los
mismos,  acerca de  las  características  propias  de los  puestos  de  trabajo  a  desempeñar  y de  las
cualificaciones requeridas.

La empresa usuaria deberá informar a los representantes de los trabajadores en la misma de la
adscripción de los trabajadores puestos a disposición por la empresa de trabajo temporal. Dichos
trabajadores podrán dirigirse a estos representantes en el ejercicio de los derechos reconocidos en la
presente Ley.

Artículo 29. Obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos.

1. Corresponde a cada trabajador velar, según sus posibilidades y mediante el cumplimiento de las
medidas de prevención que en cada caso sean adoptadas, por su propia seguridad y salud en el
trabajo y por la de aquellas otras personas a las que pueda afectar su actividad profesional, a causa
de sus actos y omisiones en el trabajo, de conformidad con su formación y las instrucciones del
empresario.
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2.  Los  trabajadores,  con  arreglo  a  su  formación  y  siguiendo  las  instrucciones  del  empresario,
deberán en particular:

1.º  Usar  adecuadamente,  de  acuerdo con su naturaleza y los  riesgos  previsibles,  las  máquinas,
aparatos, herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualesquiera otros
medios con los que desarrollen su actividad.

2.º  Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el  empresario,  de
acuerdo con las instrucciones recibidas de éste.

3.º  No  poner  fuera  de  funcionamiento  y  utilizar  correctamente  los  dispositivos  de  seguridad
existentes o que se instalen en los medios relacionados con su actividad o en los lugares de trabajo
en los que ésta tenga lugar.

4.º Informar de inmediato a su superior jerárquico directo, y a los trabajadores designados para
realizar actividades de protección y de prevención o, en su caso, al servicio de prevención, acerca
de cualquier situación que, a su juicio, entrañe, por motivos razonables, un riesgo para la seguridad
y la salud de los trabajadores.

5.º Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el
fin de proteger la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.

6.º Cooperar con el empresario para que éste pueda garantizar unas condiciones de trabajo que sean
seguras y no entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores.

3. El incumplimiento por los trabajadores de las obligaciones en materia de prevención de riesgos a
que se refieren los apartados anteriores tendrá la consideración de incumplimiento laboral a los
efectos previstos en el artículo 58.1 del Estatuto de los Trabajadores o de falta, en su caso, conforme
a lo establecido en la correspondiente normativa sobre régimen disciplinario de los funcionarios
públicos o del personal estatutario al servicio de las Administraciones públicas. Lo dispuesto en este
apartado será igualmente aplicable a los socios de las cooperativas cuya actividad consista en la
prestación de su trabajo, con las precisiones que se establezcan en sus Reglamentos de Régimen
Interno.

CAPÍTULO IV

Servicios de prevención

Artículo 30. Protección y prevención de riesgos profesionales.

1. En cumplimiento del deber de prevención de riesgos profesionales, el empresario designará uno o
varios  trabajadores  para  ocuparse  de  dicha  actividad,  constituirá  un  servicio  de  prevención  o
concertará dicho servicio con una entidad especializada ajena a la empresa.

2. Los trabajadores designados deberán tener la capacidad necesaria, disponer del tiempo y de los
medios precisos y ser suficientes en número, teniendo en cuenta el tamaño de la empresa, así como
los riesgos a que están expuestos los trabajadores y su distribución en la misma, con el alcance que
se determine en las disposiciones a que se refiere la letra e) del apartado 1 del artículo 6 de la
presente Ley.

Los trabajadores a que se refiere el párrafo anterior colaborarán entre sí  y, en su caso, con los
servicios de prevención.
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3. Para la realización de la actividad de prevención, el empresario deberá facilitar a los trabajadores
designados el acceso a la información y documentación a que se refieren los artículos 18 y 23 de la
presente Ley.

4. Los trabajadores designados no podrán sufrir ningún perjuicio derivado de sus actividades de
protección y prevención de los riesgos profesionales en la empresa. En ejercicio de esta función,
dichos  trabajadores  gozarán,  en  particular,  de  las  garantías  que  para  los  representantes  de  los
trabajadores establecen las letras a), b) y c) del artículo 68 y el apartado 4 del artículo 56 del texto
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

Esta garantía alcanzará también a los trabajadores integrantes del servicio de prevención, cuando la
empresa decida constituirlo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo siguiente.

Los trabajadores a que se refieren los párrafos anteriores deberán guardar sigilo profesional sobre la
información relativa a la empresa a la que tuvieran acceso como consecuencia del desempeño de
sus funciones.

5.  En  las  empresas  de  hasta  diez  trabajadores,  el  empresario  podrá  asumir  personalmente  las
funciones señaladas en el apartado 1, siempre que desarrolle de forma habitual su actividad en el
centro de trabajo y tenga la capacidad necesaria, en función de los riesgos a que estén expuestos los
trabajadores  y  la  peligrosidad  de  las  actividades,  con  el  alcance  que  se  determine  en  las
disposiciones a que se refiere el artículo 6.1.e) de esta Ley. La misma posibilidad se reconoce al
empresario  que,  cumpliendo  tales  requisitos,  ocupe  hasta 25 trabajadores,  siempre  y  cuando  la
empresa disponga de un único centro de trabajo.

6. El empresario que no hubiere concertado el Servicio de prevención con una entidad especializada
ajena a la empresa deberá someter su sistema de prevención al control de una auditoría o evaluación
externa, en los términos que reglamentariamente se determinen.

7. Las personas o entidades especializadas que pretendan desarrollar la actividad de auditoría del
sistema de prevención habrán de contar con una única autorización de la autoridad laboral, que
tendrá validez en todo el territorio español. El vencimiento del plazo máximo del procedimiento de
autorización sin haberse notificado resolución expresa al interesado permitirá entender desestimada
la solicitud por silencio administrativo, con el objeto de garantizar una adecuada protección de los
trabajadores.

Artículo 31. Servicios de prevención.

1.  Si  la  designación  de  uno  o  varios  trabajadores  fuera  insuficiente  para  la  realización  de  las
actividades  de  prevención,  en  función  del  tamaño  de  la  empresa,  de  los  riesgos  a  que  están
expuestos los trabajadores o de la peligrosidad de las actividades desarrolladas, con el alcance que
se establezca en las disposiciones a que se refiere la letra e) del apartado 1 del artículo 6 de la
presente Ley, el empresario deberá recurrir a uno o varios servicios de prevención propios o ajenos
a la empresa, que colaborarán cuando sea necesario.

Para el establecimiento de estos servicios en las Administraciones públicas se tendrá en cuenta su
estructura organizativa y la existencia, en su caso, de ámbitos sectoriales y descentralizados.

2.  Se  entenderá  como  servicio  de  prevención  el  conjunto  de  medios  humanos  y  materiales
necesarios para realizar las actividades preventivas a fin de garantizar la adecuada protección de la
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seguridad y la salud de los trabajadores,  asesorando y asistiendo para ello al  empresario,  a los
trabajadores  y  a  sus  representantes  y  a  los  órganos  de  representación  especializados.  Para  el
ejercicio de sus funciones, el empresario deberá facilitar a dicho servicio el acceso a la información
y documentación a que se refiere el apartado 3 del artículo anterior.

3.  Los  servicios  de  prevención  deberán  estar  en  condiciones  de  proporcionar  a  la  empresa  el
asesoramiento y apoyo que precise en función de los tipos de riesgo en ella existentes y en lo
referente a:

a) El diseño, implantación y aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales que permita la
integración de la prevención en la empresa.

b) La evaluación de los factores de riesgo que puedan afectar a la seguridad y la salud de los
trabajadores en los términos previstos en el artículo 16 de esta Ley.

c) La planificación de la actividad preventiva y la determinación de las prioridades en la adopción
de las medidas preventivas y la vigilancia de su eficacia.

d) La información y formación de los trabajadores, en los términos previstos en los artículos 18 y 19
de esta Ley.

e) La prestación de los primeros auxilios y planes de emergencia.

f) La vigilancia de la salud de los trabajadores en relación con los riesgos derivados del trabajo.

Si la empresa no llevara a cabo las actividades preventivas con recursos propios, la asunción de las
funciones respecto de las materias descritas en este apartado sólo podrá hacerse por un servicio de
prevención  ajeno.  Lo  anterior  se  entenderá  sin  perjuicio  de  cualquiera  otra  atribución  legal  o
reglamentaria de competencia a otras entidades u organismos respecto de las materias indicadas.

4. El servicio de prevención tendrá carácter interdisciplinario, debiendo sus medios ser apropiados
para  cumplir  sus  funciones.  Para  ello,  la  formación,  especialidad,  capacitación,  dedicación  y
número de componentes de estos servicios, así como sus recursos técnicos, deberán ser suficientes y
adecuados a las actividades preventivas a desarrollar, en función de las siguientes circunstancias:

a) Tamaño de la empresa.

b) Tipos de riesgo a los que puedan encontrarse expuestos los trabajadores.

c) Distribución de riesgos en la empresa.

5. Para poder actuar como servicios de prevención, las entidades especializadas deberán ser objeto
de una acreditación por la autoridad laboral,  que será única y con validez en todo el  territorio
español,  mediante  la  comprobación  de  que  reúnen  los  requisitos  que  se  establezcan
reglamentariamente  y  previa  aprobación  de  la  autoridad  sanitaria  en  cuanto  a  los  aspectos  de
carácter sanitario.

Entre estos requisitos, las entidades especializadas deberán suscribir una póliza de seguro que cubra
su responsabilidad en la cuantía que se determine reglamentariamente y sin que aquella constituya
el límite de la responsabilidad del servicio.
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6.  El  vencimiento  del  plazo  máximo del  procedimiento  de  acreditación  sin  haberse  notificado
resolución  expresa  al  interesado  permitirá  entender  desestimada  la  solicitud  por  silencio
administrativo, con el objeto de garantizar una adecuada protección de los trabajadores.

Artículo 32. Prohibición de participación en actividades mercantiles de prevención.

Las  Mutuas  Colaboradoras  con  la  Seguridad  Social  no  podrán  desarrollar  las  funciones
correspondientes  a  los  servicios  de prevención ajenos,  ni  participar  con cargo a  su patrimonio
histórico  en  el  capital  social  de  una  sociedad mercantil  en  cuyo objeto  figure  la  actividad de
prevención.

Artículo 32 bis. Presencia de los recursos preventivos.

1. La presencia en el centro de trabajo de los recursos preventivos, cualquiera que sea la modalidad
de organización de dichos recursos, será necesaria en los siguientes casos:

a) Cuando los riesgos puedan verse agravados o modificados en el  desarrollo del  proceso o la
actividad,  por  la  concurrencia  de  operaciones  diversas  que  se  desarrollan  sucesiva  o
simultáneamente y que hagan preciso el control de la correcta aplicación de los métodos de trabajo.

b)  Cuando se realicen  actividades  o procesos  que reglamentariamente  sean considerados como
peligrosos o con riesgos especiales.

c) Cuando la necesidad de dicha presencia sea requerida por la Inspección de Trabajo y Seguridad
Social, si las circunstancias del caso así lo exigieran debido a las condiciones de trabajo detectadas.

2.  Se  consideran  recursos  preventivos,  a  los  que  el  empresario  podrá  asignar  la  presencia,  los
siguientes:

a) Uno o varios trabajadores designados de la empresa.

b) Uno o varios miembros del servicio de prevención propio de la empresa.

c) Uno o varios miembros del o los servicios de prevención ajenos concertados por la empresa.

Cuando la presencia sea realizada por diferentes recursos preventivos éstos deberán colaborar entre
sí.

3.  Los  recursos  preventivos  a  que  se  refiere  el  apartado  anterior  deberán  tener  la  capacidad
suficiente,  disponer  de  los  medios  necesarios  y  ser  suficientes  en  número  para  vigilar  el
cumplimiento de las actividades preventivas, debiendo permanecer en el centro de trabajo durante el
tiempo en que se mantenga la situación que determine su presencia.

4. No obstante lo señalado en los apartados anteriores, el empresario podrá asignar la presencia de
forma expresa a uno o varios trabajadores de la empresa que,  sin formar parte del servicio de
prevención propio ni ser trabajadores designados, reúnan los conocimientos, la cualificación y la
experiencia necesarios en las actividades o procesos a que se refiere el apartado 1 y cuenten con la
formación preventiva correspondiente, como mínimo, a las funciones del nivel básico.

En este supuesto, tales trabajadores deberán mantener la necesaria colaboración con los recursos
preventivos del empresario.
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CAPÍTULO V

Consulta y participación de los trabajadores

Artículo 33. Consulta de los trabajadores.

1. El empresario deberá consultar a los trabajadores, con la debida antelación, la adopción de las
decisiones relativas a:

a)  La  planificación  y  la  organización  del  trabajo  en  la  empresa  y  la  introducción  de  nuevas
tecnologías, en todo lo relacionado con las consecuencias que éstas pudieran tener para la seguridad
y la  salud  de  los  trabajadores,  derivadas  de  la  elección  de  los  equipos,  la  determinación y  la
adecuación de las condiciones de trabajo y el impacto de los factores ambientales en el trabajo.

b) La organización y desarrollo de las actividades de protección de la salud y prevención de los
riesgos  profesionales  en  la  empresa,  incluida  la  designación de  los  trabajadores  encargados de
dichas actividades o el recurso a un servicio de prevención externo.

c) La designación de los trabajadores encargados de las medidas de emergencia.

d) Los procedimientos de información y documentación a que se refieren los artículos 18, apartado
1, y 23, apartado 1, de la presente Ley.

e) El proyecto y la organización de la formación en materia preventiva.

f) Cualquier otra acción que pueda tener efectos sustanciales sobre la seguridad y la salud de los
trabajadores.

2. En las empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, las consultas a que se refiere
el apartado anterior se llevarán a cabo con dichos representantes.

Artículo 34. Derechos de participación y representación.

1. Los trabajadores tienen derecho a participar en la empresa en las cuestiones relacionadas con la
prevención de riesgos en el trabajo.

En las empresas o centros de trabajo que cuenten con seis o más trabajadores, la participación de
éstos se canalizará a través de sus representantes y de la representación especializada que se regula
en este capítulo.

2. A los Comités de Empresa, a los Delegados de Personal y a los representantes sindicales les
corresponde, en los términos que, respectivamente, les reconocen el Estatuto de los Trabajadores, la
Ley de Organos de Representación del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas y la
Ley Orgánica de Libertad Sindical, la defensa de los intereses de los trabajadores en materia de
prevención  de  riesgos  en  el  trabajo.  Para  ello,  los  representantes  del  personal  ejercerán  las
competencias que dichas normas establecen en materia de información, consulta y negociación,
vigilancia  y  control  y  ejercicio  de  acciones  ante  las  empresas  y  los  órganos  y  tribunales
competentes.

3.  El  derecho  de  participación que  se  regula  en  este  capítulo  se  ejercerá  en  el  ámbito  de  las
Administraciones públicas con las adaptaciones que procedan en atención a la diversidad de las
actividades que desarrollan y las diferentes condiciones en que éstas se realizan, la complejidad y
dispersión de su estructura organizativa y sus peculiaridades en materia de representación colectiva,
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en  los  términos  previstos  en  la  Ley  7/1990,  de  19  de  julio,  sobre  negociación  colectiva  y
participación  en  la  determinación  de  las  condiciones  de  trabajo  de  los  empleados  públicos,
pudiéndose establecer ámbitos sectoriales y descentralizados en función del número de efectivos y
centros.

Para llevar a cabo la indicada adaptación en el ámbito de la Administración General del Estado, el
Gobierno tendrá en cuenta los siguientes criterios:

a) En ningún caso dicha adaptación podrá afectar a las competencias, facultades y garantías que se
reconocen en esta Ley a los Delegados de Prevención y a los Comités de Seguridad y Salud.

b) Se deberá establecer el ámbito específico que resulte adecuado en cada caso para el ejercicio de
la  función  de  participación  en  materia  preventiva  dentro  de  la  estructura  organizativa  de  la
Administración. Con carácter general, dicho ámbito será el de los órganos de representación del
personal al servicio de las Administraciones públicas, si bien podrán establecerse otros distintos en
función de las características de la actividad y frecuencia de los riesgos a que puedan encontrarse
expuestos los trabajadores.

c)  Cuando en el  indicado ámbito existan  diferentes  órganos de  representación  del  personal,  se
deberá garantizar una actuación coordinada de todos ellos en materia de prevención y protección de
la seguridad y la salud en el trabajo, posibilitando que la participación se realice de forma conjunta
entre unos y otros, en el ámbito específico establecido al efecto.

d) Con carácter general, se constituirá un único Comité de Seguridad y Salud en el ámbito de los
órganos  de  representación  previstos  en  la  Ley  de  Organos  de  Representación  del  Personal  al
Servicio de las Administraciones Públicas, que estará integrado por los Delegados de Prevención
designados  en  dicho  ámbito,  tanto  para  el  personal  con  relación  de  carácter  administrativo  o
estatutario como para el personal laboral, y por representantes de la Administración en número no
superior al de Delegados. Ello no obstante, podrán constituirse Comités de Seguridad y Salud en
otros  ámbitos  cuando  las  razones  de  la  actividad  y  el  tipo  y  frecuencia  de  los  riesgos  así  lo
aconsejen.

Artículo 35. Delegados de Prevención.

1. Los Delegados de Prevención son los representantes de los trabajadores con funciones específicas
en materia de prevención de riesgos en el trabajo.

2. Los Delegados de Prevención serán designados por y entre los representantes del personal, en el
ámbito de los órganos de representación previstos en las normas a que se refiere el artículo anterior,
con arreglo a la siguiente escala:

De 50 a 100 trabajadores: 2 Delegados de Prevención.

De 101 a 500 trabajadores: 3 Delegados de Prevención.

De 501 a 1.000 trabajadores: 4 Delegados de Prevención.

De 1.001 a 2.000 trabajadores: 5 Delegados de Prevención.

De 2.001 a 3.000 trabajadores: 6 Delegados de Prevención.

De 3.001 a 4.000 trabajadores: 7 Delegados de Prevención.
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De 4.001 en adelante: 8 Delegados de Prevención.

En  las  empresas  de  hasta  treinta  trabajadores  el  Delegado de  Prevención será  el  Delegado  de
Personal. En las empresas de treinta y uno a cuarenta y nueve trabajadores habrá un Delegado de
Prevención que será elegido por y entre los Delegados de Personal.

3.  A efectos  de  determinar  el  número  de  Delegados  de  Prevención  se  tendrán  en  cuenta  los
siguientes criterios:

a)  Los  trabajadores  vinculados  por  contratos  de  duración  determinada  superior  a  un  año  se
computarán como trabajadores fijos de plantilla.

b) Los contratados por término de hasta un año se computarán según el número de días trabajados
en el período de un año anterior a la designación. Cada doscientos días trabajados o fracción se
computarán como un trabajador más.

4. No obstante lo dispuesto en el presente artículo, en los convenios colectivos podrán establecerse
otros sistemas de designación de los Delegados de Prevención, siempre que se garantice que la
facultad de designación corresponde a los representantes del personal o a los propios trabajadores.

Asimismo, en la negociación colectiva o mediante los acuerdos a que se refiere el  artículo 83,
apartado 3, del Estatuto de los Trabajadores podrá acordarse que las competencias reconocidas en
esta Ley a los Delegados de Prevención sean ejercidas por órganos específicos creados en el propio
convenio o en los acuerdos citados. Dichos órganos podrán asumir, en los términos y conforme a las
modalidades  que  se  acuerden,  competencias  generales  respecto  del  conjunto  de  los  centros  de
trabajo incluidos en el ámbito de aplicación del convenio o del acuerdo, en orden a fomentar el
mejor cumplimiento en los mismos de la normativa sobre prevención de riesgos laborales.

Igualmente, en el ámbito de las Administraciones públicas se podrán establecer, en los términos
señalados en  la  Ley 7/1990,  de  19  de  julio,  sobre  negociación  colectiva  y  participación en  la
determinación  de  las  condiciones  de  trabajo  de  los  empleados  públicos,  otros  sistemas  de
designación  de  los  Delegados  de  Prevención  y  acordarse  que  las  competencias  que  esta  Ley
atribuye a éstos puedan ser ejercidas por órganos específicos.

Artículo 36. Competencias y facultades de los Delegados de Prevención.

1. Son competencias de los Delegados de Prevención:

a) Colaborar con la dirección de la empresa en la mejora de la acción preventiva.

b) Promover y fomentar la cooperación de los trabajadores en la ejecución de la normativa sobre
prevención de riesgos laborales.

c) Ser consultados por el empresario, con carácter previo a su ejecución, acerca de las decisiones a
que se refiere el artículo 33 de la presente Ley.

d) Ejercer una labor de vigilancia y control sobre el cumplimiento de la normativa de prevención de
riesgos laborales.

En las empresas que, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 38 de esta Ley, no
cuenten con Comité  de  Seguridad y Salud por  no alcanzar  el  número mínimo de  trabajadores
establecido al efecto, las competencias atribuidas a aquél en la presente Ley serán ejercidas por los
Delegados de Prevención.
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2.  En el  ejercicio de las competencias  atribuidas a  los  Delegados de Prevención,  éstos  estarán
facultados para:

a) Acompañar a los técnicos en las evaluaciones de carácter preventivo del medio ambiente de
trabajo, así  como, en los términos previstos en el  artículo 40 de esta Ley, a los Inspectores de
Trabajo y Seguridad Social en las visitas y verificaciones que realicen en los centros de trabajo para
comprobar  el  cumplimiento  de  la  normativa  sobre  prevención  de  riesgos  laborales,  pudiendo
formular ante ellos las observaciones que estimen oportunas.

b) Tener acceso, con las limitaciones previstas en el apartado 4 del artículo 22 de esta Ley, a la
información y documentación relativa a  las  condiciones  de trabajo que sean necesarias para el
ejercicio de sus funciones y, en particular, a la prevista en los artículos 18 y 23 de esta Ley. Cuando
la información esté sujeta a las limitaciones reseñadas, sólo podrá ser suministrada de manera que
se garantice el respeto de la confidencialidad.

c) Ser informados por el empresario sobre los daños producidos en la salud de los trabajadores una
vez que aquél hubiese tenido conocimiento de ellos, pudiendo presentarse, aún fuera de su jornada
laboral, en el lugar de los hechos para conocer las circunstancias de los mismos.

d)  Recibir  del  empresario  las  informaciones  obtenidas  por  éste  procedentes  de  las  personas  u
órganos encargados de las actividades de protección y prevención en la empresa, así como de los
organismos  competentes  para  la  seguridad  y  la  salud  de  los  trabajadores,  sin  perjuicio  de  lo
dispuesto en el artículo 40 de esta Ley en materia de colaboración con la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social.

e) Realizar visitas a los lugares de trabajo para ejercer una labor de vigilancia y control del estado
de  las  condiciones  de  trabajo,  pudiendo,  a  tal  fin,  acceder  a  cualquier  zona  de  los  mismos  y
comunicarse  durante  la  jornada  con  los  trabajadores,  de  manera  que  no  se  altere  el  normal
desarrollo del proceso productivo.

f) Recabar del empresario la adopción de medidas de carácter preventivo y para la mejora de los
niveles de protección de la seguridad y la salud de los trabajadores, pudiendo a tal fin efectuar
propuestas al empresario, así como al Comité de Seguridad y Salud para su discusión en el mismo.

g) Proponer al órgano de representación de los trabajadores la adopción del acuerdo de paralización
de actividades a que se refiere el apartado 3 del artículo 21.

3. Los informes que deban emitir los Delegados de Prevención a tenor de lo dispuesto en la letra c)
del  apartado 1 de  este  artículo deberán elaborarse en un plazo de quince  días,  o  en el  tiempo
imprescindible  cuando  se  trate  de  adoptar  medidas  dirigidas  a  prevenir  riesgos  inminentes.
Transcurrido el  plazo sin haberse emitido el  informe, el empresario podrá poner en práctica su
decisión.

4. La decisión negativa del empresario a la adopción de las medidas propuestas por el Delegado de
Prevención a tenor de lo dispuesto en la letra f) del apartado 2 de este artículo deberá ser motivada.

Artículo 37. Garantías y sigilo profesional de los Delegados de Prevención.

1. Lo previsto en el artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores en materia de garantías será de
aplicación a los Delegados de Prevención en su condición de representantes de los trabajadores.
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El tiempo utilizado por los Delegados de Prevención para el desempeño de las funciones previstas
en esta  Ley será considerado como de ejercicio de funciones de representación a  efectos de la
utilización del crédito de horas mensuales retribuidas previsto en la letra e) del citado artículo 68 del
Estatuto de los Trabajadores.

No  obstante  lo  anterior,  será  considerado  en  todo  caso  como  tiempo  de  trabajo  efectivo,  sin
imputación al citado crédito horario, el correspondiente a las reuniones del Comité de Seguridad y
Salud y a cualesquiera otras convocadas por el empresario en materia de prevención de riesgos, así
como el destinado a las visitas previstas en las letras a) y c) del número 2 del artículo anterior.

2. El empresario deberá proporcionar a los Delegados de Prevención los medios y la formación en
materia preventiva que resulten necesarios para el ejercicio de sus funciones.

La formación se deberá facilitar por el empresario por sus propios medios o mediante concierto con
organismos o entidades especializadas en la materia y deberá adaptarse a la evolución de los riesgos
y a la aparición de otros nuevos, repitiéndose periódicamente si fuera necesario.

El tiempo dedicado a la formación será considerado como tiempo de trabajo a todos los efectos y su
coste no podrá recaer en ningún caso sobre los Delegados de Prevención.

3. A los Delegados de Prevención les será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 65
del Estatuto de los Trabajadores en cuanto al sigilo profesional debido respecto de las informaciones
a que tuviesen acceso como consecuencia de su actuación en la empresa.

4. Lo dispuesto en el presente artículo en materia de garantías y sigilo profesional de los Delegados
de  Prevención se  entenderá  referido,  en  el  caso  de  las  relaciones  de  carácter  administrativo  o
estatutario del personal al servicio de las Administraciones públicas, a la regulación contenida en
los  artículos  10,  párrafo  segundo,  y  11  de  la  Ley  9/1987,  de  12  de  junio,  de  Organos  de
Representación,  Determinación  de  las  Condiciones  de  Trabajo  y  Participación  del  Personal  al
Servicio de las Administraciones Públicas.

Artículo 38. Comité de Seguridad y Salud.

1. El Comité de Seguridad y Salud es el órgano paritario y colegiado de participación destinado a la
consulta regular y periódica de las actuaciones de la empresa en materia de prevención de riesgos.

2. Se constituirá un Comité de Seguridad y Salud en todas las empresas o centros de trabajo que
cuenten con 50 o más trabajadores.

El Comité estará formado por los Delegados de Prevención, de una parte, y por el empresario y/o
sus representantes en número igual al de los Delegados de Prevención, de la otra.

En  las  reuniones  del  Comité  de  Seguridad  y  Salud  participarán,  con  voz  pero  sin  voto,  los
Delegados Sindicales y los responsables técnicos de la prevención en la empresa que no estén
incluidos en la  composición a la  que se refiere el  párrafo anterior.  En las mismas condiciones
podrán  participar  trabajadores  de  la  empresa  que  cuenten  con  una  especial  cualificación  o
información  respecto  de  concretas  cuestiones  que  se  debatan  en  este  órgano  y  técnicos  en
prevención ajenos a la empresa, siempre que así lo solicite alguna de las representaciones en el
Comité.

3. El Comité de Seguridad y Salud se reunirá trimestralmente y siempre que lo solicite alguna de las
representaciones en el mismo. El Comité adoptará sus propias normas de funcionamiento.
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Las empresas que cuenten con varios centros de trabajo dotados de Comité de Seguridad y Salud
podrán acordar con sus trabajadores la creación de un Comité Intercentros, con las funciones que el
acuerdo le atribuya.

Artículo 39. Competencias y facultades del Comité de Seguridad y Salud.

1. El Comité de Seguridad y Salud tendrá las siguientes competencias:

a)  Participar  en  la  elaboración,  puesta  en  práctica  y  evaluación de  los  planes  y  programas de
prevención de riesgos de la empresa. A tal efecto, en su seno se debatirán, antes de su puesta en
práctica y en lo referente a su incidencia en la prevención de riesgos, la elección de la modalidad
organizativa de la empresa y, en su caso, la gestión realizada por las entidades especializadas con
las que la empresa hubiera concertado la realización de actividades preventivas; los proyectos en
materia  de  planificación,  organización  del  trabajo  e  introducción  de  nuevas  tecnologías,
organización y desarrollo de las actividades de protección y prevención a que se refiere el artículo
16 de esta Ley y proyecto y organización de la formación en materia preventiva.

b) Promover iniciativas sobre métodos y procedimientos para la efectiva prevención de los riesgos,
proponiendo a la empresa la mejora de las condiciones o la corrección de las deficiencias existentes.

2. En el ejercicio de sus competencias, el Comité de Seguridad y Salud estará facultado para:

a) Conocer directamente la situación relativa a la prevención de riesgos en el centro de trabajo,
realizando a tal efecto las visitas que estime oportunas.

b) Conocer cuantos documentos e informes relativos a las condiciones de trabajo sean necesarios
para el cumplimiento de sus funciones, así como los procedentes de la actividad del servicio de
prevención, en su caso.

c) Conocer y analizar los daños producidos en la salud o en la integridad física de los trabajadores,
al objeto de valorar sus causas y proponer las medidas preventivas oportunas.

d) Conocer e informar la memoria y programación anual de servicios de prevención.

3. A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en esta Ley respecto de la colaboración entre empresas
en los supuestos de desarrollo simultáneo de actividades en un mismo centro de trabajo, se podrá
acordar la realización de reuniones conjuntas de los Comités de Seguridad y Salud o, en su defecto,
de los Delegados de Prevención y empresarios de las empresas que carezcan de dichos Comités, u
otras medidas de actuación coordinada.

Artículo 40. Colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

1. Los trabajadores y sus representantes podrán recurrir a la Inspección de Trabajo y Seguridad
Social si consideran que las medidas adoptadas y los medios utilizados por el empresario no son
suficientes para garantizar la seguridad y la salud en el trabajo.

2. En las visitas a los centros de trabajo para la comprobación del cumplimiento de la normativa
sobre prevención de riesgos laborales, el Inspector de Trabajo y Seguridad Social comunicará su
presencia al empresario o a su representante o a la persona inspeccionada, al Comité de Seguridad y
Salud, al Delegado de Prevención o, en su ausencia, a los representantes legales de los trabajadores,
a fin de que puedan acompañarle durante el desarrollo de su visita y formularle las observaciones
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que estimen oportunas, a menos que considere que dichas comunicaciones puedan perjudicar el
éxito de sus funciones.

3. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social informará a los Delegados de Prevención sobre los
resultados de las visitas a que hace referencia el apartado anterior y sobre las medidas adoptadas
como consecuencia de las mismas,  así  como al  empresario mediante diligencia en el  Libro de
Visitas de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que debe existir en cada centro de trabajo.

4. Las organizaciones sindicales y empresariales más representativas serán consultadas con carácter
previo a la elaboración de los planes de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en
materia  de  prevención de  riesgos  en  el  trabajo,  en  especial  de  los  programas  específicos  para
empresas de menos de seis trabajadores, e informadas del resultado de dichos planes.

CAPÍTULO VI

Obligaciones de los fabricantes, importadores y suministradores

Artículo 41. Obligaciones de los fabricantes, importadores y suministradores.

1. Los fabricantes, importadores y suministradores de maquinaria, equipos, productos y útiles de
trabajo están obligados a asegurar que éstos no constituyan una fuente de peligro para el trabajador,
siempre que sean instalados y utilizados en las condiciones, forma y para los fines recomendados
por ellos.

Los fabricantes, importadores y suministradores de productos y sustancias químicas de utilización
en  el  trabajo  están  obligados  a  envasar  y  etiquetar  los  mismos  de  forma  que  se  permita  su
conservación y manipulación en condiciones de seguridad y se identifique claramente su contenido
y los riesgos para la seguridad o la salud de los trabajadores que su almacenamiento o utilización
comporten.

Los sujetos mencionados en los dos párrafos anteriores deberán suministrar la información que
indique la forma correcta de utilización por los trabajadores, las medidas preventivas adicionales
que deban tomarse y los riesgos laborales que conlleven tanto su uso normal, como su manipulación
o empleo inadecuado.

Los fabricantes, importadores y suministradores de elementos para la protección de los trabajadores
están obligados a asegurar la efectividad de los mismos, siempre que sean instalados y usados en las
condiciones y de la forma recomendada por ellos. A tal efecto, deberán suministrar la información
que indique el tipo de riesgo al que van dirigidos, el nivel de protección frente al mismo y la forma
correcta de su uso y mantenimiento.

Los fabricantes, importadores y suministradores deberán proporcionar a los empresarios, y éstos
recabar  de  aquéllos,  la  información  necesaria  para  que  la  utilización  y  manipulación  de  la
maquinaria, equipos, productos, materias primas y útiles de trabajo se produzca sin riesgos para la
seguridad y la salud de los trabajadores, así como para que los empresarios puedan cumplir con sus
obligaciones de información respecto de los trabajadores.

2. El empresario deberá garantizar que las informaciones a que se refiere el apartado anterior sean
facilitadas a los trabajadores en términos que resulten comprensibles para los mismos.

154



CAPÍTULO VII

Responsabilidades y sanciones

Artículo 42. Responsabilidades y su compatibilidad.

1. El incumplimiento por los empresarios de sus obligaciones en materia de prevención de riesgos
laborales dará lugar a responsabilidades administrativas, así como, en su caso, a responsabilidades
penales y a las civiles por los daños y perjuicios que puedan derivarse de dicho incumplimiento.

2. (Derogado)

3.  Las  responsabilidades  administrativas  que  se  deriven  del  procedimiento  sancionador  serán
compatibles  con  las  indemnizaciones  por  los  daños  y  perjuicios  causados  y  de  recargo  de
prestaciones económicas del sistema de la Seguridad Social que puedan ser fijadas por el órgano
competente de conformidad con lo previsto en la normativa reguladora de dicho sistema.

Artículo 43. Requerimientos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

1. Cuando el Inspector de Trabajo y Seguridad Social comprobase la existencia de una infracción a
la normativa sobre prevención de riesgos laborales, requerirá al empresario para la subsanación de
las  deficiencias  observadas,  salvo  que  por  la  gravedad e  inminencia  de  los  riesgos  procediese
acordar la paralización prevista en el artículo 44. Todo ello sin perjuicio de la propuesta de sanción
correspondiente, en su caso.

2. El requerimiento formulado por el Inspector de Trabajo y Seguridad Social se hará saber por
escrito al empresario presuntamente responsable señalando las anomalías o deficiencias apreciadas
con  indicación  del  plazo  para  su  subsanación.  Dicho  requerimiento  se  pondrá,  asimismo,  en
conocimiento de los Delegados de Prevención.

Si se incumpliera el requerimiento formulado, persistiendo los hechos infractores, el Inspector de
Trabajo y Seguridad Social, de no haberlo efectuado inicialmente, levantará la correspondiente acta
de infracción por tales hechos.

3. Los requerimientos efectuados por los funcionarios públicos a que se refiere el artículo 9.2 de
esta ley, en ejercicio de sus funciones de apoyo y colaboración con la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social, se practicarán con los requisitos y efectos establecidos en el apartado anterior,
pudiendo reflejarse en el Libro de Visitas de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en la
forma que se determine reglamentariamente.

Artículo 44. Paralización de trabajos.

1.  Cuando  el  Inspector  de  Trabajo  y  Seguridad  Social  compruebe  que  la  inobservancia  de  la
normativa sobre prevención de riesgos laborales implica, a su juicio, un riesgo grave e inminente
para la seguridad y la salud de los trabajadores podrá ordenar la paralización inmediata de tales
trabajos  o  tareas.  Dicha  medida  será  comunicada  a  la  empresa  responsable,  que  la  pondrá  en
conocimiento  inmediato  de  los  trabajadores  afectados,  del  Comité  de  Seguridad  y  Salud,  del
Delegado  de  Prevención  o,  en  su  ausencia,  de  los  representantes  del  personal.  La  empresa
responsable  dará  cuenta  al  Inspector  de  Trabajo  y  Seguridad  Social  del  cumplimiento  de  esta
notificación.
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El Inspector de Trabajo y Seguridad Social dará traslado de su decisión de forma inmediata a la
autoridad laboral.  La  empresa,  sin  perjuicio del  cumplimiento inmediato de tal  decisión,  podrá
impugnarla  ante  la  autoridad  laboral  en  el  plazo  de  tres  días  hábiles,  debiendo  resolverse  tal
impugnación en el plazo máximo de veinticuatro horas. Tal resolución será ejecutiva, sin perjuicio
de los recursos que procedan.

La paralización de los trabajos se levantará por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que la
hubiera decretado, o por el empresario tan pronto como se subsanen las causas que la motivaron,
debiendo, en este último caso, comunicarlo inmediatamente a la Inspección de Trabajo y Seguridad
Social.

2. Los supuestos de paralización regulados en este artículo, así como los que se contemplen en la
normativa reguladora de las actividades previstas en el apartado 2 del artículo 7 de la presente Ley,
se  entenderán,  en  todo  caso,  sin  perjuicio  del  pago  del  salario  o  de  las  indemnizaciones  que
procedan y de las medidas que puedan arbitrarse para su garantía.

Artículo 45. Infracciones administrativas.

1. (Párrafo primero y segundo derogados)

No  obstante  lo  anterior,  en  el  ámbito  de  las  relaciones  del  personal  civil  al  servicio  de  las
Administraciones  públicas,  las  infracciones  serán  objeto  de  responsabilidades  a  través  de  la
imposición, por resolución de la autoridad competente, de la realización de las medidas correctoras
de los correspondientes incumplimientos, conforme al procedimiento que al efecto se establezca.

En el ámbito de la Administración General del Estado, corresponderá al Gobierno la regulación de
dicho procedimiento, que se ajustará a los siguientes principios:

a) El procedimiento se iniciará por el órgano competente de la Inspección de Trabajo y Seguridad
Social por orden superior, bien por propia iniciativa o a petición de los representantes del personal.

b) Tras su actuación, la Inspección efectuará un requerimiento sobre las medidas a adoptar y plazo
de ejecución de las mismas, del que se dará traslado a la unidad administrativa inspeccionada a
efectos de formular alegaciones.

c) En caso de discrepancia entre los Ministros competentes como consecuencia de la aplicación de
este procedimiento, se elevarán las actuaciones al Consejo de Ministros para su decisión final.

2. (Derogado)

Artículo 46. Infracciones leves.

(Derogado)

Artículo 47. Infracciones graves.

(Derogado)

Artículo 48. Infracciones muy graves.

(Derogado)

Artículo 49. Sanciones.

(Derogado)
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Artículo 50. Reincidencia.

(Derogado)

Artículo 51. Prescripción de las infracciones.

(Derogado)

Artículo 52. Competencias sancionadoras.

(Derogado)

Artículo 53. Suspensión o cierre del centro de trabajo.

El  Gobierno  o,  en  su  caso,  los  órganos  de  gobierno  de  las  Comunidades  Autónomas  con
competencias  en  la  materia,  cuando  concurran  circunstancias  de  excepcional  gravedad  en  las
infracciones en materia de seguridad y salud en el trabajo, podrán acordar la suspensión de las
actividades laborales por un tiempo determinado o, en caso extremo, el cierre del centro de trabajo
correspondiente,  sin perjuicio, en todo caso, del pago del salario o de las indemnizaciones que
procedan y de las medidas que puedan arbitrarse para su garantía.

Artículo 54. Limitaciones a la facultad de contratar con la Administración.

Las limitaciones a la facultad de contratar con la Administración por la comisión de delitos o por
infracciones administrativas muy graves en materia de seguridad y salud en el trabajo, se regirán
por  lo  establecido  en  la  Ley  13/1995,  de  18  de  mayo,  de  Contratos  de  las  Administraciones
Públicas.
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Decreto  80/2013,  de  26  de  diciembre,  de  adaptación  de  la  Legislación  de  Prevención  de
Riesgos Laborales a la Administración de la Comunidad de Castilla y León

Artículo 1. Objeto. 

Este decreto tiene por objeto la adaptación de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de
Riesgos Laborales, y sus normas de desarrollo, así como del Real Decreto 39/1997, de 17 de enero,
por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención, a la Administración General de
la Comunidad de Castilla y León y sus Organismos Autónomos partiendo de la integración de la
prevención en el conjunto de sus actividades y decisiones y la potenciación de sus recursos propios,
y adecuando su contenido a sus peculiaridades organizativas y de participación del personal a su
servicio. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

Este decreto será de aplicación a la Administración General de la Comunidad de Castilla y León así
como a sus Organismos Autónomos, con independencia de la naturaleza del vínculo jurídico del
personal a su servicio. 

Artículo 3. Integración de la actividad preventiva. Plan de Prevención de Riesgos Laborales. 

1. La actividad preventiva a desarrollar en las Consejerías y Organismos Autónomos y en todos sus
centros dependientes, deberá integrarse en el sistema general de gestión en los términos establecidos
en los apartados 1 y 2 del artículo 1 del Reglamento de los Servicios de Prevención. 

2. El Plan de Prevención de Riesgos Laborales es la herramienta a través de la cual debe integrarse
la  actividad  preventiva  de  las  Consejerías  y  Organismos  Autónomos  en  el  sistema general  de
gestión,  en  los  términos  establecidos  en  el  artículo  2  del  Reglamento  de  los  Servicios  de
Prevención. 

3.  El  Plan  de  Prevención  de  Riesgos  Laborales  habrá  de  reflejarse  en  un  documento  que  se
conservará a disposición de la autoridad laboral, de las autoridades sanitarias y de los representantes
de los empleados públicos, e incluirá los siguientes elementos: 

 a) La identificación de Consejerías y Organismos Autónomos, de su actividad, el número y
características  de  los  centros  de  trabajo  y  el  número  de  empleados  públicos  y  sus
características con relevancia en la prevención de riesgos laborales. 

 b) La estructura organizativa,  identificando las funciones y responsabilidades que asume
cada uno de sus niveles jerárquicos y los respectivos cauces de comunicación entre ellos, en
relación con la prevención de riesgos laborales. 

 c) La identificación,  en su caso,  de los distintos procesos de trabajo, las prácticas y los
procedimientos organizativos existentes en relación con la prevención de riesgos laborales. 

 d) La política, los objetivos y metas que en materia preventiva se pretenden alcanzar, así
como los recursos humanos, técnicos, materiales y económicos de los que van a disponer al
efecto. 

4.  Según  se  establece  en  el  artículo  2.3  del  Reglamento  de  los  Servicios  de  Prevención,  la
evaluación de riesgos laborales y la planificación de la actividad preventiva, como instrumentos
esenciales  para  la  gestión  y  aplicación  del  Plan  de  Prevención  de  Riesgos  Laborales,  deberán
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realizarse  en la  forma que  se determina  en el  artículo  16  de  la  Ley de  Prevención de riesgos
laborales, considerando cuando sea el caso las previsiones establecidas en los artículos 25, 26 y 27
de la misma, y de acuerdo al capítulo II del Reglamento de los Servicios de Prevención. 

5. En el ámbito de la Gerencia Regional de Salud, en virtud de lo establecido en el artículo 87 de la
Ley 2/2007 de 7 de marzo, existirá un plan de prevención de riesgos laborales en todos los centros e
instituciones sanitarias, los cuales seguirán los compromisos y directrices establecidas en el Plan de
Prevención de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

Artículo 4. Participación y representación. 

1. Con carácter general, corresponden: 

 a) A las Juntas de Personal, Comités de Empresa, Delegados de Personal y representantes
sindicales, las funciones a las que se refiere el artículo 34.2 de la Ley de prevención de
riesgos laborales. 

 b) A los Delegados de Prevención, las competencias y facultades establecidas en el artículo
36 de la Ley de Prevención de riesgos laborales, contando en el ejercicio de sus funciones
con las garantías establecidas al efecto en el artículo 37 de dicha Ley. 

 c) A cada Comité de Seguridad y Salud, las competencias y facultades establecidos en el
artículo 39 de la  Ley de prevención de riesgos laborales así  como las que,  en su caso,
puedan pactarse convencionalmente. 

2. Corresponde a la Comisión Técnica de Prevención de Riesgos Laborales regulada en el artículo 7
del presente decreto bajo la dependencia de la Mesa General de Negociación de los Empleados
Públicos, el ejercicio de las funciones de negociación atribuidas a esta última, de acuerdo con las
previsiones establecidas en los artículos 36.3 y 37.1.j) de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto
Básico del Empleado Público. 

Artículo 5. Delegados de Prevención. 

1. Los Delegados de Prevención serán designados por los representantes del personal con presencia
en los ámbitos de los órganos de representación del personal y entre  el  personal  funcionario o
estatutario miembros de las Juntas de Personal correspondientes por una parte y los representantes
del personal laboral miembros del Comité de Empresa o Delegados de Personal por otra, pudiendo
acordarse otro sistema de designación conforme a lo  previsto en el  artículo 35.4 de la  Ley de
Prevención de Riesgos Laborales. 

2.  El  número  de  los  Delegados  de  Prevención  que  podrán  ser  designados  para  los  colectivos
señalados se ajustará a la escala establecida en el artículo 35.2 de la Ley de Prevención de Riesgos
Laborales. 

3.  La autoridad laboral  provincial,  de acuerdo con lo previsto en la  normativa vigente y en el
ejercicio  de  la  competencia  atribuida  en  materia  de  representación  de  los  trabajadores  en  las
empresas acreditará de forma individualizada a los Delegados de Prevención, con la finalidad de
facilitar el desempeño de sus tareas, una vez comunicado su nombramiento. 

4. El tiempo utilizado por los Delegados de Prevención para el desempeño de sus competencias y
facultades será considerado como ejercicio de funciones de representación, a efectos de utilización
del crédito de horas mensuales retribuidas, de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente. 
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Será considerado, en todo caso, como tiempo de trabajo efectivo, sin imputación al crédito horario,
el  correspondiente  a  las  reuniones  del  Comité  de  Seguridad  y  Salud  y  a  cualesquiera  otras
convocadas  por  la  Administración  en  materia  de  prevención de  riesgos  laborales,  así  como el
destinado a las visitas previstas en el artículo 36.2 a y c de la Ley 31/1995. 

5. La Administración proporcionará a los Delegados de Prevención los medios y la formación en
materia preventiva que resulte necesaria para el ejercicio de sus funciones, una vez consultados los
representantes del personal. 

La Administración facilitará  dicha formación por sus propios medios o mediante concierto con
organismos, entidades especializadas en la materia u organizaciones sindicales acreditadas. 

El tiempo dedicado a la formación será considerado como tiempo de trabajo a todos los efectos. 

Artículo 6. Comités de Seguridad y Salud. 

1.  Los Comités  de Seguridad y Salud son los  órganos paritarios y colegiados de participación
destinados a la consulta regular y periódica de las actuaciones de la Administración General de la
Comunidad  de  Castilla  y  León  y  de  los  Organismos  Autónomos  incluidos  en  el  ámbito  de
aplicación de este decreto, en materia de prevención de riesgos laborales, dentro de los términos que
se establecen los artículos 38 y 39 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. 

La Administración deberá facilitar a sus representantes en los Comités de Seguridad y Salud una
formación específica en materia de prevención de riesgos laborales adecuada a sus funciones y
competencias en el mismo. 

2. En el ámbito regional y adscrito a la Consejería competente en materia de prevención de riesgos
laborales de los empleados públicos, a través de la Viceconsejería con competencias en esa materia,
o en su caso de la Dirección General que corresponda, se constituirá un Comité Intercentros de
Seguridad y Salud, de conformidad con lo establecido en el artículo 38.3 de la Ley de prevención de
riesgos laborales. 

Este  Comité,  de  composición  paritaria,  estará  integrado  por  representantes  designados  por  las
organizaciones sindicales y por la Administración en igual número. 

Será el Presidente el Viceconsejero/a competente en materia de prevención de riesgos laborales o en
su caso, el Director General competente en la materia. 

Actuará de Secretario del Comité un funcionario designado a este efecto por resolución del titular
de la Viceconsejería con competencias en esa materia, o en su caso de la Dirección General que
corresponda, el cual tendrá voz, pero no voto. 

3.  En  cada  provincia  existirá  un  Comité  de  Seguridad  y  Salud  de  Administración  General  y
Organismos Autónomos, un Comité de Seguridad y Salud en el ámbito educativo y otro más, de
área sanitaria, en el ámbito de la Gerencia Regional de Salud, de acuerdo con lo establecido en los
artículos 34 y 38 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, con las competencias y facultades
que se determinan en el artículo 39 de la misma. Sin perjuicio de lo anterior, cuando la complejidad
de la estructura organizativa, el tipo de actividad y la frecuencia de los riesgos así lo aconsejen,
podrán  constituirse  Comités  de  Seguridad  y  Salud  de  ámbito  territorial  o  funcional  diferente
mediante  Orden  del  titular  de  la  Consejería  competente  en  materia  de  prevención  de  riesgos
laborales  de  los  empleados  públicos,  a  propuesta  de  la  Consejería  afectada  o  del  Comité
Intercentros de Seguridad y Salud. 

160



4. Los Comités de Seguridad y Salud se reunirán trimestralmente y siempre que lo solicite alguna
de las representaciones en el mismo y adoptarán sus propias normas de funcionamiento. 

Artículo 7. Comisión Técnica de Prevención de Riesgos Laborales. 

Dependiendo de la Mesa General de Empleados Públicos se constituirá una Comisión Técnica de
Prevención de Riesgos Laborales que abordará la negociación en aquellas cuestiones que así se
establezcan en la normativa de prevención de riesgos laborales, de conformidad con lo establecido
en el art. 37.1. j) de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público. Su
composición  se  ajustará  a  lo  que  establezca  el  Reglamento  de  la  Mesa  de  Negociación  de
Empleados Públicos. 

La Comisión Técnica elevará las propuestas, para su aprobación a la Mesa General de Negociación
de Empleados Públicos. 

Artículo 8. Recursos del sistema preventivo. 

Los  recursos  de  la  Administración  de  la  Comunidad  de  Castilla  y  León,  de  acuerdo  con  lo
establecido en el artículo 31 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos
Laborales y en aplicación de lo dispuesto en la Disposición Adicional Cuarta del Reglamento de los
Servicios de Prevención aprobado por Real Decreto 39/1997 de 17 de enero serán los siguientes: 

 a) Servicios de Prevención propios. 
 b) Servicios de Prevención ajenos.

Artículo 9. Servicios de Prevención Propios. 

1. Los servicios de prevención propios se prestarán a través de un conjunto de medios personales y
materiales,  constituidos,  en  unidades  administrativas  organizadas  conforme  determinen  las
correspondientes órdenes de estructura orgánica. 

2.  La  actuación  preventiva  en  el  ámbito  personal,  funcional  y  territorial  de  la  Administración
General de la Comunidad de Castilla y León y de sus Organismos Autónomos, salvo en el ámbito
de las Gerencias de Salud de Área de la Gerencia Regional de Salud, se realizará mediante servicios
de  prevención  propios  con  las  especialidades  y  disciplinas  preventivas  de  Higiene  Industrial,
Ergonomía y Psicosociología Aplicada: 

 a.  En  servicios  centrales,  el  servicio  de  prevención  se  adscribirá  a  la  Consejería  con
competencias  en materia  de prevención de riesgos laborales de  los  empleados públicos.
Asumirá, además de las funciones propias como servicio de prevención, las de coordinación
y control de todas las actuaciones y actividades que el  resto de servicios de prevención
propios lleve a cabo en esta materia en cualquier ámbito. 

 b. En servicios periféricos, los servicios de prevención propios se adscribirán a cada una de
las  Delegaciones  Territoriales  de  la  Junta  de  Castilla  y  León e  incluirán  a  los  técnicos
superiores e intermedios en prevención de riesgos laborales.

Además, considerando el importante número de centros de trabajo adscritos a las Consejerías y sus
Organismos Autónomos , su grado de dispersión geográfica, actividad, así como sus características
con relevancia en la prevención de riesgos laborales, con objeto de complementar las actuaciones de
los servicios de Prevención, la Administración designará empleados públicos para la realización de
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funciones en materia de prevención de riesgos laborales, de acuerdo con lo establecido en el artículo
9.6 de este decreto. 

3. La actuación preventiva en el ámbito personal, funcional y territorial de la Gerencia Regional de
Salud se realizará, según el artículo 88 de la Ley 2/2007 de 7 de marzo, mediante servicios de
prevención  propios  en  cada  Área  de  Salud  en  las  especialidades  y  disciplinas  preventivas  de
Higiene Industrial, Ergonomía y Psicosociología Aplicada, Seguridad en el Trabajo y Medicina del
Trabajo. La dirección de las actividades preventivas de estos Servicios de Prevención corresponderá
a la Gerencia Regional de Salud siguiendo las directrices establecidas en el artículo 11 del presente
decreto. 

4. Sin perjuicio de los respectivos ámbitos orgánicos o funcionales específicamente atribuidos, los
recursos del  sistema preventivo señalados en los puntos anteriores,  podrán ser utilizados,  en el
conjunto  del  ámbito  de  aplicación  de  este  decreto  cuando  así  lo  requieran  las  necesidades  de
prevención, por motivos de eficacia, homogeneidad o calidad del servicio. Dicha asignación deberá
realizarse, en todo caso, con sujeción a las normas que en cada caso, resulten de aplicación. 

5. Los servicios de prevención propios desarrollarán las tareas preventivas a través de expertos con
la capacitación requerida para las funciones a desempeñar, según lo establecido en el capítulo VI del
Reglamento de los Servicios de Prevención, en las distintas especialidades y disciplinas preventivas
que deban asumir. A tal efecto, deberán poseer los niveles de cualificación, básico, intermedio o
superior, previstos en el artículo 34 del mencionado reglamento, que le sean exigibles de acuerdo
con los requisitos que así se establezcan en la relación de puestos de trabajo. 

6.  La  Administración  procederá  al  nombramiento  de  personal  designado  para  colaborar  en  la
realización de tareas preventivas, previa comunicación al Comité de Seguridad y Salud del ámbito y
provincia en la que vaya a llevar sus actuaciones. Deberá proporcionar a los empleados públicos
designados formación de nivel básico en prevención de riesgos laborales. 

Los Servicios de Prevención propios de las Delegaciones Territoriales coordinarán a los empleados
designados en la realización de las tareas preventivas que les sean encomendadas, sin perjuicio de
su dependencia orgánica y funcional. 

 a. En Servicios Centrales, deberá designarse, al menos, un empleado en cada Consejería y
Organismo Autónomo. 

 b. En Servicios Periféricos, deberán nombrarse un empleado en cada Servicio Territorial,
Dirección Provincial de Educación, Gerencia Territorial o Provincial. 

Realizarán las funciones de nivel básico previstas en el artículo 35 del Reglamento de los Servicios
de Prevención. 

Artículo 10. Servicios de Prevención ajenos. 

1.  Los  servicios  de  prevención  ajenos  estarán  constituidos  por  entidades  especializadas  que
asumirán la ejecución de las funciones señaladas en el apartado 3 del artículo 31 de la Ley de
prevención de riesgos laborales, así como aquellas otras que se hubieran concertado. 

La concertación con dichas entidades se efectuará mediante licitación pública, previa consulta con
las  organizaciones  sindicales  más  representativas,  sobre  las  bases  técnicas  de  concurrencia  de
acuerdo con la normativa vigente sobre contratos en el sector público. 
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2. Los requisitos a cumplir  por las citadas entidades para actuar como servicios de prevención
ajenos, sus recursos humanos y materiales, así como las funciones a desempeñar por las mismas,
serán las establecidas en los artículos 17, 18 y 19 del Reglamento de los Servicios de Prevención. 

3.  Las  actividades  preventivas  de  los  servicios  de  prevención  ajenos  se  realizarán  bajo  la
supervisión del servicio de prevención propio previsto, a nivel central en el artículo 9.2.a) de este
decreto. 

Artículo 11.  Competencias  de la  Consejería  que asume las  funciones de  prevención de riesgos
laborales de los empleados públicos de la Administración General de la Comunidad de Castilla y
León y sus Organismos Autónomos. 

1.  A la Consejería competente en materia de prevención de riesgos laborales de los empleados
públicos,  a  través  de  la  Viceconsejería  y,  en  su  caso,  de  la  Dirección  General  competente,  le
corresponde,  con carácter  general,  la  coordinación,  el  control  y  la  dirección de las  actividades
preventivas, técnicas y sanitarias, que realice el conjunto de los recursos preventivos y, en concreto: 

 a) Desarrollar una acción permanente de seguimiento y control de la actividad preventiva de
la Administración General de la Comunidad y de sus Organismos Autónomos, sin perjuicio
de las competencias que correspondan a la Secretaría General de cada Consejería u órgano
equivalente del Organismo Autónomo, en el  desarrollo y seguimiento de las actuaciones
preventivas propias dentro de su ámbito.  Asimismo, los citados órganos competentes en
materia  de prevención de  riesgos  en cada Consejería  u  Organismos Autónomo,  deberán
remitir copia de todas las auditorías de prevención y controles de eficacia que se lleven a
cabo. 

 b)  Realizar  funciones  de  coordinación  general,  control  y  dirección  de  la  función  de
prevención  en  el  ámbito  de  la  Administración  General  de  la  Comunidad  y  de  sus
Organismos Autónomos, especialmente en lo que se refiere a la fijación y aproximación de
criterios, soportes, metodologías de actuación y actividades a desarrollar, de conformidad
con lo establecido en el Reglamento de los Servicios de Prevención. 

 c)  Promover  y  gestionar  las  acciones  de  estudio,  formación  u  otras  que  se  consideren
necesarias y/o se propongan en el seno de la Comisión Técnica de Prevención de Riesgos
Laborales, así como aquellas otras dirigidas a la evaluación, perfeccionamiento y mejora del
sistema de gestión y a la promoción de buenas prácticas preventivas y de hábitos saludables,
en el ámbito de la prevención de riesgos laborales. 

 d) Elaborar informes y consultas relativas a la interpretación de la normativa de prevención
de riesgos laborales dictada para su aplicación específica en el ámbito de la Administración
General  de  la  Comunidad  y  de  sus  Organismos  Autónomos,  sin  menoscabo  de  las
competencias  que  respecto  a  la  normativa  laboral  general  tiene  atribuidas  la  Dirección
General competente en materia de relaciones laborales y prevención de riesgos laborales. 

2.  El desarrollo técnico y la gestión de las actuaciones descritas en los apartados anteriores se
realizará a través del Servicio de Prevención propio a nivel central previsto en el artículo 9.2.a) de
este decreto. 

Artículo 12. Instrumentos de control. 

1. La evaluación de la eficacia de los servicios de prevención se desarrollará a través de controles,
con la periodicidad que se determine en el Plan de Prevención de Riesgos Laborales. Su realización
corresponderá a la Consejería competente en materia de prevención de riesgos laborales de los
empleados públicos de la Administración de la Comunidad, a través del Servicio de Coordinación y
Prevención de Riesgos Laborales. 
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2. El control ha de incluir una evaluación sistemática, documentada y objetiva de la eficacia del
sistema de prevención, deberá ser realizada de acuerdo con las normas técnicas establecidas o que
puedan establecerse y teniendo en cuenta la información recibida de los empleados públicos, y
tendrá como objetivos: 

 a) Comprobar cómo se ha realizado la evaluación inicial y periódica de los riesgos, analizar
sus resultados y verificarlos, en caso de duda. 

 b)  Comprobar  que  el  tipo  y  planificación  de  las  actividades  preventivas  se  ajusta  a  lo
dispuesto en la normativa general, así como a la normativa sobre riesgos específicos que sea
de aplicación, teniendo en cuenta los resultados de la evaluación. 

 c) Analizar la adecuación entre los procedimientos y medios requeridos para realizar las
actividades  preventivas  y  los  recursos  de  los  que  dispone  la  Administración,  propios  o
concertados, teniendo en cuenta, además, el modo en que están organizados o coordinados,
en su caso. 

 d) Valorar, en función de todo lo anterior,  la integración de la prevención en el  sistema
general de gestión en cada Consejería  u Organismo Autónomo y valorar  la  eficacia del
sistema de prevención para prevenir,  identificar,  evaluar,  corregir  y controlar los riesgos
laborales en todas las fases de actividad.

3.  Cualquiera  que  sea  el  procedimiento  utilizado,  la  metodología  o  procedimiento  mínimo  de
referencia deberá incluir, al menos: 

 a) Un análisis de la documentación relativa al plan de prevención de riesgos laborales, a la
evaluación de riesgos, a la planificación de la actividad preventiva y cuanta otra información
sobre la organización y actividades de la Consejería u Organismo Autónomo sea necesaria
para el ejercicio de la actividad auditora. 

 b) Un análisis de campo dirigido a verificar que la documentación referida en el párrafo
anterior  refleja  con  exactitud  y  precisión  la  realidad  preventiva  de  la  Consejería  u
Organismo Autónomo. Dicho análisis, que podrá realizarse aplicando técnicas de muestreo
cuando sea necesario, incluirá la visita a los puestos de trabajo. 

 c) Una evaluación de la adecuación del sistema de prevención a la normativa de prevención
de riesgos laborales. 

 d) Unas conclusiones sobre la eficacia de las actividades de prevención de riesgos laborales
de la Consejería u Organismo Autónomo. 

4. Los resultados de la auditoría o controles de eficacia se reflejarán en un informe con el contenido
especificado en el artículo 31 del Reglamento de los Servicios de Prevención. Dicho informe se
mantendrá a disposición de la autoridad laboral competente y una copia del mismo se entregará a
los representantes de los trabajadores en los Comités de Seguridad y Salud que corresponda. 

5. Para el desarrollo de esta función de control, los órganos competentes podrán contar con aquellos
órganos y unidades que, por razón de la naturaleza o contenido de sus funciones puedan, en cada
caso,  colaborar  eficazmente  en  las  tareas  de  control  a  realizar.  En  las  instituciones  sanitarias
públicas, dicha colaboración podrá ser realizada por la Inspección Sanitaria. 

6. Sin perjuicio de todo lo anterior, la Consejería competente en materia de prevención de riesgos
laborales de los empleados públicos de la Administración General de la Comunidad de Castilla y
León y sus Organismos Autónomos, fomentará que cada Consejería u Organismo Autónomo pueda
someter,  con  carácter  voluntario,  sus  actividades  preventivas  al  control  de  una  auditoría  o
evaluación, interna o externa,  para permitir  la adopción de decisiones y medidas dirigidas a su
perfeccionamiento y mejora. Podrá contarse para ello con la colaboración de la Dirección General
competente en materia de relaciones laborales y prevención de riesgos laborales.
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DISPOSICIÓN ADICIONAL

El personal sanitario que lleve a cabo actividades asistenciales y preventivas para los empleados
públicos de la Administración de la Comunidad de Castilla y León y que dependa orgánicamente de
Consejerías u Organismos Autónomos, colaborará con los servicios de prevención propios de la
Administración de la Comunidad, sin perjuicio de que continúe efectuando aquellas otras funciones
que tuviera atribuidas. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Queda derogado el Decreto 143/2000 de 29 de junio, de adaptación de la legislación de prevención
de Riesgos Laborales a la Administración General de la Comunidad de Castilla y León modificado
por Decreto 44/2005, de 2 de junio, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a
lo dispuesto en el presente decreto. 

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Normativa de aplicación. 

Para todas las cuestiones no reguladas en este decreto deberá estarse a lo dispuesto en la normativa
general y específica de prevención de riesgos laborales y de manera específica a lo dispuesto en la
Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, en el Real Decreto 39/1997,
de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención y en sus normas
de desarrollo. 

Respecto al funcionamiento de los órganos colegiados se regirá por lo dispuesto en este Decreto,
por la legislación básica estatal y por el Capítulo IV del Título V de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del
Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

Segunda. Habilitación normativa. 

Se autoriza al titular de la consejería competente en materia de prevención de riesgos laborales de
los empleados públicos para dictar cuantas disposiciones y resoluciones fueran necesarias para el
desarrollo y ejecución de este decreto. 

Tercera. Entrada en vigor. 

Este decreto entrará en vigor al mes de su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León». 

Valladolid, 26 de diciembre de 2013. 
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